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l. INl'RODUCCION

A. Estados partes en el Pacto

l. Al 1" de agosto de 1980, fecha de clausura del décimo período de sesioaes del
Comité de Derechos Humanos, había 62 Estados partes en el Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Polítict)s y 23 Estados partes en el Protocolo Facultativo del
~acto, que la Asamblea General de ias Naciones Unidas había aprobado en su
resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966, y que habían qúedado abiertos
para la firma y la ratificación en Nueva Yor:i( el 19 de diciembre de 1966. Ambos
instrumentos entraron en vigor el 23 de marzo de 1976, de conformidad con las
disposiciones de sus artículos 49 y 9 respecti.vamente.

2. En la fecha de clausura del décimo período de sesiones del Comité, 13 Estados
habían hecho la declaración prevista en el párrafo 1 del artículo 4r del Pacto, que
entró en vigor el 28 de marzo de 1979. En el anexo I del presente informe figura
la lista de Estados partes en el Pacto y en el Protocolo Facultativo y una
indicación acerca de cuáles de ellos han hecho la declaración prevista en el
párrafo 1 del artículo 41 del Pacto.

B. Períodos de sesiones

3. Desde la aprobación de su último informe anual el Comité de Derechos Humanos
ha celebrado tres períodos de sesiones~ los períodos de sesiones octavo, noveno y
décimo, que se celebraron en la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra, del 15
al 26 de octubre de 1979, del 17 de marzo al 3 d~ abril de 1980 y del 14 de julio
al 1" de agosto de 1980, respectivamente.

C. Composición y participación

4. La composición del Comité fue la misma que en 1979. En el anexo II figura una
lista de los miembros del Comité.

5. Asistieron a los períodos de sesiones octavo y noveno del Comité todos sus
miembros, excepto el Sr. Ganji y el Sr. Uribe Vargas •. Asistieron al décimo período
de sesiones del Comité todos sus miembros, excepto el Sr. Ganji y el Sr. Kelani.

D. Grupos de trabajo y relatores especiales

6. De conformidad con el artículo 89 de su reglamento provisional, el Comité
estableció grupos de trabajo para 0ue se reunieran antes de sus períodos de
sesiones octavo, noveno y décimo a fin de presentar recomendaciones al Comité sobre
las comunicaciones establecidas en el Protocolo Facultativo.

7" El Grupo de Trabajo del octavo período de sesiones fue establecido por el
Comité en su 174a. sesión, celebrada el 15 de agosto de 1979, y estuvo compuesto
por el Sr. Movchan, el Sr. Opsahl, el Sr. Prado Vallejo y el Sr. Sadi. El Grupo de
Trabajo se reunió en la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra del 8 al 12 de
octubre de 1979 y eligió Presidente-Relator al Sr. Opsahl.
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8. El Grupo de Trabajo del noveno período de sesiones fue establecido por elComité en su 190· sesión, celebrada el 24 de octubre de 1979, y estuvo compuestopor Sir Vincent Evans, el Sr. Janca y el Sr. Prado Vallejo. El Grupo de Trabajo sereunió en Ginebra de! 10 al 14 de marzo de 1980 y eligió Presidente-Relator aSir Vincent Evans.

9. El Grupo de Trabajo del décimo período de sesiones fue establ~cido por elComité en su 2l9a. sesión, celebrada el 3 de abril de 1980, y estuvo compuesto porel Sr. Koulishev, el Sr. Mavrommatis, el Sr. Prado Vallejo y el Sr. Tarnopolsky.El Grupo de Trabajo se reunió en Ginebra del 7 al 11 de julio Qe 1980 y eligióPresidente-Relator al Sr. Tarnopolsky. El Sr. Tomuschat, que había sidc designadoRelator Especial por el Comité en su noveno período de sesiones para estudiar unacomunicación determinada, informó sobre esa comunicación al Comité en su décimop&ríodo de sesiones.

E. PrograDl:\

Octavo período de sesiones

10. En su 177a. sesión, celebrada el 15 de octubre de 1979, el comité adoptó comoprograma de su octavo período de sesiones el programa provisional presentado por elSecretario General de conformidad con el artículo 6 del reglamento provisional, conalgunas enmie~das. El programa del octavo período de sesiones fue el siguiente:

l.

2"

3.

4.

5.

6.

Décimo

12. En
progr
secreta
progr

l.
l.

2.

3.

4.

5.

6.

Aprobación del program~.

Cuestiones de organización y otros asuntos.

Presentación de informes por los Estados partes en virtud del artículo 40del Pacto.

Examen de los informes presentados por los Estado~ partes en virtud delartículo 40 del Pacto.

Examen de las comunicaciones recibidas de conformidad con lasdisposiciones del Protocolo Facultativo del Pacto.

Cuestión de la cooperación entre el Comité y los organismosespecializados interesados.

2.

3.

4.

5.

6.

7. Futuros períodos de sesiones del Comité.

Noveno período de sesiones

11. En su 195a. ·sesión, celebrada el 17 de marzo de 1980, el comtté adoptó comoprograma de su noveno período de sesiones el progr~na provisional presentada por elSecretario General de conformidad con el artículo 6 del reglamento provisional. Elprograma del noveno período de sesiones fue el siguiente:
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1. Aprobación del programa.

2~ Cuestiones de organiza~ión y otros asuntos.

3. Presentación de informes por los Estados partes en virtud del artículo 40
del Pacto.

I,

I
¡

4.

5.

6.

Examen de los informes presentados por los Estados partes en virtud del
artículo 40 del Pacto.

Examen de las comunicaciones recibidas de conformidad con las
disposiciones del Protocolo Facultativo del Pacto.

Futuros períodos de sesiones del Comité.

Décimo período de sesiones

12. En su 220a. sesión, celebrada el 14 de julio de 19~O, el Comité adoptó como
programa de su décimo período de s~siones el programa provisional presentado por el
Secretario General de conformidad con el artículo 6 del reglamento provisional. El
programa del décimo período de sesiones fue el siguiente:

l. Aprobación del programa.

2. Cuestiones de organización y otros asuntos.

3. Presentación de informes por los Estados partes en virtud del artículo 40
del ·Pacto.

4. Examen de los informes presentados por los Estados partes en virtud del
artículo 40 del Pacto.

5. Examen de las comunicaciones recibidas de conformidad con las
disposiciones del Protocolo Facultativo del Pacto.

6. Informe anual que debe presentar el Comité a la Asamblea General por
conducto del Consejo Económico y Social en virtud del artículo 45 del
Pacto y del artículo 6 del Protocolo Facultativo.

11. CUESTIONES DE ORGANIZACION y OTROS ASUNTOS

A. Cuestión de la publicidad que ha de darse a la labor del Comit~

13. En su octavo período de sesiones el Comité empezó el examen de la cuestión de
la publicidad que había de darse a su labor en el contexto de las nuevas
directrices relativas al contenido y presentación del Anuario de derechos humanos
de las Naciones Unidas (United Nations Yearbook 00 Human Rights), tal como fueron
aprobadas por el Consejo Económico y Social en su resolución 1979/37.

14. Algunos miembros del Comité lamentaron no haber tenido oportunidad de
presentar observaciones sobre el proyecto de directrices antes de su aprobación.
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Tomando nota de que con arreglo a esas directrices se incluirían en el Anuariopasajes de los informes que presentaran los Estados partes en virtud del Pacto, asícomo los informes del comité sobre su labor en un ano determinado, expresaron laconvicción de que la selección de tales pasajes era una tarea delicada, y de quecon ese procedimiento no era probable que se diera una imagen clara de la situaciónglobal en materia de derechos humanos en un país determinado, ni que se reflejaranlos vínculos necesarios entre los informes mismos y las cuestiones suscitadas porel C~~ité. No era probable tampoco que se atendiera así la necesidad de dar unapublicidad adecu~da al Pacto como instrumento independiente para la protección delos derechos humanos y de familiarizar a la opinión pública del mundo entero conlos derechos cuya promoción y protección eran la razón de ser del Pacto.

15. Muchos miembros opinaban que el Comité debía publicar un anuario generalpropio. Se sugirieron otras medidas, como publicar, en el mayor número de idiomasposibles, un folleto sobre las fw.ciones del Comité destinado al público engeneral; publicar un estudio global sobre la labor del Comité destinado a losgobiernos, abogados e investigadores; y publicar los documentos oficiales delComité en dos volúmenes anuales, uno que contendría las actas resumidas de lasreuniones públicas del Comité y un segundo en el que figurarían otros documentospúblicos del Comité, incluidos los informes presentados por los Estados en virtudd'_~ artículo 40 del Pacto.

16. Hubo acuerdo general en que, mientras no se editase una publicación separadasobre la labor del Comité~ la parte de esa labor que se fuese a incluir en elAnuario de derechos humanos (United Nations Yearbook on Human Rights) se deberíapresentar al Comité para su aprobación. También se acordó en general que la mejorpublicidad para el Pacto era que el Comité continuara mejorando sus métodos detrabajo, que intensificase sus contactos con los medios de comunicación social yque celebrase alguno de sus períodos de sesiones en países en desarrollo.

17. Los miembros del Comité consideraban unánimementa que la un~ca razón para darpublicidad a la labor del Comité era dar a conocer mejor el Pacto y promover losderechos humanos en todo el mundo. Convinieron en mantener las diversassugerencias en el programa para su ulterior examen. También se acordó que mientrastanto, el Presidente debía, con ayuda de la secretaría, tratar de examinar laposibilidad de llevar a la práctica alguna de las ideas expresadas.

18. En su noveno período de sesiones el Director de la División de DerechosHumanos comunicó al Comité que en su 36· período de sesiones la Comisión deDerechos Humanos había aprobado y presentado al Consejo Económico y Social para suaprobación una resolución (24 (XXXVI» en la cual había invitado al ConsejoEconómico y Social, entre otras r.osas, a que pidiese "al Secretario General que, encooperación con la Organización Internacional del Trabajo y la Organización de lasNaciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, prepare y ejecute unprograma mundial para la difusión de LoS instrumentos internacionales de derechoshumanos en el mayor número posible de idiomas y que informe a la Comisión deDerechos Humanos en su 37· período de sesiones acerca de la ejecución de eseprograma" y le informó asimismo de que a partir del l· de enero de 1980 laSecretaría editaba una publicación mensual ("Monthly Notice") que reproducía losprogramas de los períodos de sesiones de los órganos que se ocupaban de losderechos humanos, entre ellos los del Comité de Derechos Humanos, así como pasajeso resúmenes de los informes importantes publicados recientemente. El Boletín deDerechos Humanos había empezado a publicarse cada tres meses, con algunas
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modificaciones de contenido y presentación, e incluía, entre otros textos, pasajes
del informe anual del Comité de Derechos Humanos. Sin embargo, la Secretaría
necesitaría la ayuda del Comité ya que con frecuencia encontraba difícil elegir
temas de información y decidir, por ejemplo, qué partes del informe anual del
comité debían publicarse. A ese respecto el Director subrayó la importancia de los
comunicados de prensa, que no sólo daban una resefta inmediata, aunque breve, de las
deliberaciones de los diversos órganos que se ocupaban de los derechos humanos,
sino que reproducían conclusiones como algunas a que había llegado el Comité de
De'rechos Humanos en 1979 acerca de un Estado parte en el Protocolo Facultativo. La
Secretaría tenía asimismo la intención de acelerar el programa con objeto de
publicar los números atrasados del Anuario y en el Anuario para 1979 se publicaría
una resefta de la labor del Comité.

19. En su décimo período de sesiones, tras celebrar consultas con los serV1C10S
pertinentes de la Secretaría, el Comité de Derechos Humanos volvió a estudiar la
propuesta de que sus documentos oficiales se distribuyeran en dos volúmenes anuales
(véase el párr. 15 supra) y decidió pedir a la Secretaría que tomara las
disposiciones necesarias para ello. El comité convino en que esto era necesario
tanto para el ejercicio efectivo de las funciones permanentes del Comité como para
dar a conocer los resultados de sus trabajos en una forma conveniente y permanente
a los gobiernos, organizaciones, especialistas y otras personas o entidades que se
interesaban por la promoción de los derechos humanos.

B. Método de trabajo relativo al examen por el Comité de los informes
presentados por Estados partes en virtud del artículo 40 del Pacto

20. El Comité examinó este tema en sus sesiones 23la. y 232a. Se da cuentg de las
deliberaciones y decisiones correspondientes en la sección C del capítulo 111 que
se ocupa del examen de los informes, tema al que pertenece rea1me~te esta materia.

C. Participación en la reunión del Instituto Latioamericano
de Investigaciones Sociales

21. En su décimo período de sesiones, el Comité fue informado por su Presidente de
que había recibido una invitación del Instituto Latinoamericano de Investigaciones
Sociales para que asistiera a una reunión sobre derechos humanos que ha de
celebrarse en Quito del 11 al 13 de agosto de 1980-.

22. El Presidente expresó su agradecimiento por esta invitación e inf~rmó al
Comité de que, a causa de compromisos previos, no Podría asistir, p~ro que el
comité podría designar a uno de sus miembros para ese fin.

23. El Comité decidió designar a su Vicepresidente, Sr. ~rado Vallejo, para que lo
representara en esa reunión.
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IU. INFCR.'-'ES DE LOS ESTADOS PARTES EN VIRTUD DEL ARTICULO 40 DEL PACTO

A. Presentación de los informes

24. Los Estados partes se han comprometido a presentar informes de conformidad con
el artículo 40 del Pacto, en el plazo de un ano a partir de la fecha de entrada en
vigor del instrumento respecto de los Estaros partes interesados, y, en lo
sucesivo, cada vez que el comité lo pida. Para ayudar a los Estados partes a que
presenten los informes previstos en el artículo 40 del Pacto, el Comité aprobó, en
su segundo período de sesiones, las directrices generales relativas a la forma y el
contenido de los mismos, cuyo texto figuraba en el anexo IV del primer informe
anual presentado por el comité a la Asamblea General en su trigésimo segundo
período de sesiones 1/.

25. En su octavo período de sesiones se informó al Comité de que, después del
séptimo período de se~iones, Costa Rica, Kenya, Malí y la República Unida de
Tanzanía habían presentado sus informes iniciales en virtud del artículo 40 del
Pacto, con lo cual el número de los presentados en virtud de esa disposición
era de 38.

26. También se informó al Comité de que los cinco Estados partes siguientes, que
debían haber presentado los informes iniciales en 1977, aún no lo habían hecho:
Colombia, Jamaica, el Líbano, Rwanda y el Uruguay; y de que, de los informes que
debían presentarse en 1978, no se habían recibido todavía los de Guyana, Panamá y
el Zaire. Para la situación en lo tocante a la presentación de informes, véase el
anexo 111 del presente informe.

27. En su octavo período de sesiones el Comité examinó el informe inicial
presentado por Polonia. En el mismo período de sesiones, el Comité consideró
asimismo el informe complementario presentado por Suecia.

28. En su noveno período de sesiones, se informó al Comité de que, después del
octavo período de sesiones, Colombia, Venezuela e Italia habían presentado sus
informes iniciales en virtud del artículo 40 del Pacto, con lo cual el número de
los presentados de conformidad con esa disposición ascendía a 41. Dinamarca y
Noruega habían presentado informes complementarios en el mismo período.

29. También se comunicó al comité que, de los informes iniciales que debían
presentarse en 1977, aún no se habían transmitido los de Jamaica, el Líbano, Rwanda
y el Uruguay; que, de los informes que debían presentarse en 1978, aún no habían
sido sometidos los de Guyana, Panamá y el Zaire; que, de los informes que debían
presentarse en 1979, aún no habían sido transmitidos los correspondientes a la
República Dominicana, Guinea, Portugal y Austria, y que la Jamahiriya Arabe Libia,
la República Federal de Alemania, Jordania, Madagascar. Mauricio y Yugoslavia aún
no habían presentado la información adicional prometida durante el examen de sus
informes iniciales en los períodos de sesiones segundo, tercero, cuarto y quinto
del Comité.

!/ Documentos Oficiales de la Asamblea General, trigésimo segundo período de
sesiones, Suplemento No. 44 (A/32/44 Y Corr.l), anexo IV.
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30. El Presidente informó al Comité acerca de las reuniones que había celebrado
con funcionarios de Jamaica y Rwanda en relación con los informes iniciales de sus
países, que debían haberse presentado al Comité en 1977, pero que aún no se habían
recibido. El Presidente no ~e había puesto de nuevo en contacto a ese respecto cor
el C~bierno del Líbano, por las razones bien conocidas por todos.

31. Los miembros del comité seftalaron que se habían enviado varios recordatorios y
un memorandum a los cuatro Estados partes - es decir, Jamaica, el Líbano, Rwanda y
el Uruguay - que aún no habían presentado los informes correspondientes a 1977. Se
formularon varias sugerencias en cuanto a las nuevas medidas que debería adoptar el
Comité para lograr que esos Estados cumplieran las disposiciones del artículo 40
del Pacto. Esas sugerencias incluían la transmisión de nuevos recordatorios, que,
no obstante, debían ser redactados en términos más enérgicos; contactos personales
ulteriores con los representantes de los Estados Partes interesados; la inclusión
en el informe anual del comité de una declaración en el sentido de que dichos
Estados no habían cumplido sus obligaciones en virtud del artículo 40 del Pacto, y,
finalmente, la presentación de la cuestión a la siguiente reunión de los Estados
partes.

32. El comité decidió enviar recordatorios a todos los países que debían haber
presentado sus informes en 1977, 1978 Y 1979, así como a Chile y el Irán, que
ha~ían'prometido someter informes nuevos o adicionales.

33. En su noveno período de sesiones el Comité examinó los informes iniciales
preaentados por el Canadá, el Iraq, Mongolia y el Senegal.

34. En su décimo período de sesiones, se informó al Comité de que, después del
noveno período de sesiones, no se había recibido ningún nuevo informe en virtud del
artículo 40 del Pacto.

35. También se comunicó al comité que, en cumplimiento de la decisión que adoptó
en su noveno período de sesiones, se habían enviado recordatorios a los Estados
partes siguientes: Jamaica, Rwanda y el Uruguay (cuyos informes debían haberse
presentado en 1977); Guyana, Panamá y el Zaire (cuyos informes debían haberse
presentado en 1978) y la República Dominicana, Guinea, Portugal y Austria (cuyos
informes debían haberse presentado en 1979). De conformidad con la misma decisión
se enviaron también notas verbales a Chile y el Irán, en las que se les pedía que
presentaran los nuevos informes prometidos por sus representantes en el sexto
período de sesiones del Comité 2/. También se informó al Comité del texto de la
respuesta recibida del Irán, en-la que se comunicaba como era necesario que el
Parlamento iraní, recientemente elegido, examinara la legislación nacional vigente
relativa al goce de los derechos reconocidos en la nueva Constitución, el Gobierno
de la República Islámica del Irán no estaba aún en condiciones de presentar
inmediatamente su informe al Comité, per9 que lo haría en cuanto se adoptaran las
medidas requeridas 1/.

~/ Documentos Oficiales de la Asamblea General, trigésimo cuarto período de
sesiones, Suplemento No. 40 (A/34/40), párrs. 60, 66 Y 109.

1/ Para el debate sobre la respuesta, véase CCPR/C/SR.237.
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36. Con respecto a los Estados partes cuyos informes debían haberse presentado
en 1977, y dado que los cuatro recordatorios y el memorándum que se les había
enviado ese afto hahían sido en vano y que el Comité ya había indicado en el
párrafo 57 de su último informe anual (A/34/40) que le resultaría difícil no
mencionar en su siguiente informe anual a la Asamblea General el incumplimiento por
los Estados interesados de sus obligaciones en lo tocante a la presentación de
informes, el Comité, de conformidad con el artículo 69 de su reglamento
provisional, decidió mencionar los nombres de los siguientes Estados partes que no
habían cumplido sus obligaciones de presentación de informes en virtud del artículo
40 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos:

Jamaica

Rwanda

Uruguay

37. El Comité decidió no hacer mención del Líbano en la lista que antecede, habida
cuenta de las aclaraciones hechas por su Gobierno respecto de las dificultades
especiales que impedían que el país presentara su informe en la actual etapa.

38. El Comité decidió también que el Presidente enviara una carta al Presidente @e
la Tercera Reunión de Estados partes en el Pacto de Derechos Civiles y Políticos,
que se celebraría el 12 de septiembre de 1980, a la que se expresara satisfacción
por el cumplimiento por la mayoría de los Estados partes de sus obligaciones
relativas a la presentación de informes y se pusieran especialmente de relieve las
medidas adoptadas hasta la fecha en relación con los pocos Estados partes que aún
no habían cumplido sus obligaciones al respecto (véase el anexo IV).

39. El Presidente decidió que se enviara una nota verbal a los Gobiernos de
Jamaica, Rwanda y el Uruguay, en la que se les informara de la decisión del comité
de mencionar por nombre a esos países en el informe anual del Comité a la Asamblea
General, diciendo que no habían cumplido su obligación de ~resentar informes con
arreglo al artículo 40 del Pacto, y se les recordara una vez más esa obligación y
la solicitud del comité de que se presentaran los informes iniciales sin más
dilaciones~

40. En cuanto a los Estados que debían haber presentado sus informes ~n 1978, el
Comité decidió que el Presidente transmitiera un memorandum a sus Representantes
Permanentes ante las Naciones Unidas.

41. El Comité decidió asimismo que se enviaran nuevos recordatorios a los Estados
partes cuyos informes debían haberse presentado en 1979.

42. Los informes iniciales presentados por Colombia, Costa Rica y Suriname fueron
examinados por el Comité .en su décimo período de sesiones. También se examinó en
ese período de sesiones el informe suplementario de Hungría.

B. Examen de los informes

43. Los 'párrafos que siguen están dispuestos por países según el orden en que
examinó el Comité los informes de los Estados partes durante sus períodos de
sesiones octavo, noveno y décimo. Los informes iniciales y complementarios
presentados por los Estados partes interesados y las actas resumidas de las
sesiones en ·las que el Comité examinó los informes contienen información más .

11 completa. , -8-
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44. El Comité examinó el informe inicial (CCPR/C/4/Add.2) presentado por elGobierno de Polonia en sus sesiones l86a., l87a. y 190a., celebradas el 22 y 24 deoctubre de 1979 (CCPR/C/SR.186, 187 y 190).

45. La representante de Polonia introdujo el informe y declaró que, antes depresentarlo al Comité, dicho informe se había presentado en forma de proyecto afines de consulta al Consejo de Estado, a las comisiones competentes del Parlamentoy a organizaciones tales como el Comité de Ciencias Jurídicas de la Academia Polacade Ciencias, la Asociación de Juristas Polacos y el Consejo de Legislación. I'ndicótambién que en 1976 el Parlamento polaco había modificado la Constitucióninspirándose en las disposiciones del Pacto; que el 26 de mayo de 1978, con objetode llevar a la práctica las nuevas disposiciones de la Constjcución, el Parlamentohabía modificado la Ley de los consejos de pueblo; que el 14 de julio de 1979, elConsejo de Estado, que vela por la adecuación de las leyes a la Constitución,aprobó una resolución en que se definían las modalidades de las funciones queejerce, con objeto de consolidar la legalidad y hacer más comprensibles las leyesJy que el Parlamento estaba tomando medidas para modificar procedimientosadministrativos a fin de que se pudiese ejercer control judicial sobre lasdecisiones administrativas y se reconociese al ciudadano el derecho de recurrir aun tribunal para apelar contra cualquiera de esas decisiones.

46. Varios miembros del Comité se asociaron a la declaración de principios,contenida en la introducción al informe, sobre la relación entre el ejercicio delos derechos humanos y el desarrollo económico y social. También se encomió elhecho de que en el informe se citaran decisiones de los tribunales y se dieranejemplos concretos para ilustrar cómO se ejercían los derechos humanos en laRepública Popular Polaca. Algunos miembros exp~esaron interés en la disposiciónconstitucional relativa a la participación de todos los ciudadanos en lasdiscusiones y consultas sobre leyes básicas propuestas y pidieron aclaracionessobre cómo se aplicaba en la práctica esa disposición.

47. Algunos miembros sefialaron que en la Constitución faltaba una disposiciónespecífica por la que se prohibiera la discriminación por motivos de opiniónpolítica, según se prevé en el artículo 2 del Pacto, y declararon que esa omisiónasumía importancia considerable en un país en el cual la Constitución consagrabauna ideología concreta. Con referencia a la declaración que figuraba en el informede que el Pacto no se aplicaba directamente sino mediante la legislación interna yque el derecho interno polaco "en la esencia" concordaba con las disposiciones delPacto, se preguntó si había aspectos de la legislación que no estuviesen en armoníacon el Pacto y si un ciudadano polaco podía invocar el Pacto ante un juez otribunal y obtener un fallo que apoyase sus disposiciones. Algunos miembrosdestacaron que había una diferencia entre la disponibilidad de derechos y su goceefectivo y pidieron información adicional sobre el papel que desempefiaban en laprotección y promoción de los derechos humanos los órganos administrativos ysociales mencionados en el informe; preguntaron si, como cuestión de principio, seinformaba al particular interesado acerca de los recursos disponibles; y si laautoridad responsa01e del examen de las apelaciones era o no diferente de la:autoridad contra cuya decisión se apelaba~ Asimismo, se preguntó si la profesiónjurídica estaba abierta a todos, qué calificaciones se exigían y con qué frecuenciase utilizaban sus servicios. Observando que la Constitución confería poderesimportantes al Consejo de Estado, incluido el establecimiento de una interpretaciónobligatoria de las leyes, así como la designación y revocación de los jueces y del
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fiscal general, quien rinde cuentas al Consejo, algunos miembros se preguntaron si
esos poderes no vulneraban la independencia del poder judicial y si existía algún
mecanismo institucional que limitase esas facultades.

48. En cuanto al artículo 3 del Pacto, se expresó interés por la parte del informe
en la que se sefia1aba cómo el desarrollo de los derechos económicos y políticos
promovía la igualdad entre el hombre y la mujer y la participación cada vez mayor
de ésta en los asuntos públicos. Se hicieron preguntas sobre cuál era la medida en
que las mujeres participaban en el Parlamento, en el Consejo de Ministros, en la
profesión jurídica y en los órganos del Partido.

49. En relación con el artículo 6 del Pacto, se pidió información sobre las
medidas positivas adoptadas por el Estado para la promoción del derecho a la vida
como valor social, independientemente de su protección por medio de sanciones
penales. Refiriéndose a los delitos mencionados en el informe a los que era
aplicable la pena de muerte, se hicieron preguntas sobre qué crímenes contra la
economía eran suficientemente serios para merecer esa pena. Se pidió información
sobre el número de veces que se había impuesto la pena de muerte durante el período
que abarcaba el informe y sobre si Polonia estaba considerando la posibilidad de
abolir esa pena.

50. En cuanto a los artículos 7 y 10 del Pacto, algunos miembros del Comité
preguntaron qué vigilancia ejercían las autoridades judiciales u otras autoridades
independientes sobre el trato que se daba a los presos durante la detención
po1icia1J si un detenido podía acogerse a alguna medida a fin de que una persona
culpable de haberle obligado a formular declaraciones falsas o de haberle infligido
malos tratos respondiese por sus actosJ si se podía mantener a los presos
incomunicados o aislados en espera del juicio; por cuánto tiempo podía impedírseles
ponerse en contacto con sus abogadosJ y qué disposiciones se habían tomado para
permitir que las personas que estaban detenidas '0 cumplían penas de prisión se
pusiesen en contacto con sus familias.

51. Respecto del artículo 9 del Pa~to, se preguntó por cu~' ~o tiempo podía el
fiscal ordenar que se mantuviese en prisión preventiva a una persona; si una
persona detenida tenía alguna posibilidad de pedir que se le pusiese en libertad
durante el período de detención de 48 horas y si podía seguir detenida una persona
por varios períodos sucesivos de 48 horasJ si los tribunales podían revocar una
decisión del fiscal de detener a un individuo y qué disposiciones se habían
adoptado para el cuidado de los menores dependientes de personas en prisión
preventiva.

52. En cuanto al artículo 12 del Pacto, un miembro se preguntó por qué la
necesidad de mantener la ley y el orden o sostener los intereses económicos vitales
del país exigían restricciones en materia de domicilio. Se pidió información sobre
las condiciones en las cuales se autorizaba a una persona a instalarse en Varsovia,
la fecha en que se establecieron esas condiciones y los recursos de que disponía el
particular que p~nsaba que su solicitud había sido rechazada ilegalmente.
Observando que, después de cumplir una pena de prisión, los tribunales podían
ordenar a un condenado que viviese en una localidad determinada, con el fin de
impedir que tuviese relaciones indeseables con los medios del delito, otro miembro
se preguntó si no era responsabilidad del Estado librar a esa localidad de los
elementos criminales en lugar de impedir a la persona de que se tratara que
volviese a ésta. Se pidieron aclaraciones sobre la declaración que figuraba en el
informe de que podía denegarse el pasaporte a quienes hubiesen menoscabado el buen
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nombre de Polonia o por "razones de Estado importantes". En ese sentido, un
miembro pidió a~ representante de Polonia confirmación de que las solicitudes
hechas con arreglo al párrafo 2 del artículo 12 se respetaban como conducta
ajustada a la ley que no podían sancionarse como delito ni, por ejemplo, castigarse
con el despido.

53. Refiriéndose al artículo 14 dQl Pacto, algunos miembros del Comité pidieron
más información sobre los diversos órganos judiciales, incluidas las juntas
colectivas, sobre sus facultades y composición, sobre si eran elegidas, sobre las
garantías de justificia imparcial e independiente y sobre las razones por las que
se podía destituir a un juez. Algunos miembros pidieron que se explicara la
referencia en el informe a la "importancia que se atribuye al factor social en el
ejercicio de la justicia", las características de los delitos del género de
ngamberrismo" y las garantías de un juicio imparcial, incluidas las condiciones
para la admisión de pruebas presentadas por el acusado. Se hicieron preguntas
acerca de las excepciones a la norma de que los juicios debían ser públicos y sobre
las razones en que se basaban esas excepciones. Se preguntó asimismo con qué
frecuencia el tribunal pronunciaba .fallos en rebeldía y si ese fallo podía quedar
sin efecto en caso de que el condenado compareciera posteriormente. Un miembro
preguntó si la declaración que figuraba en el informe en el sentido de que el
fiscal, al autorizar al acusado a entrevistarse can su abogado puede sin embargo
reservarse el derecho de estar presente en la reunión, es compatible con el
párrafo 3 del artículo 14 del Pacto.

54. En lo que respectaba al artículo 18 del Pacto, se observó que ni la
Constitución ni el informe parecían mencionar específicamente la libertad de
pensamiento. Se preguntó si se autorizaba la propaganda religiosa en ciertas
condiciones y si existía la propaganda atea y, en caso afirmativo, en qué
condiciones podía practicarse~ si se daba a los ninos que asistían a las escuelas
la oportunidad de recibir ensefianza religiosa y, de ser así, si los padres
aprovechaban esa posibilidad. Se hicieron observaciones en el sentido de que la
situación de la libertad de conciencia y de religión reflejada en el informe
resultó ilustrada por la reciente visita a ese país del actual Papa, de origen
polaco, que gozó de total libertad para realizar lo que equivalía a propaganda
religiosa.

55. En relación con el artículo 19 del Pacto, algunos miembros del Comité
preguntaron en qué medida era posible que una persona expresase disentimiento con
respecto al sistema político y social del país en general; en qué casos se
consideraba que la libertad de expresión oral y escrita podía p~rjudicar dicho
sistema; qué medida de control se ejercía sobre los medios de información social y
hasta qué punto los órganos de control determinaban lo que podía leer el pueblo.
Se hizo referencia a la afirmación del informe de que la ley polaca prohibía la'
atribución a una institución de actos que pudieran desacreditarla, y se preguntó si
en caso de que tales actos se atribuyesen al Consejo del Estado, por ejemplo, era
posible obteneL un juicio independiente. Se pidió más información sobre la manera
en que se educaba a la juventud de Polonia en el espíritu del antifascismo, la paz
y la amistad. Se expresó satisfacción por el hecho de que en la ley polaca
figuraran disposiciones destinadas a proteger la sociedad contra la degradación
moral, la exaltación de la violencia y la- pornografía.

56. Respecto del artículo 21 del Pacto, se hizo referencia a la afirmación del
informe de que se podía rehusar la autorización para celebrar una reunión en el
caso de que la reunión fuera contraria al "interés social". Se dijo que el
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concepto de "interés social" era amplio y eXlgla una explicación más detallada. Se
preguntó quién estaba autorizado a conceder dicha autorización, a qué clase de
reuniones se aplicaba, quién estaba facultado para juzgar lo que era o no de
interés social y, en caso de una controversia sobre este último punto, quién
zanjaba la cuestión.

57. Comentando el artículo 22 del Pacto, ciertos miembros del Comité senalaron que
la Constitución prohibía el establecimiento de asoci~ciones o la participación en
ellas, si sus objetivos eran incompatibles con el régimen político y social o el
orden legal de Polonia, y preguntaron quién determinaba si existía dicha
incompatibilidad~ de qué recursos disponía una persona cuyo derecho de asociación
se restringía; cuáles eran las asociaciones reconocidas como de "utilidad pública
superior"; a qué categoría pertenecían asociaciones como la Sociedad de Amigos de
las Naciones Unidas y cómo podía utilizarse hoy día una antigua orden del
Presidente de la República Polaca, emitida en 1932, para restringir el derecho de
asociación. Un miembro se preguntó si sólo existía una asociación en cada esfera
de actividad artística, si se permitía a los artistas establecer sus propias
asociaciones o si tenían que pertenecer a una de las asociaciones oficiales, y si
un artista podía dar publicidad a su obra si no era miembro.

58. Con respecto a los artículos 23 y 24 del Pacto, se preguntó si existía alguna
restricción en canto al matrimonio de ciudadanos polacos con extranjeros~ si
existía alguna diferencia en el trato con respecte a la residencia y nacionalidad
entre un hombre polaco y una mujer polaca que contraían matrimonio con un
extranjero y si se hacía alguna distinción en cuanto a la nacionalidad de sus
hijos; en qué medida se reconocía el derecho al aborto en el sistema polaco~ si las
condiciones de la mujer casada y la no casada diferían en ese aspecto y si la mujer
casada gozaba de libertad para practicar un aborto sin el consentimiento de su'
esposo. Se pidió información sobre si se habían estipulado disposiciones
especiales para el cuidado de los ninos pequenos de las madres que trabajaban. Con
respecto a la afirmación que se hacía en el informe de que no podía haber divorcio
en ciertas circunstancias cuando los intereses de los hijos así lo exigían, se
observó que parecía haber poca justificación para ello ya que, por una parte, la
ley polaca estipu~aba derechos iguales para los hijos legítimos y para los nacidos
fuera del matrimonio y, por otra parte, podía ser contrario a los intereses de los
hijos vivir en un ambiente de desacuerdo entre los padres.

59. En relación con el artículo 25 del Pacto, se senaló que la referencia que se
hacía en la Constitución del Partido Unido de los Trabajadores Polacos en el
sentido de que constituía una fuerza política de orientación de la sociedad en la
construcción del socialismo otorgaba preponderancia a ese partido y a sus miembros,
lo que parecía incompatible con el Pacto. Se preguntó si las uniones sindicales
podían presentar candidatos a las elecciones y participar en el proceso legislativo
proponiendo enmiendas a las leyes. Se pidió información sobre el papel de las
organizaciones sociales en la realización de las tareas de la democracia socialista
y en el mecanismo del Estado y sobre las funciones y operación de los comités de
autogestión de los habitantes y su papel en la administración de la economía. Un
miembro pidió aclaraciones sobre los criterios electorales apiicados en reláción
con el artículo 25 del Pacto y expresó el deseo de saber qué medidas se tomaban
para asegurar que una persona pudiera expresarse libremente en las elecciones.

60. En relación con el artículo 27 del ,Pacto, se pidió información sobre la
condición de los distintos grupos 'minoritarios y sobre las oportunidades que se les
daban de conservar su identidad, publicar libros y periódicos en sus idiomas y ,
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utilizar su lengua en las escuelas e iglesias. Se preguntó por qué la población de
cultura e idioma alemanes no había sido mencionada como grupo distinto según el
significado del artículo 27 del Pacto •

61. Al comentar las cuestiones suscitadas por los miembros del Comité, la
representante del Estado parte declaró que, además de la práctica establecida del
Parlamento y del Gobierno de solicitar la opinión de las organizaciones de
juristas, se consultaba al pueblo polaco respecto de la mayoría de los proyectos de
textos legislativos que trataban de los derechos del ciudadano, y que, en los casos
de menor importancia, sólo se consultaba a las organizaciones sociales interesadas.

62. Contestando a las pr~guntas relativas al artículo 2 del Pacto, la
representante seftaló que la legislación polaca no contenía ninguna norma que
violara el principio de la igualdad de los derechos humanos a causa de las
opiniones, y que el párrafo 2 del artículo 67 de la Constitución debía considerarse
conjuntamente con el párrafo 1 del artículo 83, que garantizaba expresamente la
libertad de palabra. Indicó que, al ratificar el Pacto y al publicarlo en el
Boletín Oficial, y en diversas otras publicaciones nacionales, Polonia se había
comprometido a respetarlo y a adoptar las medidas necesarias para garantizar y
proteger en su totalidad los derechos consagrados en dicho instrumento¡ que, en la
práctica, aunque el ciudadano polaco no tenía la posibilidad de invocar el Pacto
mismo para demostrar que una norma de derecho concreto era nula por ser contraria
al Pacto, los derechos enunciados en el Pacto se aplic~ban en Polonia pqr mediación
del derecho interno; que el fiscal tenía derecho a oponerse a las disposiciones
legislativas generales que no fueran conformes a la ley y podía pedir a los órganos
locales de la administración que adoptaran las medidas necesarias al respecto; y
que los cOdiités de control social revestían especial importancia desde el punto de
vista de la protección de los derechos del ciudadano. Refiriéndose a otros
comentarios, la representante seftaló que cuando el Parlamento no estaba reunido, el
Consejo de Estado podía promul~ar decretos con fuerza de ley, que'~ebían ser
aprobados luego por el Parlamento; y que los jueces estaban sometidos a la ley y,
por consiguiente, no tenían que determinar la conformidad de las leyes con la
Constitución. Tenían, sin embargo, el derecho a determinar si los actos
ejecutivos, judiciales y demás actos jurídicos estaba~ en conformidad con la
Constitución y estaban autorizados a no aplicar un acto emanado de un órgano
inferior, si no se ajustaba a la ley.

63. Contestando a las preguntas sobre la igualdad entre hombres y mujeres, la
representante declaró que las mujeres polacas ocupaban con frecuencia puestos de
responsabilidad en las empresas, la ensefianza, el Parlamento, la judicatura y lcs
órganos de la administración local; que dos miembros del Consejo de Estado y otros
dos del Consejo de Ministros eran mujeres¡ que eran mujeres el 17% de los abogados,
el 33% de los fiscales y el 49% aproximadamente d~ los jueces; y que muchas muj€res
ocupaban altos cargos en la jerarquía de los partidos polítices.

64. En cuanto al artículo 6 del Pacto, la representante seftaló que la existencia,
en las ciudades y en el campo, de numerosos servicios de consulta para las futuras
madres y la gratuidad de la atpnción médica y de otra clase para las mujeres
encinta y los recién nacidos había tenido por efecto reducir la mortalidad infantil
que, en 1978, no llegó al 23 por mil; que estaba prevista la posibilidad de
infligir la pena de muerte a las personas que hubieran organizado o dirigido el
acaparamiento de bienes de gran valor en detrimento de una unidad de la economía
socialista y hubieran provocado perturbaciones graves en el funcionamiento de la
economía nacional; y que, desde el 1· de enero de 1970, fecha de la entrada en
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vigor del Código Penal, no había habido condenas a la pena capital sobre la base de
esa disposición. El Gobierno polaco no tenía planeado modificar el Código Penal
vigente, ni lo consideraba necesario.

65. En respuesta a preguntas relativas a los artículos 7 a la del Pacto, la
representante dijo que las penas se ejecutaban en forma humanitaria, respetando la
dignidad humana; que incumbía al juez encargado de la ejecución de las penas y al
Fiscal vigilar el cumplimiento de la sentencia; que los jefes de distrito estaban
obligados a visitar los establecimientos penitenciarios para conocer las
condiciones de detención y podían tomar las medidas pertinentes en caso necesario;
que el detenido y el condenado gozaban de un derecho de recurso cuando eran objeto
de un trato contrario a los principios proclamados en el Código Penal; que en caso
de muerte de una persona privada de libertad, las circunstancias del fallecimiento
eran objeto de una investigación minuciosa, y que la persona condenada a una pena
privativa de libertad gozaba del derecho de comunicarse con las personas del
exterior y, en particular, de mantener vínculos con su familia mediante visitas y
por correspondencia.

66. En cuanto al artículo 9 del Pacto, la representante indicó que la detención
preventiva decidida por el Fiscal no podía exceder de tres meses. No obstante, si
no había podido concluirse el procedimiento preparatorio en ese plazo, el fiscal
podía prorrogar esa detención hasta seis meses, y el tribunal por una duración
superior en la medida indispensable para la con~lusión del sumario.

67. En lo que respectaba al artículo 12, subrayó que la ley polaca no restringía
la libertad de elec~ión del lugar d& domicilio; que las excepciones a esta regla
afectaban a zonas militares importantes para la defensa nacional o a regiones
fronterizas; que las razones econémicas mencionadas en el informe se referían a la
asignación de expertos por las diversas regiones de todo el país de acuerdo con las
necesidades de la economía; que todo ciudadano polaco tenía derecho a abandonar
Polonia y que las excepciones a este principio sólo representaban el 0,6% de los
casos.

68. Contestando a preguntas relacionadas con el artículo 14 del Pacto, la
representante declaró que los tribunales funcionaban con la participación del
pueblo, por medio de los asesores populares, elegidos por los consejos del pueblo;
que los consejos elegían a los miembros de los colegios, que eran competentes para
las infracciones, entre los ciudadanos que residían y trabajaban en un 'lugar
determinado y que disfrutaban de todos sus derechos cívicos, tenían 24 afiaS
cumplidos y acreditaban su capacidad para ejercer esta función; que los debates de
esos colegios eran públicos; y que la institución de curadores profesionales y
sociales constituía otra forma particular de participación de la sociedad en la
actividad de los tribunales. Hizo una resefia detallada del procedimi~nto de
nombramiento de los jueces y de las disposiciones que garantizaban su
independencia, y sefialó que se podía destituir a un juez que ya no ofreciera las
garantías necesarias para'ejercer debidamente sus funciones, pero que en los diez
últimos afios sólo había habido un caso de destitución y que no se había destituido
a ningún juez desde 1977; que el Ministro de Justicia podía separar a un juez de
sus funciones por las razones que había indicado o por decisión del tribunal
disciplinario; y que en los diez últimos afias sólo había habido tres decisiones de
ese tipo. En cuanto al procedimiento aplicable a las infracciones por actos de
gamberrismo, la representante declaró que se refería únicamente a las personas
detenidas en flagrante delito o inmediatamente después; que en los tribunales que
conocían de estos asuntos existía una permanencia judicial para garantizar a los,
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acusados la asistencia de un abogado, y que se aplicaba en gran m~dida el sistemade exención de costas. En respuesta a otras preguntas, manifestó que las~sesionessecretas revestían carácter excepcional y asistían a ellas dos personas designadaspor cada una de las par.tes, así como las personas admitidas en virtud de un.adecisión del presidente del tribunal; que el derecho del acusado a comunicarsedirectamente con su abogado sin la presencia de otras personas sólo estaba limitadoen casos excepcionales relativos únicamente a la primera fase del sumario; que elveredicto se pronunciaba en público y que el juez pc~ía establecer una excepción aeste principio en asuntos penales en que estuviera en juego un secreto de Estado;que no podía dictarse una sentencia en rebeldía más que en los casos previstos enla ley y que si la persona de que se tratara hacía uso del derecho a solicitar unnuevo proceso l' no se ejecutaba el fallo pronunciado y se procedía Q un nuevo juicio.
69. En relación con el artículo 18 del Pacto, la representante sefialó que en laRepública Popular Polaca estaba prohibido tanto el obligar a una persona a queparticipara en ceremonias religiosas como e~ restringir la participación en esasceremonias; que desde 1961 la educación religiosa dependía enteramente de laIglesia, con un control del Ministro de Educación; que existían variaspublicaciones doctrinales publicadas por organizacioneds de carácter I~ligioso; yque los padres eran libres de decidir la educación religiosa de sus hi~,s.

70. Comentando las preguntas hechas sobre el artículo 19 del Pacto, larepresentante declaró que durante el período de 1977 a 1979 solamente cua€ropersonas habían sido condenadas por el delito de insultar al Estado polaco o de .transmitir al extranjero informaciones que pudieran perjudicar sus intereses; quela Oficina central de control de la prensa, publicaciones y espectáculos concedíapermisos para la publicación de periódicos y decidía si una determinada publicaciónestaría o no sometida a control; que según una decisión del Consejo de Ministros,no se podía repLochar nada a una persona si había-procedido de buena fe dentro delos límites del derecho y basándose en informaciones exactas; que las tentativas desuprimir la crítica eran inaceptables; y que las personas que no procedían conformeal espíritu de las disposiciones indicadas se exponían a graves sancionesdisciplinarias.

71. En respuesta a una pregunta relacionada con el artículo 21 0e1 Pacto, larepresentante declaró que no era necesaria autorización alguna para las reunionesque no alteraran el orden público y que se celebraran por iniciativa deorganizaciones existentes. .

72. En cuanto al artículo 22 del Pacto, indicó que en Polonia hay tres tipos deorganizaciones sociales: las organizaciones ordinarias, las asociacionesregistradas y laa organizaciones de alta utilidad pública; que cada categoría deorganización está sometida a una reglamentación diferente; que la Cruz Roja Polaca,la Liga de Defensa Nacional y la Asociación de Juristas Polacos son ejemplos deorganizaciones de alta utilidad pública; y que las asociaciones de artistasagrupaban a todos los artistas cualesquiera que fueran sus opiniones políticas.
73. En relación con el artículo 23 del Pacto, la representante manifestó que laley polaca no excluía la celebración de matrimonios mixtos y que éstos noentraf\abalí automáticamente un caMbio de nacionalidad; que la extranjera quecontrajera matrL'~~io con un nacional polaco adquiría la nacionalidad polaca si,dentro de los tres meses siguientes a la fecha del matrimonio, hacía la oportunadeclaración ante un órgano competente y ese órgano adoptaba en su favor unadecisión de aceptación; y que el hijo nacido de un matrimonio mixto adquiría la

-15-

r

s
P
h
e
p
s

71

e
1

5
D

S

~- .. _.



ciudadanía polaca, salvo si sus padres decidían otra cosa. En cuanto a la cuestión
del aborto, seftaló que la interrupción del embarazo sólo podía practicarse por
prescripci6n facultativa o cuando la mujer que se encontraba embarazada tenía
condiciones de vida difíciles o bien si existía una presunción sólidamente fundada
de que el embarazo era consecuencia de un delito; y que la decisión de interrumpir
el embarazo correspondía ~ la mujer exclusivamente y el consentimiento del marido
no era obligatorio. Si se trataba de una menor, era indispensable la autorización
de los padres, de los tutores o del tribunal tutelar. Al explicar las facilidades
de que gozaban las madres trabajadoras, manifestó que el sistema polaco conced.ía a
la madre el derecho a una licencia sin sueldo de tres aftos para cuidar del hijo de
corta edad, que la mujer que utilizaba esta disposición no perdía los beneficios de
la seguridad social ni de la jubilación; que el empleador estaba obligado a
garantizarle la posibilidad de volver a trabajar al mismo puesto en el mismo
establecimiento, pero que también podía recurrir a los servicios de guarderías y no
interrumpir su trabajo. En contestación a los comentarios sobre el divorcio, la
representante dijo que, en la ética socialista, el interés del nifto ocupaba un
rango elevado y que, incluso en el fallo, el interés del nifio debía casi siempre
prevalecer sobre el interés de los padres.

74. En cuanto al artículo 25, la representante subrayó que los miembros del
Par.tido Unido de los Trabajadore~ PJ1~cos no desempefiaban una función social de más
privilegio que la de quienes eran miembros de otros partidos o ciudadanos que no
pertenecían a ningún partido, pero que los rniembros del partido tenían deberes más
importantes en la esfera profesional y soc~~política; que no existían en Polonia
restricciones a la contratación de personas que tuvieran determinadas opiniones
políticas; que los sindicatos participaban en la elaboración de los planes
socioeconémicos en todos los niveles; que algunas de las organizaciones sociales
desempeñaban un papel muy importante en el funcionamiento de la economía a través
de su amplia participación en la gestión de las empresas socializadas; y que los
comités de autogestión de residentes tomaban decisiones en lo que respectaba al
desarrollo de la región, vigilaban la calidad y las condiciones de vida y se
0cupaban de las tareas que les c~nfería el Consejo Municipal.

75. Comentando las cuestiones suscitadas en torno al artículo 27 del Pacto, la
representante declaró que la instrucción se daba en la lengua materna de las
minorías nacionales durante la enseftanza primaria y secundaria; que esa enseftanza
se impartía previa petición por escrito de los padres y a condición de que hubiera
por lo menos siete alumnos; que para la enseftanza de las lenguas de las minorías se
habían creado dos facultades en la Universidad de Varsovia; que los estable­
cimientos de enseftanza ponían a disposición de las minorías bibliotecas y
periódicos; y que había programas de radio y televisión que difundían información
sobre la actividad cultural y social de las minorías.

Suecia

76. El Comité examinó el informe complementario presentado por Suecia
(CCPR/C/l/Add.42), en el que se daba respuesta a las cuestiones suscitadas durante
el examen del informe inicial (CCPR/C/l/Add.9 y Corr.l) !/, en sus sesiones 18Sa. y
189a., celebradas el 23 de octubre de 1979 (CCPR/C/SR.188 y 189).

~/ El Comité examinó el informe inicial de Suecia en sus sesiones 52a. y
53a., celebradas el 18 y el 19 de enero de 1978; véanse CCPR/C/SR.52 y 53 Y
Documentos Ofi~iales de la Asamblea General, trigésimo tercer período de sesiopes,
Suplemento No. 40 (A/33/40), párrs. 68 a ~4.
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77. El Comité inició el examen del informe complementario por la cuestión de la
aplicación del Pacto en Suecia. Algunos miembros del Comité opinaron que el hecho
de reflejar las disposiciones pertinentes del Pacto en la legislación interna, como
lo hacía Suecia, estaba en consonancia con el Pacto. Otros miembros pensaban que,
desde el punto de vista de la persona, tal vez fuera preferible que sus
disposiciones se incorporaran directamente a la legislación nacional. preguntaron
si existía una razón especial para no incorporar directamente el Pacto a la
legislación sueca y si podían declararse nulas y sin efecto las leyes que los
tribunales consideraran estaban en conflicto con el Pacto. Un miembro observó que
el establecimiento en Suecia de una comisión parlamentaria para. estudiar el derecho
de los tribunales a investigar la constitucionalidad de las leyes hacía pensar que
podían existir dudas en esa materia, por lo que se preguntaba si existía algún
fundamento para tales dudas; quiso también saber si se habían producido casos en
que una ley hubiera sido declarada inconstitucional por un tribunal sueco. Se
preguntó asimismo si el ombudsman podía pronunciarse sobre la cuestión de saber si
los derechos enunciados en el Pacto se respetaban en la legislación y en la
práctica del Estado, y si la legislación sueca permitía a un particular recurrir
contra una decisión administrativa en cualquier circunstancia.

78. El representante de Suecia contestó que el hecho de haber optado por aplicar
el Pacto reflejando sus disposiciones pertinentes en la legislación nacional y no
incorporándolas directamente a través de una ley especial respondía a la tradición
jurídica sueca en cuanto a las relaciones entre los tratados y las leyes internas¡
que, si bien el sistema de aplicación directa permitiría aducir la falta de
conformidad con la legislación sueca con el Pacto y no solamente con la
Constitución, con el sistema actual era más fácil para los tribunales y los
fmncionarios públicos aplicar las leyes internas que daban efecto a las
disposiciones del Pacto. Si una disposición de las leyes suecas fuera de
interpretación dudosa, el tribunal la interpre~aría de la manera que más se
ajustara al tratado que dicha ley reflejara. Afiadió que no conocía en Suecia
ningún caso de conflicto directo entre una ley nacional y el Pacto; que, si tal
conflicto se produjera, sería la ley nacional la que prevalecería e incumbiría
entonces al Gobierno hacer que la legislación nacional estuviera en consonancia con
los compromisos internacionales asumidos por el país. En cuanto al derecho de los
tribunales a conocer de la constitucionalidad de las leyes, indicó que, según la
doctrina sueca, los tribunales tenían derecho a negarse a aplicar una ley que se
considerase manifiestamente contraria a la Constitución, pero que jamás había
habido ningún caso en ese sentido. Sin embargo, el proyecto de ley presentado al
Parlamento como consecuencia del informe de la comisión parlamentaria, al que se
aludió en el debate, contenía disposiciones específicas en la ~ateria. Contestando
a otra pregunta, manifestó que el ombudsman no estaba facultado para ocuparse de
las violaciones del Pacto como tal, ya que su obligación consistía en velar por la
aplicación de la legislación sueca, pero que no se descartaba que en sus informes
al Parlamento señalara a la atención de éste la posible incompatibilidad de la
legislación sueca con el Pacto e, incluso, que tomara posición concretamente a ese
respecto. En relación con la cuestión del recurso a los tribunales
administrativos, indicó que los textos legislativos disponían que los recursos se
interpondrían ante talo cual tribunal administrativo y que, si no había
posibilidad de apelación, sería un organismo administrativo superior o el propio
Gobierno quienes zanjarían la cuestión. .

79. Algunos miembros del Comité hicieron varias preguntas sobre los derechos que
disfrutaban los extranjeros en Suecia de conformidad con el principio de no
discriminación enunciado en el párrafo 1 del artículo 2 del Pacto. Se formularon
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preguntas en cuanto a si los extranjeros disfrutaban de los derechos consagrados
por el Pacto en la misma medida que los nacionales suecos, incluido el derecho a
acudir a los órganos judiciales sin tener que hacer un depósito del tipo del cautic
judicatum solvi; se preguntó por qué no se reconocían a los extranjeros algunos
derechos enunciados en la Ley de libertad de prensa; cuál sería la situación de un
extranjero cuyos derechos en virtud del párrafo 2 del artículo 12 del Pacto fueran
violados; cuál era la situación en cuanto al derecho de un extranjero que hubiera
sido expulsado inmediatamente como consecuencia de una decisión a someter su caso a
revisión ante la autoridad competente, como se prevé en el artículo 13 del Pacto;
si un extranjero condenado a un ano de cárcel podía ser expulsado de Suecia aunque
hubiera residido ya en el país durante cinco anos; si una persona extranjera que se
casara con un nacional sueco adquiría por ese hecho la nacionalidad sueca; y si en
caso de divorcio, podía expulsarse al cónyuge naturalizado sueco.

80. A propósito de las preguntas que se resumen en el párrafo anterior, el
represen~ante de Suecia manifestó que, de conformidad con la Constitución, los
extranjeros disfrutaban de los derechos fundamentales en pie de igualdad con los
nacionales suecos y que dicho principio se aplicaba a casi todos los derechos
humanos, con la excepción del derecho a permanecer en Suecia y del derecho de voto;
que únicamente los extranjeros residentes fuera de Suecia tenían que depositar el
cautio judicatum solvi, salvo que existiera un acuerdo entre su país y Suecia; que
los derechos enunciados en la Ley de Libertad de Prensa estaban garantizados a los
nacionales del país por la Constitución ~ se aplicaban, en un pie de igualdad con
ellos, a los extranjeros, con la sola excepción de que los de éstos podían ser
restringidos por una disposición legislativa; que el derecho a salir de Suecia
estaba garantizado a los suecos y que no había razón alguna para que se negara a
los extranjeros; que, en cuanto a las decisiones de expulsión dictadas contra
extranjeros, siempre podía recurrirse contra ellas, pudiendo apelarse incluso al
tribunal supremo, y que la presentación del recurso tenía el efecto de suspender la
sentencia; que, en la práctica, no podía expulsarse a un extranjero, incluso en el
caso de que hubiera cometido un delito grave, que hubiera residido en el país
durante cinco anos, salvo en determinados casos y por razones muy especiales; que
un extranjero podía obtener normalmente la nacionalidad sueca si había residido al
menos cinco anos en el país, aun cuando el período exigido podía ser menor en caso
de matrimonio con un súbdito sueco; y que la persona que hubiera adquirido la
nacionalidad sueca a través del matrimonio no se vería privada de ella a
consecuencia del divorcio, ni por cualquier otra causa, ni en ningún,caso podría
ser expulsada.

81. En relación con la igualdad de derechos de hombres y mujeres enunciada en el
artículo 3 del Pacto, y en el artículo 26, que exige la adopción de medidas
positivas para evitar la discriminación, algunos miembros del Comité preguntaron si
la nueva ley relativa a la igualdad de trato para hombres y mujeres contenía
medidas positivas respecto a la igualdad entre los sexos. en particular medidas de
carácter social, económico y administrativo, y qué recursos se destinaban en el
presupuesto del país a'la formación de la mujer.

82. El representante de Suecia indicó que, según la nueva leyera ilícito, por
denotar discriminación, otorgar condiciones de empleo menos favorables para uno de
los sexos cuando se trataba de un trabajo igualo equivalente; que la ley abarcaba
la igualdad en materia de empleo, de formación y de condiciones de trabajo y que
abría la vía judicial a los recursos q1le pudieran formularse en caso de
reclamaciones. Remitió al Comité a la información completa y detallada sobre las
medidas prácticas adoptadas por su Gobierno que figuraba en los informes
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presentados en cumplimiento de la Convención Internacional sobre la Eliminación de
todas las Formas de Discriminación Racial, que exige, al igual que el artículo 26
del Pacto, la adopción de medidas positivas contra la discriminación.

83. Con referencia a los artículos 9, 10 Y 14 del Pacto, se preguntó si la Junta
de Policía de que se hablaba en el informe complementario reunía, a los efectos del
párrafo 4 del artículo 9, las condiciones de un tribunal, con todas las garantías
necesarias en cuanto a su composición y procedimientos, y, de no ser así, si podía
recurrirse ·contra sus decisiones ante un órgano judicial; se preguntó también de
qué forma podía obtener reparación una persona que hubiera sido ilegalmente
detenida o presa y si un extranjero detenido a causa de una orden de expulsión que
fuera después anulada tenía también derecho a una reparación. Refiriéndose a la
posibilidad para el acusado de recusar al defensor, un miembro preguntó con qué
frecuencia se aplicaba realmente dicha disposición. Se preguntó asimismo cuál era
la tendencia general de la legislación sueca en lo que se refería al trato a los
delincuentes.

84. El representante de Suecia indicó que las facultades de la Junta de Policía se
limitaban a la detención provis;onal de una persona por un máximo de uno o dos
días; que después era a los órganos especiales a quienes correspondía adoptar las
medidas oportunas y que podía recurrirse contra sus decisiones ante un tribunal
administrativo o ante otro órgano parecido dotado de todas las garantías necesarias
en cuanto a su composición y procedimientos; que, en virtud de la Ley de Agravios
(Tbrt Act), se consideraba en general responsable al Estado de los actos injustos
cometidos por los organismos ~ficiales suecos y que en tales casos era un tribunal
quien decidía el importe de la indemnización; y que, en el caso de que la víctima
de uno de esos actos injustos fuera un extranjero, el procedimiento indicado sería
que demandara al Estado ante un tribunal ordinario y pidiera una reparación. En
cuanto a la posibilidad para el acusado de recusar al defensor, indicó que la
disposición pertinente sólo se aplicaba en casos muy excepcionales en que los
abogados se comportaban de tal manera que no podían proseguirse los procedimientos
de una manera razonable. Indicó también que el objetivo del sistema penal sueco
consistía fundamentalmente en la rehabilitación social, según el espíritu del
párrafo 3 del artículo 10 del Pacto.

85. Un miembro preguntó cómo podían incluirse entre las restricciones que permite
el párrafo 3 del artículo 19 del Pacto las restricciones o la libertad de expreslon
por motivos de "bienestar económico del pueblo" o de- "economía nacional", como se
decía en el informe complementa~io.

86. El representante de Suecia manifestó que la expreSlon "en interés de la
economía nacional" no era una traducci6n adecuada de la expresión sueca, cuyo
significado exacto era "con el fin de atender a las necesidades de la población"; y
que los legisladores pensaban en la posibilidad de una guerra o de cualquier otra
situación de emergencia, en que hubiera que adoptar medidas especiales para atender
a las necesidades económicas básicas de la población.

87. Se expresó preocupación acerca de la ley sueca sobre comportamiento antisocial
y las consecuencias perjudiciales que podría tener en otros países si dicha ley se
tomara como modelo. Se sugirió la posibilidad de revocar esa ley, dado que ero la
práctica nunca se había aplicado. El representante de Suecia dijo que mencionaría
la cuestión a las autoridades competentes de su país.
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Mongolia

88. El Comité examinó el informe inicial (CCPC/C/l/Add.3B), presentado por el
Gobierno de Mongolia, en sus sesiones 197a., 198a. y 202a., celebradas el 19 y el
21 de marzo de 1980 (CCPR/C/SR.197, 198 y 202).

89. El informe fue presentado por el representante de Mongolia, que declaró que
los derechos civiles y políticos reconocidos en el Pacto estaban consagrados en la
Constitución mongola y en otras leyes) que las disposiciones del Pacto se
reflejaban en varias medidas legislativas que se habían adoptado a raíz de la
ratificación por su país del Pacto) que se estaban haciendo constantemente
esfuerzos para mejorar la base jurídica de los órganos centrales y locales, en
particular para reforzar las garantías políticas, econ&~icas y legales de los
derechos humanos y de la democracia socialista. El representante hizo una resena
detallada de lo conseguido en su país tras la revolución de 1921, especialmente por
lo que respecta a los derechos de la mujer y de la personas detenidas y acusadas de
algún delito.

90. Algunos miembros del Comité expresaron su reconocimiento por la valiosa
información complementaria facilitada por el representante de Mongoliu en su
presentación del informe. Sin embargo, algunos miembros manifestaron el deseo de
disponer de mayor información sobre la situación efectiva de los derechos humanos
en Mongolia.

91. Se formularon preguntas generales sobre si los tratados ratificados por
Mongolia recibían automáticamente fuerza de ley o si era necesario incorporarlos a
la legislación nacional de Mongolia; si se había publicado el Pacto en la Gaoeta
Oficial y en la prensa o en otros medios de información; y si existían ejemplares
del mismo en bibliotecas o en otros lugares, en idiomas que los habitantes de
Mongolia pudieran entender y estudiar.

92. Por lo que respecta al artículo 2 del Pacto, algunos miembros del Comité
preguntaron si la falta de referencias a la opinión política, en la oláusula de no
discriminación contenida en el artículo pertinente de ~a Constitución mongola,
significaba que los ciudadanos no disfrutaban de iguales derechos en la expresión
de su~ opiniones políticas; por qué, al garantizar la igualdad de derechos de todos
los ciudadanos, no se mencionaba en la Constitución a los extranjeros, cuyos
derechos debían recibir también la misma protección en virtud del Pacto; cuál era
la condición jurídica del Pacto dentro de los sistemas jurídico y administrativo de
Mongolia; cuáles eran las medidas legislativas y de otro tipo adoptadas para dar
efectividad a los derechos reconocidos en el Pacto; si podía invocarse el Pacto
ante los órganos judiciales y administrativos por presuntas violaciones de sus
disposiciones; y con qué recurso contaban los individuos cuyos derechos no se
hubieran respetado y si tenían acceso a un tribunal o al Jural local. A ese
respecto se pidió más información sobre la posibilidad de presentar reclamaciones a
las autoridades, posibilidad que se establecía en la Constitución; sobre el derecho
de apelación como medio de recurso judicial; sobre la función del fisoal y sobre
los sistemas de control popular y del Estado a que había hecho referencia en su
presentación el representante de Mongolia.

93. Refiriéndose al artículo 6 del Pacto, algunos miembros consideraban que
alguna~ de las expresiones utilizadas en el informe a ese respecto eran vagas y
~~quorían una explicaci6n r y que la pena de muerte era una pena demasiado extrema
para ~lqunoQ de los delitos de la lista bastante amplia contenida en el informe.
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Se solicit6 información sobre la frecuencia con que se había impuesto esa pena en
los últimos anos y por qué delitos, y sobre si se había considerado la posibilidad
de dejarla ain efecto. Observando que la pena de muerte no se aplicaba a las
mujeres, algunos miembros manifestaron su confianza en que también los hombres se
beneficiaran de esa exclusión humanitaria y que no se discriminara en contra de
ellos.

94. Por lo que respecta a los artículos 7 y 10 del Pacto, $e hicieron preguntas
sobre la protección que estaba prevista contra los malos tratos y molestias
infligidos por la policía u otras autoridades, si existía algún procedimiento para
investigar las reclamaciones presentadas contra esos tratos, si personas que no
fueran los funcionarios de la prisión podían visitar a los preSos, examinarlos y
escuchar las reclamaciones que desearan hacer, quién era responsable de la
supervisión de los establecimientos penales y en qué medida el trato de los presos
en Mongolia estaba orientado a contribuir a su reforma y rehabilitación social. Se
pidió una explicación de la afirmación contenida en el informe en el sentido de que
no sólo los condenados, sino también los procesados podían enviarse a estableci­
mientos correccionales, medida que, si se practicaba, estaría en contradicción con
el párrafo 2 del artículo 14 del Pacto.

95. Por lo que respecta al artículo 8 del Pacto, se hizo referencia a la
afirmación contenida en el informe de que Mongolia era parte en los instrumentos
jurídicos internacionales por los que se prohibía la esclavitud, y se preguntó si
en la legislación mongola existían disposiciones específicas por las que se
prohibía la esclavitud y los trabajos forzosos, y qué prácticas existían, en su
caso, a ese respecto.

96. En cuanto al artículo 9 del Pacto, se senaló que en el informe se aludía a
la detención y prisión respecto de los procedimientos penales, pero que en el
artículo 9 se hacía referencia a todos los tipos de privación de libertad, incluida
la privación de libertad por razones de salud física y mental, y se preguntó qué
leyes existían a ese respecto y qué garantías existían para evitar la detención
arbitraria. Se hicieron también preguntas sobre si en virtud de la legislación
mongola debía informarse a toda persona a la que se detuviera, en el momento de la
detención, de las razones de la misma, y si debía informársele con prontitud de las
acusaciones que se le hicieran; cuál er? el grado de autoridad del fiscal y en qué
casos podía detenerse a una persona durante más de 24 horas; si alguien a quien se
privara de su libertad por detención o prisión podía recurrir a un tribunal para
que quedara determinada la legalidad de su detención y se ordenara su liberación si
la detención no fuera legal; y si quien fuera víctima de detención o prisión
ilegales tenia derecho a ser compensado y, de ser ese el caso, qué forma adoptaba
esa compensación y cuáles eran sus límites.

97. Se pidió información sobre las leyes y la práctica que regían los derechos
enunciados en los articulos12 y 13 del Pacto en relación, entre otros, con el
derecho de todos a salir de cualquier país, incluido el propio, y el derecho de los
extranjeros que residan legalmente en el territorio de un Estado parte a que no se
les expulse arbitrariamente del mismo.

98. Se solicitó más información sobre la aplicación del artículo 14 del Pacto en
Mongolia, especialmente sobre las garantías por medio de las cuales se protegía la
independencia e t.parcialidad del poder judicial, a~í como sobre las garantías que
se reconocían a toda persona durante la investigación de cualquier imputación penal
en su contra. Se hizo notar que parecía haber cierta contradicción en la
Constitución mongola entre la referencia a jueces "permanentes· y la referencia a
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períodos de dos a~os para el desempefto de funciones de jueces y asesores. Se
hicieron también preguntas sobre cómo funcionaban los tribunales en Mongolia,
cuáles eran las condiciones para el nombramiento o elección de jueces, si era fácil
la comunicación con los abogados, si su presencia era necesaria en todos los
juicios penales y civiles y si había una separación entre las facultades de la
policía y las de los jueces. Observando que podían ordenarse audiencias a puerta
cerrada para proteger ~secretos de Estado", un miembro pidió una explicación de
este concepto, a qué se aplicaba y quién decidía si una determinada materia
constituía o implicaba un secreto de Estado.

99. En relación con el artículo 18 del Pacto, se preguntó qué disposiciones
garantizaban la libertad de pensamiento y de qué recurso disponían los ciudadanos
si estimaban que no se había respetado su derecho a esa libertadJ si estaba
protegida la libertad de religión y de propaganda religiosaJ y si existían
disposiciones concretas por las que s~ garantizaba la educación de los niftos a la
luz de ~o dispuesto en el párrafo 4 de~ artículo 18.

100. En relación con los derechos enunciados en los artículos 19 y 21 del Pacto,
se se~aló que la disposición contenida en la Constitución mongola, según la cual la
ley garantizaba las libertades de palabra, prensa y reunión a los ciudadanos de la
República ~de conformidad con los intereses de los trabajadores y a fin de
desarrollar y fortalecer el régimen estatal de la República", podía interpretarse y
aplicarse de forma muy restrictiva, para justificar la imposición de importantes
límites al ejercicio de esas libertades, especialmente en la esfera política. Se
hicieron preguntas sobre las restricciones que podían imponerse en Mongolia al
ejercicio de esas libertadesJ hasta qué punto un ciudadano de Mongolia era libre de
someter a discusión sus opiniones o ideas y de criticar el régimenJ y si el
Gobierno ejercía un control estricto sobre la difusión de información mediante los
medios de comunicación de masas.

101. Refiriéndose a una afirmación contenida en el informe, relativa al
artículo 20 del Pacto, en el sentido de que la prédica de ideas "chauvinistas" y
"nacionalistas" estaba prohibida por la ley, un miembro hizo notar que, habida
cuenta del carácter vago de esas dos expresiones, esa prohibición podía dar lugar a
abusos y preguntó si esos dos conceptos estaban definidos específicamente y quién
tenía en Mongolia autoridad para decidir si una determinada observación o acción
equivalía o no a la prédica de ideas "chauvinistas" y "noicionalistas".

102. En relación con los artículos 23 y 24 del Pacto, se tomó nota con
satisfacción del acto humanitario del Gobierno de Mongolia de conceder amnistía a
delincuentes menores de edad en ocasión del A~o Internacional del Ni~o. También se
observó que en MOfigolia las mujeres recibían beneficios especiales durante el
embarazo y hasta que el ni~o llegara a los seis meses de edad, y se preguntó si la
legislación mongola permitía prolongar esa asistencia hasta que los ni~os hubieran
llegado a la edad de asistir a la escuelaJ si había guarderías diurnas en que las
madres trabajadoras pudieran dejar a sus hijos; y si en general las disposiciones
legales en vigor. garantizaban una protección adecuada a la familia y a los hijos,
sin distinción entre los hijos legítimos y los nacidos fuera del 'vínculo
matrimonial.

103. Por lo que respecta al artículo 25 conjuntamente con el artículo 22 del
Pacto, se preguntó cuál era el procedimiento para adherirse al Partido
Revolucionaria Popular Mongol, cuántos miembros tenía este partido, cuál era
la función del Partido en relación con otros órganos estatales, en qué medid~

controlaba las decisiones adoptadas por otros órganos y si sus miembros
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disfrutaban de alguna posición de privilegio contraria a lo dispuesto en elpárrafo 1 del artículo 2 del Pacto; y qué función económica y política desempeftabanlos sindicatos en Mohgolia y si esos sindicatos proponían leyes o participaban decualquier otra forma en el proceso legislativo. A ese respecto se solicitóinformación sobre la función del Fiscal de la República en la gestión de losasuntos públicos de Mongolia. También se preguntó cómo había conseguido Mongoliaeliminar el analfabetismo y ofrecer a todo el mundo una posibilidad real departicipar en la vida pública.

104. Por lo que respecta al artículo 27 del Pacto, se solicitó información sobrelas minorías que vivían en Mongolia y el grado en que disfrutaban de los derechosenunciados en ese artículo.

105. Refiriéndose a las preguntas formuladas por los miembros del Comité, elrepresentante del Estado parte senaló que normalmente los tratados internacionalesen los que la República Popular Mongola era parte no se aplicaban directamente,sino por conducto de la legislación; que en algunos casos, ciertas disposiciones deconvenios y tratados internacionales se reflejaban directamente en la Constituciónmongola; y que el Pacto se había traducido al idioma mongol y publicado en elBoletín Oficial del Estado y que las bibliotecas disponían de ejemplares traducidos.
106. Respondiendo a las preguntas formuladas en relación con el artículo 2 delPacto, declaró que en su país no había ninguna ley que limitara la igualdad de losciudadanos en la vida económica, política, social o cultural; que los derechosciviles generales de los extranjeros que residían permanentemente en Mongolia noeran distintos de los derechos reconocidos a los ciudadanos mongoles y que losextranjeros no eran objeto de ningún tipo de discriminación; y que no teníanderecho a participar en las elecciones de los órganos estatales o a ser jueces,pero que estaban exentos del servicio militar. Senaló que los ciudadanos podíanhacer referencia a las disposiciones del Pacto en sus reclamaciones o declaracionesante los órganos estatales o tribunales; que los medios para la protección de losderechos civiles y políticos encontraban plena expresión en todas las leyesmongolas; que todo ciudadano que considerara que sus derechos se habían violadotenía pleno derecho a presentar una reclamación ante los órganos judiciales, lafiscalía u otros órganos estatales y ante las organizaciones públicas; que todofuncionario estaba obligado a dar una respuesta concreta en el plazo de una semanao de un mes, según fuera la complejidad del caso, a toda persona que presentara unareclamación o una declaración relativa a una decisión" que hubiera adoptado elfuncionario; y que el Fiscal supervisaba la observancia y la aplicación de lasleyes en relación con la protección jurídica de los ciudadanos y recibía enconsecuencia reclamaciones en contra de los funcionarios que no respondieran atiempo a los ~eclamantes. En ese sentido, declaró que en los códigos deprocedimiento penal y civil de Mongolia se establecía el derecho de todos y cadauno de los individuos participantes en una audiencia de un tribunal a apelarrespecto de la decisión del tribunal a un tribunal superior.

107. Por lo que respecta al artículo 6 del Pacto, el representante explicó elsentido de algunas de las expresiones utilizadas en el informe a ese respecto, quealgunos miembros consideraban bastante vagas, y declaró que, conforme a lalegislación mongola, la pena de muerte constituía una medida excepcional aplicablea varios delitos especialmente atroces; que la imposición de esa pena no eraobligatoria para los tribunales; que en todos los casos estaba previsto otro tipode castigo; qu~ en los últimos 10 años, si se exceptuaban ciertos casos deasesinato con circunstancias agravantes y de apropiación indebida en gran escala debienes socialistas, no había habido casos de imposición de pena de muerte; y que el
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número de veces en que se había impuesto la pena de muerte ascendía en promedio a
tres por ano. Senaló que la exención de la mujer de la pena de muerte se debía a
que las mujeres necesitaban, en cuanto madres, un trato especialmente humano y
también a que la exención constituía un importante paso hacia la completa abolición
de la pena, por ~o que no representaba discriminación alguna por razón de sexo.
Recientemente se había presentado a la atención del Presidium del Gran Jural
Popular un proyecto de ley para suprimir la pena de muerte por motivo de hurto y
robo.

108. En respuesta a las preguntas formuladas acerca de los artículos 7 y la del
Pacto, el representante declaró que la ley prohibía la tor.turaJ que no se había
registrado caso alguno de presentación por ciudadanos de reclamaciones por tratos
crueles o por. utilización de la tortura contra ellos por parte de personas
encargadas de llevar a cabo diligencias o investigaciones preliminares o de
celebrar juiciosJ que los fiscales habían de garantizar la legalidad en los lugares
de detenciónJ que la administración de esos lugares tenía que transmitir al
ministerio público, en un plazo de 24 horas, toda reclamación que le dirigiera un
preso; que el ministerio público, que tenía que visitar esos lugares
periódicamente, estaba facultado, si encont~~~a que se habían violado las leyes en
relación con el trato dado a los acusados, para iniciar un procedimiento penal
contra los responsables o hacer lo necesario para someterlos a medidas

<%

disciplinariasJ y que anexa a la Junta Ejecutiva del órgano local de la autoridad
existía una comisión de supervisión integrada por Fepresentantes de organizaciones
públicas, cuyos miembros tenían derecho a visitar los lugares de detención sin
restricción alguna y á hablar con los presos.

109. Respondiendo a las preguntas relativas al artículo 1 del Pacto, el
representante reiteró la afirmación que se hacía en el informe sobre la
ratificación por su país de la Convención suplementaria sobre la abolición de la
esclavitud, la trata de esclavos y las instituciones y prácticas análogas a la
esclavitud y destacó que la esclavitud nunca había existido como tal en la historia
de Mongolia.

110. Refiriéndose al artículo 9 del Pacto, declaró que, en virtud del Código
Penal, las detenciones efectl'adas por investigadores sin autorización previa de un
tribunal o del fiscal se castigában con la privación de libertad hasta dos anosJ
que toda detención, a sabiendas de que era injustificada, que se efectuase por
motivos mercenarios o de otra índole personal, se castigaba con la privación de
libertad por un período de entre tres y siete anos; que todo funcionario estaba
obligado a informar inmediatamente a la persona detenida del motivo de su
detenciónJ y que la ley prohibía el enjuiciamiento o detención de una persona por
motivos de creencia política que no implicaran ninguna actividad socialmente
peligrosa. En caso de detención injustificada o ilegal debía compensarse
plenamente todo dafto material causado. La compensación por el dano moral quedaba
garantizada mediante proclamación pública en los medios de información de que la
persona que se había detenido era inocente.

111. Respondiendo a solicitudes de más información sobre la aplicación de los
art~culos 12 y 13 del Pacto, el representante declaró que en el interior de su país
no existía restricción alguna de la libertad de movimiento o elección de
residencia, pero que debido al ~ápido desarrollo de la urbani~ación existía un
sistema en que se fijaban ciertas directrices para la distribución nacional de la
población en grandes ciudades; y que les ciudadanos mongoles tenían pleno derecho
de viajar al extranjero. La condición jurídica de los extranjeros resident9s
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permanentemente en el terr.itorio de la República Popular Mongola estabareglamentada por un decreto del Consejo de Ministros, mientras que la de laspersonas que vivían temporalmente en el territorio estaba reglamentada sobre labase de los tratados pertinentes.

112. Por lo que respecta al artículo 14 del Pacto, el representante se~aló queexistían tres categorías de tribunales en Mongolia: los tribunales populares,cuyos jueces se elegían por sufragio universal, directo e igualitario mediantevotación secreta para un período de tres afias; los tribqnales de los Aimak y de lasciudades, cuyos jueces eran elegidos por los Jurales de diputados popul~res de losAimak y de las ciudades; y el Tribunal Supremo, cuyos magistrados eran elegidos porel Gran Jural Nacional para un mandato de cuatro ar .; y que todo ciudadano quehubiera llegado a la edad de 23 afias y hubiera terrr 'do estudios jurídicossuperiores podía S2r juez. Existía también un sis, 'a de tribunales militares, asícomo una lIC-"üsión de Controversias Laborales" de ca!:,",,, _er especial. Lasaudiencias de los tribunales o juicios se celebraban a puerta cerrada solamente siel tribunal había establecio previamente que el caso de que se tratara implicabasecretos de Estado; que se facilitaba al acusado un intérprete si no hablaba elidioma mongol; que te~ía derecho a ser informado del tipo y la causa de laacusación que se le hacía, a fa~iliarizarse con todos los documentos del caso y asolicitar la asistencia de testigos en su favor; y que no podía considerarse anadie culpable de haber cometido un delito y sometérsele a una sanción penal si noera por sentencia de un tribunal.

113. Refiriéndose al artí~ulo 18 del Pacto, declaró que creyentes y no creYtnteseran iguales ante la ley mongola; que en la ley no se establecía prohibición algunade la propaganda religiosa; y que la religión estaba separada del Estado.

114. Por lo que respecta a los artículos 19 y 21 del Pacto, el representantedestacó que la legislación mongola no establecía ninguna limitación del derecho decada persona a tener o expresar cualquier opinión o a buscar, recibir y difundircualquier tipo de información; pero que la ley no permitía el abuso de esalibertad, los ataques a la reputación de otras personas o la difusión de ideas ynociones dirigidas contra la seguridad del Estado, el orden público o la salud ovalores morales de la población. En la ley mongola no se establecía ningunalimitación o prohibición sobre la celebración de reuniones pacíficas, siempre queno entraran en conflicto con los intereses de la seguridad del Estado o con elmantenimiento del orden público. .

115. Respondiendo a una pregunta referente al artículo 20 del Pacto, oeclaró quela propaganda en favor del nacionalismo y el chauvinismo estaba prohibida porqueesas ideas se consideraban reaccionarias, ya que incitaban alodio entre lospueblos y las razas y trataban de justificar la exclusividad y el dominionacionalistá.

116. Por lo que respecta a los derechos de los ni~os, de conformidad con elartículo 24 del Pacto, se~aló que las autoridades habían conseguido en generalestablecer con buenos resultados un sistema de educación libre, centros de atencióninfantil y guarderías. Los derechos de los niños estaban ampliamente protegidos endiversas leyes.

117. En respuesta a cuestiones planteadas acerca del artículo 25 del Pacto, elrepresentante dijo que, por ser el único partido existente en Mongolia, el PartidoRevolucionario Popular Mongol constituía la fuerza motriz de la socied~d y del



Estado; que todo ciudadano podía adherirse a él con la condición de que aceptara su
programa y constitución; que el número de miembros era en la actualidad de unos
70.000; que los miembros del Partido no disfrutaban de ningún privilegio espec~~t~

que las decisiones adoptadas por el Partido no tenían fuerza de ley; y que su p~der

radicaba en su autoridad, prestigio e influencia. El Fiscal de la República era el
encargado de supervisar la ejecución estricta de las leyes por los Ministerios, por
el Estado, por los órganos y empresas regionales y' locales y por los individuos.
Mediante una enmienda en la C~nstitución, el Gran Jural Nacional había extendido
recientemente el derecho de iniciar leyes al Fiscal de la República, así como al
Consejo Central de los Sindicatos Mongoles y al Comité Central de la Unión
Revolucionaria de Jóvenes Mongoles.

118. Por lo que respecta al artículo 27 del Pacto, afirmó que el pueblo mongol
tenía un único origen étnico; que existía una minoría nacional de kazajos que
vivían en una dependencia administrativa de uno de los 18 Aimaks y constituían
el 0,2% de la población; que en su Aimak tenían periódicos en su propio idioma; así
como su propia estación de radio; que conservaban sus tradiciones y forma de vida
sin restricción alguna y que disfrutaban de los mismos derechos en todas las
esferas de la vida pública y política; pero que en todas las escuelas primarias y
secundarias, la ensenanza se impartía en el idioma nacional.

119. El comité exam1no, en sus sesiones 199a., 200a., 203a. y 204a., celebradas
los días 20 y 24 de marzo de 1980 (CCPC/C/SR.199, 200, 203 Y 204), el informe
inicial (CCPR/C/l/Add.45) del Gobierno del Iraq.

120. Presentó el informe el representante del Estado parte, quien hizo hincapié en
dos consideraciones particulares: en primer lugar, que el Iraq concedía a los
nacionales de otros países árabes todos los derechos de que gozaban sus propios
nacionales, con muy pocas excepciones; y, en segundo lugar, que desde el envío de
su informe, el Iraq había adoptado la ley acerca del Consejo Nacional y la ley
relativa al Consejo Legislativo de la región autónoma del Kurdestán, ambas
promulgadas el 16 de marzo de 1980, junto con la enmienda de la ley sobre la
condición personal. Otro punto interesante era la entrada en vigor, el 17 de enero
de 1980, de una nueva ley sobre la organización judicial, que había reemplazado a
la ley No. 26, de 1963, a que se hacía referencia en el informe! 3efialó que el
establecimiento de un Consejo Nacional, que compartía el poder legislativo con el
Consejo del Comando de la Revolución, era una medida importante para la
construcción de una sociedad democrática. El texto de los proyectos de ley aceroa
del Consejo Nacional y del Consejo Legislativo se había sometido oficialmente a la
población por un período de 45 días, a fin de q~e ésta pudiera estudiar, por
conducto de los grandes medios de información, los principios en que se fundaban
dichos proyectos de ley y las disposiciones que contenían.

121. Los miembros del Comité expresaron su reconocimiento por la forma ejemplar en
que estaba preparado el informe y por la documentación y la información
complementarias facilitadas por el representante del Estado parte. A este
respecto, se preguntó si el Gobierno del Iraq examinaría la posibilidad de publicar
el informe para difundirlo entre sus ciudadanos, si el Pacto se había publicado en
idiomas que la población comprendía, si era fácil conseguir su texto en las
bibliotecas públicas o en otros sitios, y si el Gobierno proyectaba organizar
reuniones para que los administradores y los jueces pudiesen examinar sus distintas
disposiciones.
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122. Al formular observaciones sobre la primera parte del informe, acerca de laestructura jurídica general para la protección de los derechos humanos en el Iraq,distintos miembros del Comité preguntaron si se adoptaría en breve un instrumentopermanente en reemplazo de la "Constitución provisional", promulgada en 197()-, dadoque las disposiciones del Pacto eran parte del derecho internacional y eranmandatorias para el Iraq, cuál era la situación del Pacto en relación con laConstituciónJ si sus disposiciones prevalecían sobre otras disposicioneslegislativas adoptadas antes o después de que el Pacto se hubiese incorporado en lalegislación nacional, y si los tribunales habían adoptado alguna decisión conrespecto a las diferencias de interpretación entre las disposiciones del Pacto, ylas de la Constitución y la le~islación nacional. Se preguntó a~imismo si la "Leyde reforma del sistema jurídico" introduciría una reforma gradual ·en el sistema osi se daría efecto inmediato a las normas e instituciones recientementeestablecidas. Se hizo referencia a la afirmación que figura en el informe, segúnla cual el disfrute de los derechos proclamados en el Pacto está sujeto, enparticular, a la "compatibilidad de tal disfrute con los principios y fundamentosideológicos del sistema político y de sus planes y programas predominantes", y seseftaló que ello no era compatible con el Pacto y que podía utilizarse para aplicarmedidas de gran dureza contrarias a sus disposiciones.

123. En cuanto a la declaración, que figura en la primera parte del informe, segúnla cual el sistema judicial del Iraq se funda en el principio de la jurisdicciónúnica en vez del de doble jurisdicción~ se preguntó si ello quería decir.que laadministración actuaba normalmente bajo la supervisión de los tribunales. Se pidióinformación complementaria sobre la competencia de los tribunales Shari1a y sobtelas relaciones ent~e la Shari1a y el derecho general.

124. Con respecto al párrafo ~ del artículo 1 del Pacto, se hizo referencia alempefio con que, según se indicaba en el informe, el Iraq perseguía el estableci­miento de un nuevo orden econó'mico internacional; así como a la adopción demedidas, incluidas las de nacicnali2ación, destinadas a establecer la soberaníasobre sus riquezas y recursos naturales y la utilización de éstos, y se preguntócómo se proponía el Iraq promover los derechos humanos a nivel nacional einternacional, como parte &'~ ese empef'io.

125. En relación con el articulo 2 del Pacto, se hizo notar que en el artículopertinente de la Constitución del Iraq no se mencionaba el hecho de que losderechos debían garantizarse sin discriminación por. motivos de opinión política, yse preguntó si la Constitución permitía la discriminación contra una persona acausa de sus ideas políticas. La integración del Pacto en el sistema jurídicoiraquí suscitó muchas preguntas en los miembros del Comité: ¿Se habían invocadolas disposiciones del Pacto ante los tribunales y órganos administrativos? ¿podíaninvocarse esas disposiciones tanto en relación con medidas preventivas como en elprocedimiento de aplicación definitiva de leyes? ¿En qué número de casos habíap.~pronunciado los tribunales fallos concretos relacionados con las disposiciones delPacto? ¿Podía el representante facilitar algunos ejemplos de esos fallos odecisiones? Refiriéndose al pasaje del informe según el cual la parte perjudicaaatenía derecho a reclamar una indemnización por los daf'ios que le hubiese causado unapersona responsable de la violación de sus derechos humanos, un miembro preguntó siel Estado procedería al pago de esa indemnización en caso de que la persona .responsable fuera uno de sus funcionarios.
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126. En relación con el artículo 3 del Pacto, se pidió información acerca de las
medidas adoptadas para garantizar la igualdad de derechos y de obligaciones entre
hombres y mujeres en el servicio público, así como sobre la función política de la
mujer, el porcentaje de mujeres miembros del Partido Ba'ath y la clase de puestos
que éstas podían ocupar en las esferas política, económica y social.

127. Con respecto al artículo 4 del Pacto, se hizo notar que en el Iraq no se
había declaradQ ~l estado de emergencia desde la entrada en vigor del Pacto, en
1976, y se preguntó si se seguían aplicando medidas de emergencia u otras medidas
que pudieran clasificarse actualmente como tales, o la legislación adoptada antes
de esa fecha, y si subsistía en el Iraq un estado de emergencia de facto.

128. En cuanto al artículo 6 del Pacto, se recalcó que el derecho a la vida era un
derecho inherente desde la creación y que no consistía únicamente en no privar a
una persona de la vida mediante la pena de muerte. Se pidió información sobre las
medidas adoptadas para aumentar la esperanza de vida y reducir la tasa de
mortalidad infantil. En vista de que en el informe no se especificaban cuáles eran
"los más graves delitos" que se castigaban con la pena de muerte, algunos miembros
del Comité expresaron su preocupación por la posible imposición, con arreglo al
Código Penal, de la pena de muerte en caso de ciertos delitos no violentos, como la
doble afiliación a partidos políticos, la actividad política en el ejército y la
negativa de un individuo a divulgar sus actividades políticas anteriores; esos
miembros preguntar.on si esas actividades se habian castigado con la pena de muerte
y, en caso afirmativo, cómo y en qué circunstancias; cuántas personas habían sido
ejecutadas en los dos últimos años y por qué delitos; y qué tribunales podían
imponer la pena de muerte, y hasta qué punto sus procedimientos se ajustaban a las
disposiciones del artículo 14 del Pacto.

129. Refiriéndose a los artículos 7 y 10 del Pacto, los miembros del Comité
señalaron que en la Constitución del Iraq se prohibía la práctica de cualquier
forma de tortura física o psicológica, pero que en el informe no se especificaban
las medidas de protección ni los mecanismos que garantizaban la observancia de esa
prohibición por los servicios de policía y de seguridad. Se formularon preguntas
acerca de las autoridades a las que un preso podía recurrir en 'caso de presunta
tortura o malos tratos, si se abría automáticamente una investigación al respecto,
qué procedimiento se seguía para investigar la cuestión y enjuiciar a los
culpables, de qué sanciones era objeto quien recurría a la tortura o a tratos
crueles y degradantes en el ejercicio de sus funciones y si en la-legislación del
Iraq se prohibía que se tuviesen en cuenta las pruebas obtenidas mediante la
tortura y por otros medios ilegales. En relación con ¿sto, se hizo referencia al
pasaje del informe según el cual, salvo cuando se habían cometido delitos graves
contra la seguridad del Estado, los derechos del pueblo o el deber de lealtad a la
patria, era necesario proteger a los delincuentes de la crueldad del castigo, y se
señaló que la exclusión de tales delincuentes era incompatible con las
disposiciones del Pacto. Se preguntó además cuál era el carácter exacto de los
lugares especiales de detención no previstos en las disposiciones de la Ley de
Administración de Prisiones a que se alude en el informe; si había alguna
disposición que previese la supervisión de los establecimientos penitenciarios para
velar por que los presos recibiesen un trato humano, y si se permitía que personas
u órganos independientes efectuaran de vez en cuando visitas de inspección a los
establecimientos penitenciarios y entrevistaran a los reclusos. Se pidió
información sobre la experiencia práctica adquirida en la ejecución de la política
del Iraq de rehabilitación social de los antiguos presos.
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132. Refiriéndose al artículo 12 del Pacto, un miembro preguntó cuáles eran los"casos fijados por la ley" en los que un ciudadano iraquí podría ser objeto de unarestricción de su libertad de circular o de elegir su residencia en el país. Sepreguntó además en qué circunstancias podía denegarse un pasaporte u otro documentode viaje y si en la legislación del Iraq se preveía la posibilidad'de que cualquierciudadano al que la administración impidiese salir del país interpusiera un recursoante los tribunales.

••" 111111

130. Con respecto al párrafo 3 del artículo 8 del Pacto, se hizo notar que el Iraqhabía firmado los convenios por los que se prohibía el trabajo forzoso uobligatorio, y que en el informe se calificaba al trabajo de "deber sagrado", y sepreguntó qué obligaciones jurídicas precisas resultaban de esa afirmación, si elartículo pertinente del Código Penal, conforme al cual los funcionarios páblicospodían, en ciertas condiciones, ser sancionados con penas de prisión y trabajosforzados si suspendían sus actividades, era aplicable a los jueces, y si losprogramas de capacitación de los jóvenes comprendían un trabajo forzado.

131. En cuanto al artículo 9 del Pacto, se solicitó información sobre losprocedimeintos administrativos aplicables y las instituciones soéiales autorizadaspor la ley para detener a individuos por motivos de enfermedad mental, embriaguez,influencia de alguna droga o vagancia, sobre la naturaleza ~e las leyes aplicablesa esos casos y' sobre las garantías para la protección de esos individuos. Sepreguntó también si había alguna persona detenida sin proceso por razones políticasy, de ser así, por orden de quién; cuáles eran las circunstancias definidas por laley en las que un individuo podía ser "detenido o preso sin una orden"; quéautoridades estaban facultadas para ordenar el arresto o la detención de personasen esas circunstancias; cuál era la duración máxima de la detención preventiva; siel detenido tenía derecho a apelar para obtener la reducción del período dedetención preventiva y si se notificaba a su familia rápidamente la detención; sepreguntó además si el abogado defensor del acusado estaba autorizado a estarpresente durante los interrogatorios para velar por que cualquier confesión seobtuviese por medios legales.

133. En relación con el artículo 14 del Pacto, se pidió información sobre elsistema judicial del Iraq, en particular sobre los tipos de controversias y delitosexcluidos de la jurisdicción de los tribunales civiles y penales, respectivamente;sobre el procedimiento y los criterios seguidos para designar jueces, la duraciónde su mandato y el sistema disciplinario que les era aplicable, y sobre si lamagistratura estaba abierta a las mujeres; sobre la composición y la competenciadel Tribunal Revolucionario, y si había otros tribunales especiales establecidossobre una base ad hoo o permanente; sobre las "causas especificadas por la ley" enlas que fallaba el Tribunal Revolucionario y las leyes en las que se fundaban lassentencias pronunciadas por éste y otros tribunales especiales y las garantías desu independencia frente al Poder Ejecutivo y de su imparcialidad; sobre losrecursos de que disponía un individuo que estimara que el fallo de un tribunalespecial era injusto y sobre si los procedimientos de los tribunales especialeseran conformes a las disposiciones del Pacto.

134. En relación con el artículo 17 del Pac~o, se hizo observar que, deconformidad con la Constitución del Iraq, la persona estaba protegida contrainjerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio osu correspondencia, y se preguntó qué casos concretos justificaban una injerenciaen la vida privada exigida por "la justicia y la seguridad públicas", segúnconstaba en el informe, y cuáles eran las facuitades de los servicios de policía yde seguridad al respecto.
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136. En relaci6n con los artículos 19, 21 Y 22 del Pacto, se senaló que lalibertad de opini6n era un derecho absoluto, que no podía restringirse salvoconforme a lo dispuesto en el artículo 4 del Pacto, y se preguntó si el ejerciciode ese derecho estaba sujeto a restricciones o reservas en el Iraq. Se hizo notartambién que el derecho a la libertad de expresión y el derecho de reunión y deasociaci6n parecían estar sujetos a restricciones considerables, sobre todo decarácter político, y se preguntó cuáles eran de hecho en el Iraq los derechos delindividuo en ese sector, y hasta qué punto la difusión de informaciones por laradio, la televisión y la prensa estaba sujeta a control. Refiriéndose alarticulo 26 de la Constitución, en virtud del cual el Estado trataría deproporcionar los medios necesarios para el ejercicio de las libertades "que seancompatibles con el espíritu nacionalista y progresivo de la Revolución", y teniendoen cuenta que en el informe de otro país socialista se indicaba que la ley prohibíala difusión de ideas cahuvinistas y nacionalistas, un miembro pidi6 que seexplicase el concepto de "espíritu nacionalista", con objeto de evitarconfusiones. Tras observar que en el informe Se mencionaban otros partidospolíticos distintos del Ba'ath, y que, en el Pacto no sólo se preveía la libertadde asociación, sino que se imponía la prohibición general de la discrimionación,algunos miembros preguntaron cuántos partidos políticos existían en el Iraq y cuálera su situación frente al Partido dirigente. Se pidió información sobre lascondiciones que había que reunir para crear sindicatos y sobre la función de éstosen la gestión de empresas y en la vida política del país.

135. En cuanto al artícu¡o 18 del Pacto, se pregunt6 si se imponían restriccionesa la libertad de pensamiento y, de ser el caso, qué efectos tenían las medidas deemergencia sobre esa libertad. Tras tomar nota de que, según la Constituci6n, elislamismo era la religión del Estado, los miembros pidieron que se aclarasen lasconsecuencias práctica~ de esa disposici6n y, en particular, preguntaron si suponíaque el islamismo ocupaba un lugar privilegiado en relaci6n con otras religiones, silas per~onas de religi6n islámica gozaban de privilegios, no s610 políticos sinotambién sociales, cuál era la situación jurídica de las demás religiones en el Iraqy si en los últimos anos se había detenido a alguien por haber participado enreuniones religiosas y, de ser el caso, c6mo podía el Gobierno del Iraq justificaresas medidas, habida cuenta de las obligaciones que le imponía el Pacto. Sepreguntó también si se obligaba a recibir instrucci6n religiosa a los individuosque no deseaban hacerlo.
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138. En relación con el artículo 25 del Pacto, se pidió información sobre elConsejo del Comando de la Revolución, en particular acerca de la manera en que seelegía a sus miembros, de su estructura política, de la función que cumplía en elGObierno y oe su relación con el "Partido dirigente", sobre el Frente Nacional yProgresista, su naturaleza y su función, sobre si los ciudadanos tenían libertad

137. Con respecto a los artículos 23 y 24 del Pacto, se hizo nota~ que la mujerestaba obligada a acanpai'iar a su marido en el hogar o en sus viajes, y se preguntócuál era la razón de este requisito, si existía alguna disposición que impusiese lamisma obligación al marido y si los tribunales estarían en condiciones de fallar enel sentido del Pacto si éste se invocaba contra di~ha disposición. Se solicitóinformación sobre "la celebración de matrimonios al margen de los tribunales"mencionada en el informe; sobre si el derecho al divorcio era igual para hombres ymujeres; sobre el significado de la afirmación contenida en el informe, según lacual, una vez disuelto el matrimonio, la madre que criara al nifto no debía contraer~trimonio con una persona que no fuese pariente del nii'io; y sobre la condiciónjurídica de los hijos ilegítimos en el lraq.
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para desplegar actividades políticas y para profesar ideologías políticasdiferentes sin resultar víctimas de algún aspecto de la legislación penal, sobre lacomposición y las funciones de los consejos populares; sobre las organizacionespopulares y su contribución al establecimiento de una democracia directa, sobre lascondiciones en que tendría lugar la elección del nuevo Consejo Nacional y sobre lasfaou1tades de éste, sobre si el requisito relativo a la instrucción, aplicable alos candidatos al Consejo Legislativo de la región kurda, lo era también a loscandidatos al Consej~ Nacional, y sobre si los miembros de estos Consejos seelegirían exclusivamente entre los miembros del Frente Nacional y progresista o sitambién podían resultar electas personas representantes de otras tendenciaspolíticas.

139. Con respecto al artículo 27 del Pacto se hizo observar que el Iraq se habíaencaminado hacia la concesión de la autonomía plena a la región del Kurdestán yhacia el reconocimiento de los derechos culturales de otras minorías étnicas. sesolicitó información complementaria sobre las minorías existentes en el IraqJ sobreel Consejo Legislativo que habría de establecerse en el KurdestánJ y sobre c6Do seconstituían los tribunales judiciales de la región del Kurdestán y sobre quiéneslos establecían. Se preguntó asimismo cuáles eran los efectos en la vida social ycultural de la població~ de las medidas adoptadas para modernizar las regionesdonde vivían las minorías, y si se había tropezado con alguna dificultad particular.
140. Refiriéndose a las cuestiones planteadas por los miembros del Comité, elrepresentante senaló que de conformida~ con una ley promulgada en 1977 acerca de laratificación de los tratados, el J~cto se había publicado en la Gaceta Oficial y enla colección oficial de los tratados celebrados por su país, que, al igual que todootro instrumento internacional debidamente concertado y legalmente ratificado, elPacto se había convertido en parte integrante del sistema jurídico nacional, en piede igualdad con las leyes nacionales, pero que nQ podía adquirir un rango igualosuperior al de la Constitución. En cuanto a la "Ley de reforma del sistemajurídico·, indic6 que ésta sentaba principios fundamentales y proclamaba losobjetivos de las reformas legislativas, pero que no consistía en normas deaplicación inmediata, sino en la formulación de un programa legislativo a cortoplazo, a plazo medio y a largo plazo.

141. El representante afirmó que en el Iraq no había ninguna jurisdicci6n paralelaa la "jurisdicción ordinaria", y que la competencia de los tribunales se extendía atodas las personas naturales o jurídicas, con inclusión de las autoridadespúblicasJ sin embargo el Presidente de la República, los miembros del Consejo delComando de la Revolución y los jueces gozaban de inmunidad, a menos que lasautoridades competentes dispusieran otra cosa. El "Shari'a", que, según elcontexto, significaba código islámico, era una de las fuentes de derecho a las queel juez tenía que remitirse cuando las disposiciones en vigor resultabaninsuficientes, en particular respecto de las leyes acerca de la condición jurídicade las personas, que debían estar en consonancia con el "Shari'a".
142. ~. respuesta a las preguntas formuladas acerca del párrafo 2 del artículo 1del Pacto, el representante describió en detalle las políticas de su país respectodel establecimiento de un nuevo orden económico internacional, así como de laconstrucción del socialismo en el Iraq, con objeto de promover los derechos busanosa nivel nacional e internacional.
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143. En cuanto al artículo 2 del Pacto, recalc6 que, puesto que en el instrumento
s610 se formulaban principios generales y derechos fundamentales, sus disposiciones
no podían bastar par~ garantizar dichos derechos y para subsanar las violaciones de
éstos, sino que debían complementarse con otras disposiciones jurídicas en las que
se especificasen el procedimiento y las sanciones relativos a su aplicaci6n g como
en el caso de la Constituci6n y de cualquier otra ley que enunciase principios
generales. Cabía invocar las disposiciones del Pacto ante un ~ribunal, pero éste
s610 podía tomar nota de ello, y las sentencias civiles o penales debían basarse
exclusivamente en el C6digo Civil o en el c6digo Penal del país. Sefta16 además que
los tribunales no tenían competencia para anular leyes administrativas ni para
declarar ilegal una ley~ y s610 la tenían para abstenerse de aplicarla.

144. En cuanto a las preguntas formuladas en relaci6n con el artículo 3 del Pacto,
el representante respondió que la política de su Gobierno en relaci6n con la mujer
tenía esencialmente por objetivo liberarla de las trabas económicas, sociales y
legislativas que impedían su participación, en un pie de igualdad con los hombres,
en toda~ las esferas y actividades, y en la ejecución de planes nacionales de
desarrollo social y económico integral. Las mujeres del Iraq tenían una Unión
General que les permitía coordinar y organizar las actividades femeninas con objeto
de fortalecer el progreso democrático del país.

145. En respuesta a las preguntas relacionadas con el artículo 6 del Pacto, aclaró
que el Iraq desplegaba un decidido esfuerzo para reducir la mortalidad infantil y
que la tasa correspondiente era en la actualidad de 69 por mil. Subrayó que los
únicos delitos sancionados con la pena de muerte eran el espionaje, los delitos
contra la seguridad del Estado, los vinculados con el tráfico de drogas, los
homicidios con circunstancias agravantes y los delitos contra la economía nacional.

146. En relación con el artículo 10 del Pacto, indicó que el "lugar de detención"
mencionado en el informe era la sección del establecimiento penitenciario, la
comisaría u otro sitio dependiente de la policía, asi9~ada para tal fin. En cuanto
a la política iraquí de rehabilitaci6n de los antiguos ~resos, seftaló que todo
preso que hubiera cumplido su sentencia podía reincorporarse al empleo que había
tenido antes de su encarcelamiento pero que, si se trataba de un funcionario
público, el Estado no estaba obligado a designarle para que ocupase el mismo puesto
que antes. Las autoridades del Iraq no tropezaban con dificultades para la
aplicación de esa política porque no había desempleo en el país.

147. En contestaci6n a las preguntas formuladas acerca del artículo 14 del Pacto,
el representante hizo referencia a una nueva ley, promulgada en 1979, cuya
finalidad era permitir el establecimiento de un mecanismo jurídico que estuviese en
condiciones de velar por el cumplimiento de la ley, teniendo en cuenta, al mismo
tiempo, los ideales revolucionarios, y en el que los tribunales fueran
independientes y no estuvieran sujetos a más autoridad que la de la ley. Hizo
hincapié en que los tribunales sobre la condici6n jurídica de las personas y los

. tribunales del trabaj~ no podían, bajo ningún concepto, considerarse tribunales de
excepción, sino que eran tribunales ordinarios cuya competencia se extendía a
esferas especiales, y que el Tribunal Revolucionario, que sólo podía conocer de
casos relacionados con la seguridad del Estado, el contrabando, el tráfico de armas
y el de drogas, así como de delitos económicos y de fraude fiscal, no eran en
realidad un tribunal de excepci6n, porque aplicaba el Código Penal y se atenía al
Código de Procedimiento en lo Penal. Con todo, ese Tribunal se distinguía de los
tribunales ordinarios en que sus conclusiones eran definitivas y no podían ser
objeto de recurso. No era posible interponer ningún recurso contra sus decisiones,
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salvo en el caso de una sentencia de muerte, que el Presidente de la Repúblicapodía conmutar a petición del interesado. El Tribunal Revolucionario se componíade tres miembros, de los cuales dos debían ser juristas, y del fiscal) suindependencia se preservaba del mismo modo que la de los tribunales ordinarios. Encuanto a la designación de los jueces, indic6 que, de conformidad con la ley de1976 por la que se establecía el Instituto de la Judicatura, sólo los diplomados eneste Instituto podían llegar a ser juecu8l que el ingreso en el Instituto estabaabierto, en particular, a quienes tenían título de abogado, estaban casados yhabían actuado como juristas o abogados durante tres a~os como mínimo) que,mientras que en 1978 no había habido ninguna mujer entre los cuarenta primerosdiplomados del Instituto, al a~o siguiente se habían diplomado tres mujeres entrelos 110 jueces) y que los jueces se nombraban por decreto presidencial. El Consejode Justicia podía, entre otras cosas, poner fin a la carrera de un juez otransferirlo a otro puesto. El Comité de la Judicatura podía imponer medidasdisciplinarias contra un juez que hubiese incurrido en errores. Tanto el Consejode Justicia como el Comité de la Judicatura eran órganos del Ministerio de Justiciaestablecidos por la ley.

148. En relación con el artículo 18 del Pacto, el representante comunicó que elislamismo era la "religión del Estado" porque más del 90% de la población eradeclaradamente musulmana. El Islam regía no sólo la vida espiritual del hombre,sino también su existencia temporal, con lo que representaba algo así corno una leyuniversal que abarcaba todos los aspectos de las relaciones humanas, civi~es,económiCas y sociales) eso no significaba, sin embargo, que los musulmanes gozarande ningún privilegio en relación con los no musulmanes, y la Constitucióngarantizaba la igualdad ante la ley "sin discriminación por motivos de •••religión". Confirmó además que en el Iraq era obligatorio para todos recibirinstrucción religiosa conforme a su propia religión.

149. El representante respondió a las preguntas 'relativas a los artículos 19 y 22del Pacto se~alando que se garantizaba la libertad de opinión, pero eso no debíainterpretarse como una libertad absoluta de opinión, habida cuenta del requisito deque se protegiesen el orden y la moral públicos y las libertades ajenas, de sernecesario prohib~endo ciertas actividades. Indicó que cualquier grupo de50 trabajadores, como mínimo, podía, en una provincia determinada, crear unsindicato, si pertenecían a una de las profesiones previstas por la ley; que la leyse~alaba las condiciones para el establecimiento de sindicatos) y que una vez queel Ministerio de Trabajo y Asuntos Socialés hubiera. recibido notificación y dado suaprobación, el nuevo sindicato tenía autorización para desplegar sus actividades.Sostuvo que los sindicatos se empenaban en fomentar ,la concienci.a política, social,cultural y profesional de los trabajadores y se consideraban una manifestaciónimportante del ejercicio y la afirmación prácticos de la democracia popular. Elrepresentante recalcó que la libertad para crear partidos políticos estabagarantizada por la Constitución) que los partidos oficiales existentes en laactualidad en el Iraq eran el Partido Socialista Arabe Ba'ath, el PartidoComunista, el Partido Democrático del Kurdestán y el Partido Revolucionario Kurdo,todos los cuales eran miembros del Frente Nacional y Progresista, en el qu~ elPartido Ba'ath cumplía una función rectora.

150. Con respecto a los artículos 23 y 24 del Pacto, el representante respondi6 ala pregunta de por qué se obligaba a la mujer a que acompanase a su marido, que nocabía reconocer la igualdad entre hombres y mujeres hasta el punto de sancionar ladisolución de la unidad familiar. Confirmó que el derecho al divorcio segarantizaba en la práctica a cada uno de los cónyuges en los casos concretos
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enume_ados en el informe de su Gobierno pero que, anteriormente, a causa de una
interpretación errónea del Shari'a, en la mayoría de los casos s6lo el marido tenia
derecho a divorciarse. La madre de un nifto de corta edad podía, después de la
disoluci6n del matrimonio, casarse con un hombre que no fuese pari~nte del nino,
pero en ese caso perdía su derecho a la custodia.

151. En cuanto a las preguntas relativas al artículo 25 del Pacto, el represen­
tante respondió que, de conformidad con las nuevas enmiendas introducidas en la
Constitución, todos los miembros del Comando Regional del Partido Ba'ath pasaban a
ser miembros del Consejo del Comando Revolucionario. Una de las principales
obligaciones del Consejo del Comando Revolucionario era la elecci6n de un
Presidente, que pasaba a ser Presidente de la República) las otras funciones del
Consejo na definían en la Constituci6n. La ley del Partido Dirigente había
impuesto a todas las instituciones la obligaci6n de observar el informe político
adoptado en el OCtavo Congreso Regional, y había conferido a dicho informe un
carácter jurídico y el rango de una ley fundamental. Explicó que los consejos
populares desempeftaban funciones y actividades econ6micas, sociales y culturales a
nivel local. Las organizaciones populares servían de marco para que los diversos
sectores de la poblaci6n se agrupasen a fin de coordinar sus actividades. Tanto
los consejos populares como las organizaciones populares representaban una forma de
democracia popular que enriquecía la experiencia democrática del Iraq. En cuanto
al Consejo Nacional, explicó que sus miembros habían de elegirse por sufragio
universal directo y representarían a los distintos sectores políticos, económicos y
ociales de la poblaci6n) que cualquier ciudadano iraquí, varón o hembra, mayor de
25 aftos, de buena reputación y que supiese leer y escribir, era elegible como
miembro del Consejo. Subrayó que el criterio de la instrucci6n se aplicaba a los
candidatos a las elecciones para el Consejo Nacional y el Consejo Legislativo de la
región del Kurdestán. A este respecto, se seftaló a la atención que la enseftanza
primaria era obligatoria y que en 1978 se había iniciado una campafta nacional para
la eliminación del analfabetismo, con resultados alentadores.

152. Bn cuanto a las preguntas formuladas acerca de las minorías en el Iraq, el
representante remitió a los miembros del Comité el informe de su Gobierno
(CERO/C/SO/Add.l), presentado en relación con la Convención Internacional sobre la
Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, que se distribuyó a los
miembros del Comité. Refiriéndose al Consejo Legislativo para la Región Autónoma
del Kurdestán, seftaló que el Consejo, que representaría a toda la población del
Kurdestán, tendría facultades para legislar sobre cualquier cuesti~n que compitiera
a las autoridades locales, como la enseftanza, la vivienda, el transporte y las
comunicaciones, la cultura, los asuntos relativos a la juventud o las cuestiones
económicas y sociales. La organización judicial en la Región competía, en cambio,
a la autoridad central y en el Kurd~stán era la misma que en el resto del país.

153. El representante comunicó al Comité que su Gobierno respondería por escrito a
ciertas preguntas formuladas en relación con los articulos 2, 6 y 12 del pacto y
estaría también dispuesto a facilitar por escrito al Comité la información
complementaria q?e fuese precisa.
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154. El Comité examinó el informe inicial (CCPR/C/l/Add.43 (vals. 1 y 11»presentado por el Gobierno del Canadá en sus sesiones 205a., 206a., 207a., 208a.,y 2lla., celebradas los días 25, 26 Y 28 de marzo de 1980 (CCPR/C/SR.205, 206, 207,208 Y 211).

155. El informe fue presentado por el representante del Estado parte, quiendeclaró que el diálogo entre el Comité y los Estados partes era potencialmente unode los factores más importantes en el desarrollo a largo plazo de la proteccióninternacional de los derechos humanos y que las preguntas y observaciones delComité podrí~~ tener un efecto importante sobre la comprensión por los Estadospartes de sus obligaciones en virtud del Pacto y contribuir a aumentar ~ichacomprensión.

156. El representante senaló que el Pacto en sí mismo no era parte de lalegislación del Canadá; que el Canadá, como Estado federal, funcionaba sobre labase de una compleja división de funciones entre los gobiernos federal y provincialen la mayoría de la esfera en que el pacto era aplicable, pero que la divisiónconstitucional de poderes no afectaba en modo alguno la responsabilidadinternacional del Canadá; que la aplicación del Pacto por su país debía examinarsedesde el punto de vista de la legislación sancionada en diversas esferas y de lasgarantías y prácticas procesales y judiciales que se habían ido desarrollando en eldesenvolvimiento del sistema jurídico canadiense; que el debate y las consultas quehabían precedido a la adhesión del Canadá al Pacto y al Protocolo Facultativohabían fortalecido, en las autoridades del Canadá, la conciencia de la necesidad dedisposiciones mejor definidas para la protección de los derec~os humanos y laslibertades; y que los esfuerzos hechos con este fin se reflejaban en laproliferación de órganos oficiales encargados de proteger los derechos humanos y enla mejora de la legislación de derechos humanos en los niveles federal y provincial.
157. El representante declaró que el informe detallado que el Comité tenía ante síestaba a disposición de todos los canadienses; que en el comunicado de prensa enque se afiunciaba su publicación se explicaba que podía obtenerse gratis en inglés oen francéis; y que, además, se habían enviado o se estaban enviando ejemplares delinforme a todos los parlamentarios y a todas las principales bibliotecas del país.El representante describió las novedades en la esfera de los derechos humanos quese habían producido después de la terminación del informe, entre ellas decisionesjudiciales relativas a los derechos de los presos, cambios del estatuto y delderecho interno del Yukón y de los Territorios del Noroeste, y la legislaciónsancionada recientemente en relación con los derechos humanos en algunas de lasprovincia$.

158. Algunos miembros del Comité expresaron su satisfacci6n ante la amplitud delinforme, la franqueza con que estaba redactado y el número de decisiones judicialessobre casos citados en él. También elogiaron que el informe se hubiera publicadoen el Canadá, como medio de estimular el interés del público en el Pacto ydemostrar la decisión del Gobierno de cumplir con sus obligaciones emanadas delPacto. Algunos miembros l.amentaron, sin embargo, que no se hubiera proporcionadoen él más información sobre la forma en que el Canadá cumplía sus obligaciones enla práctiva y sobre las funciones, la competencia y el estatuto de las diversascomisiones y comités estahlecidos en el Canadá para la protección de los derechoshumanos. Se pregunt6 si la legislación interna se interpretaría en general segúnlas obligaciones internacionales; y, en caso de conflicto entre la legislación
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federal y la provincial o territorial, cuál sería la p08ición del Gobierno federal,
que estaba obligado a cumplir el Pacto y a hacerlo cumplir en todo el territorio
del Canadá.

159. Con respecto al artículo 1 del Pacto, algunos miembros observaron que el
derecho de libre determinación no estaba expresamente garantizado en ninguna de las
provincias cánadienses y que ni siquiera se mencionaba en la legislación de la
Columbia Británica y de Quebec. Se pidió más información sobre toda garantía
específica que existiera con el objeto de asegurar el respeto de dicho derecho y
sobre la posición del Gobierno del Canadá con respecto al derecho de secesión con
especial referencia a la reciente decisión de celebrar un referéndum en Quebec y a
la posibilidad de que los indios y los esquimales también celebraran un referéndum.

160. Con respecto al artículo 2 del Pacto, se observó que la opinión política, la
posición económica, el idioma y el origen social no estaban entre los motivos de
discriminación prohibidos en la Declaración de Derechos del Canadá· (Canadian Bill
of Rights), ni entre los prohibidos en la Ley de Derechos Humanos (Human Rights
Act). Se preguntó por qué ciertas leyes y códigos, que habían sido sancionados
después que el Pacto había entrado en vigor con respecto al Canadá, disponían una
prohibición tan restringida de la discriminación. Refiriéndose a ciertas
declaraciones contenidas en el informe, algunos miembros preguntaron si los
tribunales ya habían declarado inoperante alguna ley Gel. Canadá porque sus
disposiciones fueran contrarias a las de la Declaración de Derechos del Canadá; si
el Ministro de Justicia ya había tenido ocasión de sefialar a la atención de la
Cámara de los Comunes la incompatibilidad de un proyecte! Q~ ley con las
disposiciones de la Declaración de Derechos del Canadá y cómo funcionaba dicho
sistema, en los niveles federal y provincial; qué disposici'Jnes tenían prioridad
en caso de conflicto entre las disposiciones del Pacto y la~ de la legislación
provincial; si una práctica contrar ia al Pacto podía ser aUl'1lisible; y si existía en
la jurisprudencia canadiense una norma general de pre~urción en el sentido de que
normalmente se debía procurar favorecer las .libertades del individuo. También se
formularon preguntas sobre si el Gobierno del Canadá podía demostrar que una ­
persona que simplemente afirmaba haber sido víctima de ur~ infracción del pacto
tenía siempre un recurso a su disposición; si los recursos aisporübles contra
funcionarios públicos estaban sujetos a restricciones procesales, como plazos; si
el Gobierno podía afirmar que un funcionario había actuado fuera del desempefio de
sus funciones cuando el acto objeto de la queja se había producido en presunto
ejrcicio de funciones oficiales; y si, en el caso en que un funcionario público
resulta insolvente, el demandante podía apelar ante tribunales administrativos o
judiciales.

161. Con rE~specto al artículo 3 del Pacto, algunos miembros del Comité apreciaron
que se hubieran hecho progresos considerables en relación con instrumentos
legislativos tendientes a asegurar la igualdad entre el hombre y la mujer y
pidieron información sobre la situación actual a este respecto y sobre el papel de
la mujer en las esferas política, económica, social y en otras esferas de la vida y
sobre si existía alguna política je estímulo en relación CQn las organizaciones
feministas. Re.eidéndose a Una afirmación contenida eTl la sección del informe
relativa a saSikatchewan y a las leyes pertinentes de dicha provincia, un miembro
del comité QbSierVÓ la existencia de distinción por sexo en favor de la mujer y
preguntó qué raZOnes habían conduciao a las autor idades canadienses a. sancionar
disposiciOnes en ese sentiaQ.
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162. Con respecto al artículo 6 del Pacto, algunos miembros pidieron información
sobrp. las medidas adoptadas para reducir la mortalidad infantil, especialmente en
zonas rurales; sobre las medidas adoptadas para limitar el uso de armas de fuego
por las fuerzas de polícía; sobre el grado en que se permitía a un maestro causar
danos físicos a un aprendiz o sirviente que no pusiera en pelígro su vida· o no
tendiera probablemente a daftar permanentemente su salud, mencionadas en el informe,
y sobre toda legislación del Canadá relativa a la interrupción del embarazo. Se
obsevó con satisfacción que en la práctica se había suspendido la pena de muerte en
el Canadá.

163. En relación con el artículo 9 del Pacto, se preguntó si lá cláusula s'obre el
procedimiento establecido por la ley, que aparece en la Declaración de Derechos del
Canadá, era aplicable en caso de privación de la libertad por razones médicas,
psiquiátricas, educacionales o de seguridad pública; y cómo se respetaba en la
práctica el derecho a no ser privado ilegalmente de la libertad. Se hizo
referencia a la cuestión planteada en el informe, de si la legislación canadiense
era compatible· con el párrafo 2 del artículo 9 del Pacto, ya que con arr.!lglo a la
ley del Canadá se podía detener a una persona con una orden de detención sin
informarle del contenido de la orden de detención. Se expresó que eso no estaba de
acuerdo con el párrafo 2 del artículo 9 del Pacto, con arreglo al cual la persona
detenida debía ser informada no necesariamente en detalle pero al menos de la
esencia de las razones de su detención. Se observó que el derecho a ser juzgado
dentro de un plazo razonable no estaba reconocido en la legislación can~adiense y se
pidió una explicación de esta omisión e información sobre la jurisprudencia
canadiense.en esta materia. También se pidió información sobre la realización en
el Canadá del derecho a reparación de las víctimas de detención o pris:ión ileg2L

164. Con respecto al artículo 10 del Pacto~ algunos miembros del Comité
preguntaron cómo eran nombrados los presidente~ de las juntas disciplinarias
mencionadas en el informe; si un deten'ido sometido a aislamiento; que era una clase
especial de prisión, podía apelar de los dictámenes de las juntas; si había órganos
especiales de observación o inspección que aseguraran el resp2to de la legislación
pertinente por las autoridades carcelarias; y si existía alguna ley que
estableciera que el preso debía cumplir su sentencia en un establ€cimiento que no
estuviera .demasiado lejos de su domicilio.

165. Con referencia al artículo 13 del Pacto, se preguntó si se concedía alguna
protección al individuo tenedor de un permiso de Lesidencia expedido por el
Ministerio de Empleo e Inmigración cuando el permiso ha expirado o ha sido 11
cancelado. 11

166. En cuanto al artículo 14 del Pacto, se pidió más información sobre cómo se
nombraba a los jueces y cómo se garantizaba su independencia; sobre las
circunstancias en que el proceso judicial se celebraba a puerta cerrada~ y sob~e la
significación práctica del derecho de toda persona a que se presuma su inocencia
mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley canadiense. Se formularon
preguntas sobre si la persona acusada tenía derecho na ser informada sin demora,' en
un idioma que comprenda y en forma detallada, de la naturaleza y causas de la
acusación formulada contra ella" si la persona no hablaba ninguna de las dos
lenguas oficiales del Canadá; si existían disposiciones legislativas destinadas a
asegurar que el acusado fuera juzgado sin demora indebida y, si así era, si dichas
disposiciones eran aplicables igualmente a todas las categorías de delitos; cómo se
aseguraba la igualdad en la capacidad de obtener representación jurídica; si era
necesario tener un abogado para presentarse o tener acceso a los tribunales; y si
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167. En cuanto al artículo 15 del Pacto, algunos'miembros del Comité senalaron que
la ausencia en la legislación canadiense de toda disposición que prohibiera
expresamente al Parlamento la sanción de leyes retroactivas los conducía a concluir
que tal posibilidad no podía excluirse completamente y preguntaron si se había
sancionado recientemente alguna ley retroactiva y si se proyectaba establecer a
este respecto alguna prohibición jurídica.

las pruebas obtenidas por métodos ilegales, aun si eran pertinentes, eran
admisibles. Se observó que el Canadá establecía sólo una reparación ex 9rati~ en
caso de error judicial, mientras que, según el Pacto, la reparación era
obligatoria. Refiriéndose a una declaración d~l informe de que la norma Nde que
una persona no puede ser sancionada dos veces por la misma infracción puede no ser
aplicable, no obstante, si el Parlamento así lo dispone" y a la posibilidad de que,
en virtud de la Ley sobre delincuentes juveniles (Juvenile Delinquents Act), podía
ordenarse que un menor ya declarado culpable por un tribunal fuera sometido a
juicio por otro tribunal, algunos miembros preguntaron hasta qué punto esta
situación era compatible con el párrafo 7 del artículo 14 del Pacto.

168. En relación con el artículo 17 del Pacto, se preguntó si la intervención de
teléfonos estaba estrictamente controlada, quién POdía autorizar la intercepción de
comunicaciones telefónicas, si tal autorización podía concederse por un período
determinado y, si así era, qué formalidades eran necesarias. Un miembro preguntó
hasta qué punto el ocupante de una vivienda podía ~acer uso de la fuerza para
resistir un intento de registro de un oficial de policía sin orden de registro.

170. Con respecto al artículo 19 del Pacto, se pidió más información sobre la
aplicación en el Canadá de una política nacional de radio y tulevisión.que
detentinaría no sólo quién tendría acceso a la radio y la televisión' sino también
los derpchos y obligaciones de las personas que hubieran solicitado y obtenido
petmisos para hacer emisiones de radio o televisión; sobre qué constituía "libelo
blasfemo" con atreglo al Código Penal y si ese término había sido objeto de
interpretación judicial; sobre si todo acto que entrara en conflicto con los
intereses del Estado se consideraría sedicioso; y sobre si podían impugnarse las
decisiones relativas a la censura cinematográfica.

169. Con respecto al artículo 18 del Pacto, algunos miembros del Comité
preguntaron si la propaganda atea estaba autorizada en el Canadá; si el enfasisen
el carácter religiosu en contraposición al ca~ácter secular del domingo así como la
exigencia impuesta a los maestros en Nueva Escocia y en Ontario de inculcar a los
ninos los principios del cristianismo o de la moral judeocristiana no introducía un
elemento de discriminación; si existía alauna política tendiente a promover la
armonía entre las religiones &n el'Canadá; y si los objetores de conciencia :an
castigados u obligados por la ley a prestar servicio nacional y, si así era, qué
clase de servicio.

171. En relación COL, el artículo 20 del Pacto p algunos mien.oros del Comité
senalaron que, según el informe, la pvsición del Gobierno del Canadá no parecía
ajustarse al Pacto, pues no era posible sostener que la propaganda en favor de la
guerra era legal para los individuos y las organizaciones pero no para el Gobierno,
y pidi~ron que se aclarara dioha posición. Estos miembros preguntaron si, a falta
de toda ley que prohíba tal propaganda, existía algún procedimiento al que un
ciudadano pudiera recurrir si creía que el Gobierno estaba difundiendo propaganda
en favor de la guerra.
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172. Con respecto al artículo 21 del Pacto, se observó que, en el Canadá, era
delito participar en una reunión "ilegal", y se formularon preguntas sobre si esta
expresión estaba definida por la ley; si el derecho de reunión era un derecho
reglamentado y, si 10 era, si era necesario obtener una autorización antes de
celebar una reunión; y si los organizadores de tal reunión podían apelar de la
denegación de permisos para celebrarla.

173. Refiriéndose a los artículos 23 y 24 del Pacto, algunos miembros del Comité
expresaron sorpresa ante el hecho de que, en la Provincia de Quebec, la edad de
matrimonio se había fijado en los 14 aftos para el hombre y en los 12 para la
mujer. Esta edad, a juicio de dichos miembros, parecía un poco baja para permitir
la presunción de consentimiento auténtico, particularmente de parte de la mujer.
Se preguntó si esa disposición había sido adoptada como parte de una política de
población o estaba basada en hechos biolÓgicos; si respondía verdaderamente al
espíritu del Pacto; y si no estaba en contradicción con la prohibición, establecida
por la ley, de las relaciones sexuales antes de la edad de 16 aftos. Se pidió
información sobre el estatuto de los hijos adulterinos, sobre si podían reclamar la
protección de sus padres, sobre la medida ( . que la condición de hijo adulterino
afectaba el derecho del hijo a ten~r un apellido y sobre los procedimientos
administrativos y jurídicos para 1~ legitimación de los hijos naturales.

174. En cuanto al artículo 25 del Pacto, se preguntó si los sindicatos podían
desempeftar un papel político en el Canadá, por ejemplo, proponiendo modifiqaciones
de las leyes vigentes o la sanción de nuevas leyes y si algún partido político
estaba proscrito; qué condiciones tenían que satisfacer los candidatos a un asiento
en el Senado; si todos los ci~dadanos tenían acceso igual al Senado o derecho igual
a proponer candidatos para dicho cuerpo legislativo, y si el Gobernador General
estaba facultado para destituir un miembro del Senado; y si las condiciones
establecidas en relación con la autorización de empleados del Estado para
presentarse como candidatos en elecciones federales, provinciales o territoriales
eran compatibles con la letra y el espíritu del Pacto. También se formularon
preguntas sobre por qué no se establecía expresamente la prohibición de la
discriminación por razones de opinión política en la Ley de Empleo en el Servicio
Público (Public Service Employrnent Act) y sobre si había habido ( sos en que una
persona no había sido nombrada para ocupar un puesto público por razones
relacionadas con sus opiniones políticas.

175. Respecto al artículo 26 en conjunción con el artículo 2 del Pacto, se observó
que la interpretación de estos Jos artículos en el informe parecía demasiado
limitada, p~es conforme al Pacto los derechos no sólo deben respetarse sino también
garantizarse y todas las personas tenían derecho no sólo a la igualdad ante la ley
sino también a igual protección de la ley. En vista de la afirmación contenida en
el informe de que una persona no pü !~ ser objato de discriminación por niguno de
los motivos mencionados en el Pac~c pero no en la Declaración de Derechos del
Canadá, a menos que taL discriminación ~stuviera permitida por J.a ley, un miembro
seftaló que, puesto que parecía existir la posibilidad de una discriminación
autorizada por la ley, se necesitaba más información acerca de la aplicación de
esta norma y acerca del grado en que era compatible con el Pacto.

176. Con respecto al artículo 27 en conjunción con el artículo 2 del Pacto, se
subrayó que los Estados partes se habían comprometido no sólo a aplicar las
disposiciones del Pacto sino también a hacer efectivos los derechos reconocidos en
él adoptando otras medidas. Algunos miembros del Comité pidieron más información
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sobre la política general del canadá sobre los habitantes indígenas,
particularmente los indios y los esquimales del Canadá, sobre si el Canadá
procuraba fortalecer la identidad étnica o asimilar las minorías a la poblací6n
general;: sobre las medidas adoptadas y aplicadas para asegurar sus derechos
conforme al Pacto; sobre la solución que se había hallado, si se había hallado
alguna" para la amenaza que representaba para los indios y los esquimales la
difusión de la industrialización y la modernización en zonas tradicionalmente
habitadas por ellos; sobre cómo funcionaba en la práctica el sistema de autonolrtía
interna concedipo a las tribus indias; y sobre si había habido algún intercambio de
información y experiencia entre el Canadá y otros países que tenían poblaciones
esquimales y se habían tomado medidas con respecto a la preservación de su
identidad cultural y su integración en la sociedad ern conjunto. Al pedir esta
información" algunos miembros del Comité observaron que se mencionaba a los indios
en términos un poco peyorativos y citaron lo que a su parecer eran indicios de
dist.inción entre los indios y los ciudadanos canadienses, y preguntaron cuál era la
razón de la sanción de legislación especial relativa: a los indios cuando no existía
tal le~islación para otras minorías étnicas que vivían en el Canana y cuáles eran
los principios en que se basaba la Ley sobre los indios (Indian Act), si los indios
gozaban en igualdad con otros ciudadanos del Canadá las libertades a que se refería
el artículo 12 del Pticto, cuál seda el estatuto jurídico de una mujer india cuyo
nombre hubiera sido suprimido d~l registro indio y a quien el Gobernador General se
ne~a:~a: a concEldecr ~~ Cfe.rec:ha de voto y si había alguna posibilidad de apelación de
e:sa decision, y por qué un niño indio que no concurría a la escuela o había sido
Et:tl:pulsa.do o suspendido era considerado delincuente juvenil mientras que otros nii':os
~ana.drenses en ci~unstancias semejantes no 10 eran. Se hicieron preguntas sobre
la. Et~pe~iencia del Canadá en cuanto a absorber en su sociedad a grupos de
inmisr:a.ntes y refu.qiados, admitidos: en número considerable.

:t'('7' .. Sefi~iéndQse a las cuestiones que habían planteado algunos miembros del
eQP.l.\.tt~t el ~p~eS"Emta.rrtedel Canadá destacó quer aunque en la actualidad algunas
<tt$~Q~.tQi(:me~ @ la legislación canadiense no estaban completamente dé acuerdo con
:\.qª <l~.'l ~a.Qt9', el Canadá: se habia adherido al. Protocola Facultativa y era uno de
~Qtt. bt-a.dQ$ ~a.J::te~ en el Pacto qué' había recibido la competencia del. Comité- para
li:~:i;,~i;.r;: y ~J(:a.I.ltina:J:: CQIltunicaciones en las que un F.st:ado Parte sostiene- que otro
FJ*~i\@ ~_J¡t::~ nQ cumple las ohlig:aciones contraídas en virtud del Pacto.

~7~~. l',¡~~~ Q~.l~Qi.6n cl~¡ canadá: hahia tomí.tdo nata de ~as observaciones formuladas
~.Qo~... ~~'I(~J;~~ mi~m:QrQ~ de-l. CQm::i té: con respecto a de+- --i;.nadas disposiciones de la
~~q~%l\ªQ-:i,.Q.n· q.qnª<U~n~e- ~n m~~e-.( ia: de de-rechQ& humm _ Alqunos.,. por ejemp~or

~~~~n p,l.,l~'itQ- ~ 1.'e-li~ve- que- los db~~smotivos dec dise:ri.'ltinación enunciados. en
~~% ~d;~~in~ªª, l;~Ye-$c que- p-rQh-íb$n la discriminación- no corresponden exactamente a
}¡~ PJ;<1}'ü,at¡~ ~n 1,Q$- ax:tic-ulQs. 4 y 46 del Pact:o~ Qtros habian subrayado el hecho de­
~",.~ ~~ng,l.,ln~. l;¡~y Qanadie-ns.e- p-(Qhibe· e-xpr~~ente la ptapag:anda: a favor de la guerra;
l,).t¡;t¡'Q~ s~na,l;;é\X'O,n qlJ~' a $.U juiciQ- algunq,s, disposiciones de. la: Na!.: M.e.asu.res: Act <r..ew
t;i~~ p.t:Qq~4ill\iE}tltq. E}11 (Nls.Q- de- gu~rraJ era:n contrarias. al articttlo 4, de:l. Pacto r que­
v~:{a.*.Qa s~~ la:s m~q·idªa que un S$.ta.dQ parte- ,'uede adoptar e.n situaciones excepc:ia­
Q,i:\~~!;l. 1\{:1,lf} PQ.\1c¡fQn (}n- p~j} qrv J.a vid{t de la na<;-ión-; se dijo asimismo qu.e algunas
\~X~.ij. r;»:,Q.'(i.nQia.J,(}s; l;'E:}lat-.i. vaa a la en&.e-flan~a qui ~á~ no se cQn~ormaran e:nte.ramente a
~~¡¡,. Q:~~p(:)'§~Qi9U(:Hl qE:}l a¡;tíQulo 18. del ?actQt que garanti ad el. derecho a la libertad
~~ 1~\i~tQn" y qU(}, oQo.fQtm~ ~¡ p~rraf~ Ó d~l artiQulo 14 de! Pacte" la~autQri­

4,i¡\'il~~l;i 9"n(;\d:i..Emª,~~ d~b~riao. p<?n~l;' en Pliácti.ca un s.istema de: indenmiaación para las
Jt~¡¡~9~l;\í:i l\}r,nSneqil\ªnt~ 9c;>nd~nag~.;l; algt.lnQ-~ d~ loq. miemOI;O$ del Comité conside:-rat:Qtl
\qm~J\,,t;'é\l)l:~ q(:'"\~ nQ ~x..i$.tj€lra en el oex'eQQQ eana(He-n~e ninguna disposición CQns,citu­
9\\')f\i;.\\ (1 r;~~l(,\\ne:ntq):ia ql.l€l p{ooib.i.era eXJ;,n:e$;amente al. Parlamento aprooax una ley
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con retroaotividad t siendo así que en el artículo 15 del Pacto se enuncia el
principio de la irrptroactividad de las leyes; por último, otros estimaron que el
hecho de poder detener a una persona sin informarle de las razones de su detención
no estaba en conformidad con las disposiciones del párrafo 2 del artículo 9 del
Pacto. Todas estas observaciones serían sometidas a la atención de las autoridades
canadienses competentes.

179. El representante explicó los mecanismos que existían en el Canadá para
~be9urar un enfoque coordinado de la aplicación el Pacto en los diferentes niveles
del Estado: a saber, los mecanismos verticales dentro de un ministerio o
departamento, en el nivel federal o en el provincial; y los mecanismos horizontales
que existían entre ministerios o departamentos, particularmente entre el gobierno
federal y el provincial. Indicó que cada ministro estaba encargado de administrar
la esfera de su mandata con sujeción a las normas generales de política
administrativa establecidas por el Gobierno, muchas de las cuales eran pertinentes
para el Pacto, y que muchos de los programas establecidos por ministerios y
departamentos gubernamentales tenían por objeto específico promover el tipo de
objetivos expresados en el Pacto, aunque los programas podían no haberse
establecido como resultado directo del Pacto. También se ejercía coordinación por
medio de las comisiones de derechos humanos, que tenían a su cargo en los niveles
federal y provincial hacer cumplir las leyes o códigos de derechos humanos y que
también estaban encargadas de promover los derechos humanos en sus respectivas
esferas de competencia, tramitando quejas y fomentando la investigación, las
publicaciones, la información y la educación en materia de derechos humanos. El
objeto del Comité Interdepartamental de Derechos Humanos, cuya autoridad derivaba
del Gabinete, era coordinar la política federal en materia de derechos humanos y
examinar el modo en que los diversos departamentos gubernamentales la aplicaban.
El orador subrayó que la coordinación en un sistema federal podía no ser sencilla,
pero sin duda era un ingrediente esencial de la aplicación satisfactoria de
polític~s y programas de derechos humanos.

180. El representante declaró que, puesto que el Parlamento canadiense y las
asambleas legislativas provinciales todavía no habían modificado la legislación de
acuerdo con las disposiciones del Pacto, los tribunales canadienses no podían
aplicar directamente las disposiciones de dicho instrumento que diferían de la
legislación canadiense vigente, pero que cuando era necesario interpretar leyes
internas cuyo significado era ambiguo, los tribunales podían tener en cuenta el
Pacto como parte del derecho internacional.

181. Respondiendo a las preguntas formuladas en relación con el artículo 1 del
Pacto, el representante declaró que la Constitución, si bien contenía disposiciones
sobre la adición o creación de nuevos territorios y provincias, nO conten{a ninguna
disposición relativa a la separación de provincias, territorios o poblaciones del
Canadá o a grandes variaciones de su situación constitucional. Tales cambios
tendrían que ser objeto de una reforma de la Constitución. En cuanto a la actitud
del Gobierno del Canadá con respecto al referéndum de Quebec, el orador sostuvo que
su Gobierno estimaba que el "objectif indépendentiste" del Gobierno de Quebec ponía
en cuestión la unidad política del Canadá, pero, de conformidad con el derecho
internacional, esta cuestión era un asunto interno que entraba exclusivamente en la
competencia nacional del Canadá.

182. En cuanto a las observaciones hechas en relación con el artículo 2 del Pacto,
el represe~tante se~aló que varias leyes provinciales prohibían expresamente la
discriminación por razones políticas. El orador citó varias decisiones judiciales
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en las cuales las disposiciones de la Declaración de Derechos del Canadá habíantenido prioriad sobre las de otras leyes federales. En cuanto a la función deobservación el Ministro de Justicia en la determinación de si los proyectos de leyo los reglamentos estaban de acuerdo con la Declaración de Derechos del Canadá, elorador citó el caso de una modificación de un proyecto de ley que se habíapresentado en el Senado sin el examen previo del Ministro, y declaró que elMinistro había expresado la opinión de que la modificación sería contraria a laDeclaración de Derechos en ciertos aspectos y que, como resultado de ello, elproyecto de ley se había modificado luego en consecuencia. El orador subrayó queera imposible afirmar categóricamente que existiera en el Canadá un recursojurídico para toda infracción del Pacto; y que, en casos de mala conducta deempleados del Estado en ejercicio de sus funciones, tanto el Estado como elempleado podían ser demandados y por consiguiente no tenía importancia si elempleado era insolvente y que, en tal caso, el Estado tendría que pagar todaindemnización por da~os que se concediera.

183. Respondiendo a las preguntas formuladas con respecto al artículo 3 del Pacto,el representante declaró que se habían creado servicios especiales para analizar elefecto de la legislación, las poJíticas y los programas sobre la condición delhombre y de la mujer y que los gobiernos federal y provincial estaban procurandofomentar la igualdad de condición dentro de servicio público. El orador hizo unaexposición de la situación de la mujer en los sistemas político y judicialfederales, de su papel en las esferas económica y social y declaró que el gobiernofederal y los gobiernos provinciales alentaban a las organizaciones femeninas alograr sus objetivos contribuyendo a la financiación de investigaciones,seminarios, conferencias y estudios y concediendo ayuda financiera a organizacionesfemeninas voluntarias. En cuanto a la disposiciones de las leyes pertinentes de laprovincia de Saskatchewan, que algunos miembros habían considerado discriminatoriasen favor de la mujer, el orador subrayó que estas disposiciones se habíansancionado muchos afios antes para proteger la posición económica de la mujer y queno parecía haber llegado el momento de derogarlas.

184. En relación con el artículo 6 del Pacto, el representante declaró que unfuncionario de policía era responsable según la ley de todo uso excesivo de lafuerza y que su responsabilidad jurídica personal 10 obligaba a limitar el uso dearmas de fuego a la defensa, propia o ajena; que el Código Penal imponía unasentencia de prisión perpetua a toda persona que practicara un aborto y gue unamujer que se causara o tratara de causarse un aborto era punible con dos anos deprisión, a menos que el aborto hubiera sido autorizado por un comité especial quehubiera considerado que la continuación del embarazo habría puesto en peligro suvida o su salud.

185. En relación con el artículo 9 del Pacto, el representante explicó que unfuncionario de policía podía detener sin orden de detención a una persona quehubiera cometido o pareciera habar cometido o estuviera cometiendo un delito o quepudiera ser objeto de una orden de detención, siempre que tuviera razones paracreer que el interés público no podría protegerse de otra manera. y que la persona,si no fuera detenida, no se presentaría ante el tribunal. El juez de paz, si teníarazones para creer que era necesario hacerlo por razones de interés público antesde ordenar a la persona de que se tratara que cO~Qareciera, podía emitir una ordende detención basada en información proporcionada por cualquier persona que tuvierarazones para craer que alguien había cometido un delito. No obstante, el juez depaz no debía firmar una orden en blanco y la orden debía indicar el nombre o daruna descripción de la persona sospechosa, indicar el delito y ordenar que la
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persona de que se tratara fuera detenida y llevada ante el juez de paz. El orador
senaló que conforme a la legislación federal el acusado normalmente era puesto en
libertad hasta que se celebrara su juicio; y que, tanto en el nivel federal como en
el provincial, toda persona detenida o encarcelada debía ser llevada sin dilación
ante el tribunal competente y si era necesario podia recurrir a un habeas corpus si
se lo privaba i~debidamente de la libertad.

186. En cuanto al artículo 10 del Pacto, el representante subrayó el carácter
independie~te del cargo de presidente de la junta disciplinaria y declaró que este
funcionario era nombrado entre los miembros de la profesión jurídica. El Tribunal
Supremo del Canadá había reconocido que las juntas disciplinarias estaban obligadas
a actuar con imparcialidad y había establecido que sus decisiones estaban sujetas
al control del poder judicial en casos en que las juntas no hubieran respetado
dicho principio.

187. Respondiendo a una pregunta relativa al artículo 13 del Pacto, el
representante declaró que el Ministro de Empleo e Inmigración tenía plena libertad
para revocar los permisos de entrada en el Canadá expedidos por su Ministerio; que
dichos permisos se expedían especialmente por razones humanitarias a personas que
solicitaban entrada en el país sin haber satisfecho las condiciones para ella o que
no podían satisfacer dichas condiciones; que se expedían a título provisional para
permitirles entrar en el país con una finalidad concreta o para darles tiempo para
satisfacer los requisitos si podían; y que las personas que deseaban entrar~n el
país en esas condiciones eran informadas de que sin ese permiso su presencia en el
Canadá sería considerada ilegal.

188. Con respecto al artículo 14 del Pacto, el representante explicó el
procedimiento para el nombramiento de jueces y senaló que ninguna persona podía ser
nombrada juez, en el nivel federal o en el provinci~l, a menos que hubiera sido
abogado o procurador en ejercicio durante diez años por lo menos en una provincia o
territorio; que la aptitud jurídica y la experiencia eran dos factores importantes
en la designación de los jueces, pero también se tenían en cuenta cualidades
humanas como la generosidad, la disposición a escuchar, la integridad y una vida
personal irreprochable. El orador subrayó que el acusado era inocente hasta que
que se probara su culpabilidad y que su reputación a los ojos de la ley permanecía
intacta; que todo acusado o testigo tenía derecho a los servicios de intérpretes; y
que, conforme a una decisión del Tribunal Supremo, los tribunales ya no podían
apoyarse en la teoría del abuso de procedimiento para suspender las actuaciones que
pudieran causar perjuicio a un acusado debido a dilaciones indebidas en la
presentación de la acusación.

189. Respondiendo a preguntas formuladas en relación con el artículo 17 del Pacto,
el representante declaró que un juez que na fuera un "magistrado" podía, a petición
del Fiscal General a nivel federal o del Procurador General a nivel provincial, o
de sus agentes, autorizar la intercepción de comunicaciones privadas, siempe que
estuviera convencido de que eso sería lo mejor para la administración de justicia,
de que los demás métodos de investigación habían fracasado o tenían pocas probabili­
dades de éxito y de que la urgencia del asunto era tal que no sería práctico
efectuar una investigación usando sólo otros métodos. La autorización debía
indicar, entre otras cosas, el delito que había motivado la intercepción, el tipo
de comunicación privada que podía ser interceptada y el período durante el cual la
autorización era válida. La intercepción ilegal era un delito pun~ble con cinco
años de prisión, pero las pruebas obtenidas con ella no resultaban inadmisibles por
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esta razón, a menos que el juez o el magistrado presidente considerara queadmitirla empanaría la imagen de la justicia. El Fiscal General del Canadá podiaexpedir una orden que autorizara la intercepción o la incautación de cualquiercomunicación si estaba convencido, sobre la base de testimonios dados bajojuramento, de que tal intercepción o incautación era necesaria para evitar odescubrir una actividad subversiva dirigida contra el Canadá o perjudicial para suseguridad.

190. En relación con el articulo 18 del Pacto, el representante declaró que lalibertad de religión estaba garantizada por la ley¡ que la defensa del ateismo nopodía considerarse blasfemia si estaba expresada de buena fe y en lenguaje decente¡que a las personas cuyo día de culto no fuera el domingo no podía exigirse quetrabajaran ese dia y que sus empleadores estaban obligados a respetar esta norma, amenos que pudieran probar que su aplicación causaría perjuicio excesivo a sunegocio¡ y que el problema de la objeción de conciencia no se planteaba en lapráctica, pues en el Canadá no existía el servicio militar obligatorio.

191. En cuanto al articulo 19 del Pacto, el representante declaró que la libertadde expresión estaba limitada sólo por las disposiciones del Código Penal queprohibían la difamación y la sedición, entendiéndose por sedición sólo la defensadel uso ilegal de la fuerza para 9roducir un cambio de gobierno.

192. Respondiendo a preguntas formuladas con respecto a los articulos 23 y 24 delPacto, el representante declaró que, aunque la edad de matrimonio en Quebec erade 14 anos para el hombre y de 12 edad para la mujer, hasta la edad de 18 anos elconsentimiento del padre o de la madre era indispensable; y que, según un proyectode ley que se estaba examinando en la Asamblea Nacional de Quebec, la edad mínimapara el matrimonio se elevaría a 18 años para los dos sexos, pero que las personasque tuvieran por lo menos 16 anos podrian obtener una dispensa del tribunal si lasolicitaban. En cuanto al estatuto de los hijos naturales, el orador sena1ó quetenían los mismos derechos que los hijos legitimos, salvo en el ca~o de sucesionesab intestato, c;ue se otorgaban a los herederos legítimos en el orden que estipulabala ley, pero que un padre o madre podía favorecer a su hijo ilegítimo mediantetestamento; que los padres debían alimentar, mantener y educar a sus hijosnatura1es¡ y que los hijos naturales quedaban legitimados cuando el padre y sumadre contraían matrimonio, caso en el cual tenían los mismos derechos que sihubieran nacido de ese matrimonio. Si se adoptaba el proyecto de reforma enestudio, los hijos naturales tendrían en el futuro exactamente los mismos derechosque los hijos legítimos.

193. En cuanto al articulo 25 del Pacto, el representante declaró que lossindicatos podían desempeñar un papel político en el Canadá, como lo hicieronefectivamente en la elección federal general de 1979, cuando el Congreso delTrabajo del Canadá (Canadian Labour Congress) había apoyado a uno de los partidospolíticos¡ que podían proponer nuevas leyes o modificaciones de las leyes vigentes;y que sus representantes se reunían anualmente con funcionarios ejecutivosfederales, provinciales y municipales para presentar resoluciones destinadas aponer en práctica las ~ecisiones tomadas en sus reuniones anuales. Elrepresentante subrayó que ningún partido político estaba proscrito en el Canadá¡que todas las personas eran libres de afiliarse a un partido político o a ninguno;y que todo ciudadano canadiense adulto podía ser candidato a un cargo público, conexcepción de los funcionarios públicos, que, en ciertas jurisdicciones, podiantener que abandonar su empleo si deseaban presentarse como candidatos.
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194. Respondiendo a las observaciones hechas en relación con el artículo 26 enconjunción con el artículo 2 del Pacto, el representante senaló que el Parlamentopodía sancionar legislación discriminatoria, como en el caso de los planes depensiones que contenían disposiciones especiales para los pensionados casados. Sinembargo, lo que el Gobierno canadiense había querido indicar en su informe er:it quelas leyes debían aplicarse en forma igual a todas las personas a menos que elParlamento de nianera deliberada y públit::a estableciera distinciones de ese tipo.
195. Contestando a las preguntas y observaciones que algunos miembros del Comitéhabían formulado con respecto al artículo 27 en conjunción con el ~rtículo 2 delPacto, el representante hizo una breve historia del desarrollo de la situación delos indios en el Canadá a la luz ce la relación especial que había existido entreellos y las autoridades canadienses después de la adopción de la Constituciónde 1867, que puso a los indios bajo la autoridad exclusiva del Parlamento delCanadá. A través de los anos, se habían establecido diversos órganos para que losrepresentantes de los indios y los del Estado pudieran intercambiar opiniones sobrediversos aspectos de la política del Estado y examinar las propuestas demodificación de la Ley sobre los indios (Indian Act). La concesión del derecho devoto había sido una simple formalidad que había confirmado que los indios quesalieran de la reserva no tendrían los diversos derechos y privilegios que seconcedían a los indios que vivían en las reservas en virtud de la Ley sobre losindios, pero podrían inscribirse en el patrón electoral. En la actualidad, todapersona, mientras siguiera inscrita como indio, tenía la mayoría de los derechos delos no indios, en particular el derecho áe voto y además tenía derecho a exencionesde impuestos. En virtud de la Ley sobre inmigración (Irnmigration Act) de 1976, laspersonas inscritas como indios, tuvieran o no la ciudadanía canadiense, tenían elmismo derecho de entrada y de residencia en el Canadá que los ciudadanoscanadienses. Los indios tenían derecho a salir de la reserva en cualquiermomento. Las reservas se creaban como territorios, sobre los cuales los indiostenían derechos exclusivos y no eran lugares en que los indios estuvieran obligadosa vivir.. El representante subrayó que los indios participaban en el mismo sistemade seguridad social que el resto de la población¡ que el Estado había financiadocentros culturales y educativos indios; que a través de los años se habíanestablecido varios programas tendientes a fomentar el desarrollo social y económicode las comunidades indígenas¡ y que, con respecto a las reclamaciones territorialesde los indios, el Gobierno del Canadá había anunciado en 1973 que negociaría contodos los indígenas en las zonas en que el título original sobre las tierrashubiera caducado.

196. El representante senaló que no eKistí~ una ley especial relativa a los esqui­males del Canadá y que, de acuerdo con el Tribunal Supremo del Canaoá, los esquima­les entraban en la jurisdicción federal. A diferencia de los indi:~ los esqui­males del Canadá no habían pedido una legislación especial que rigiera su situa­ción, pero habían sido invitados recientemente a participar, junto con los indios·ylos mestizos, en reuniones federales para examinar posibles cambios constitucio­nales tendientes a mejorar la protección de los derechos de los indígenas.

Senegal

197. El comité examinó el informe inicial (CCPR/C/6/Add.2) presentado por elGobierno del Senegal en sus sesiones 2l3a., 214a. y 2l7a., celebradas los días 31de marzo y 2 de abril de 1980 (CCPR/C/SR.213, 214 y 217).

198. El informe fue presentado por el representante del Estado parte que declaróque el Senegal aplicaba los preceptos del Pacto, que los derechos humanos se
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199. Algunós miembros del Comité manifestaron su satisfacción ante la
exhaustividad del informe y los logros del Senegal en la esfera de los derechos
humanos y elogiaron el sistema jurídico encargado de proteger esos derechos. No
obstante, se pidió información sobre los progresos efectivos en el goce de los
derechos humanos en el Senegal y los factores y las dificultades, si los hubiere,
que afectaran a la aplicación del Pacto, con arreglo a lo exigido en el artículo 40
de éste.

200. En relación con el artículo 1 del Pacto, se preguntó si el Senegal tenía
disposiciones que garantizaran el derecho de libre determinación de los pueblos
dentro de sus propias fronteras; se preguntó asimismo si, por una parte, el Senegal
no consideraba que la intervención armada en los asuntos de otro Estado de modo de
injerirse en su derecho a la libre determinación violaba la Carta de las Naciones
Unidas y el espíritu y la letra del Pacto y si, por otra, el Senegal, que era parte
en la Convención Internacional sobre la Represión y el Castigo del Crimen de
Apartheid, reconocía que la existencia del régimen de apartheid constituía una
grave amenaza al derecho a la libre determinación de los pueblos africanos y consi­
deraba que la asistencia económica, militar y de otra índole al régimen de apartheid
era igualmente incompatible con las obligaciones resultantes del artículo 1 del
Pacto; se preguntó también cómo concebía el Senegal el vínculo entre el
establecimiento de un nuevo orden económico internacional y el derecho de los
pueblos a la libre dpterminación. -

respetaban escrupulosamente en el Senegal y que la necesidad de salvaguardarlos se
reflejaba en la Constitución, las leyes y la jurisprudencia; que las restricciones
a esos preceptos eran de carácter excepcional, expresamente previstas por la ley, y
se podían considerar medidas de protección de las instituciones establecidas, a las
que debían conformarse tanto los l1,acionales senegaleses como los extranjeros; que
la justicia era totalmente independiente y tenía una actitud especialmente
vigilante cuando se trataba del respeto y de la protección de las libertades
individuales y que los abogados eran importantes auxiliares de la justicia, que
a3eguraban la defensa de la persona en todos los casos y en todas las instancias
del procedimiento. Informó también al Comité de que se habían creado algunas
asociaciones integradas por juristas a fin de sensibilizar la opinión pública sobre
los derechos humanos ya sea mediante la organización de conferencias, coloquios y
seminarios, ya sea a través de la publicación de artículos o de la participación en
emisiones de radio o televisión y de que esas asociaciones ayudaban así a la pobla­
ción a comprender mejor las nociones fundamentales relativas a los derechos humanos.

201. En relación con el artículo 2 del Pacto, se observó que el informe daba menos
motivos que el Pacto como base para prohibir la discriminación en el Senegal y se
preguntó si existían disposiciones que prohibieran la discriminación por razones
tan importantes como el idioma, la opinión política, la posición económica y
cualquier otra condición social y hasta qué punto se garantizaba la aplicación de
las disposiciones del Pacto a todos aquellos que vivían en el Senegal, incluidos
los residentes extranjeros. Se senaló que las disposiciones del Pacto no habían
sido incorporadas a las leyes internas del Senegal y se preguntó si el Pacto había
sido ratificado mediante una ley y, en caso afirmativo, si había sido publicado en
los diferentes idiomas del Senegal, si sus disposiciones habían sido, o podían ser,
invocadas ante las autoridades judiciales y administrativas, si las decisiones de
los tribunales podían basarse directamente en las disposiciones del Pacto y derogar
si era necesario, otra legislación interna y si ya había sido declarada inaplicable
alguna qisposición del derecho interno por ser incompatible con un tratado
internacional. Algunos miembros del Comité preguntaron también si la Corte Suprema
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del Senegal había tenido ya ocas~on de decretar la nulidad de una disposición de
derecho internacional por ser contraria a la Constitución. A este respecto,
ciertos miembros se preguntaron si la reserva general que figuraba en la
Constitución con relación a la aplicación recíproca de los tratados o acuerdos s~

aplicaba en el caso de tratados multilaterales como el Pacto. Refiriéndose a 'un
artículo de la Constitución que mencionaba "las garantías fundamentales otorgadas. a
los funcionarios civiles y militares del Estado" un miembro preguntó cuáles eran
esas garantías, si conferían a los funcionarios civiles y militares algún tipo de
inmunidad en relación con posibles violaciones de los derechos de los particulares,
y si eran compatibles con las disposiciones del apartado a) del párrafo 3 del
artículo 2 del Pacto. Se solicitó información sobre los procedimientos
administrativos o legales a que podía recurrir un individuo si estimaba que se
habían violado sus derechos y se preguntó si se requería que esa persona presentara
un caso al tribunal para que éste pudiera actua~.

202. En relación con el artículo 3 del Pacto, se preguntó qué medidas se habían
tomado en el Senegal para garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce de
todos los derechos civiles y políticos enunciados en el Pacto, cuál era el
porcentaje de mujeres en la administración en el sistema judicial y en las
profesiones liberales, qué papel desempe~aban en la vida política y.social del país
y cuál era su capacidad jurídica, especialmente respecto de la conclusión de
contratos.

203. Refiriéndose al artículo 4 del Pacto, un mie~bro preguntó si había una
gradación de las situaciones de emergencia como el "estado de sitio" el "estado de
emergencia" y el "período de crisis política", mencionadas en reiteradas ocasiones
en el informe, cuáles eran, en cada caso, las autoridades competentes y si los
derechos que no podían suspenderse en caso alguno, de conformidad con lo dispuesto
en el párrafo 2 del artículo 4 del Pacto, estaban expresamente garantizados por la
Constitución o por cualquier otra disposición de la legislación senegalesa.

204. En lo que respecta al articulo 6 del Pacto, se pidió información sobre los
resultados logrados por el Senegal en sus esfuerzos para reducir la mortalidad
infantil, luchar contra las epidemias y mejorar la salud y la calidad de la vida
del pueblo. Se pidió también una aclaración acerca de los "crímenes
particularmente graves" que podían castigarse con la pena de muerte y del número de
condenas a m~erte pronunciadas en los cinco últimos afios, sefialando los derechos
que las habían motivado, y acerca de la declaración que figuraba en el informe de
que si un menor de edad de más de 13 a~os cometía un delito punible con la pena de
muerte, sería condenado a una pena de 10 a 20 afios de reclusión si lo justificaban
las circunstancias del caso y la personalidad del delincuente. Se preguntó también
si la declaración que figuraba en el informe de que no se ejecutaba la pena de
muerte cuando la condenada era una mujer embarazada significaba que la sentenciaba
pero no se ejecutaba a pena y si se había considerado alguna vez la posibilidad de
abolir la pena de muerte en el Senega!.

205. En relación con los artículos 7 y 10 del Pacto, algunos miembros del Comité
sefialar~n que no había en el C6digo Penal disposiciones que castigaran las torturas
y los tratos inhumanos. Preguntaron qué normas.existían para garantizar que los
individuos no fueran maltratados por la policía y qué procedimientos se podían
utilizar para examinar las quejas al respecto y para castigar a los :cesponsables;
sila ley permitía la reclusión en celda aislada y los castigos corporales y, en
caso afirmativo, en qué condiciones se podían aplicar eSdS penas y por qué tipo de
delito o infracción; preguntaron también si las penas previstas en el Código Penal
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contra los funcionarios de la administración de prlslones que se extralimitaban en
el ejercicio de sus atribuciones se habían aplicado en los últimos aftas.

206. En relación,con el artículo 9 del Pacto, se pidió información acerca de la
naturaleza de la "detención para la ejecución de una orden de captura" y de la
privación de la libertad en "aplicación de ciertas medidas de seguridad"
mencionadas en el informe; se preguntó si entre esas detenciones o medidas figuraba
el encarcelamiento por motivos políticos y si se informaba a las personas detenidas
por un oficial de la policía judicial sobre las razones de su detención. Se
preguntó también cuál era el promedio y la duración máxima de la prisión
preventiva, si existían garantías contra la detención arbitraria o contra su
prolongación innecesaria y cuál era el procedimiento aplicable al internamiento de
los dementes y qué garantías ofrecía al interesado. Algunos miembros manifestaron
sorpresa ante la duplicación del plazo de retención de una persona por la policía
"en período de crisis política" o durante "la ejecución de compromisos
internacionales" y pidieron una aclaración acerca de esas medidas.

207. C~nentando el artículo 12 del Pacto, algunos miembros del Comité observaron
que en el Senegal ese derecho podía ser mucho más limitado de lo que preveía el
Pacto y preguntaron de qué manera el depósito de una cantidad de dinero en las
cajas del Tesoro que debía efectuar todo ciudadano senegalés que salía del país
protegía a los trabajadores senegaleses y si ese requisito no suponía una
desigualdad basada en la riqueza; preguntaron asimismo si los ciudadanos a los que
se negaba un pasaporte o un visado de salida disfrutaban de protección judicial y
qué porcentaje de la población efectuaba viajes al extranjero. Observando también
que la nacionalidad adquirida podiaperderse en un plazo de quince afias a contar
desde la fecha de su adquisición si la persona interesada tenía "un comportamiento
incompatible con la calidad de senegalés", algunos miembros pidieron que se
aclarara esa disposición y se preguntaron si ese castigo no constituía una
discriminación con respecto a los senegaleses naturalizados, que infringía el
artículo 2 del Pacto, y si las personas privadas de su nacionalidad- tenían algún
derecho·a recurrir y, en caso afirmativo, a quién podían dirigirse.

208. En relación con el artículo 13 del Pacto, se preguntó el significado de las
expresiones "conducta en general" e "injerencias graves y manifiestas" de un
extranjero que justificaban su expulsión del Senegal; cuáles eran los organismos
judiciales o administrativos competentes para revisar la orden de expulsión y si el
Senegal observaba todas las disposiciones del artículo 13 del Pacto.

209. En relación .con el artículo 14 del Pacto, se sefialó que la separación de
poderes y el establecimiento de magistrados profesionales e inamovibles no eran por
sí mismos suficientes garantías de la existencia de un sistema judicial
independiente y que la inamovilidad de los magistrados podía considerarse como una
especie de discriminación y privilegio en comparación con otras profesion~s por
razones d~ la condición social, y podría pues ser peligrosa para el establecimiento
de una saciedad democrática. Se preguntó en qué criterios profesionales y morales
se basaba en el Senegal el nombramiento de los jueces y si la decisión de trasladar
a un magistrado la adoptaba la administración o un organismo especial. También se
hicieron preguntas sobre la Corte Suprema de Justicia, mencionada en el capítulo
VIII de la Constitución, que tenía jurisdicción sobre los funcionarios
gubernamentales y sus cómplices en caso de presuntos delitos. Puesto que la Corte
Suprema, aunque su presidente era un magistrado profesional f parecía estar
integrada en su mayor parte por miembros d~ la Asamblea Nacional, elegidos por
ellos mismos de entre sus filas, se planteó la cuestión de si, dado su carácter-
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extremadamente político, no podría ser un instrumento peligroso cuando conociera de
asuntos de carácter político. Se preguntó por qué se consideraba conveniente
elevar casos particulares fuera de la jurisdicción de los tribunales ordinarios~ si
los procedimientos de la Corte Suprema se ajustaban plenamente al artículo 14 del
Pacto, y si una persona condenada por la Corte tenía derecho a apelar a un tribunal
superior. También se preguntó si seguía existiendo en el Senegal un Tribunal de
Seguridad y, de ser así, cuáles eran su composición y jurisdicción, si sus
procedimientos se ajustaban a lo estipulado en el Pacto y cuántos c~~os había
examinado desde la entrada en vigor del Pacto en el Senegal. Algunos miembros
preguntaron también cuáles eran los órganos dotados de jurisdicción- respecto de los
conflictos laborales, si existía una jurisdicción administrativa en el Senegal y si
la víctima de un error judicial tenía expresamente derecho a una indemnización con
arreglo a la legislación vigente.

210. En relación con el artículo 17 del Pacto, se tomó nota de que podían
adoptarse medidas que afectaran a la inviolabilidad del domicilio para "proteger a
la juventud en peligro" y se pidió que se aclarara esa expresión. Algunos miembros
preguntaron cuáles eran las disposiciones legales que limitaban el principio de la
inviolabilidad de la correspondencia y de las cvmunicaciones postales y
telegráficas y en qué circunstancias y casos podían aplicarse¡ qué se entendía por
"la injuria y la denuncia calumniosa" que se mencionaban en el informe como delitos
punibles y si era punible la "injuria" proferida contra un particular o únicamente
la dirigida contra las personalidades públicas.

211. En relación con el artículo 18 del Pacto, se preguntó si la religión de la
mayoría había sido elevada a la categoría de religión del Estado y hasta qué punto
se respetaba efectivamente la libertad de religión a nivel de las intituciones
gubernamentales y de las actividades profesionales.

212. En lo que respecta al artículo 19 del Pacto, se pidió información s~'re las
leyes y reglamentos que limitaban la libertad de expresión en el Senegal¡ e
preguntó qué tipo de control existía particularmente en relación con las
publicaciones y l~ prensa, y si las facultades de las dos comisiones de prensa
establecidas con arreglo a la ley de prensa de 1979 se justificaban con arreglo a
lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 19 del Pacto.

213. En lo tocante al artículo 20 del Pacto, se preguntó si había una ley que
prohibiera la propaganda en favor de la guerra y si se podía proceder contra las
personas que se dedicaran a ella. Algunos miembros del Comité interrogándose
acerca de los elementos constitutivos de los delitos de "propaganda de carácter
nacionalista" y "gritos y cantos sediciosos", dudaron de que el Senegal pudiera
invocar el artículo 20 del Pacto para castigar esos actos que no constituían
necesariamente una incitación alodio nacional, racial o religioso, o una forma de
propaganda en favor de la guerra. Otro miembro se preguntó incluso si una
disposición de ese tipo era compatible con los artículos 19 y 27 del Pacto.

214. Refiriéndose al artículo 22 del Pacto, algunos miembros preguntaron si en el
Senegal el derecho a constituir asociaciones dependía de su registro previo y, en
caso afirmativo, por qué motivos podía negarse ese registro¡ si existía el dere~ho

de apelar ante los tribunales contra las decisiones del poder ejecutivo al respecto
y si la ley que disponía que la autoridad administrativa podía disolver
organizaciones ocupacionales sin intervención previa de los tribunales, no estaba
en contradicción con los párrafos 1 y 3 del artículo 22 del Pacto. Observando con
interés que la Constitución preveía el establecimiento de cuatro partidos políticos
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en el Senegal, algunos miembros preguntaron cuál era la legislación exacta que
regía la fundación de partidos políticos, cómo funcionaba en la práctica el sistema
de cuatro partidos y si se consideraban ilegales los otros grupos políticos, en
especial la Agrupación nacional democrática y la Coordinación de la oposición
senegalesa unida y, en caso afirmativo, por qué razones.

215. En relación con los artículos 23 y 24 del Pacto, se pidió una aclaración
acerca del "motivo grave" por el que el Presidente de la República podía conceder
dispensa de edad para contraer matrimonio y se formularon preguntas acerca del
número de dispensas de edad concedidas durante los últimos afias; se preguntó cuál
era el significado de la expresión "régimen económico del matrimonio" y si a ese
respecto las costumbres diferían según las distintas regiones del país; cuáles eran
el significado y las consecuencias jurídicas de la disposición que decía que el
marido era el jefe de familia y si ello era compatible con el principio de igualdad
de derechos y de responsabilidades de ambos esposos contenido en el Pacto; se
preguntó asimismo si el derecho senegalés preve~a una igualdad completa entre los
hombres y las mujeres en lo que se refería a la transmisión de la nacionalidad a
los hijos; cuáles eran la situación jurídica y los derechos de hijo nacido fuera
del matrimonio; si en el derecho senegalés existía la noción del hijo adulterino y,
en caso afirmativo, cuál era la situación jurídica de éste; y si existía la
adopción en el Senegal y, de ser así, si los hijos adoptados gozaban de los mismos
derechos que los hijos legítimos.

216. En relación con el artículo 25 del Pacto, se pidió información sobre la
composición, competencia y facultades de las instituciones que dirigían los asuntos
públicos, sobre las condiciones profesionales y morales que debian reunir los
candidatos a los cargos públicos y sobre los motivos que abarcaba la prohibici6n de
discriminación en las condiciones de acceso al servicio público.

217. En relación con el artículo 26 del Pacto, se preguntó qué había hecho en la
práctica el Gobierno senagalés para garantizar a todas las personas protección
igual y efectiva contra cualquier discriminación, especialmente contra los actos
discriminatorios cometidos por los particulares.

218. En lo que respecta al artículo 27 del Pacto, se preguntó qué minorías
existían en el Senegal y cuál era su tamafto y qué medidas se habían adoptado para
garantizar su desarrollo y prot~ger y promover su cultura.

219. Refiriéndose a cuestiones suscitadas por miembros del Comité en relación con
el artículo 1 del Pacto, el representante del Estado parte declaró que a su país le
era muy caro el principio del derecho de los pueblos a la libre determinación y que
la injerencia en el derecho del pueblo de otro Estado a la libre determinación
constituía un atentado inadmisible contra la libertad de los pueblos y una grave
violación del derecho internacional; que el apartheid constituía un crimen de "lesa
humanidad" que se oponía al derecho de libre determinación de los puebLos; y que el
Senegal no escatimaba esfuerzos para llegar a suprimir el sistema racista y colonia­
lista de gobierno y continuaría aportando su ayuda y asistencia a los pueblos que
sufrieran esa ideología inhumana. Afirmó enfáticamente que existía un vínculo entre
el nuevo orden económico internacional y el derecho de los pueblos a la libre deter­
minación, ya que el orden económico internacional injusto vigente era una conse­
cuencia del sistema de explotación establecido por el colonialismo y que, en conse­
cuencia, era necesario sustituirlo por uno más justo basado en el respeto del dere­
cho de cada Estado a ejercer plenamente su soberanía permanente sobre sus recursos
naturales y a disponer libremente de ellos en el respeto del derecho al desarrollo.
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220. En respuesta a una cuestión suscitada en relación con el párrafo 1 delartículo 2 del Pacto, el representante indicó que los extranjeros, cuando habíansido admitidos legalmente en el territorio del Senegal, tenían derecho, al igualque los ciudadanos senegaleses, a "con"tituir libtemente asociaciones y socieda­des ••• " y a "circular y elegir libremente su lugar de domicilio en toda laextensión del territorio de la República del Senegal", y que no estaban sometidos aninguna arbitrariedad y gozaban de múltiples garantías.

221. Por lo que se refería a la situación del Pacto en el ordenamiento jurídicointerno ser.egalés, el representante dijo que, por tratarse de un .instrumentointernacional, el Pacto había sido debidamente ratificado por el Jefe de Estado envirtud de una ley promulgada por la Asamblea General; que había sido publicado enel Journal Official. por lo que prevalecía sobre las demás leyes del Estado; quetoda disposición constitucional contraria al Pacto entraftaría en consecuencia laLevisión de la Constitución; y que los interesados deberían, en primer lugar,valerse de la legislación senegalesa y que sólo cuando no encontraran en elladisposiciones pertinentes podrían invocar el Pacto ante los tribunales.

222. En relación con el artículo 3 del Pacto, el representante describió lasinjusticias notorias de que habían sido víctimas las mujeres en su país durantelargo tiempo, injusticias que habían sido reparadas a raíz de la independencia. Lapolítica general del Gobierno se basaba en el principio de la igualdad absolutaentre el hombre y la mujer. Las mujeres estaban ya presentes en todas las esferasd~ la vida econ6mica, social y política, incluidos el Consejo de Ministros, laAsamblea Nacional, los siadicatos, la magistratura, la función pública (una quintaparte del ~úmero total Je funcionarios) y el servicio diplomático. En cuanto a lacapacidad jurídica de la mujer, seftaló que las mujeres podían ejercer cualquierprofesión, salvo que una mujer casada no podría ejercer profeslones comerciales,que a menudo entraftaban responsabilidades conside~ables, si se opusiera a ello sumarido. No obstante, el juez de paz podía autorizaL a la mujer a no acatar laoposición del marido si las objeciones de éste no se justificaban por el interésfamiliar.

223. En relación con el artículo 4 del Pacto, el representante explicó que elestado de ~me~gencia se proclamaba en caso de peligro como resultado de gravesatentados contra el orden público o de acontecimientos que presentaran un carácterde calamidad pública y que, en tales casos, la autoridad competente era laautoridad civil. En cuanto al estado de sitio, se proclamaba en caso de peligroinminente, interno o externo, para la seguridad del Estado y su aplicación competíaa las autoridades militares. Ambas situaciones se regían por la constitución y porleyes específicas.

224. En respuesta a preguntas formuladas en relación con el artículo 6 del Pacto,el representante destacó que se había hecho un gran trabajo en la esfera de lasalud pública; que la mortali~ad infantll había disminuido manifiestamente y queexistían leyes que permitían luchar contra las enfermedades venéreas, la prosti­tución y el uso indebido de los estupefacientes. En cuanto a los delitos puniblescon la pena capital, dijo que, desde la promulgación del Código Penal, lasinfracciones como la malversación de fondos públicos, la muerte por golpes yheridas voluntariamente provocadas o la violación habían pasado a ser consideradasdelitos simples y se les aplicaba un procedimiento correccional; que eran pocos losasuntos criminales q~e todavía juzgaba una jurisdicción penal (Cour d'assises)¡ quedesde la promulgación del Pacto no se habían ejecutado penas capitales en elSenegal y que desde 1963 no había habido más que dos condenas a muerte. Las mujeres
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~mbarazadas condenadas a muerte nQ podían ser ejecutadas antes del parto. El
representante informó también al Comité que el Senegal no preveía por el momento
abolir la pen3 de muerte.

225. En relación con los artículos 7 y 10 del Pacto, el representante destacó que
la tortura y los tratos inhumanos estaban absolutamente prohibidos en el Senegal y
que no existían excepciones a esta norma. Informó al Comité de que en 1964 un
comisario de policía fue procesado y condenado por violencias de este carácter.

226. Pon relación con el artículo 9 del Pacto, el representante senaló que las
medidas de seguridad que entraaaban privación de libertad eran medir~s

administrativas destinada~ a proteger a ciertos individuos, tales como los
alcohólicos peligrosos, los leprosos y los toxicómanos, y que, por ot~a parte, no
existían a la sazón presos políticos en el Senegal. Senaló al representante que
los inculpados detenidos en virtud de un mandatD de detención no podían estar
detenidos más de 48 horas; que la prisión preventiva ordenada por el juez de
instrucción no era la regla y que normalmente el inculpado quedaba en libertad
provisional; que el ministerio fiscal recibía cada tres meses lista de todos los
detenidos y tenía que decidir si convenía acelerar la instrucción de los procesos~

y que el Fiscal de la República d~bía también infc~marse sobre la buena marcha de
la instrucción del processo de lae personas detenidas.

227. En relación con el artículo 12 del Pacto, el representante dijo que la fianza
de repatriación que había que depositar para salir del país se exigía simplemente
para tener la garantía de que, en caso de dificultad, el trabajador que hubiera ido
al extranjero podría volver a su país; que la fianza exigida no era imortante y no
entraftaba en ningún caso una discriminación por razones de fortuna; que no era
obligatoria, puesto que podía otorgarse el visado de salida ante la simple
presentación de un título de transporte de ida y vuelta; y que el visado de salida
constituía esencialmente una medida de carácter administrativo, destinada ante todo
a proteger a los trabajadores que iban al extranjero, y no tenía en modo alguno por
objeto impedir que salieran del país algunas categorías da ciudadanos, en
particular los que se oponían al régimen político. D~stacó que un extranjero
naturalizado no podía ser privado de la nacionalidad senegalesa salv/o en casos
excepcionales, a menos que hubiera cometido un delito muy grave, al que
correspondiera una pena superior a cinco afios de prisión~ y que, por tratarse de
una medida que se adoptaba por decreto, existían posibilidades de apelación.

228. En respuesta a preguntas formuladas en relación con el artículo 13 del Pacto,
el representante seftaló que el Ministro del Interior sólo podía d~cretar la
expulsión de extranjeros que hubieran ingresado ilegalmente en el territorio
senegalés Q que se hubieran injerido de manera manifiesta en los asuntos internos
del Senegal¡ que el mero hecho de que un extranjero fuera co~denado por tribunales
senegaleses por un delito no entraftaba necesariamente su expulsión; y que, además,
el extranjero objeto. de un decreto de expulsión tenía derecho a apelar contra ese
d~creto y a llevar el asunto ante la Corte Suprema y podía solicitar para ello la
asistencia de un abogado.

229. En relación con el artículo 14 del Pacto, el representante indicó que la Alta
Corte de Justicia juzgaba a los miembros del Gobierno en caso de infracción~ que la
Corte de Seguridad del Estado se ocupaba de los delitos de orden político; y que
ambas Cortes estaban presididas por altos magistrados. Informó al Comité de que
estaban garantizados los derechos de la defensa, que era obligatoria la defensa
jur ídica de los menores y los enfe·rmos en la jur isdicción penal (Courd' assises),
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que las personas desprovistas de recursos podían contar con la asistencia gratuitade defensores, que en caso de error judicial la Corte Suprema podía revisar lasentencia a solicitud de la misma víctima o del Ministerio de Justicia, según elcaso, y que, cuando era establecido el error jud~cial, podía concederse a lavíctima una indemnización por da~os y perjuicios.

230. Respondiendo a preguntas formuladas en relación co.• el artículo 17 del Pacto,el representante afirmó que la inviolabilidad del domicilio constituía un principiosagrado que sólo podía derogarse cuando 10 exigiera la seguridad física y moral delos ninos~ que, en caso de estado de emergencia, podía levantars~ el secreto de lacorrespondencia en las condiciones previstas por el Código Penal~ que un juez podíaordenar que se abriera la correspondencia de un acusado si lo estimabaindispensable para la investigación de la verdad; y que la imposición derestricciones sobre la inviolabilidad de la correspondencia y de las comunicacionestelefónicas y telegráfi.cas sólo podría ordenarse en aplicación de la ley. Explicóel representante que "l.a injuria y la denuncia calumniosa" eran delitos tipificadosen el Código Penal y punibles en todos los casos. sin discriminación.

231. En relación con el artículo 18 del Pacto, el representante afirmó que elSenegal era un país de tolerancia que siempre había sostenido y defendido lalibertad de cada uno para elegir su religión y practicarla sin trabas.

232. En lo que se refería al artículo 19 del Pacto, el representante hizo notarque las únicas restricciones impuestas en el Senegal a la libertad de expresióncorrespondían a las previstas en el Pacto; que las restriccione~ que se imponían alas publicaciones tendían esencialmente a impedir que algunos individuos difamasena otras personas; que la ley de prensa establecía un código deontológico de losperiodistas¡ que la Comisión Nacional de Prensa verificaba la legalidad de losórganos de prensa~ que la Comisión de Control se encargaba de inspeccionar lacontabilidad de esos órganos; y que, si se privaba a un periodista de su tarjeta deprensa, podía apelar contra esa decisión ante la Corte Suprema del Senegal.

233. En relación con el artículo 20 del Pacto, el representante dijo que el CódigoPenal contenía disposiciones por las que se prohibía toda propaganda en favor de laguerra; que la Constitución del Senegal. inspirada en la preocupación de la unidadnacional. prohibía estrictamente toda propaganda en favor de la secesión~ que elcarácter "sedicioso" de ciertas asociaciones sólo podía apreciarse partiendo de lasdefiniciones dadas en la ley y correspondía a la justicia pronunciarse en cada casoconcreto; y que su país respetaría escrupulosamente el artículo 20 del Pacto.
234. Respondiendo a preguntas formuladas en relación con el artículo 22 del Pacto,el representante subrayó que el derecho de asociación estaba garantizado por laConstitución y que el Código de obligaciones civiles y comerciales establecía lasnormas esenciales del mismo r que era posible constituir una asociación sin másrequisito que el de hacer una declaración previa y de registrarla en el Ministeriodel Interior; que éste sólo podía rechazar su registro apoyándose en razoneslegal~s~ y que, en caso de rechazo, existía la posibilidad de recurrir ante laCorte Suprema. Los sindicatos pod:an constituirse libremente en las condicionesque definía el Código de Trabajo. Para ello bastaba con presentar los estatutosante el Ayuntamiento, el Inspector de Trabajo y el Fiscal de la República. Elrepresentante precisó que una ley regía las modalidades de disolución de lossindicatos y que se trataba de una disolución judicial. Por lo que se refería alos partidos políticos, subrayó que la Constitución reconocía el pluripartidismo y
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que las agrupaciones polít,icas no reconocidas, como el RND, tenían igualmente la
posibilidad de expresar sus opiniones, como los grandes partidos políticos.

235. En relación con los artículos 23 y 24 del Pacto, el representante indicó que,
en el Senegal,el régim~n matrimonial legal era el de separación de bienes.
Sostuvo que éste era el régimen más adecuado en un país en el que todavía se
practicaba ampliamente la poligamia y en el que el régimen de comunidad de bienes
podría plantear dificultades en el caso en que, en un hogar, unas mujeres
trabajaban y otras ho trabajaran. Sin embargo, los esposos podían optar por el
régimen de comunidad de bienes si lo deseaban. El representante afirmé que el
hecho de que el Código de la familia considerase al marido como el jefe de la
familia no menoscababa en modo alguno el principio de la igualdad entre el hombre y
la mujer) que era ~ndispensable que existiera un jefe de familia y que si el marido
no estaba en condiciOnes de asumir sus responsabilidades podía ser privado de ese
papel y de la patria potestad en beneficio de su mujer. También afirmó que no
había ninguna discriminación en relación con la transmisión de nacionalidad a los
hijos y ~ue los hijos de personas que poseían la nacionalidad senagalesa, bien
fuera por filiación, por matrimor,~o o por decisión de la autoridad administrativa,
tenían la nacionalidad senegalesa. En cuanto a las cuestiones relativas a los
hijos naturales y adulterinos, explicó que sin un hijo natural era reconocido por
su padre quedaba asímilado al hijo legítimo. En cuanto al hijo adulterino, podía
ser reconocido por su padre a condición de que éste contara cun el asentimiento de
su esposa. En tal caso, se le trataba de la misma manera que a los hijos
legítimos. La adopción se regía por el Código de la familia, según el cual debían
existir motivos suficientes para creer que la adopción redundaría en beneficio del
ni50 adoptado. En caso de "adopción plena" se trataba al ni50 aceptado como a los
otros hijos de la familia, mientras que en caso de "adopción simple" sólo tenía
derechos en materia de sucesión.

236~ Respondiendo a preguntas formuladas en relación con el artículo 25 del Pacto,
el rep~esentante indicó que para ocupar cargos en el servicio público se aplicaban
exclusivamente criterios objetivos, que no existía ninguna discriminación por
razones de sexo, opiniones o cualquier otra consideración y que los puestos
vacantes en los diferentes niveles de la administración pública se proveían casi
siempre por medio de exámenes o concurso.

237. En relación con una pregunta rela~iva a la aplicación del artículo 26 del
Pacto, el representante declaró que estaban prohibidas todas las formas de
discriminación, que nadie podía alegar su nacimiento o cualquier otra consideración
para obtener privilegios y que el principio de igualdad ante la ley se basaba en la
necesidad de proteger los derechos humanos contra posibles vio:aciones, ya fuera
por actos de particulares o por actos del Estado.

238. En relación con el artículo 27 del Pacto, el represer.tante declaró que la'
integración naciona1 se había realizado enteramente en el Senegal y las diferentes
etnias vivían e r perfecta armonía; que no había problemas de minorías; que, aunque
el 85% de la pOi>lación era musulmana, el país tenía un Jefe de Estado cristiane»
que existían varios idiomas nacionales, pero uno de ellos era coml.ín al 85% de la
población; y que el pluralismo lingüístico no constituía un factor de división o de
discriminación. i
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239. En sus sesiones 22la., 222a., 223a. y 226a., celebradas los días 15, 16 Y 17de julio de 1980, el-Comité examinó el informe inicial (CCPR/C/l/Add.50) presentadopor Colombia (CCPR!C!SR.22l¡ 222, 223 Y 226).

240. El informe fue presentado por el representante del Estado parte, quiendeclaró que para él era un motivo personal de satisfacción el que los derechosciviles y p'olíticos y. los derechos económicos y sociales estuvieran garantizadospor la Constitución, los códigos y las leyes colombianas y que CÓlombia estuvierahaciendo cuanto estaba a su alcance para hacer realidad esos derechos en elcontexto de las dificultades inherentes a su condición de país en desarrollo.Sefialó que su país contaba con una larga tradición jurídica, que reconocía ydefendía el derecho a la libre determinación y que la igualdad de derechos entre elhombre y la mujer estaba garantizada en Colombia por la Constitución y por otrasleyes.

241. El representante afirmó que el Estatuto de seguridad promulgado por suGobierno recientemente, a raíz de determinados actos de terrorismo, no incluía"medidas draconianas de represión", que su fundamento jurídico era evidente, puestoque incumbía al Estado la responsabilidad de proteger y preservar la ley y el ordenpúblico, y que su Gobierno había seguido velando por todos los derechos consagradosen el Pacto en el marco de la más estricta legalidad. Reconoció que el estado desitio había estado en vigor en su país durante muchos aftos, pero hizo notar que"había sido modificado en varias ocasiones y que en la actualidad estaba plenamenteregulado por la ley y controlado por la Constitución, y que sólo estaba di~igidocontra quienes querían destruir el régimen democrático colombiano mediante elterrorismo. El representante afirmó que, a diferencia de la ley marcial, enColombia el estado de sitio estaba sujeto a cont~oles estrictos y no afectaba ni alfuncionamiento del Congreso ni a la independencia del poder judicial, ni impedía lacelebración de elecciones libres. La prensa seguía siendo libre y la censura sólointervenía en caso de escritos irresponsables; las huelgas estaban permitidas,siempre que no fueran subversivas; y los derechos a un juicio imparcial y a no sersometido a torturas o a detención arbitraria estaban asegurados a pesar de que, envirtud del Estatuto de seguridad, las fuerzas armadas asumían ciertas funciones concarácter transitorio y se habían aumentado las penas correspondientes adeterminados delitos. Admitió que se habían producido ciertos abusos, pero indicóque estaban siendo enmendados. Asimismo, era cierto que se habían formuladoalgunas denuncias justificadas de retrasos en las actuaciones judiciales, pero seestaban realizando todos los esfuerzos posibles para activar la administración dela justicia. El representante informó al Comité que, como seftal de que se sometíavoluntariamente a la opinión internacional, su Gobierno se proponía invitar aobservadores de la Organización de los Estados Americanos a asistir a ciertosjuicios.

242. El representante informó al Comité de que pronto se levantaría el estado desitio, que en los próximos días se presentaría ante el Congreso un proyecto de leyde amnistía y que se aprobarían reformas jurídicas.

243. Los miembros del Comité expresaron su apreciaclon por la informaciónadicional facilitada por el representante del Estado parte en su declaraciónintroductoria y celebraron que el Gobierno colombiano se propusiera levantar elestado de sitio en el futuro próximo. Los miembros del Comité observaron, no ­obstante, que, puesto que Golombia estaba viviendo bajo el estado de sitio, esto
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planteaba serias dudas sobre la aplicación del Pacto y, en particular, del
artículo 4.

244. En relación con el artículo 1 del Pacto y la declaración introductoria del
representante de Colombia, se reconoció que Colombia contaba con una tradición
encomiable de apoyo a la lucha de los pueblos contra el colonialismo y al derecho
de libre determinación de los pueblos. No obstante, cabía preguntarse cómo podía
conciliarse el establecimiento de la Embajada de Colomb~a en Jerusalén con aquella
tradición y con las decisiones de las Naciones Unidas, con especial referencia al
derecho del pueblo palestino a la libre determinación.

245. En relación con el artículo 2 del Pacto, se tomó nota de que el Pacto formaba
parte de la legislación interior de Colombia y se preguntó cuál era exactamente su
situación respecto de la Constitución y otras leyes. También se preguntó si las
disposiciones del Pacto se habían invocado en la práctica ante los tribunales y se
pidió que, en caso afirmativo, se citaran algunos ejemplos. Asimismo se preguntó
si existía alguna autoridad que pudiera actuar con arreglo al Pacto en ca~o de que
sus disposiciones fueran contrarias a las de la legislación interior. Observando
que una de las medidas adoptadas con arreglo al estado de sitio era la extensión de
la jurisdicción penal militar, una de cuyas características habituales era el
dispensar justicia sumaria sin conceder al indiViduo las garantías normalmente
previstas por la ley, los miembros del Comité preguntaron por qué el Gobierno de
Colombia consideraba que los tribunales ordinarios no podían ocuparse de manera
satisfactoria de los casos remitidos a los tribunales militares, cuáles eran las
características especiales de los procedimientos de los tribunales militares, y
cómo se podían justificar con arreglo al Pacto. Tmnbién se preguntó al
representante de Colombia qué medidas positivas había adoptado el Gobierno de
Colombia para impedir a las autoridades violar los derechos humanos y, en segundo
lugar, para asegurar, de conformidad con el artículc 2 del Pacto, que toda persona
cuyos derechos o libertades hubieran sido violados pudiera interponer un recurso
efectivo~ aun cuando tal violación hubiera sido cometida por personas que actuaran
en ejercicio de sus funciones oficiales. Se preguntó también hasta qué punto
Colombia había dejado en suspenso las disposiciones del apartado a) del párrafo 3
del artículo 2 del Pacto y en qué medida se habían pro~ulgado disposiciones para
someter los tribunales militares a la jurisdicción del poder civil.

246. En relación con el artículo 3 del Pacto, los miembros del comité tomaron nota
de que se habían adoptado medidas legislativas para garantizar a hombres y mujeres
la igualdad en el goce de todos los derechos. Sin embargo, la igualdad de derechos
de la mujer no se conseguía únicamente mediante la legislación, sino modificando
las condiciones sociales y la co~ducta social con respecto a la mujer. Se recabó
una mayor información acerca de la participación de las mujeres en la vida política
y social del país y el porcentaje de su representación en el Congreso, los consejos
municipales, la administración pública, las universidades y las escuelas, y se
preguntó si los hombr~s y las mujeres gozaban igualmente de la aplicación del
principio na igual trabajo, igual salario". Se preguntó también si las mujeres
tenían derecho a abortar sin el permiso del marido y cuáles eran los efectos del
matrimonio sobre la nacionalidad de la mujer. Observando que la salvaguardia de
los derechos de la mujer adquiría mayor importancia durante el estado de sitio y
que el artículo 23 del Pacto disponía que la familia tenía derecho a la protección
de la sociedad y del Estado, se formularon preguntas acerca de las medidas
adoptadas por el Estado para asegurar que ese elemento fundamental de la sociedad
no resultaba perjudicado, habida cuenta de que era presumible que la mayor parte de
los detenidos en virtud del estado de sitio fueran hombres, que tradicionaimente
eran los so~tenes de la familia.
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248. En relación con el ~rtículo 6 del Pacto, los miembros del Comité encomiaronla abolición de la p6na capital por Colombia, pero tomaron nota de qu¿ se habíanaprobado ciertas leyes en las que se concedían a los servicios de seguridadinmunidad jurídica respecto de las muertes resultantes de las actividadesrealizadas para combatir ciertos delitos. Dicha legislación parecía suprimir lagarantía de que no se debía privar arbitrariamente de la vida a las personas, yparecía difícil conciliarla con el artículo 6 del Pacto y con el respeto a la vidaque Colombia parecía demostrar al abolir la pena capital. Se hizo hincapié en quela cuestión de la mortalidad infantil estaba estrechamente relacionada con elderecho a la vida, ya que este derecho no significaba simplemente que una personatenía derecho a que no la mataran, sino que comprendía también la necesidad dedisponer de unas condiciones sociales y económicas apropiadas para lasupervivencia. Conscientes de que la mortalidad infantil cor;stituia un graveproblema en la mayoría de los países de América L~tina, se preguntó qué se habíahecho para reducirla en Colombia y cuáles_abían s-ido los resultados.

247. En relación con el artículo 4 del Pacto, los miembros del Comité no teníanclaro si, en el informe y en la declaración introductoria, Colombia alegaba nohaber dejado en suspenso ninguno de los derechos del Pacto, especialmente en vistade que en Colombia parecía haber existido, durante más de 30 afias y en diversasformas, un estado de sitio. Los miembros del Comité recordaron, no obstante, quetodo Estado parte que hiciera uso del derecho de suspe~sión debería informar a losdemás Estados partes de las disposiciones del Pacto cuya aplicación hubiera sidosuspendida, de la medida el. que :Lo hubiera sido y de la necesidad de talsuspensión, y pidieron explicaciones acerca de los motivos por los que no se habíancumplido estos requisitos, ya que parecía que habían sido adoptadas diversasmedidas, en particular la alarmante extensión de la jurisdicción militar, queafectaban a varios de los derechos proclamados en el Pacto.

249. En lo que se refería a los artículos 7, 9 Y 10 del Pacto, se pidióinformación acerca de las disposiciones referentes a la experimentación médica ocientífica que pudieran estar en vigor en Colombia. Observando que las personassospechosas de atentar contra la tranquilidad pública en tiempo de paz podían serretenidas por un período de hasta 10 días, los miembros del Comité preguntaron quéjustificación podía alegarse para tal detención y si las garantías que se citabanen el informe, incluido el derecho de habeas corpus permanecían en vigor durante elestado de sitio. Se preguntó también cuántas personas habían sido detenidasdurante el último afio con arreglo a las amplias f.acultades de detención concedidasa los servicios de seguridad y con qué justificación. Asimismo se preguntó siexistía algún control judicial del ejercicio de estas facultades, si los detenidosa título preventivo tenían acceso a letrados, si se mantenía informadas a susfamilias acerca de su situación, si había fallecido alguien estando detenido - y,en caso afirmativo, cuántos, especif~cando aquellos que hubieran fallecido ~omoconsecuencia de lesiones infligidas por sí mismos o por otros -, y si las víctimasde detención o prisión ilegal tenían el derecho efectivo a obtener reparación.También se preguntó si existían en Colombia garantías contra la privación delibertad por motivos que n0 fueran de índole penal, por ejemplo, por motivosmédicos. Refiriéndose a la posibilidad de que' una persona detenida fuera puesta enlibertad bajo fianza, un miembro del Comité 'oe preguntó si la aplicación delsistema de caución en un país, como Colombia, con muchos pobres era compatible conel derecho a igual protección de la ley que se proclamaba en el artículo 26 delPacto. También se preguntó bajo qué circunstancias podría mantenerse en situaciónde aislamiento penal a un preso.
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250. En relación con el artículo 12 del Pacto r un miembro del Comité preguntó siera verdad que ciertas regiones del país estaban sometidas a un régimen de controlespecial y pidió que, si tal fuera el caso, se indicaran las restricciones quehubieran sido impuestas al derecho de libre circulación y residencia en esasregiones y los motivos en que estuvieran fundadas, y se aclarara si las
restricc~ones en cuestión y su extensión estaban establecidas por ley.

251. En lo que se refería al artículo 14 del Pacto, los miembros del Comitémanifestaron su preocupación por los efectos del estado de sitio sobru laaplicación de los principios y garantías de juicio imparcial previstos en e~ceartículo. Después de seftalar que los tribunales militares desempenaban un papelimportante en la situación actual de Colombia, los miembros del Comité pidieron quese precisara cuál era la composición de esos tribunales y de qué manera segarantizaba su independencia e imparcialidad, y que ~;e hiciera saber si aplicabanprocedimientos idénticos a los de los tribunales crdinarios y si los acusadosdisponían del tiempo necesario para preparar su defensa y podían efectivamentedisponer de un abogado de su elección. También se preguntó por qué la ley disponíaque no se permitiera a los menores asistir a la audiencia de su caso y si esadisposición era compatible con el ~rtículo 14 del Pacto. Haciendo hincapié en elprincipio de que debía presum.irse la inocencia de una persona hasta tanto suculpabilidad no hubiera sido establecida legalmente, un miembro del Comité preguntócómo podía justificarse el exigir a una persona sospechosa de haber cometido undelito y contra la cual no existieran pruebas que abonara una fianza bajo pena deverse condenada a prisión.

252. En relación con el artículo 17 del Pacto se hizo notar que la Constitucióncolombiana permitía a las autoridades interceptar las cartas y pap~l~~ privados endeterminadas circunstancias y que la policía tenía derecho a allanar dcmicilios envirtud de mandamento escrito de la autoridad competente. Se preguntó quién seencargaba, en la situación actual de Colombia, de inspeccion~r esas actividades ycomprobar que los mandamientos se expedían con arreglo a la ley, y si las personasque eran objeto de estas medidas disponían de algún recurso en caso de que laautoridad cometiera abusos. También se preguntó si las leyes colombianasautorizaban la escucha de convel,saciones telefónicas y, en caso afirmativo, bajoqué circunstancias y sujeto a qué condiciones.

253. En relación con el artículo 18 del Pacto, se tomó nota de que!- de acuerdo conla Constitución, los actos contrarios a la moral cristiana o subversivos del ordenpúblico que se ejecutaran con ocasión o pretexto del ejercicio de un culto quedabansometidos al derecho común. Se hizo ver que esta disposición podría resultarcontraria al Pacto, en la medida en que las religiones musulmana, judía u otras,contenían normas que podían considerarse contrarias a la moral cristiana. Sepreguntó cómo se definían las actividades "contrarias a la moral cristiana" osubversivas. A este respecto, se preguntó también si la legislación colombianareconocía el derecho a·¡a objeción de conciencia.

254. Refiriéndose al artículo 19 del Pacto, los miembros del Comité tomaron notade que la Constitución de Colombia garantizaba la libertad de prensa, salvo queatentara a la honra de las personas, al orden social o a la tranquilidad pública.No obstante, senalaron que esta disposición podría usarse para restringir el debatepúblico de cuestiones sociales y políticas y pidieron información acerca de qué seentendía en la práctica por atentado contra el orden social o la tranquilidadpública. Los miembros del Comité tomaron también nota de que, de acuerdo con elderecho colombiano, la "propaganda subversiva" constituía un delito punible con
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pena de hasta cinco aftos de pr~s~on. Los miembros del comité pidieron que seaclarara cuál era el significado d~ este término y preguntaron si podríanconsiderarse como tal las críticas ~l Gobierno. También se preguntó si, según elCódigo Penal de Colombia, la persona que hubiera publicado o difundido pornegligencia informaciones falsas podría ser condenada a una pena de hasta seis afiosde prisión. También se pidió que s~ aclarara el término "sedición" utilizado en elCódigo Penal y que se precisara si la violencia constituía un elemento esencial deldelito o bastaba la incitación a la violencia.

255. En relación con el artículo 20 del Pacto, en el que se dice que todapropaganda a favor de la guerra estará prohibida por la ley, se desprendía delinforme que no existía en Colombia ninguna disposición jurídica específica a esterespecto. En vi~ta de que en el informe figuraba otra declaración en el sentido deque el Pacto formaba parte integrante del derecho interior colombiano, se pidieronaclaraciones sobre la ausencia de tales disposiciones.

256. En lo que se refería a los artículos 21 y 22 del Pacto, se preguntó si elderecho de reunión pacífica se reconocía de forma efectiva en las circunstanciasactuales de Colombia. Se preguntó también si las personas que profesaban ideasextremistas o izquierdistas podían disfrutar libremente el derecho de reuniónpacífica o constituir asociaciortes sindicales y organizaciones políticas o de otraíndole.

257. En relación con los artículos 23 y 24 del Pacto, se pidió que se informara silos tribunales cancedían igual tratamiento a las demandas de divorcio de loshombres y de las mujeres, y que se explicara por qué los hijos adoptivos no podíancontraer matrimonio sin el consentimiento del padre y de la madre adoptantes hastala edad de 21 afios, mientras que las demás personas mayores de 18 aftos podíanhacerlo libremente. También se recabó información'acerca de las medidas adoptadaspor las autc~idades colombianas para mitigar las penurias de la multitud de nifiossin hogar, que, según los informes, solían vagabundear por las calles de Bogotá, yofrecerles protección.

258. Respecto a la aplicación del artículo 25 del Pacto, se observó que loscandidatos para cargos públicos electivos, especialmente de senador, Presidente dela República y magistrado, estaban sujetos a muchas condiciones. Se pidió que seinformara en qué medida esas condiciones que podían hacer muy difícil para la gentecomún aspirar a esos puestos, podían conciliarse con el derecho de acceso igual alservicio público, pres~~ito en el Pacto. También se pidió información acerca delos elementos jurídicos de los delitos políticos a los que se hacía referencia enel informe a este respecto y acerca del número de partidos políticos en Colombia ylas condiciones legales para fundarlos. Un miembro, recordando que la legislacióncolombiana reconocía la posibilidad de adquirir nacionalidad colombiana poradopción, preguntó si no había una contravención de los artículos 2 y 25 del Pacto("origen nacional" y "nacimiento") en que la Constitución exigiera que una personafuera "colombiana de nacimiento" para poder ser elegido senador (artículo 94),presidente (artículo 115) o canciller (artículo 139) o para poder s~r nombradomagistrado de la Corte Suprema (artículo 150).,

259. Refiriéndose al artículo 27 del Pacto, los miembros del Comité preguntaronpor qué los grupos indígenas, o indios, mencionados en el informe no pedíanconsiderarse como una minoría étnica, cuando generalmente se reconocía que losamerindios constituían una minoría lingüística, étnica y, en ocasiones, inclusoreligiosaJ por qué carecía~ de personalidad juríóica y por qué ostentaban su
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representación funcionarios del Gobierno y no representantes elegidos por ellos
mismos. Se pidió información acerca de la situacion de esta comunidad, su
participación en la vida del país, las instalaciones y servicios educativos y
médicos con que contaban, si disfrutaban del derecho a elegir y ser elegidos para
cargos públicos, si habían sido consultados en relación con la elaboración de un
estatuto nacional indígena y en qué condiciones podrían aspirar a la libre
determinación o a los derechos fundamentales de las minorías de conformidad con los
artículos 1 y 27 del Pacto.

260. En respuesta a preguntas formuladas por los miembros del Comité, el
representante del Estado parte hizo notar que, en sus programas económicos y
sociales, Colombia estaba poniendo mucho énfasis en los sectores más pobres del
país y que la proporción más amplie del presupuesto nacional se había consignado a
fines sociales con objeto de mejorar las condiciones de empleo, vivienda,
educación, salud y seguridad social. Era política de Colombia respetar la libre
determinación de los demás y mostrar solidaridad con los pueblos en lucha contra la
dominación extranjera.

2E_. En lo que se refe~ía a las preguntas formuladas en relación con el artículo 2
del Pacto, el representante del Estado parte indicó que el Pacto había sido
ratificado por el Congreso e incorporado por ley en la legislación nacional; que de
conformidad con el derecho constitucional colombiano, todas las disposiciones
jurídicas emanaban de la Constitución; y que todos los derechos, obligaciones y
garantías previstos en el Pacto tenían su equivalente en la Constitución, con
apenas ligeras variaciones de lenguaje y otras diferencias de poca importancia.
Dos organismos supremos, a saber, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de
Estado, aseguraban la constitucionalidad de todos los decretos. La Corte Suprema
había declarado la inconstitucionalidad de determinados artículos del Estatuto de
seguridad y éstos habían sido retirados del texto actualmente en vigor. A este
resultado contribuyeron algunos abogados que invocaron el Pacto ante el Tribunal a
este respecto. Todos los ciudadanos podían recurrir ante esta Corte contra
cualquier ley y la Corte estaba facultada para declararla hula y sin efecto. Los
derechos reconocidos por el Pacto quedaban garantizados por el hecho de que habían
sido incorporados en la legislación intericlr de Colombia y estaban reflejados en su
Constitución. En cuanto a la justicia penal militar, venía sancionada en la
Constitución como medio para hacer frente a posibles amenazas a la seguridad del
Estado y era permanente, no ad hoc. Los derechos de los acusados ante los
tribunales militares estaban garantizados lo mismo que en los tribunales civiles.
Las causas no militares se sometían a los tribunales militares por entenderse en
Colombia que, si era lenta, la justicia no era justicia. Las protestas públicas
por el incremento de la delincuencia y la incapacidad de los tribunales ordinarios
para funcionar adecuadamente había conducido al Gobierno a delegar el
enjuiciamiento de ciertas categorías de delitos en los tribunales militares. Todos
los casos sometidos a·estos tribunales eran susceptibles de revisión y apelación
ante la Corte Suprema. El Fiscal General se ocupaba de inspeccionar y, si fuera
necesario, de castigar a los funcionarios que desempe~aban funciones públicas; por
otra parte, en breve un Ombudsman se haría cargo de las causas relativas a
violaciones de derechos humanos.

262. En relación con la igualdad entre hombres y mujeres, el representante
reconoció que todavia existían desigualdades entre ambos sexos y que las mujeres
tenían aún que luchar por la igualdad, a pesar de que las leyes se las
garantizaban. El aborto voluntario seguía siendo punible según el Código Penál
vigente y la opinión pública colombiana se hallaba dividida acerca de esta cuestión.
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263. En lo que se refería a las cuestiones suscitadas en relación con elartículo 4 del Pacto, seftaló que en el régimen democrático existente en Colombiael Gobierno por lo general respondía de sus actos, pero no de los de su predecesor,y destacó que el presente Gobierno no violaba ningún artículo del Pacto, que laCorte Suprema y el Consejo de Estado seguían funcionando con independencia duranteel estado de sitio, que el Congreso se mantenía abierto y desempeftaba sus funcionesnormalmente, que los partidos políticos y los sindicatos seguían estandoautorizados y en actividad y que en la actualidad el estado de sitio no era elmismo de hacía 32 anos, ya que ahora constituía un régimen de derecho y eratransitorio y de ~lcance limitado.

264. Fespondiendo a preguntas formuladas en relación con los artículos 7, 9 Y ladel Pacto, el representante destacó que la detención y prisión arbitrarias eranimposibles debido al establecimiento de todo un sistema de garantías jurídicasdestinado a eliminar esos actos irregulares y a castigar a quienes perpetraransemejantes infracciones de la ley. A diferencia de otros países, Colombia no teníaun régimen de estado de sitio preventivo. Cuando el orden público se estimabaamenazado, los sospechosos podían ser detenidos por orden gubernativa sin necesidadde autorización judicial, pero esto sólo era posible después de evacuar consultasprevias con el Consejo de Estado. Las personas detenidas podían mantenerseincomunicadas hasta 10 días si el mantenimiento del orden público así lo exigía.La detención preventiva podía extenderse hasta 120 días por ley, que tambiénpreveía penas para los funcionarios responsables de detención o prisiónarbitrarias. La independencia de la jurisdicción administrativa garantizaba atodos los ciudadanos que hubieren sido víctimas de un abuso de autoridad laposibilidad de obtener reparación. En interés del acusado estaba prevista lalibertad bajo fianza. El valor de la caución, poco considerable en cualquier caso,se fijaba siempre con la debida consideración a la situación pecuniaria de laspersonas interesadas. El representante afirmó que no conocía ningún caso depersona detenida en clínicas psiquiátricas en su país.

265. En lo que se refería al artículo 12 del Pacto, el representante indicó que enColombia no existían organizaciones armadas, por lo que no se había impuestoninguna restricció~ al derecho de las personas a circular libremente y a escogerlib~emente su residencia. No osbtante, en ciertas regiones existía un régimen desalvoconductos destinado a proteger a los aldeanos que, en ocasiones sufríanrepresalias de determinados grupos.

266. En relación con el artículo 14 del Pacto, el representante indicó que, aligual que los jueces civiles, los miembros de los tribunales militares erantotalmente imparciales; que a los menares no se les permitía asistir a las sesionesde los tribunales que examinaban sus casos debido a su incapacidad jurídica, que noles permitía actuar sino por mediación de sus representantes legales, quienesasistían siempre a las audiencias, y que esta medida tenía por objeto proteger alos menores contra toda publicidad perjudicial para sus casos; y que las leyespreveían el derecho de reparación de las personas que hubieran estado ilegalmentesometidas a prisión.

267. En cuanto al artículo 17, el representante dijo que las leyes garantizaban elderecho a la protección de la vida privada, que se respetaba enteramente enColombia. La interceptación de la correspondencia estaba limitada estrictamente yúnicamente se recurría a ella con objeto de obtener pruebas judiciales. La escuchade conversaciones telefónicas estaba totalmente prohibida.
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268. Respondiendo a preguntas formuladas en relación con el artículo 18, el
representante destacó que la Constitución garantizaba a todos la libertad de
conciencia, que, aunque Colombia era un Estado católico y se inspiraba en los
principios del catolicismo, respetaba el derecho a ser ateo y no se inmiscuía en
las demás creencias religiosas. El representante no tenía conocimiento de ningún
caso de violación de la moral cristiana ~n su país o en el que se hubieran invocado
las disposiciones relativas a la violación de la moral cristiana.

269. En relación con el artículo 19 del Pacto, el representante indicó que, al
principio del estado de sitio, no se impuso censura alguna sobre .1: prensa. Sin
embargo, durante el período que p~~cedió a las últimas elecciones, en vista de que
ciertas reuniones y manifestaciones habían dado lugar a actos de iolencia de las
masas se impusieron ciertas restricciones a los medios de comunicación social y al
derecho.de reunión y manifestación pública. Igualmente se impusieron restricciones
análogas durante el período que siguió a la toma de rehenes en la Embajada de la
República Dominicana, con objeto de limitar la explotación de los aspectos
sensacionalistas del suceso y proteger las vidas de los diplomáticos afectados. La
·propaganda subversiva" no estaba definida en ia legilación colombiana. E~ cuanto
a la "sedición", el r~presentante senaló que entranaba no sólo la crítica de las
autoridades, sino también el levantamiento armado contra éstas. En Colombia no
existían delitos políticos ni delitos de opinión. Nadie podía ser enjuiciado por
su ideas o creencias o por su oposición al régimen.

270. En cua~o al artículo 20 del Pacto, senaló que su país no se había encontrado
jamás en estado de guerra y que la guerra nunca había constituido una preocupación
nacional. La propaganda en favor de la guerra y la apología del odio nacional,
racial o religioso, nunca se habían dado en su país, aunque ello no quería decir
que hubieran de pasarse por alto los requisitos del artículo 20 del Pacto.

271. En lo que se refería a los artículos 21 y 22 del Pacto, el representante
senaló que las leyes en vigor prohibían las reuniones violentas y que, en
consecuencia~ las autoridades competentes no tenían la intención de permitir
ninguna reunión que no ofreciera garantías de ser pacífica. El derecho a la
libertad de asociación estaba garanti2ado y había varios sindicatos en actividad,
incl~ido uno de tendencias marxistas. sin embargo, no se permitía a los sindicatos
dedicarse a la política, que era la esfera natural de los partidos.políticos. El
estado de sitio no afectaba a ningún derecho laboral, pero quedaban prohibidas las
huelgas subversivas y las huelgas de los servicios importantes, puesto que, en
opinión del Gobierno, el interés público general de la mayoría debía prevalecer
sobre el de la minoría.

272. En relación con los artículos 23 y 24 del Pacto, el representante dijo que no
existían disposiciones jurídicas específicas para la protección de la institución
familiar. La razón P9r la que se prohibía a un hijo adoptado contraer libremente
matrimonio hasta haber cumplido 21 aftos, era protegerlo contra cualquier ~resión

que pudiera ejercer sobre él la familia adoptiva para que se casara antes. El
Gobierno colombiano estaba adoptando medidas para prestar ayuda a los niftos
abandonados y desamparados que vagabundeaban por las calles, un problema muy común
en los países en desarrollo.

273. En relación con el artículo 25 del Pacto, el representante destacó que no se
habia impuesto ninguna restricción basada en la raza, el sexo o la religión, al
derecho de acceso a las funciones públicas. No obstante, parecía sensato exigir la
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nacionalidad colombiana de nacimiento como condición para acceder al cargo de
Presidente de la República o de magistrado. Los ciudadanos colombianos
naturalizados tenían derecho a ser miembros del Congreso.

274. Respondiendo a preguntas formuladas en relación con el artículo 27 del Pacto,
el representante admitió que la cuestión de las minorías era muy compleja en
Colombia y que muchas de las instituciones espaftolas habían sido mejores y habían
ofrecido a la población autóctona mayor protección que las instituciones
republicanas indepenQientes. A continuación hizo una exposición histórica y
sociológica ~etallada del problema, que venía existiendo desde la épÓea colonial.
De los 25 millones de habitantes de Colombia, entre 200.000 y 300.000 eran
indígenas. Estas personas no eran consideradas una minoría. sin embargo, se había
promulgado un estatuto jurídico con miras a fortalecer las instituciones
responsables de preservar la integridad cultural de la población indígena,
fomentando al mismo tiempo su participación como parte integrante de la sociedad.
Colombia era consciente de los diversos problemas que planteaba la población
indígena e intentaba reparar los errores históricos y dar solución a las
reclamaciones de tierras que databan desde la conquista del país.

Suriname

275. El Comité examinó el informe inicial (CCPR/C/4/Add.4) presentado por el
Gobierno de Suriname, en sus sesiones 223a., 224a. y 227a., celebradas los días 16
y 18 de julio de 1980 (CCPR/C/SR.223, 224 Y 227).

276. El informe fue presentado por el representante del Estado parte, quien, tras
ofrecer una resefta histórica de la lucha de su país contra la dominación colonial y
el subdesarrollo, manifestó que el 25 de febrero de 1980 había tenido lugar en su
país un cambio político como resultado de un golpe de estado y el establecimiento
de la Junta Militar Nacional que se había hecho cargo del poder político, civil y
militar. El 15 de marzo de 1980, el Presidente de la República había devuelto el
poder ejecutivo a un gobierno civil lo cual creó una mayor confianza en el futuro
del país entre la mayoría de la población. No obstante, la Junta Militar NaciQnal
seguía funcionando al mismo tiempo que el gobierno civil. Actualmente, el país
estaba gobernado por el Gobierno que habia tomado posesión el 15 de marzo de 1980,
fuertemente apoyado por la Junta Militar Nacional, que participaba en la
administración a través de dos mini.stros del gabinete.
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277. El representante de Suriname seftaló que su Gobierno reconocía que su
formación no se había producido d@ acuerdo con las normas establecidas en la
Constitución, en la que se estipulaba que el procedimiento para formar gobierno era

110 por medio de elecciones. Pero, por la actual situación y por el hecho de que tanto
la seguridad pública como ~a nacional requerían todavía un mayor grado de vigilan­
cia, el país debía ser gobernado en estrecha consulta con la Junta Militar
Nacional. Uno de los primeros actos del nuevo Gobierno había Sido prorrogar por un
ano el mandato del Parlamento, a fin de preparar la celebración de elecciones
nacionales, probablemente en octubre de 1982, ya que el Gobierne esperaba que para

lí entonces se habrían establecido sólidos cimientos para un nuevo gobierno democrá­
tico. Seftaló, no obstante, que las elecciones sólo tendrían lugar si el Gobierno
estuviese plenamente convencido de que era absolutamente imposible que el país
volviese a la situación en que se encontraba antes del golpe de febrero de 1980.
Citó la declaración gubernamental del l' de mayo de 1980, en la que se daban

La detalles d~ los objetivos nacionales y de un programa de trabajo. En esta
i d~claración el Gobierno había manifestado que era indispensable la renovación de
1
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los sistemas político, social, económico y educativo para que la naC10n segobernara de corformidad con las mejores tradiciones democráticas; que·sedesignaría un Comité encargado de estudiar las enmiendas que había que introduciren la presente Constitución; que se revisaría el sistema electoral; que lacomposición del Parlamento se basaría en el principio de representaciónproporcional; y que toda la población de Suriname tendría la oportunidad departicipar en las cuestiones públicas.

278. El representante indicó también que el 3 de julio de 1980 el Primer Ministrode Suriname había informado a la antigua Potencia colonial de que Suriname noapreciaba ya su tutela y que deseaba ser reconocida como interlucutor del mismorango. La independencia tenía ahora un mayor significado para el pueblo deSuriname.

279. Algunos miembros del Comité expresaron su agradecimiento por la informaciónadicional que había facilitado el representante del Estado parte y expresaron graninterés en la decisión de Suriname, país que había experimentado recientementecambios políticos importantes, de planificar ~.1 ambicioso programa de desarrollo entodos los sectores de la vida con miras a mejorar la situación de su población enmateria de derechos humanos. Algunos miembros del Comité también expresaronsatisfacción por la buena voluntad de,Suriname, tan poco tiempo después de haberseproducido cambios políticos fundamentales, de entablar un diálogo fructífero con elComité, según había demostrado la presencia de su representante en el presenteperíodo de sesiones.

280. Algunos miembros del Comité observaron que el informe había sido tran~mitidopor un gobierno que había sido repudiado y derribado y que era posible que elinforme no reflejase, en muchos aspectos, la situación actual de Suriname. Como nose podía predecir la forma que adoptaría la Constitución, algunos miembros delComité consideraron que tal vez la función que mejor podría desempeftar éste seríala de seftalar algunas cuestiones que tal vez pudiera examinar provechosamente elComité creado para redactar enmiendas a la Constitución, en lo que se refería a laaplicación de las disposiciones del Pacto. Se aconsejó al Gobierno de Suriname queexaminase la posibilidad de designar un Comité especiai para examinar lasdisposiciones del Pacto con miras a poder cumplir de la mejor manera posible loscompromisos contraídos por Suriname en virtud del Pacto. Habida c~enta de que elpaís se encontraba en plena evolución, se debería informar al Comité de cualquierdificultad experimentada en el curso del establecimiento de una nueva sociedad, asícomo de la manera en que hubiera sido posible resolverla. A este respecto,expresaron el deseo de que se presentase un nuevo informe con información sobre lasmedidas adoptadas para aplicar los derechos previstos en el Pacto en el nuevocontexto político.
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281. Se observó que Suriname era un país muy joven, que había alcanzado laindependencia en 1975~ En general, las Potencias coloniales eran renuentes a dejarsus colonias y trataban por diversos medios de mantener su influencia en ellas.Era necesario tener en cuenta ese hecho al examinar la situación de los derechoshumanos en Suriname. Ahora bien, algunos miembros del comité expresaron laesperanza de que Suriname reconocies~ que, si bien era inevitable que el disfrutede diversos derechos tenía que resultar afectado por el grado de desarrollo osubdesarrollo de un país, era necesario proteger y garantizar en todas lascircunstancias la mayoría de los derechos humanos fundamentales reconocidos en elPacto, en particular porque las suspensiones previstas en el artículo 4 del Pactoestaban sujetas a limitaciones estrictas y específicas.



lucir

istro

mo

ción
gran

Uo en
1 en

)erse
:on el

,tido

ría
el
a la
e que

os
el

ier
, así

: las

lejar

's

te

el
to

282. En relación con las manifestaciones del informe de que, en el sistema
jurídico de Suriname, un convenio internacional no adquiría automáticamente fuerza
legal; de que el sistema que se aplicaba era el de armonizar la legislación de
Suriname en la materia que abarcase el convenio internacional con el propio
convenio, y que las normas jurídicas no serán aplicables si so aplicación fuese
incompatible con disposiciones de tratados en los que Suriname fuese parte, los
miembros del Comité preguntaron cuál era la situación del Pacto en el actual
sistema jurídico, si cualquier persona que considerase que se habían violado los
derechos que se le reconocían en virtud del Pacto podía invocar las. disposiciones
de éste ante los tribunales y, en caso de que no fuera así, cuáles eran los
recursos de que disponía a este respecto. Se preguntó también si el Tribunal
Constitucional a que se hacía referencia en la Constitución había existido alguna
vez de hecho y, en caso afirmativo, qué casos se le habían plante~do; si todavía
existían tribunales administrativos y, en caso afirmativo, cuáles eran sus
facultades; si el poder judicial tenía jurisdicción en pleitos entre un particular
y el Estado, tanto en cuesti~nes civiles como criminales; si un juez que entendiese
de un caso tendría todavía el derecho, estipulado en la Constitución, de declarar
ilegal la aplicación de una ley que resultase contraria a las disposiciones del
artículo 1 de la Constitución; y cuáles eran las garantías previstas en la
Constitución de que todavía disponían los ciudadanos.

283. En relación con el artículo 3 del Pacto, algunos miembros del ComitJ .
expresaron su satisfacción por el hecho de que el nuevo Gobierno se hubiese
comprometido a lograr la plena igualdad entre hombres y mujeres. La Constitución'
prohibía la discriminación por razones de sexo, pero eso no parecía reflejar la
verdadera situación de las mujeres, que en Suriname todavía era inferior a la de
los hombres. Expresaron la esperanza de que en Suriname se pudiese adoptar medidas
para garantizar qu~ las mujeres alcanzasen una situación de igualdad con los
hombres.

284. En relación con el artículo 4 del Pacto, algunos miembros del Comité
preguntaron si el Parlamento de Suriname se había pronunciado sobre la continuación
del estado de emergencia recientemente declarado en el país. Se solicitó
información sobre el decreto de 20 de mayo de 1980 que parecía haber otorgado al
Gobierno facultades legislativas extraordinarias para suspender disposiciones
constitucionales, pero según el cual el Gobierno no parecía estar autorizado a
promulgar decretos o reglamentos que afectasen a derechos fundamentales. Se pidió
específicamente al representante una confirmación de que el derecho no violaba
ninguna de las disposiciones de los artículos 6 a 27 del Pacto, con referencia
particular a los derechos previstos en sus artículos 18, 19, 21 Y 22. Se le pidió,
asimismo, que indicase cuáles eran las disposiciones constitucionales que habían
sido suspendidas a raíz del golpe de Estado.

285, En relación con el artículo 6, se pidió información sobre las medidas
adoptadas para aplicar el sistema de seguridad social para funcionarios públicos y
para las personas en mala situación económica, según prometía el Gobierno en la
declaración del l' de mayo de 1980. Algunos miembros del Comité elogiaron el hecho
de que no se hubiese aplicado la pena de muerbe desde hacía mucho tiempo. .No
obstante, se preguntó si Suriname había examinado la posibilidad de abolir la pena
de muerte. Se pidió aclaración sobre los "delitos más graves" para los que se
preveía la imposición de la pena capital. Como la ley disponía que no se podía
ejecutar a una mujer encinta se preguntó si podía ser ejecutada una vez que hubiese
dado a luz.
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286. En cuanto a los artículos 7 y 10 del Pacto, se observó que el informe casi no
hacía referencia alguna al mecanismo establecido para garantizar el respeto de las
disposiciones del Pacto en 10 relativo a la tortura y otros tratos inhumanos, así
como de obligación de respetar la dignidad inherente al ser humano aún en el caso
de haber sido privado de su libertad por algún delito. Se preguntó cuál era la
situación actual a este respecto, y si podían adoptarse medidas contra funcionarios
de la policía o de prisiones en el caso de que abusaran d~ su autoridad.

287. Comentando lo relativo al artículo 9 del Pacto, algunos miembros del Comité
expresaron preocupación por la excesiva duración del período de detención anterior
a comparecer ante los tribunales, según se manifestaba en el informe, y se
preguntaron cuál era la situación actual y si existía en Suriname algún sistema de
libertad bajo fianza.

288. En relación con el artículo 14, considerado conjuntamente con el párrafo 3
del artículo 2 del Pacto, algunos miembros seftalaron que, en su declaración de
l· de mayo de 1980, el Gobierno manifestó la intención de establecer tribunales
especiales para juzgar a miembros de la administración anterior acusados de
corrupción y formularon preguntas sobre las razones particulares que habían movido
al Gobierno a decidir que el procedimiento judicial normal no era adecuado, si el !
Gobierno tenía intención de confiar al mismo órgano la tarea de investigación y de ¡
precesamiento y, en caso afirmativo, si una perscna todavía podría disponer de las
garantías de un juicio justo que posee en los procedimientos judiciales normales.
A este respecto, se preguntó si las medidas previstas respecto de los tribunales
especiales eran de hecho suspensiones a tenor del artículo 4 del Pacto, y, en caso
afirmativo, si el Gobierno tenía intención de observar las exigencias estrictas y
específicas del artículo 4 del Pacto. En cuanto al poder judicial, se preguntó
quién nombraba a los jueces, en qué circunstancias, cuáles tenían que ser sus
cualificaciones, cuál era la duración de su mandato y cómo garantizaba el Gobierno
su independencia. Haciendo referencia a un artículo de la Constitución en el que
se estipulaba que toda persona tenía derecho a asistencia letrada, un miembro
preguntó si existía alguna ley específica a este respecto.

289. Comentando el artículo 19 del Pacto, los miembros pidieron aclaraciones sobre
la manifestación que figuraba en la declaración del Gobierno de 1· de mayo de 1980
en el sentido de que la prensa y los medios de comunicación tendrían un importante ,.
cometido en el proceso de renovación del país y que el Gobierno consid~raba

esencial que dentro de la prensa de Suriname se llevase a cabo una cierta ¡"._:

organización de conformidad con las circunstancias nacionales. Se preguntó si el
Gobierno tenía intención de dar a todas las clases sociales la oportunidad de
expresarse a través de los medios de comunicación. También se preguntó si se había ¡_,_o

establecido la censura para los medios de comunicación y, en caso afirmativo,
cuánto tiempo iba a durar.

290. En relación con el_ artículo 22 del Pacto, se pidió información sobre
cualesquiera medidas que el nuevo Gobierno pudiera haber adoptado acerca de la
libertad de asociación y en particular sobre derechos y libertades sindicales.

291. En relación con los artículos 23 y 24 del Pacto, se seftaló que, según la
declaración del Gobierno de l· de mayo de 1980, una mujer casada no disfrutaba
antes de los mismos derechos que su marido, el cual podía repudiarla con
facilidad. Se pidió aclaración sobre las medidas que el Gobierno tenía intención
de adoptar para poner remedio a esta situación. También se preguntó a quién se
consideraba cabeza de familia, si al marido, a la mujer o a los dos por igual •.
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¿Podía una mujer, después de haber dado a luz a cierto número de hijos interrumpirun nuevo embarazo sin por ello cometer un delito? Se pidió información acerca dela situación jurídica de los hijos "naturales" en comparación con la de los hijosnacidos en el matrimonio. ¿~odía un hijo natural lograr su reconocimiento? ¿Sereconocían los derechos sucesorios de los hijos naturales y, en caso afirmativo, enqué se diferenciaban esos derechos de los que tenían los hijos legítimos? Habidacuenta de que en la Constitución se disponía que los hijos "adquie~en al nacer lanacionalidad de los padres", ¿qué ocurría en el caso de un matrimonio mixto?¿Adquiría e~ hijo la nacionalidad del padre tan sólo, lo cual i~plicaríadiscriminación contra los derechos de la madre? .

292. En relación con el artículo 25 del Pacto, se pidieron aclaraciones sobre loque dijo el representante al presentar el informe acerca de la intención delGobierno de celebrar elecciones tan sólo en el caso de que estuviese "plenamenteconvencido" de que era absolutamente imposible volver a las circunstanciasexistentes antes del 25 de febrero de 1980. Se seftaló que, como no podía existírgarantía absoluta de que se cumpliese ese requisito, la única conclusión que sepodía sacar era que las elecciones se aplazarían indefinidamente. Se observótambién que el Gobierno tenía intención de promulgar una nueva ley sobre partidospolíticos y se preguntó en qué medida esta nueva ley estaba encaminada a limitar lalibertad de establecer partidos políticos en el país.

293•. Comentando el artículo 27 del Pacto, algunos miembros del Comité preguntaroncuáles eran las minorías étnicas; si estaban protegidas en virtud de alguna leydeterminada; qué disposiciones tenía intención de adoptar el nuevo Gobierno paraque las minorías pudieran conservar su propia cultura al tiempo que participaban enpie de igualdad con el resto de la población en la vida política del país; y cómose, trataban las reivindicaciones de tierras. CQmo Suriname estaba constituido porvarias entidades procedentes de diferentes culturas, se esperaba 'que el Gobiernoactual decidiría no dejarse influir por consideraciones de tipo racial, al aplicarsu política, de conformidad con las disposiciones de los artículos 26 y 27 delPacto.

294. Para responder a las preguntas formuladas por los miembros del Comité, elrepresentante dio más detalles sobre la situación jurídica de Suriname después delgolpe de estado del 25 de febrero de 1980. Indicó que el 14 de junio de 1980, laJunta Militar había transferido a la jurisdicción civil a todas las personas quetenía bajo su custodia, inclusive personas al~usadas de implicación en uncontragolpe. Las autoridades civiles habiaa sido benévolas con las personas quehabían sido maltratadas y en algunos casos incluso torturadas por los militaresdurante su detención. La mayoría de esas personas estaban ahora en libertad. Enel caso de las personas que habían sido juzgadas, se habían impuesto setenciasleves habida cuenta de las penas que ya habían sufrido. En virtud de la ley deamnistía presentada por el Parlamento, no era posible procesar a personal militarpor actos cometidos durante el período del 25 de febrero al 15 de marzo de"1980, enque los militares habían tenido poder absoluto. Se había comprobado que laspersonas detenidas por los militares acusadas de prácticas corruptas no habían sidomaltratadas durante su detención y que la única injusticia que se les había ,causadoera la privación arbitraria de libertad. .
295. El representante manifestó que el Tribunal Constitucional todavía no estabafuncionando e indicó que ello se debía a que el Parlamento todavía no habíadesignado a sus representantes en el tribunal, aunque los otros miembros ya habíansido nombrados algún tiempo antes. Subrayó que existía todavía un procedimiento
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para comprobar que la legislación se atenía a la sección 1 de la Constitución.
Antes de que se pudiera aplicar una leyera necesario enviarla al Procurador
General para sus comentarios y en caso de que el Presidente no estuviera de acuerdo
con una ley podía negarse a darle su visto bueno sin el cual no se podía aplicar.
En relación con el derecho de un individuo a invocar un conflicto entre una
disposición de una ley y una o más disposiciones de la sección 1 de la
Constitución, el juez podía dictaminar que la leyera i.naplicable al caso
particular.

296. En respuesta a las preguntas formuladas a propósito del artículo 3 del Pacto,
manifestó que en Suriname las mujeres tenían derecho a desempeftar cualquier trabajo
y que en una universidad el puesto de rector estaba ocupado por una mujer. Había
desde luego, trabajos mal pagados que en su mayoría eran desempeftados por mujeres,
pero en el caso da que un hombre quisiera hacerlos recibiría la misma remuneración
que una mujer.

297. En relación con el artículo 4 del Pacto, seftaló que en Surinamé no se había
proclamado el estado de emergencia ni el estado de sitio, aunque había existido un
estado de emergencia de facto durante uno o dos meses después del golpe. En cuanto
al estatuto del 20 de mayo de 1980, subrayó que se trataba de una ley en el sentido
formal, ya que había sido aprobado e incluso modificado por el Parlamento. La ley
permitía al Gobierno adoptar medidas legislativas eY~raordinarias con miras a
realizar el programa establecido en la declaración del Gobierno del l' de mayo
de 1980. En virtud de ese estatuto, las facultades delegadas en el Gobierno
estaban sujetas a ciertas restricciones según las cuales el Gobierno no podía tomar
medida alguna que afectase a los derechos fundamentales enunciados en la sección 1
de la Constitución. Los poderes especiales dejarían de estar en vigor el día ~n

que se reuniera el Parlamento. Manifestó también que todavía no se habían
utilizado las facultades que concedía el estatuto, el cual autorizaba al Gobierno a
modificax o suspender temporalmente por decreto leyes vigentes, y que el Parlamento
podía en cualquier momento revocar las facultades que se habían delegado en el
Gobierno. Hizo hincapié en que la única finalidad del estatuto había sido la de
que el Gobierno pudiera cumplir una enorme tarea en circunstancias muy difíciles y
que el estatuto habia sido aprobado en el Parlamento por unanimidad.

298. En cuanto al artículo 6 del Pacto, manifestó que la situación sanitaria en
Suriname era excelente; que la tasa de mortalidad infantil era tan sólo del 5 al
10 por mil y que las enfermedades importantes estaban controladas. Reiteró el
hecho mencionado en el informe de que hacía más de 50 afios que no se había aplicado
la pena de muerte en el país y dudaba de que jamás volviese a aplicarse. La razón
de que en el Código de Procedimiento Criminal existiera todavía un procedimiento
para la ejecución de la pena capital estribaba en que algunos miembros del
Parlamento se habían mostrado renuentes a abolir la pena de muerte, que se
consideraba un disuasivo. De conformidad con la ley, la pena de muerte sólo se
podía imponer en caso d~ asesinato, homicidio con agravantes y piratería.

299. Respondiendo a preguntas formuladas a propósito de los artículos 7 y 10, el
representante informó al Comité de que el Procurador General y la Corte Suprema
ponían sumo cuidado en garantizar un trato humano a la persona y que había habido
casos en que se había destituido y procesado a funcionarios de la policía y de
prisiones por abusos cometidos contra personas bajo su custodia.

300. En cuanto al artículo 9 del Pacto, seftaló que el objetivo fundamental del
artículo que se refería a la detención en el Código de Procedimiento Criminal era
limitar el tiempo 'en el que se podía mantener detenida a una persona. No obstante,
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había una serie de salvaguardias para evitar que se mantuviera detenida a unapersona por más tiempo del que era absolutamente necesario para la investigación desu caso. La detención por más de siete días sólo podía ser ordenada por un juez yúnicamente si el fiscal presentaba pruebas que indicaran que se había cometido undelito. Todas las decisiones sobre detención estaban sujetas a apelación. Lagarantía del habeas corpus había sido reforzada por el artículo 21 del Código deProcedimiento Criminal, que prohibía utilizar cualquier método para obtenerconfesiones forzadas.

301. En relación con las preguntas formuladas a propósito del attículo 14 delPacto, el representante manifestó que no había habido interferencia en el cuerpojudicial existente; que los jueces habían reanudado las audiencias a los pocos díasdel golpe, y que los tribunales tenían competencia para entender en casosadministrativos, cosa que frecuentemente hacían. Los miembros de la Corte Suprema,los jueces ordinarios y el Procurador General tenían cargos vitalicios. Antes deque una persona pudiese llegar a la judicatura, debía haber pasado cinco afios deprácticas. Más aún, los candidatos tenían que someterse a una prueba psiquiátrica,tener buen comportamiento, ser licenciados o doctores en derecho y haber cumplidotreinta afios de edad. Los jueces eran nombr'ldos por el Presidente de la República,con el asesoramiento del Tribunal Supremo.

302. Respondiendo a preguntas formuladas a propósito del artículo 19 de! Pacto,sefialóque parecía necesaria alguna forma de reglamentación ya que la prensa eraresponsable ante los individuos y la comunidad, pero que esa reforma probablementesería puramente técnica; que a excepción del período del 25 de febrero al 15 demayo de 1980 aproximadamente, la prensa y los' medios de comunicación no habían sidosometidos a censura; y que las disposiciones pertinentes de la Constitución queprohibían la imposición de restricciones de derechos y libertades humanos en unamayor medida que la prevista en el Pacto, seguían siendo válidas y respetadas, yaque en Suriname era tradicional que los derechos humanos sólo se limitasen porrazones de orden público y de moralidad pública.

303. En cuanto al artículo 22 del Pacto, el representante informó al Comité de queactualmente los sindicatos estaban mejor organizados, que tenían sus propiasreglamentacion~s, que celebraban reuniones y que disfrutaban de todos los demásderechos sindicales.

304. En cuanto a las preguntas formuladas a propósito de los artículos 23 y 24,sefialó que una disposición del Código Civil todavía vigente negaba a las mujerescasadas el derecho a tener sus propios negocios, pero que, en virtud del mismoCódigo, una mujer podía pedir autorización a un Juez para hacerse cargo, en sutotalidad o en parte, de la administración de los asuntos familiares si su maridoera disoluto. El nuevo Gobierno había preparado un proyecto de ley encaminado aasegurar la uniformidad de trato de los cónyuges. Sefialó, no obstante, que en elcaso de los nifios hindúes o musulmanes, las ninas de 12 afios y los nifioa de 14 afiostodavía podían contraer matrimonio, y que seguía vigente en Suriname la leymusulmana que permitía a los hombres repudiar a sus mujeres. Estaba prohibido elaborto, excepto por razones médicas. Manifestó también que desde 1963 no habíasido necesario que un hijo tuviera que estar'reconocido por su madre para podersucederla, pero que un hijo sólo podía heredar a su padre si éste le hubiesereconocido. No obstante, el Gobierno tenía el proyecto de introducir una ley porla qua se eliminase el trato desigual entre los hijos legítimos e ilegítimos enmateria de sucesión.
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305. En relación con el artículo 25 del Pacto, el representante hizo referencia a
la preocupación que habían expresado alunos miembros acerca de las futuras
elecciones parlamentarias, habida cuenta de la declaración que el orador había
hecho al presentar el informe de su país y se~aló que no era imposible cumplir los
requisitos que había mencionado, particularmente teniendo en cuenta los esfuerzos
de &u Gobierno encaminados a preparar el terreno para una nueva sociedad. Aunque
el resultado dependería en gran medida de la evaluación de la situación que hiciese
el Gobierno, no se podía considerar que se habían aplazado indefinidamente las
elecciones. La legislación del nuevo Gobierno tenía un único objetivo: el de
garantizar la aplicación del sistema socioeconómico y adaptar las leyes anteriores
a este sistema, y asegurar la protección y el respeto de los derechos humanos. En
cuanto a los partidos políticos, uno de los objetivos de la legislación que se
había previsto para su organización era la abolición de la práctica en virtud de la
cual los partidos políticos obtenían dinero en préstamo antes de la elección y
luego se negaban a devolverlo, o la práctica en virtud de la cual no se podía
destituir a los jefes de los partidos políticos por falta de democracia interna en
el sistema.

306. Por último, el representante de Suriname se~aló que sería útil que los
miembros del Comité visitaran el Estado informante, para obtener un panorama más
amplio de la situación; que había tomado nota de las sugerencias que habían
formulado los miembros del Comité acerca del informe de su país, que las
transmitiría a su Gobierno y que se presentaría al Comité un informe adicional tan
pronto se hubiese alcanzado en Suriname cierto grado de estabilidad.

Hungría

307. El Comité examinó el informe suplementario presentado por Hungría
(CCP~/C/l/Add.44), que contenía respuestas a las preguntas que se habían formulado
en el examen del informe inicial ~, en sus sesiones 225a. y 228a., celebradas
el 17 y el 18 de julio de 1980 (CCPR/C/SR.225 y 228). Las cuestiones se examinaron
tema por tema.

308. El primer tema fue la aplicación del Pacto en el sistema jurídico de
Hungría. Algunos miembros del Comité observaron que el Pacto tenía fuerza de ley
en Hungría y q'Je los casos de conflictos con la Constitución y con otras leyes se
resolvían por decisión legislativa siguiendo el mismo procedimiento que en casos de
conflictos entre la Constitución y otras leyes nacionales. Por consíguiente,
parecía qu~ el Pacto formaba parte del derecho interno de Hungría y tenía una
posición jurídica equivalente a la de la Constitución; cabía pensar que, en caso de
conflicto entre el Pacto y el resto de la legislación, se adoptarían medidas para
adaptar esa legislación al Pacto. Algunos miembros del Comité pidieron más
información sobre qué ventajas había visto Hungría en la integración clel Pacto en
su sistema jurídico; con qué frecuencia el Pacto se había invocado en la práctica y
cómo se resolvían por decisión legislativa los casos de conflicto entre el Pacto y
otras leyes, particularmente en casos relativos a asuntos como la libertad de

2/ El informe inicial de Hungría (CCPR/C/l/Add.ll) fue examinado por el
Comité en sus sesiones 32a. y 33a. celebradas el 19 y el 22 de agosto de 1977;
véanse CCPR/C/SR.~2 y 33 Y Documentos Oficiales de la Asamblea General, trigésimo
segundo período de sesiones, Suplemento No. 44 (A/32/44), párrs. 130 a 132.
párrs. 130 a 132.
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prensa y la libertad de expresión. Otros miembros preguntaron si el contenido delPacto se había examinado por medio de reuniones y conferencias de jueces, asesoresy administradores al tratar cuestiones relacionadas con los derechos humanos y laslibertades de los individuos. Se pidió más información sobre el modo depromulgación del Pacto y la publicidad que se le había dado, y en particular sobresi el decreto-ley mencionado en el informe contenía el texto completo del Paoto yqué tipo de difusión se había dado al Pacto.

309. El representante de Hungría contestó que, además de las disposicionesmencionadas en el informe, hasbía un decreto del Consejo Presidencial - No. 24de 1974 - que contenía normas más detalladas sobre la publicación de las leyes. Entodo case, todas las leyes, decretos y decisiones del Gobierno relativos a losderechos de los ciudadanos tenían que publicarse en el Boletín Oficial. El Pactose había publicado en el No. 32 del Boletín Oficial, de 22 de abril de 1976, quepodía obtenerse fácilmente mediante suscripción, en bibliotecas públicas y entiendas. También se había publicado una re~opilación de instrumentosinternacionales sobre los derechos humanos, incluso algunos en los cuales Hungríano era parte. Periódicamente se publicaban recopilaciones especiales de textoslegislativos, incluso tratados internacionales. Por consiguiente, los instrumentosinternacionales, incluido el Pacto, eran asequibles al público. Toda persona podíainvocar las disposiciones del Pacto ante los tribunales y otras autoridades, peroera difícil determinar cuántas veces el Pacto había sido invocado ante lostribunales. El representante seftaló que, si ciertas disposiciones del Pactoentraran en conflicto con leyes nacionales, éstas se adaptarían al :acto, pues lacodificación del derecho era un proceso continuo en Hungría y la legislación seexaminaba periódicamente. Para redactar el nuevo Código Penal, se habia creado uncomité especial encargado de determinar si las disposiciones dtel código jurídicode Hungría se ajustaban al Pacto. El Pacto formaba parte integrante del derechonacional de Hungría. Los artículos 19 (párrafo 3, apartado 1», 30 (párrafo 2)y 35 (párrafo 3) de la Constitución de Hungría aseguraban la conformidad con lasdisposiciones de la Constitución. Toda ley o medida que entrara en conflicto conlas disposiciones del Pacto sería derogada. Además, diversos órganos estabanfacultados para llamar la atención acerca de cualquier incongruencia entre lalegislación interna y el Pacto, entre ellos la Oficina del Procurador, quien nosólo procesaba a las personas ante los tribunales, sino también ~xaminaba todos l.QSproyectos de ley y se pronunciaba sobre su conformidad con la legislaci6n vigente yla Constitución. El artículo 64 de la Constitución garanti~aba la libertad deprensa; si bien existían normas que regían les aspectos técnicos de laspublicaciones, normas que se examinaban periódicamente para determinar si erancontrarias a las disposiciones del Pacto, no había habido ningún caso de queja deuna organización de que su publicación hubiera sido prohibida por las autoridadesdel Estado. Un ciudadano qua considerara que la legislación interna era contrariaa las disposiciones del Pacto podía invocar el Pacto por medio del parlamentarioque lo representara o recurriendo al Consejo Presidencial, al Consejo de Ministroso a ~a Oficina de! Procurador. Este derecho había sido confirmado por la Ley No. 1de 1977, que había establecido un procedimiento que daba a los ciudadanos elderecho de presentar quejas ante las autoridades del Estado, las cuales estabanobligadas a estudiarlas.

310. El tema siguiente fue la libertad de opinión pública y a la no discriminacióna este respecto. ~efiriéndose a los artículos 2 (párrafo 3) y 3 de la Constituciónde Hungría, que a~claraban que la clase dirigente de la sociedad era la clasetrabajadora y que el partido marxista-leninista de la clase trabajadora era la
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313. El representante de Hungría declaró que, en el idioma húngaro, la palabra
"ciudadano" era sinónima de "ser humano" o "individuo" y que era tradicional usarla
en textos jurídicos. La palabra "ciudadano" abarcaba todos los individuos
residentes en Hungría, incluidos los apátridas, y por consiguiente no privaba a
nadie de las libertades y los detechos establecidos en la Constitución y en otros
instrumer.t~z jurídicos. En cuanto a los no nacionales residentes en el territorio
de Hungría, se etablecían por decreto del Gobierno las condiciones específicas que
regían su permanencia, que eran similares a las disposiciones administrativas que

___~ -7:~,,.~%C _,_,_

I

fuerza dirigente de la sociedad, algunos miembros del Comité preguntaron por qué se
daba tal preeminencia a la clase trabajadora y por qué no se había permitido el
establecimiento de otros partidos políticos. También se preguntó cómo conciliaba
el Gobierno de Hungría el establecimiento de una jerarquía de clases sociales con
la incorporación de las disposiciones del Pact.o en la legislación nacional.

311. El representante senaló que la Constitución de Hungría estaba basada en la
filosofía y las teorías políticas de Hungría. Todos los Estados del mundo tenían
una clase gobernante, elegida por métodos más o menos democráticos, clase que
constituía el factor dominante. Lo que estaba consagrado en la Constitución era el
papel dirigente de la clase trabajadora, que ejercía el poder en alianza con las
demás clases. Pero esto no significaba que las demás clases sufrieran
discriminación. Existía hoy en Hungría un partido político, el Partido Socialista
de los Trabajadores, que era la fuerza política dirigente del país. Sin embargo,
la estructura política de Hungría no estaba limitada a la existencia de un solo
partido poiítico. El Frente Patriótico del Pueblo, que no era en ~igor un partido
sino un movimiento extenso que se ocupaba de cuestiones sociales y políticas,
desempeftaba un papel importante. Toda legislación importante era examinada por
grupos organizados por el Frente, y los diversos estratos de la sociedad, incluida
la Iglesia, estaban representados en él. De esta manmera, el Frente Patriótico del
Pueblo daba una oportunidad a personas de diferentes ideologías y credos de
reunirse para examinar cuestiones en común, con el objeto de mejorar y perfeccionar
los principios democráticos de la sociedad húugara. Volviendo al artículo 2 de la
Constitución, el orador subrayó que no existía discriminación entre las clases
mencionadas en él y que por tanto ese artículo de la Constitución no era contrario
a las disposiciones del Pacto. Todas las clases y todos los estratos de la
sociedad estaban representados en el Parlamento húngaro y de hecho, como
consecuencia del aumento de las oportunidades educacionales, la proporción de los
profesionales en relación con los obreros en el Parlamento era superior a la
proporción correspondiente en la población total.

312. El tema ~iguiente fue la cuestión de si los ciudadanos gozaban de un trato
diferente del que recibían los extranjeros que están legalmente en territorio
húngaro. Con respe~to al párrafo 1 del artículo 2 del Pacto y a los artículos 17,
54 (párrafo 3), 63 Y 66 de la Constitución de Hungría, se preguntó cómo se
conciliaban las disposiciones del pár~afo 1 del artículo 2 del pacto, que
establecía que los derechos enunciados en él debían garantizarse a "a-todos los
individuos", con el término "ciudadanos" que se usaba en los artículos de la
Constitución mencionados~ y si se concedían derechos iguales a los extranjeros que
se hallaban legalmente en territorio húngaro. También se preguntó cómo conciliaba
el Gobierno de Hungría la garantía del derecho a elegir una ideología, con sujeción
únicamente a las restricciones previstas en el Pacto, con el párrafo 2 del
artículo 54 de la Constitución de Hungría, que establecía que los derechos civiles
debían ejercerse en armonía con los intereses de la sociedad socialista. ¿Concedía
realmente ese artículo de la Constitución derechos iguales a todos?
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regían la residencia de extranjeros en otros países. En 1979, el ConsejoPresidencial había adoptado la Ordenanza No. 13 sobre derecho internacionalprivado, que enunciaba las condiciones que regían la competencia de un tribunaldeterminado y establecía las circunstancias en que una decisión de un tribunalextrajero tenía fuerza de ley en Hungría. Había de hecho un conjunto ae textosjurídicos que versaban sobre los derechos de los extranjeros que vivían en Hungríay establecían las circunstancias en que podían ser llevados ante un tribunalhúngaro. Refiriéndose a los artículos 54 y 64 de la Constitución, el representanteindicó que dichos artículos sólo expresaban el hecho de que existía uúa estructuraestatal socialista en Hungría y que el goce de los derechos civiles y políticos,incluidas las libertades de expresión, de prensa y de reunión, estaba garantizadoconforme a la Constitución. Debía observarse que en la Constitución y en lalegislación de Hungría se mencionaba frecuentemente la conformidad con la legalidadsocialista. El uso de la palabra "socialista" en ese contexto s610 respondía alhecho de que las leyes de su país servían los intereses de una sociedad socialista.
314. En cuanto al tema de la libertad de pensamiento, de religión y de expresión,un miembro del Comité mencionó el artículo 268 del nuevo Código Penal, queestablecía que la persona que, ante un público numeroso, incitada a otros alincumplimiento de leyes y reglamentos o de medidas adoptadas por una autoridadadministrativa, cometería un delito. El orador dijo que tales actividades, en lamedida en que tuvieran lugar públicamente y no como actos subversivos disimulados,eran equivalentes al ejercicio del derecho de disentir. Refiriéndose al Decretodel Gobierno No. 26/1959, relativo a la prensa, y al artículo 4 del DecretoNo. 21/1957, sobre las instituciones religiosas, el miembro del Comité preguntó quésucedía si no se obtenía la autorización para publicar y distribuir un periódico;cómo podían conciliarse las disposiciones del Decreto No. 26/1959 con la libertadde prensa; y si un padre que deseara que su hijo recibiera otra educación religiosaque la que se daba en las escuelas tendría que solicitar un permiso del Estado.

315. En respuesta a la pregunta sobre el artículo 268 del nuevo Código Penal, elrepresentante declaró que el ciudadano sí tenía el derecho de criticar una ley y dedisentir de ella, y el de recurrir a un órgano legislativo si estimaba que ciertasdisposiciones legislativas eran injustas. sin embargo, desde la entrada en vigordel nuevo Código Penal, no había habido un solo caso en que un ciudadano hubierasido .procesado por disentir de una ley. En cuanto a la libertad de prensa, lapublicación de periódicos requería autorización previa, pero esto no implicaba laexistencia de censura ni era contrario a las disposiciones del Pacto. En Hungríaexistía un conjunto excepcionalmente grande y variado de publicaciones que tratabancuestiones políticas y la vida de la sociedad. Además, la autorización parapublicar se concedía sin reservas. Con respecto a la libertad de educaciónreligiosa en Hungría, las iglesias y las autoridades habían firmado ciertosacuerdos a fines del decenio de 1950 que expresaban el hecho de que el Gobiernoprestaba ayuda material a diversas iglesias. La Oficina Estatal de AsuntosEclesiásticos tenía por objeto asegurar la aplicación de dichos acuerdos y novigilar o fiscalizar las actividades de las iglesias, incluso la de impartireducación religiosa. Las personas calificadas para dar esta educación erandesignadas por conducto de las iglesias y el único control que ejercía la OficinaEstatal consistía en asegurar que dichas personas efectivamente poseyeran lascalificaciones necesarias.

316. Con respecto al tema de la independencia de la judicatura, la libertad y laseguridad del individuo y las garantías de juicio imparcial, algunos miembrosmencionaron la afirmación contenida en el informe de que la imparcialidad de la
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judicatura y la protección de los derechos civiles en Hungría estaban garantizado~

por las disposiciones de la Constitución, la Ley de Tribunales y el Código de
Procedimiento Penal. Se pidió información suplementaria que ilustrara esta
afirmación. Se preguntó al representante de Hungría de quién o de qué autoridades
eran independientes los jueces en Hungría¡ cómo eran elegidos, de qué manera el
Consejo Presidencial era responsable de la elección de los jueces y si eran
elegidos en consulta con otros órganos profesionales o judiciales.

317. Refiriéndose al artículo 48 de la Constitución, que establecía que los jueces
elegidos podían ser revocados por razones determinadas por ley del Parlamento, un
miembro preguntó cuáles eran las razones por las cuales un juez podía ser revocado
y qué uso se había hecho de dichas razones para revocar jueces.

318. En relación con los ase~~~es en el sistema judicial, se preguntó al
representante de Hungría quiénes tenían derecho a ser asesores en los tribunales
húngaros, cuáles eran sus calificaciones¡ si su elección significaba que estaban
empleados a tiempo completo en esa calidad, y éi existía un grupo de entre cuyos
integrantes se procediera a la selección.

319. Con respecto a las garantías jurídicas con respecto al derecho a la libertad
y a la seguridad de la persona a que se refiere el artículo 9 del Pacto y al
derecho a la igualdad ante los tribunales garantizado en virtud del Pacto, se
preguntó si existía la detención administrativa en Hungría, incluida la detención
por razón de enfermedad mental, vagancia o delincuencia juvenil, que pudiera ser
autorizada conforme a la ley, cómo se aplicaban las disrosiciones del artículo 9 en
Hungría, en particular las disposiciones del párrafo 5 de dicho artículo, que
establecían que toda persona que hubiera sido víctima de detención o prisión ilegal
tendría derecho efectivo a reparación¡ y si se prestaba la asistencia gratuita de
un intérprete si la persona acusada de un delito no podía entender el idioma usado
por el tribunal.

320. Respondiendo a las preguntas formuladas, el representante de Hungría explicó
que los jueces en Hungría eran elegidos por el Consejo Presidencial de la República
Popular Húngara en una forma determinada por una ley especial del Parlamento.
Anadió que su independencia estaba garantizada por el artículo 48 de la
Constitución, que tenían el derecho de dar una interpretación normativa de la ley,
que sólo podían ser revocados por el Consejo Presidencial si una comisión
disciplinaria establecida por el Consejo determinaba que los jueces habían violado
la ley, y que tenían el derecho de apelar de toda medida disciplinaria ante el
Tribunal Supremo, que era el órgano judical máximo.

321. En cuanto a los asesores, el representante declaró que eran elegidos por los
consejos locales. Los asesores podí~n desempenar una actividad judicial sólo
durante un mes, que podía prorrogarse si el tribunal creía que había más trabajo
que hacer. En cuanto a sus calificaciones, dijo qu~ los asesores recibían
explicaciones detalladas sobre la legislación y estaban obligados a entender las
dl~posiciones de la ley.

322. Refiriéndose a las preguntas formuladas en relación con la detención
administrativa, en particular la detención de personas mentalmente enfermas y de
delincuentes iuveniles, el representante de Hungría dijo que estas categorías de
personas podían ser detenidas sólo si habían cometido un delito. Anadió que en
Hungría existía un procedimiento por el cual el testimonio de las personas
detenidas en hospitales por padecer de una enfermedad mental podía ser oído por el
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tribunal, especialmente cuando deseaban presentar una queja. Con respecto a la
detención de menores, el procedimiento jurídico se efectuaba en presencia del
abogado defensor; que podía presentar una petición de liberación del menor. El
Código Penal de Hung~ía proporcionaba garantías suficientes contra la detención
arbitraria. La persona detenida debía ser informada de las razones de su detenció~

y de los cargos formulados contra ella. El Código de Procedimiento Penal contenía
disposiciones sobre los gastos de la asistencia jurídica, que eran sufragados por
el Estado, y se proporcionaba un intérprete a la persona detenida si ésta no
entendía el idioma usado en los tribunales húngaros.

323. Sobre el tema de la prohibición de la discriminación, algunos miembros
mencionaron el párrafo 2 del artículo 61 de la Constitución de Hungría, que
establece que la ley castigará severamente toda discriminación perjudicial de los
ciudadanos por razones de sexo, afiliación religiosa o nacionalidad. Se preguntó
por qué no estaba incluida en esta cláusula de la Constitución la discriminación
por razones de opinión política, que se mencionaba en el Pacto, y qué significaba
el término "discriminación perjudicial".

324. En cuanto a los deberes del individuo para con la comunidad a que se refería
el artículo 69 de la Constitución, se preguntó al representante del Estado parte
por qué los ciudadanos húngaros tenían la obligación de proteger la propiedad del
pueblo, de consolidar la propiedad social y de aumentar la potencia econ9mica del
país. ¿Qué sanciones se aplicaban a los que no lo hacían?

325. Con respecto a los artículos 19, 21 Y 25 del Pacto, se preguntó si era
concebible en Hungría que una persona propugnara libremente un cambio en la
orientación socialista del Gobierno o lo criticara con miras a introducir una forma
de gobierno diferente o nueva; y si la libertad pe expresión se refería
exclusivamente a lo que establecía la ley o se refería también a lo que la ley no
establecía. Citando, como ejemplo de libertad de expresión, la oposición al
emplazamiento de armas de destrucción en masa, un miembro preguntó si una persona
que deseara protestar contra dichas armas y hacer una campana en favor de su
eliminación podía publicar un folleto para difundir sus opiniones sobre la cuestión
u organizar una reunión, manifestación o asamblea para obtener apoyo para ellas.
En cuanto a la libertad de reunión, se preguntó si en Hungría era necesario que
cada asociación fuera registrada oficialmente y por qué razones una asociación
podía ser declarada ilegal.

326. Pasando a la cuestión de la libertad religiosa, un miembro se preguntó si las
restricciones mencionadas en la página 7 del informe eran compatibles con las
disposiciones del Pacto. Se pidió más información sobre el significado de la
afirmación de que la ley se aplicaría en todo su rigor contra los que explotaran la
instrucción religiosa con fines políticos contra el Estado.

327. En respuesta a las preguntas formuladas en relación con el artículo 61 de la
Constitución, el representante del Estado parte explicó que todas las formas de
discriminación eran severamente castigadas por la ley en Hungría. El término
"discriminación perjudicial" contenido en dicho artículo significaba en realidad
"discriminación premeditada", expresión que ~ra una mejor traducción del término
original. Anadió que, después de una reforma de la Constitución hecha en 1972,
todavía podían quedar algunas lagunas, puesto que la Constitución no mencionaba
específicamente la discriminación racial; sin' embargo, la Constitución,
interpretáda a la luz de sus principios generales, que tienen por objeto proteger
los derechos civiles y políticos de los ciudadanos, también prohíbe todas las
formas de discriminación.
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328. Pasando a la pregunta formulada con respecto al artículo 69 de la
Constitución, el representante declaró que los deberes de los ciudadanos con
respecto a la comunidad eran obligaciones morales que el individuo tenía que
cumplir a fin de proteger la propiedad pública, consolidar la propiedad social y
aumentar la potencia económica del país. El no cumplimiento de estas obligaciones
morales no entranaba un castigo.

329. En cuanto a la reforma de la Constitución, el representante de Hungría
explicó que era posible modificar la Constitución de Hungría si la mayoría en el
Parlamento lo requería. No obstante, el pueblo húngaro, hasta ahora, no había
considerado necesario cambiar la estructura fundamental de su sistema socialista,
aunque los ciudadanos conservaban la posibilidad de proponer, por conducto de sus
diputados o representantes, todo cambio que desearan.

330. Refiriéndose a las preguntas relativas a los artículos 19, 21 Y 25 del Pacto,
el representante declaró que la Constitución contenía disposiciones que aseguraban
al ciudadano húngaro el derecho de participar libremente en elecciqnes, de votar o
de no votar contra cualquier candidato; que el derecho de asociación estaba
regulado en Hungría por el Decreto-Ley No. 35 de 1970, que establecía que las
asociaciones húngaras debían constituirse de conformidad con las disposiciones de
la Constitución; y que, como cualquier otro Estado, Hungría podía prohibir el
establecimiento de toda asoclación que a su juicio fuera anticonstitucional. El
representante también declaró que los miembros del Parlamento tenían que ajustarse
a la ley en el desempeño de sus funciones, y que toda actividad o actitud política,
económica o de otra índole que fuera contraria a los intereses del Estado era
incompatible con su mandato. Tenían que respetar la moral socialista y ajustarse a
ella. En cuanto a la libertad de palabra, el derecho a sostener opiniones así como
la libertad de expresión estaban garantizados en Hungría. Todo ciudadano húngaro
tenía libertad para hacer lo que la Constitución no restringiera. La generación
joven de Hungría era educada y estimulada para propagar e impartir ideas favorables
a la paz y al desarme. Como ejemplos, el representante citó organizaciones como el
Frente Patriótico Popular de Hungría y la Unión de Mujeres' Húngaras, que dedicaban
la mayor parte de sus actividades a la propaganda en favor de la paz y el desarme y
publicaban artícu10s en la prensa húngara en que se difundían ideas e información
en favor de la paz y el desarme. El representante anadió que un ciudadano húngaro
podía organizar libremente una reunión sobre estos temas sin autorización previa.

331. En respuesta a las preguntas relativas a la libertad de conciencia y de
religión, el representante dijo que estas libertades estaban garantizadas por la
Constitución y que todas las confesiones podían practicar libremente su culto y
disfrutaban de los mismos derechos. Los ciudadanos húngaros tenían libertad para
decidir si sus hijos recibirían educación religiosa en la escuela. A su juicio, el
hecho de que entre el 18 y el 22% de los luteranos practicaban su fe en Hungría era
un ejemplo concreto de libertad de conciencia y de culto en ese país.

332. Un miembro del Comité pidió información sobre las leyes que regían las
funciones liberales de un artista o de un investigador científico, y sobre si un
artista que deseara publicar un libro o dar publicidad a su obra debía obtener
primero una autorización o pertenecer a una asociación. También deseaba saber si
la Constitución de Hungría había sido objeto de comentarios y si estos comentarios
se habían pubiicado.

333. El representante del Estado parte explicó que el grado de desarrollo
alcanzado en Hungría había producidn libertad de expresión artística; que, en
cuanto a publicaciones, algunas formas de arte eran protegidas por el Estado, pero
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no había una "línea oficial" en esta materia. Los artistas tenían libertad para
expresarse y para elegir y determinar la forma de su arte. En Hungría había muchas
organizaciones que difundían el arte y la literatura húngaros en Hungría y en el
extranjero. El orador citó la revista The Hungarian Quarterly, que se publica
eninglés e informa al público extranjero sobre el arte húngaro, y declaró que la
investigación científica estaba protegida y garantizada por la ley en su país. En
cuanto a los comentarios sobre la Constitución, dijo que no se publicaran
oficialmente pero se incluían en general en los informes que preparaban los
ministerios para el Parlamento.
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334. En sus sesiones 235a, 236a y 240a., celebradas los días 24 y 28 de julio
de 1980, el Comité examinó el informe inicial (CCPR/C/l/Add.46) presentado por
Costa Rica (CCPR/C/SR.235, 236 y 240).

335. El informe fue presentado por el representante de Costa Rica, quien hizo una
resefta histórica de los factores sociales y económicos que habían dado lugar al
desarrollo y establecimiento de la democracia en Costa Rica. Los recursos
limitados de su país habían conducido al establecimiento de pequeftas explotaciones
agrícolas de susistencia y al desarrollo de una democraria rural basada en una
población homogénea, sobria e industriosa, sin diferencias de clase. Seftaló el
representante que su país no tenía ejército y que el orden público era mantenido
por una fuerza de policía. Aunque la sociedad de Costa Rica había sido influida
por la Iglesia Católica Romana, nunca se había permitido a ésta que interfiriese en
los asuntos del Estado. El representante hizo hincapié en que, viviendo en armonía
con sus leyes, Costa Rica había conseguido hacer de las violaciones de los derechos
humanos un fenómeno totalmente ajeno a su histo~ia.

336. El representante citó varias de las disposiciones fundamentales de la
Constitución de Costa Rica relativas a la estructura del Estado y seftaló a la
atención del Comité el artículo 7 de la Constitución, que había sido enmendado
en 1968 para establecer que todos los tratados, convenios internacionales y
concordatos debidqmente ratificados por el Estado tendrían autoridad superior a las
leyes nacionales. El representante destacó la importancia especial del
artículo 140 de la Constitución, en el que se disponía que los decretos de
suspensión de los derechos y garantías mencionados en la Constitución habrían de
ser confirmados por la Asamblea por dos tercios de votos de la totalidad de sus
miembros, y que, de lo contrario, se habrían de tener por restablecidas las
garantías. El representante no tenía memoria de que se hubieran suspendido las
garantías constitucionales en ninguna ocasión desde 1949, afta en que se aprobó la
actual Constitución.
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337. Los miembros del Comité elogiaron al Gobierno de Costa Rica por su amplio
informe, que se ajustaba a las directrices generales establecidas por el Comité.
Se observó no obstante, que, aunque ofrecía una imagen muy detallada de los
mecanismos jurídicos existentes en Costa Rica para hacer efectivos los derechos
humanos, el informe no facilitaba suficiente información detallada acerca d~l

disfrute efectivo de los derechos contemplados en el Pacto en Costa Rica. Se
preguntó si el informe había sido publicado y difundido entre la población y si
había sido objeto de debates y comentarios públicos, Algunos miembros del Comité
recordaron que Costa Rica había sido el primer Estado que había ratificado el Pacto
y el Protocolo Facultativo y que había participado activamente en los esfuerzos
internacionales encaminados a fortalecer los dispositivos para la protección de los
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derechos humanos. Destacaron que el historial de Costa Rica en relación con la
promoción de los derechos humanos en el plano internacional sólo tenía igual en su
brillante expediente - uno de los pocos en América Latina - en materia de esfuerzos
para afirmar el imperio de la ley en el marco de unas instituciones democráticas, y
se especuló con la posibilidad de que fuera Costa Rica el primer país que, en esta
parte del mundo, aceptara el desafío de formular la declaración a que se hace
referencia en el artículo 41 del Pacto. Los miembros del Comité tomaron también
nota de que Costa Rica, que no tenía ejército ni gastos militares, estaba asignando
la mayor parte de su presupuesto a la educación y el bienestar públicos, y de que
un país como Costa Rica, que no estaba totalmente desarrollado, era sin embargo
capaz de obtener éxitos notables en la esfera de los derechos humanos.

338. En relación con el artículo 1 del Pacto, se observó que, en su informe,
Costa Rica había considerado el derecho a la libre determinación como un derecho
indivisible que debería aplicarse a todos los pueblos. Se preguntó al
representante si estaba de acuerdo en que el artículo 1 del Pacto exigía a los
Estados partes adoptar medidas concretas para ayudar a todos los pueblos en su
lucha para ejercer su derecho a la libre determinación. También se le preguntó
cómo podía explicar su Gobierno el hecho de que su Embajada en Israel no estuviera
ubicada en Tel Aviv, sino en Jerusalén, lo que era contrario a las resoluciones de
las Naciones Unidas en virtud de las cuales no se consideraba permisible reconocer
a Jerusalén como la capital de Israel, y cuál era la posición de su país con
respec~o al derecho del pueblo palestino a la libre determinación y al
establecimiento de un Estado propio independiente y soberano.

339. En lo que se refería al artículo 2 del Pacto, los miembros del Comité tomaron
nota de que, de conformidad con el artículo 7 de la Constitución, según fue
enmendado en 1968, el Pacto tenía carácter superior a la legislación interna, de
que podía aplicarse directamente en el país, y de que el Gobierno de Costa Rica
reconocía que, para hacer efectivos los derechos contemplados en el Pacto, no
bastaba con integrar a éste .en la legislación interna, sino que eran necesarias
también medidas legislativas suplementarias. Se pidió al representante que
informara al Cpmité de las medidas de esta naturaleza que se hubieran podido
adoptar a este respecto y que precisara si los tribunales habían tenido la ocasión
de interpretar el Pacto y si las disposiciones de éste habían demostrado en la
práctica tener un carácter superior a las leyes nacionales. En relación con esto,
se preguntó si además, de los recursos judiciales existían tambien recursos
contencioso-administrativos, y qué medidas se habían adoptado para asegurar una
amplia publicidad de las disposiciones del Pacto entre la población, incluidas las
minorías nacionales, con respecto a las cuales la publicidad debían efectuarse en
sus propios idiomas.

340. En relación con el artículo 3 del Pacto, los miembros del Comité pidieron
información acerca de la medida en que el principio de igualdad entre los hombres y
las mujeres había sido respetado y aplicado con respecto a la participación áe las
mujeres en la vida social, política y económica del país, acerca de la medida en
que el principio de igual remuneración por trabajo igual se apli9aba a las mujeres,
y acerca del derecho de las mujeres a la educación a todos los niveles.

341. En relación con el artículo 8 del Pacto, se hizo referencia a un artículo de
la Constitución de Costa Rica en el que se estipulaba que nadie bajo la protección
de sus leyes podía ser esclavo, y se preguntó qué significaba esta disposición, ya
que normalmente se suponía que todos los habitantes se hallaban bajo la protección
de la ley, sin establecer ninguna distinción entre ellos. También se hizo
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referencia a un artículo del Código Penal en el que se establecía la posibilidadpara el reo de amortizar la multa que se le hubiera impuesto trabajando, sinremuneración, para las municipalidades, la administración pública e incluso laempresa privada, y se preguntó c6mo podía conciliarse esta disposición con elapartado a) del párrafo 3 del artículo 8 del Pacto en el que se disponía que nadiesería constrefiido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio, especialmente si setenía en cuenta la dificultad de verificar el consentimiento del reo en lascircunstancias del caso.

342. Refiriéndose al artículo 9 del Pacto, se preguntó qué medidas legislativas yde procedimiento se aplicaban en el caso de personas privadas de libertad porrazones ajenas a la justicia penal, por ejemplo, internación por motivospsiquiátricos y detención de extranjeros en espera de su expulsión. Observando quecon frecuencia se producían abusos de autoridad por parte de la policia, losmiembros del Comité preguntaron si el derecho de una persona a contar con laasistencia de un abogado de su elección se podía ejercer durante lasinvestigaciones preliminares. Preguntaron también por cuánto tiempo podíamantenerse a una persona detenida antes de sometérla a juicio y si las personas quehubieran sido ilegalmente detenidas o presas tenían derecho a obtener reparación.
343. En relación con el artículo 12 del Pacto, se recabó información acerca ~e lasrestricciones impuestas sobre el derecho a salir de Costa Rica y acerca de .Lasleyes relativas a la pérdida de nacionalidad.

344. En relación con el artículo 13 del Pacto, se preguntó si la expulsión de losextranjeros era una cuestión de la exclusiva incumbencia del poder ejecutivo oestaba r~gulada por la ley, como exigía el Pacto, y qué recursos tenía a su alcanceun extranjero amenazado de expulsión.

345. Refiriéndose al artículo 14 del Pacto, los miembros del Comité preguntaron sila independencia de los jueces estaba asegurada a todos los niveles, cuáles eransus garantías y qué medidas-concretas tenía a su disposición el poder judicial paraasegurar la ejecución de sus decisiones, especialmente cuando éstas fueran encontra del poder ejecutivo. Se preguntó también si las audiencias de lostribunales eran públicas, si el derecho de toda persona a que se presumiera suinocencia mientras no se probara su culpabilidad conforme a la ley se aplicabaúnicamente en los procedimientos penales ante un tribunal o constituía un principiogeneral acatado por las autoridades públicas, judiciales o no judiciales, y si unacusado tenía derecho a ser asistido gratuitamente por un intérprete si nocomprendía o no hablaba el idioma empleado en el tribunal. Habi~ndo observado enel informe que el Código de Procedimientos Penales establecía algunos casos desentencias por delito contra los cuales no cabía recurso alguno, los miembros delComité preguntaron cómo podía conciliarse esta disposición con el párrafo S.del__artículo 14 del Pacto, particularmente a la luz de otra afirmación del informe enel sentido de que el Pacto había quedado integrado al ordenamiento positivo deCosta Rica y tenía 'Un carácter superior a la legislación interna. Habiendo notadoasimismo que, de conformidad con el Código de L:ocedimientos Penales, era posibleimponer una medida de seguridad por dos afios o más cuando se considerase que elcumplimiento de la pena había sido ineficaz para la readaptación del reo, losmiembros del Comité preguntaron si esto significaba la posibilidad de imponer unanueva condena al reo que no se hubiera readaptado y, si esto fuera así, cómo podíaconciliarse tal disposición con las disposiciones del párrafo 7 ~el artículo 14 delPacto.
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346. En 10 que se refería al artículo 17 del Pacto, se preguntó si la legislación
costarricense autorizaba la escucha de conversaciones telefónicas por la policía y,
si así fuera, bajo qué condiciones podía autorizarse esta medida. Se solicitó
información acerca de las disposiciones por las que se regían los registros de
domicilio por funcionarios de la policía.

347. En relación con los artículos 18 y 2 del Pacto, combinados, algunos miembros
del Comité preguntaron si la proclamación del catolicismo como religión oficial del
Estado por la Constitución no colocaba a los católicos en una posición privilegiada
con respecto a los fieles de otras religiones, contraviniendo así el espíritu y la
letra del párrafo 1 del artículo 18 y del párrafo 1 del artículo 2 del Pacto. Se
preguntó qué forma adoptaba la ayuda del Estado a la Iglesia y si el derecho a no
profesar ninguna religión estaba también garantizado por la ley y, en caso
afirmativo, qué juramento debía prestar un ateo al tomar posesión de un cargo
público, en vista del juramento constitucional que se citaba en el artículo 194 de
la Constitución. Observando que la Constitución garantizaba el libre ejercicio de
otros cultos que no se opusieran na la moral universal ni a las buenas costumbres",
un miembro del Comité expresó su preocupación por la posibilidad de utilizar
indebidamente un término tan vago, ya que la moral era subjetiva por naturaleza y
la moral universal no podía ser definida con precisión.

348. En relación con los artículos 19, 21 Y 22 del Pacto, se pidió que se
aclararan las disposiciones del Código Electoral relativas a la publicación de
propaganda política y a l~s restricciones al derecho de expresión, inclusive la
prohibición de participar en actividades políticas impuesta al clero. Observando
que los extranjeros tenían prohibido interferirse en los asu~tos políticos del
país, un miembro del Comité sefialó que esta prohibición podía interpretarse como
una restricción de los derechos reconocidos en los artículos 21 y 22 del Pacto y
que, aunque fuera necesario imponer a los extranjeros ciertas restricciones en
relación con muchas formas de actividad política, éstos deberían contar al menos
con el derecho a expresar su opinión en casos tales como el debate de una enmienda
a la ley sobre extranjeros, y a 'participar en actividades aindicales como medio de
proteger su situación económica y social personal en el país. Se pidió información
acerca del papel económico y político que desempeftaban los sindicatos de
trabajadores y las asociaciones de em~resarios y acerca del proyecto de ley sobre
derechos sindicales de los trabajadores de las plantaciones, al que parecían
oponerse los empresarios afectados.

349. En relación con el artículo 20 del Pacto, sa hizo notar que la ausencia en el
ordenamiento jurídico de Costa Rica de penas concretas por la violación de la
prohibición de toda propaganda en favor de la guerra, establecida en el Pacto,
hacía que éste fuera ineficaz a este respecto, con independencia de' que hubiera
quedado integrado en el sistema jurídico del país.

350. En relación con los artículos 23 y 24 del Pacto, se pidió información acerca
de las medidas adoptadas para proteger y brindar asistencia a las madres con varios
hijos, acerca de las normas y medidas apropiadas para asegurar la igualdad de
derechos y de responsabilidades de ambos esposos en cuanto al matrimonio, durante
el matrimonio y en caso de disolución del mismo, especialmente en lo que se refería
a los bienes, la patria potestad, los derechos hereditarios, el e~vorcio y los
alimentos, y acerca de la situación de los hijos náturales y adulterinos y sus
derechos hereditarios en relación con los de los hijos fruto del matrimonio.
Observando con satisfacción que la ley aseguraba a todos los costarricenses la
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igualdad de derechos entre los sexos en materia de transmisión de nacionalidad, unmiembro del Comité preguntó qué decía la ley acerca del hijo de padres apátridasnacido en Costa Rica.

351. En lo que se refería al artículo 25 del Pacto f se preguntó si lasdisposiciones de la Constitución por las que se disponía que el sufragio era unafunción cívica obligatoria, que, para ser diputado, un costarricense pornaturalización tenía que haber residido en el país por lo menos diez aftos, y quelos partidos políticos inscritos para las elecciones nacionales que no obtuvieranun 5% de los sufragios emitidos nO tendrían derecho a percibir una contribución delEstado por concepto de gastos hechos durante las eampr ~ no llevaban implícito unelemento discriminatorio en detrimento de los pa:rtidoe-_liticos nuevos.

352. En re13c: Sn con el artículo 27 del Pacto, se r~cabo ~nformación acerca de lasminorías nacionales existentes en Costa Rica, especialmente los indios, y sunúmero, así como si poseían o no una condición jurídica independiente. También sepidió información acerca de las medidas adoptadas para preservar su cultura eidioma y ~us tierras, ac~rca de las garantías para su representación, según seestipulaba en la Constitución, y acerca de las medidas aplicadas para asegurar suparticipación activa en los asuntos públ~cos. También se preguntó si lalegislación vigente protegía eficazmente las tierras de propiedad de indios yevitaba que esas tierras se transfirieran a otras personas. A ese respecto se hizoreferencia a la reserva de Chi.na Kika, que según se decía los indios habían per,di~ocompletamente, y a la presunta venta de tierras de la reserva Boroca por el ITOO(Instituto de Tierras y Colonización).

353. El representante del Estado parte se refirió a las preguntas que le habíanformulado los miembros del Comité, tal como aparecen resumidas en los párrafosprecedentes. Informó al Comité de que el Pacto había sido publicado en el DiarioOficial y difundido por radio en todo el país cuando fue examinado por la AsambleaLegislativa. El Pacto no se había traducido a ninguna lengua indígena, pero todoel mundo hablaba castellano en Costa Rica.

354. Respecto de-las observaciones formuladas en relación con el artículo 1 delPacto, el representante seftaló que Costa Rica había votado a favor de variasresoluciones aprobadas por las Naciones Unidas en 1979 sobre la situación enPalestina y el Oriente Medio, y que había ejercido sus derechos soberanos alestablecer relaciones diplomáticas con Israel. No obstante, ello no implicaba eldesconocimiento de los derechos de ningún pueblo a la libre determinación.

355. En relación con el artículo 2 del Pacto, el representante del Estado partehizo una comparación entre el texto del artículo 7 de la Constitución de CostaRica, tal como fue reformada en 1968, y los artículos pertinentes contenidos en lasconstituciones de algunos otros Estados, a fin de subrayar lo claro que era elhecho de que el Pacto tenía en su país preeminencia respecto del derecho interno.Indicó que su país promulgaba medidas legislativas complementarias para hacerefectivas las disposiciones del Pacto y prometió facilitar información concreta alrespecto más adelante. El representante no conocía ningún caso en que el Pactoprevaleciera en la práctica respecto del derechc, interno, ya qlJe ello !;:ólo eraposible en caso de conflicto entre ambas leyes, l~ cual, q~~ él supiera, ~ún nohabía ocurrido. También seTialó al Comité que el informe de su país se puhlicaría aprincipios de 1981 como parte del informe anual de la Asamblea Legislativa.
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356. En lo tocante al artículo 3 del Pacto, el representante subrayó que la
legislaoión de Costa Rica no había establecido ninguna diferencia entre los sexos
en ouanto al derecho a salario igual por trabajo igual, ni respecto del acceso a la
función pública, la ~samblea Legislativa o la educación; recalcó asimismo que
varias mujeres ocupaban cargos ministeriales y de embajadora, y que muchas de ellas
eran diputadas. En el futuro se proporcionaría al Comité datos estadísticos sobre
el pvtcentaje de mujeres que desempe~aban funciones en los poderes ejecutivos,
legislativo y judicial, así como sobre la proporción de mujeres que cursaban
estudios en las instituciones educacionales.
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3QQ. En relación con el articulo 13 de,l Pacto, el representante informó al Comité
de que l,os e.Ktx:anjer:os pooian ser expulsados del pais de conformidad con la ley.
Los extranjeros que residieran legalm.ente en el país tenían derecho a recurrir a
los tribunales contra cualquier orden de expulsión.

359. Qontestanelo- a una pregunta relacionada con el artículo 12 del Pacto, el
x:epresentante manifestó que las restricciones impuestas al derecho a salir de
Costa R.ica sólQ Se aplicaban, tanto a los costarricenses como a los extranjeros, si
tenían la obligación de prestación alimentaria o cuando se trataba de un caso de
libeJ.:t:.a.d <;Jondicional por orden de un tribunal.

357. En cuanto al articulo 8 del Pacto, el representante m~nifestó que la
disposición del Código Penal, que le daba a un reo la posibilidad de pagar la multa
que se le hubiera impuesto mediante el trabajo sin remuneración, entre otros
lugares en la empresa privada, tenía por finalidad ayudar a esa persona cuando no
pudiera pqgar dicha multa. No se trataba de que la empresa privada tuviera acceso
a mano de obra gratuita, ya que tenia que abonar el salario correspondiente como
pago parcial de la multa.

358. En relación con una pregunta que se le formuló respecto del artículo 9 del
Pacto~ el representante dijo que el ordenamiento jurídico definía las medidas de
segurida<:l aplicadas a ciertas categorias de personas q!le podian ser inteJ:nadas en
hospitales psiquiátricos o establecimientos de tratamiento especial o educativo,
así como en colonias agrícolas o estc:..blecimientos de trabajo en los cuales esas
peJ;'sonas estaban somet.idas a cierto grado de supervisión. Subrayó que nadie podía
ser detfmido sin que hubiera indicios de su participación en un delito, ni sin
mandato escrito de un juez o una autoridad encargada del orden público, excepto
cuando Se tratara de reo prófugo o delincuente in fraqanti, pero en tal caso el
detenido tenia que ser puesto a disposición del juez competente en un plazo máximo
dE; 24 hoJ;as.

36.1. En lo tocante al articulo 14. del Pacto, el representante indicó que la
Cons.titución y. la. J.egislacién en vigor preveían la elección de jueces, las
garantías requer ielas par.a su independencia y la responsabilidad penal y civil de
los. funcionarios I?úblicos que no llevaran a efecto, dentro del plazo prescrito, los
fallos judiciales dictados contra el Estado. La legislación de Costa Rica no prevé
la, a,YUgq Obligatoria de intérpretes en los juicios, pero los tribunales del país
ha.n est,a.blecido una práctica a ese respecto. Los detalles se da'rían a conocer al
COl,nit,é más adelante. Contestando a otra pregunta, el representante subrayó que los
jueces no tenían fa.cultades pc;l.ra imponer una pena mayor que la que ya Se hubiera.
decidid<;>, pero que podíaXl adopta.r m.edidas. de seguridad si consideraban que la pena
impuesta no hab-:í.a contribuido a la rehabilitación del reo. En cuanto a la cuestión
relacionada con las sentencias de las cuales, de conformidad con el Código de
Procedimientos Penales, no había apelación, el re-presentante manifestó que ello



estaba estatuido para no recargar demasiado a los tribunales, pero que se
transmitiría más información al respecto. Toda persona que fuera víctima de un
error judicial tenía derecho a ser indemnizada, a condición de que no fuera
responsable de tal error.

362. En cuanto al articulo 17, el representante dijo que la captación indebida de
conversaciones telefónicas y la violación de la correspondencia privada estaban
prohibidas por la ley, que preveía la imposición de penas por toda infracción de
ésta y todo abuso de autoridad al respecto.

363. En relación con el artículo 18 del Pacto, el representante seftaló que en
realidad no había separación entre el Estado y la Iglesia, pero que sólo una
persona seglar podía ser elegida Presidente de la República o Ministro. En cuanto
al juramento de toma de posesión de los funcionarios del Estado que no fueran
creyentes, el representante dijo que, evidentemente, ese caso no estaba previsto.
Respecto de la mención en el informe de las normas de moral universal reconocidas
por las naciones civilizadas, el representante seftaló de que, a causa de su
carácter vago, su interpretación en los planos nacional e internacional se solía
dejar al arbitrio de los tribunales. El Estado aportaba una contribución a la
Iglesia católica sin perjuicio de los der~chos reconocidos de otras confesiones,
cuyos adherentes podían practicar librem~nte su religión, a condición de que no
ofendieran la moral pública.

364. Contestando a las preguntas formuladas en relación con los artículos 19, 21
Y 22, el representante manifestó que la libertad de expresión estaba garantizada a
todos. Los extranjeros gozaban ~e la misma libertad, a condición de que no se
injirieran en los asuntos políticos del país. Los partidos políticos tenían el
derecho de realizar campaBas electorales, pero no se permitían las manifestaciones,
salvo durante los dos meses que precedían a las elecciones. A partir de la fecha
de convocación de elecciones, la radio, las estaciones de televisión y las
editoriales tenían que inscribirse en el registro del Tribunal Supremo de
Elecciones para poder reali~~r actividades de propaganda electoral. El
representante subrayó qu~ ~sta medida tenía por finalidad impedir la difusión de
información errónea jurante el período anterior a las elecciones. Sefialó que la
Constitución sólo prohibía a los extranjeros participar en la administración de
sindicatos, pero que eran libres de afiliarse a cualquier organización sindical, y
sostuvo que la legislación a este respecto era más liberal que las disposiciones
pertinentes del Pacto, que imponían ciertas restricciones al derecho de la libertad
de asociación. En cuanto a la cuestión del derecho de los trabajadores de las
plantaciones a la libertad de asociación, el representante indicó que sus derechos
estaban garantizados pero que se tropezaba con algunas dificultades prácticas
cuando algunos de ellos trataban de organizar sus reuniones en lugares que, con
arreglo a la Constitución, se consideraban bienes inviolables. En lo tocante alas
relaciones entre las organizaciones de empleadores y de empleados, e.l representante
invitó al COMité a que examinara los documentos pertinentes de la Organización
Internacional del Trabajo y sefialó que todas las asociaciones de empleadores y los
sindicatos se establecían exclusivamente con el fin de mejorar y proteger los
intereses económicos y sociales comunes de sus miembros.

365. En cuanto a la cuestión de la prohibición de la propaganda a favor de la
guerra con arreglo al artículo 20 del Pacto, el representante declaró que el
ordenamiento jurídico de Costa Rica no establecía tal prohibición, por la sencilla
razón de qUt: la guerra no era imaginable en su país. Sin embargo, todo aquel que,
mediante la comiBión de actos de hostilidad o la provocación de inminente peligro
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de una declaración de guerra contra la nación, expusiera a los habitantes del paísa represalias en sus personas o en sus bienes o alterase las relaciones amistosasdel Gobierno de Costa Rica con otros gobiernos sería reprimido con prisión de hastaseis anos.

366. Respecto de los artículos 23 y 24 del Pacto, el representante informó alComité de que su Gobierno proporcionaba ayuda y protección a las familias pobres,así como a las IDadres con muchos hijos. Subrayó que. en Costa Rica, los cónyugestenían iguales derechos y deberes durante el matrimonio y al disolverse éste. Losfallos judiciales no se veían influidos a este respecto por el sexo deldemandante. La legislación no establecía ninguna distinción p.ntre los cónyugesrespecto de la potestad paterna, los bienes, los alimentos ni la herencia. A loshijos nacidos en Costa Rica de apátridas se les consideraba ciudadanoscostarricenses, si eran inscritos durante su minoría de edad, o si declaraban sudeseo·de convertirse en ciudadanos antes de la edad de 25 afios. Los hijosnaturales tenían los mismos d~rechos sucesorios que sus hermanos y hermanaslegítimos, a condición de que se demostrara o reconociera su parentesco.

367. Contestando. a las preguntas relacionadas con el artículo 25 del Pacto, elrepresentante sostuvo que los Estados partes no tenían prohibido hacer obligatoriopor ley un derecho previsto en el Pacto y que la disposición d~ la Constitución deCosta Rica en el sentido de que el sufragio era una función civil oblígatoria noera incompatible con el PactoJ sef'ialó también que el derecho de voto no excluía laposibilidad de una abstención. En lo tocante a la cuestión de la contribución delEstado a los partidos políticos registrados para las elecciones nacionales, elrepresentante indicó que esa norma tenía por finalidad proteger la institucionesdemocráticas contra la corrupción derivada de la proliferación de pequef'ios partidospolíticos.

368. Contestando a las preguntas formuladas en relación con el artículo 27 delPacto, el represent3nte hizo una resefia de las minorías étnicas de su país y sef'ialóque estaba garantizado su derecho a la educación y que, en las regiones en que esasminorías constituían un elevado porcentaje de la población, la ensef'ianza se daba encastellano y en la lengua de la minoría involucrada. Costa Rica no aplicabaninguna política especial de asimilación de las minorías. Se habían promulgadodiversas medidas legislativas y reglamentos para proteger los bienes de lapoblación indígena. La participación de las minorías en los asuntos públicosestaba garantizada en la misma forma que la de otros costarricenses. En Costa Ricano había minorías religiosas en el sentido del artículo 27, aunque la mayoría de lapoblación profe~aba la fe católica.

369. Por último, el representante del Estado parte sef'ialó la buena disposición desu Gobierno a proporcionar más información y a contestar las preguntas que él nohabía podido abordar. en sus observaciones sobre las cuestiones planteadas por losmiembros del Comité.
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C. Cuestión de los informes y comentarios generales del Comité

,a 370. En sus sesiones 231a. y 232a. (CCPR/C/SR.231 y 232), el Comité seftaló losdebates que había celebrado acerca de su método de trabajo para considerar losinformes de los Estados partes que había examinado hasta la fecha !/. El Comitéestimaba que, como había examinado en forma inicial un número suficiente deinformes de los Estados partes ya era hora de estudiar más a fondo, en primerlugar, la índole exacta de sus funciones en virtud del párrafo 4 del artículo 40del Pacto, que establecía que el Comité estudiara los informes p~esentados por losEstados partes en el Pacto y transmitiera esos informes y los comentarios generalesque estimara oportunos a los Estados partes y, en segundo lugar, la mejor manera dedesempeftar esas funciones.

371. Los miembros estimaban que el método de trabajo adoptado como medida inicialpara el examen de los informes de los Estados partes (es decir, la presentación deinformes por éstos de conformidad con las directrices elaboradas por el Comité, laformulación de preguntas a los representantes de los Estados involucrados y lasrespuestas de esos 'representantes) había permitido establecer un diálogo construc­tivo con los Estados partes y ayudar a éstos en sus esfuerzos para promover ygarantizar el goce de los derechos humanos. Aunque hasta la fecha la principalfinalidad del examen inicial de los informes de los Estados había sido reunirsuficiente información para que el Comité pudiera estudiarlos, los miembros delcomité habían aprovechado las valiosas oportunidades que ofrecía ese proceso paraformular observaciones y comentarios, cuando procedía, acerca de la no aplicación,o aplicación insuficiente, y para sugerir posibles medidas a este respecto. Dehecho, los Estados partes habían indicado que las preguntas y observaciones de losdistintos miembros habían servido de gran ayuda a sus Gobiernos.

372. Muchos miembros consideraban que podía mejorarse incluso la etapa inicial delexamen de los informes de los Estados partes a la luz de la experiencia adquirida,especialmente en el caso de los Estados que habían facilitado por escritoinformación adicional a partir de la cual se había realizado una segunda serie deexámenes. Varios miembros consideraban que, para adoptar un criterio mássistemático y ganar tiempo, la Secretaría podría preparar un documento analítico enel que se indicaran, sin que ello entraftara ningún juicio de valor, ,todas laspreguntas que hubieran sido contestadas y aquéllas en relación con las cuales aúnse esperaba información, o bien el Comité podría reunirse, antes de reanudar elexamen de los informes de los Estados partes involucrados, para determinar lascuestiones o asuntos acerca de los cuales se requería más información~ tambiénpodría crearse a estos efectos un grupo de trabajo. En el case de los Estadoscuyos informes iniciales habían sido examinados y que no habían facilitado másinformación por escrito en respuesta a las preguntas formuladas, podría recurrirse,por ejemplo, a las disposciones del apartado b) del párrafo 1 del artículo 40 delPacto, que autorizaban al Comité a pedir un nuevo informe, o a las del párrafo 2del artículo 70 del reglamento provisional, que facultaban al Comité a solicitarinformación adicional.

!I CCPR/C/SR.48,.49, 50, 55, 73, 2l9/Ad~.1 Y Documentos Oficiales de laAsamblea Gener.al, trigésimo cuarto período de sesiones, Suplemento No. 40(A/34/40), párrs. 15 a'20.
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373. Muchos'miembros opinaban que, pese a lo valioso y eficaz que había sido el
examen inicial de los informes de los Estados, y a las posibilidades que ello había
brindado a los distintos miembros del Comité para reunir información mediante
preguntas, formular observaciones y etudiar los informes de los Estados partes,
colectivamente el Comité aún no había "estudiado" los informes presentados por
dichos Estados.' Como los Estados partes, al presentar sus informes en virtud de
los párrafos 1 y 2 del artículo 40 del Pacto, y el Secretario General, al
transmitir tales informes de conformidad con el párrafo 3 del mismo artículo,
habían cumplido sus obligaciones, correspondía al Comité cumplir las que le
incumbían con arreglo al pár~afo 4 de dicho artículo, que establecía que "el Comité
estudiará los informes" y "transmitirá sus informes, y los comentarios generales
que estime oportuno, a los Estados partes ll

• Por consiguiente, el Comité como tal
órgano y como ente distintc de los miembros que lo componían, debía proseguir y
terminar su labor en relación con los informes de los Estados partes que había
examinado. Sin embarS0, las opiniones diferían en cuanto al resultado final de
ello y a la forma en que el Comité debería ac~uar al respecto; también diferían
respecto de si el Comité debía elaborar sus informes a raíz de un estudio de los
informes presentados por los Estados partes; de si debía formular comentarios
generales, y en qué forma y respecte de qué asuntos, y, finalmente, de si los
informes y comentarios deberían hacerse a los Estados partes individualmente o a
todos ellos en conjunto.

374. Los miembros estuvieron en general de acuerdo en que la índole de las
funciones del Comité diferían según se derivaran del artículo 40, relativo a la
presentación y el examen de los informes, del 41, relativo al examen de las
comunicaciones de un Estado parte contra otro, o del Protocolo Facultativo del
Pacto, relativo a las comunicaciones de las personas contra un Estado parte. Se
sefialó que, con arreglo al Protocolo Facultativo, las funciones del Comité tenían
carácter investigativo, y, con arreglo al artículo 41 del Pacto, eran de carácter
conciliatorio, mientras que, de conformidad co~ el artículo 40 del mismo, ~l Comité
tenía el deber de estudiar los' informes presentados por los Estados partes. Se
señaló también que, en relación con el artículo 41 del Pacto y las disposiciones
del Protocolo Facultativo, el fondo del procedimiento lo prescribían esos
instrumentos, en tanto que, en relación con el artículo 40, el Comité tenía que
establecer su propio reglamento (CCPR/C/3/Rev.l, artículos 66 a 71) en el ejercicio
de las facultades que le c:onfería el párrafo 2 del artículo 39 del. Pacto.

375. Durante el debate se pusieron de manifiesto dos corrientes principales de
opinión. Una de ellas, apoyada por la mayoría de los miembros, era favorable al
criterio de que las funciones del Comité con arreglo al artículo 40 del Pacto se
consideraran en el contexto de las propias finalidades del instrumento en su
totalidad, y no en el de las diferencias terminológicas dentro del marco de
determinadas disposiciones del mismo. Las finalidades del Pacto eran promover y
garantizar la observancia de los derechos civiles y políticos reconocidos en él.
El carácter de la constitución del Comité de conformidad con el artículo' 28 del
Pacto, los atributos que éste exigía a los miembros del Comité y el hecho de que
éstos actuaran a título personal tenían gran significación; como, por un lado, los
Estados partes se habían comprometido en virtud del Pacto a presentar informes
sobre las medidas que adoptaran para llevar a efecto los derechos reconocidos en
él, sobre los progresos logrados en el disfrute de esos derechos y sobre los
factores y dificultades, en su caso, que afectaran la aplicación del Pacto, y, como
por otro, éste imponía al Comité el deber de estudiar esos informes, tal estudio
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debía tener inevitablemente algún objetivo; y era a la luz de ese objetivo; que sehabía aprobado el párrafo 3 del artículo 70 1/ del reglamento provisional.

376. Según ese sector de opinión, las funciones del comité en virtud delartículo 40 podían dividirse en tres partes concretas, que se mencionabanexplícitamente en el párrafo 4 de esa disposición, a saber: en primer lugar, elestudio propiamente dicho: en segundo lugar, la presentación de informes por elComité como consecuencia del estudio, y, en tercer lugar, la aprobación por elComité de lps comentarios generales; esta última función tenía carácterfacultativo, sn tanto que las dos primeras eran obligatorias.

377. En lo tocante al desempeño de la primera parte de las funciones del Comité- el estudio de los informes de los Estados partes por el Comité corno tal órgano ­los miembros reconocieron que se plantearían varias dificultades prácticas. Enprimer lugar, el Comité celebraba anualmente dos períodos ordinarios de sesiones deuna duración de tres semanas cada uno, que solían ir precedidos por una reunión deuna semana de un grupo de trabajo sobre las comunicaciones. A partir del segundoafio de su creación, el cornjté había tenido que celebrar cada afio otro período desesiones. Se reconoció que un estudio en debida forma de los informes de losEstados partes que permitiera al Comité aprobar sus propios informes - que podríanincluir comentarios generales - tal vez exi~iese la celebración de más períodos desesiones,y quizá los miembros no pudier.an asistir a ellos a causa de sus restantesobligaciones. Se indicó que una solución podría ser el establecimiento de vario~grupos de trabajo, cada uno de los cuales se encargaría de examinar los informes deun cierto número de Estados partes, junto con todo el material que se reuniera comoconsecuencia de las respuestas orales o por escrito que se recibiesen.

378. La finalidad del estudio sería determinar si'el Estado parte de que setratase había facilitado la información oportuna y, sobre esa base, si habíaaplicado o estaba aplicando el Pacto tal como se había comprometido a hacerlo.Según esta corriente de opinión f el estudio debería conducir a la aprobación por elComité de informes separados sobre el presentado por cada uno de lo~ Estadospartes. Sin embargo, estas actividades no se realizarían de manera q'.le convir­tieran al procedimiento de presentación de informes en algo contencioso oinquisitorio, sino en forma que permitiera proporcionar una valiosa asistencia alEstado parte involucrado para que aplicara mejor las disposiciones del Pacto. Losinformes que aprobara el Comité como consecuencia del estudio del informe de cadaEstado no deberían considerarse idénticos al informe anual que el Comité tenía quetransmitir a la Asamblea General de conformidad con el artículo 45, del Pacto y quese refería a todas las actividades de este órano, aunque podrían adjuntarse almismo. Cuando no pudiera llegarse a un consenso, los citados informes sobre losque presentaran los Estados serían lo suficientemente flexibles para que pudieranexpresarse en ellos determinadas opiniones de los miembros. Estos informes setransmitirían por separado a r.:ada Estado parte interesado y éste tendría derecho aformular al Comité, de conformidad con el párrafo 5 del artículo 40, observacionessobre cualesquiera comentarios que formulara ese órgano en su informe.

11 "Si, sobre la base de su examen de los informes y de los datospresentados por el Estado parte, el Comité determina que dicho Estado ha cumplidoalgunas de las obligaciones que le impone el Pacto, podrá formular, con arreglo alo dispuesto en el párrafo. 4 del artículo 40 del Pacto, todos los comentariosgenerales que considere adecuados."
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379. En lo tocante a los comentarios generales, éstos se aprobarían como
consecuencia de un estudio global de los informes de los Estados partes en el que
se podrían poner de relieve los asuntos de interés común para los Estados partes
como, por ejemplo, posibles enmiendas al Pacto, los aspectos generales de las
obligaciones de los Estados en lo tocante a la presentación de informes, la
extensión y contenido de los informes, la índole del material adicional, los
problemas de aplicación en 105 sistemas federales, la condición del Pacto en el

• derecho ir.terno de los Estados pactes, la naturaleza y el alcance de los derechos
enunciados en el Pacto y los métodos de aplicación.

380. Según un segundo sector de opinión, el estudio que el Comité tenía que
realizar con arreglo al párrafo 4 del artículo 40 se limitaba al intercambio de
información, la promoción de cooperación entre los Estados, el mantenimiento de un
diál~o constante y la ayuda a los Estados para que superasen las dificultades con
que tropezaran; t&TIbién se sostenía que el estudio no tenía el carácter de una
evaluación. Cualquier interpretación o práctica a ese respecto iría más allá de lo
estipulado en el Pacto. No podía justificarse invocando el párrafo "3 del
artículo 70 del reglamento provisional, dado que dicho reglamento no podía
utilizarse para dar al Comité un mandato que. no le hubiera encomendado el Pacto.
Según esta corriente de opinión, los informes que el Comité tenía que transmitir de
conformidad con ese párrafo eran en realidad los informes anuales que debía
presentar a la Asamblea General de las Naciones Unidas por conducto del Consejo
Económico y Social con arreglo al artículo 45 del Pacto. En caso contrario, en el
Pacto se había especificado el contenído de los informes y sus destinatarios, como
se hacía en los artículos 41 y 42. Además, los comentarios generales que el órgano
estaba autorizado a formular en virtud de ese párrafo no tenían el carácter. de
recomendaciones y sugerencias, sino que debían ser de índole general y referirse a
asuntos de interés para todos los Estados partes y podían ir dirigidos solamente a
todos los Estados partes en forma colectiva.

381. Los partidarios de esta opinión argüían que la principal función del Comité
con arreglo al artículo 40 del Pacto era ayudar a los Estados partes a promover los
derechos humanos~ y no a pronunciarse acerca de si eso~ Estados cumplían o no su
compromiso con arreglo al Pacto, y que el Comité no tenía facultades en virtud de
éste para injerirse de esa manera en los asuntos internos de los Estados partes.
Esos miembros opinaban también que se ofrecían al Comité amplias ~ constructivas
posibilidades para influi~ en la promoción y la protección de los derechos humanos
en los Estados partes a través del actual método de examen de sus informes, en
relación con el cual ya se había logrado la cooperación voluntaria de los mismos,
aunque tal vp.z hubiera cabida para la formulación de comentarios generales sobre
los asuntos de importancia general relacionados con la aplicación del Pacto o de
los derechos concretos proclamados en él. Esos comentarios podrían incluir
sugerencias para la realización de estudios acerca de determinados temas de
derechos humanos derivados del contenido de los informes de los Estados partes.

382. El intercambie de opiniones ha puesto claramente de manifiesto que existe una
convergencia de opiniones acerca de la necesidad de que, como mínimo, el Comité
formule comentarios de carácter general. No obstante, queda aún por determinar
cuál ha de ser la índole de esos comentarios de carácter general, aunque ambos
sectores de opinión han formulado varias sugerencias útiles en relación con
posibles temas. Dada la importancia de la cuestión de la índole y la finalidad del
estudio de los informes de los Estados partes, los miembros del Comité han
considerado que sería conveniente estudiarla más a fondo a la luz de todas·las
opiniones formuladas y la experiencia adquirida hasta la fecha, antes de decidir
acerca de los trabajos ulteriores sobre los informes ya examinados por el Comité.
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383. Sin embargo, todos los miembros deseaban que, ya que se había manifestado unaconvergencia de opiniones sobre la conveniencia de hacer comentarios de caráctergeneral sobre la base de la experiencia reunida hasta la fecha en el examen de losinformes de los Estados partes, se procediera cuanto antes a elaborar esos'comentarios de carácter general hasta que se tomara - si se tomaba - una decisiónsobre la labor futura con arreglo al artículo 40 del Pacto. Por lo tanto, elComité convino en que se crear.a un pequeBo grupo de trabajo para, formular loscomentarios de carácter general que tuvieran posibilidades de recibir el mejorapoyo del Comité, y para considerar, a la luz de las opiniones expresadas, quélabor adicional debía enprender el Comité para dar cumplimiento a sus obligacionescon arreglo al artículo 40 del Pacto. Los miembros designados para integrar elgrupo de trabajo fueron el Sr. Graefrath, el Sr. Lallah y el Sr. Opsahl. El Grupode trabajo se reunirá una vez antes del 11' período de sesiones y, de sernecesario, trabajará durante el período de sesiones.

IV. EXAMEN DE rAS COMUNICACIONES EN VIRTUD DEL PROTOCOLO FACULTATIVO

384. En virtud del Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de DerechosCiviles y Políticos, los individuos que aleguen ser víctimas de violaciones decualquiera de los derechos enunciados en el Pacto y que hayan agotado todos losrecursos internos disponibles en sus países pueden presentar comunicaciones porescrito al Comité para ser examinadas por éste. A la fecha de la aprobación delpresente informe sobre los períodos de sesiones octavo, noveno y décimo del Comité,23 de los 63 Estados que se habían adherido al Pacto o lo habían ratificado habíanaceptado la competencia del Comité para entender en quejas de individuos ratifi­cando el Protocolo Facultativo o adhiriéndose a él. Dichos Estados eran lossiguientes: Barbados, Canadá, Colombia, Costa Rica, Dinamarca, Ecuador, Finlandia,Islandia, Italia, Jamaica, Madagascar, Mauricio, Nicaragua, Noruega, los PaísesBajos, Panamá, la República Dominicana, el Senegal, Suecia, Suriname, el Uruguay,Venezuela y Zaire. El Comité no puede recibir ninguna comunicación que concierna aun Estado parte en el Pacto que no sea también parte en el Protocolo Facultativo.

385. El examen me las comunicaciones presentadas en virtud del ProtocoloFacultativo por o en nombre de individuos que alegan ser víctimas de violaciones dederechos enunciados en el Pacto se inició en el segundo período de sesiones delComité, celebrado en 1977. Desde entonces se han recibido para su examen 72comunicaciones.

386. En su octavo período de sesiones (celebrado del 15 al 26 de octubre de 1979),el Comité tuvo a la vista 11 comunicaciones cuyo examen'debían reanudar y5 comunicaciones que se le presentaban por primera vez. En su noveno período desesiones (celebrado del 17 de marzo al 4 de abril de 1980), el Comité tuvo a lavista 28 comunicaciones cuyo examen debía reanudar y 6 comunicaciones que se lepresentaban por primera vez. En su décimo período de sesiones (celebrado del 14de julio al l' de agosto de 1980), el Comité tuvo a la vista 28 comunicaciones cuyoexamen debía reanudar y 8 comunicaciones que se le presentaban por primera vez.
387. Los grupos de trabajo del Comité, establecidos de conformidad con elartículo 89 del reglamento provisional de éste, para que presentaran recomen­daciones al Comité sobre la satisfacción de las condiciones de admisibilidad delas comuñicaciones establecidas en los artículo 1, 2 y 3 y en el párrafo 2 delartículo 5 del Protocolo'Facultativo, se reunieron durante una semana inmediatamente
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antes de cada período de sesiones del Comité. A fin de completar su labor, los
grupos de trabajo siguieron reuniéndose durante cada período de sesiones del Comité.

388. Conforme al artículo 91 del reglamento provisional, los grupos de trabajo
establecidos conforme al artículo 89 pueden pedir al Estado parte interesado o al
autor de una comunicación que presente por escrito más información u observaciones
pertinentes a la cuestión de la admisibilidad. Además, se ha asignado a estos
grupos de trabajo, conforme al párrao 1 del artículo 94 del reglamento, la tarea de
examinar el fondo de las comunicaciones, con miras a ayudar al comité a formular su
opinión definitiva de conformidad con el párrafo 4 del artículo 5 del Protocolo
Facultativo. Con respecto a ciertas comunicaciones, el comité también ha asignado
esta tarea a miembros determinados del Comité quienes actúan con tal fin como
relatores especiales.

389.. En su labor en relación con el Protocolo Facultativo en sus períodos de
sesiones octavo, noveno y décimo, el comité tuvo a la vista los siguientes
documentos básicos: a) listas de comunicaciones con resúmenes breves de su
contenido, preparadas conforme al artículo 79 del reglamento provisional del
Comité; b) resúmenes analíticos que contenían una descripción detallada del
contenido de las comunicaciones, así como de toda información, observación,
comentario; explicación o declaración presentada por las partes conforme al
reglamento provisional del Comité o conforme al párrafo 2 del artículo 4- del
Protocolo Facultativo; c) recomendaciones de los grupos de trabajo del Comité y,
en un caso, de un miembro del Comité, en calidad de relator especial. Además, el
Comité tuvo acceso al tex.to original de todos los documentos presentados por los
Estados partes y por los autores de las comunicaciones. Todos estos d~umentos son
confidenciales y se facilitan sólo a los miembros del Comité.

390. La labor del Comité relativa al Protocolo Facultativo se divide en dos etapas
principales: a) el ex..amen de las comunicaciones para determinar si son admisibles
conforme al Protocolo Facultativo (el Comité, en ese momento, también puede decidir
poner fin al examen de una comunicación sin adoptar una decisión sobres su
admisibilidad); y b) el examen de las comunicaciones con miras a formular la
opinión del Comité acerca de la sustancia del caso. Conforme al párrafo 3 del
artículo 5 del Protocolo Facultativo, la labor del Comité en relac'ión con el
Protocolo se desarrolla a puerta cerrada.

Cuestiones relativas a la admisibilidad
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391. Como en anos anteriores, el examen por el Comité de las cuestiones relativas
a la admisibilidad de las comunicaciones se refirió principalmente a los siguientes
puntos: primero, la posición del autor de la comunicación cuando éste no dice ser ¡

él mismo víctima de una violación sino actuar en nombre de una presunta víctima y,j
en particular, 19.s circunstancias en que un autor puede. afirmar tener justificaciórJ
para actuar en nombre de una presunta víctima, incluso sin el conocimiento o
consentimiento previo de ésta; segundo, las cuestiones que resultan del hecho de
que el Pacto y e1. Protocolo Facultativo empezaron a ser obligatorios para los
Estados partes inte.resados a partir de cierta fecha; tercero la disposició~ del
inciso a) del p~rrafo 2 del artículo 5 del Protocolo Facultativo, que impide al
COIl\Íté e.xQminar una comunicación si el mismo se está examinando conforme a otros
procedimientos de eXamen o arreglo internacional; y, cuarto, la disposición "'el
inciso b) de]. p4rrafo 2 del artículo 5 del Protocolo Facultativo que impide al
Comité examinar una comunicación si no se han agotado los recursos de la jurisdic- ;¡
ción interna en relación con las presuntas violaciones objeto de la queja; véase el (~

.~
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artículo 2 del Protocolo Facultativo. Además, los criterios de admisibilidadenunciados en el artículo 3 del Protocolo Facultativo (que establecen que lacomunicación será declarada inadmisible si es anónima, si constituye un abuso delderecho de presentar comunicaciones, o si se considera incompatible con lasdisposiciones del Pacto) también han sido pertinentes al examen de variascanunicac iones.

392. Las decisiones del Comité en sus períodos de sesiones octavo, noveno y décimosiguieron reflejando el mismo método de tratar las cuestiones establecido en afiosanteriores. Este método puede resumirse así:

La situación del autor

393. El artículo 1 del Protocolo Facultativo establece que el Comité puede recibircomunicaciones de individuos que aleguen ser víctimas de una violación decualesquiera de los derechos denunciados en el Pacto. A juicio del Comité, esto nosignifica que el individuo deba firmar él mismo la comunicación. Puede actuartambién por intermedio de un representante debidamente designado y, puede haberotros casos ~n que el autor de la comunicación pueda ser reconocido como autorizadopara actuar en nombre de la víctima presunta. Por estas razones, en el inciso b}del párrafo 1 del artículo 90 del reglamento provisional del Comité se dispone quenormalmente la comunicación deberá ser presentada por la misma víctima p~esu~ta opor su representante (por ejemplo, el abogado de la supuesta víctima); pero elComité también puede convenir en examinar una comunicación presentada en nombre deuna víctima presunta si ésta parece estar imposibilitada de presentar por sí mismola comunicción. El Comité considera que una relación familia:.: estrecha es unvínculo suficiente para justificar que el autor actúe en nombre de una supuestavíctima. Por otra parte, el Comité ha declinado examinar comunicaciones cuyosautores no han logrado demostrar la existencia de vínculo alguno entre ellos y laspresuntas víctimas.

Consideraciones resultantes del hecho de que el Pacto y el ProtocoloFacultativo pasaran a ser oblig~torios para los Estados partes apartir de determinada fecha

394. El Comité ha declarado que las comunicaciones son inadmisibles si los hechosa que se refiere la queja ocurrieron con anterioridad a la entrada en vigor delPacto y del Protocolo Facultativo con respecto a los Estados partes interesados.Sin embargo, puede tornarse en consideración una referencia a tales hechos si elautor afirma qw: las supuestas violaciones han continuado después de la fecha deentrada en vigo~ del Pacto y del Protocolo Facultativo con respecto al Estado parteinteresado, o que después de esa fecha han tenido efectos que por sí mismosconstituyen una violación. Los hechos ocurridos con anterioridad a la fechacrítica pueden cierta~ente constituir un elemento esencial de la queja resultantede presuntas violacione~ que se hayan producido después de esa fecha.

Aplicación del inciso a} del párrafo 2 del artículo 5 del
Protocolo FacultatiV'o

395. El inciso a} del párrafo 2 del artículo 5 del Protocolo Facultativo disponeque el Comité no examinará ninguna comunicación de un individuo a menos que se hayacerciorado de que "el mismo asunto no ha sido sometido ya a otro procedimiento de
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examen o arreglo internacionales" -ª../. El Comité ha reconocido a ese respecto que
los casos considerados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en virtud
de los instrumentos que rigen sus funciones estaban sometidos ya a otro procedi­
miento de examen o drreglo internacional en el sentido del inciso a) del párrafo 2
del artículo 5 del Frotocolo Facultativo. Por otra parte el Comité ha determinado
que el procedimiento establecido por la resolución 1503 (XLVIII) del Con.sejo
Económico y Social no constituye un procedimiento de examen o arreg.lo interna­
cionales en el sentido del inciso a) del párrafo 2 del articulo 5 del Protocolo
Facultativo: ya que se refiere al exa'llen de situaciones que parezcan revelar un
cuadro persistente de violaciones manifiestas de los derechos humanos, y una
situación no es "el mismo asunto" que una queja de un individuo. El Comité ha
determinado también que el inciso a) del párrafo 2 del artículo 5 del Protocolo
sólo puede referirse a procedimientos "?licados por organizaciones interguber­
namentales o interestataJ:es sobre la base de acuerdos o arreglos concertados entre
tales organizaciones o entre Estados. En consecuencia, los procedimientos estable-·
cidos por organizaciones no gubernamentales como, por ejemplo, el procedimiento del
Consejo Interparlamentario de la Unión Interparlamentaria, no pueden impedir que el
Comité eXamine las comunicaciones que se le presentan de conformidad con el
Protocolo Facultativo.

396. En cuanto a la aplicación del inciso a) del p3rrafo 2 del artículo 5 del
Protocolo Facultativo, el Comité ha concluido que la apertura posterior de un caso
presentado por un tercero no relacionado conforme a otro procedimiento de examen o
arreglo internacional no impide al Comité examina:c lma comunicación presentada
conforme al Protocolo Facultativo por la presunta vistima o su representante
jurídico. El Comité ha determinado, además, que no le está vedado examinar una
comunicación, aun cuando el mismo asunto haya sid-j sOffie:-;:ido ya a otro procedimiento
de examen o arreglo internacional, si el asunto ha sidc '::et~rado o ha dejado de
examinarse conforme a dicho procedimiento en el mOTIlE.TLto en que el Comité llega a
una decisión sobre la admisibilidad de la comunicac:.ón que se le ha presentado.

La aplicación del inciso b} del párrafo 2 del artículo 5 del
Protocolo Facultativo

397. En e:L inciso b} del párrafo 2 del artículo 5 del Protocolo Facultativo se
dispone que el Comité no examinará ninguna comunicación de un individuo a menos que
se haya cercio:cado de que se han agotado todos los !:ecur.sOS de la. jurisdicción
interna. El Comité estima que esta disposición debe interpretarse y aplicarse de

~/ En el curso del examen de las comunicaciones, el Comité descubrió una
dis~repancia en las versiones del texto del inciso a} del párrafo 2 del artículo 5
del Protocolo Facultativo. Los textos chino! francés, inglés y ruso del artículo
disponen que el Comité no pe 'rá examinar ninguna comunicación de un infividuo a
menos que se haya cerciorado de que el mismo asunto no se está examinando (is not
~)eing examined) en virtud de otro procedimiento de examen o arreglo internacional,
en tanto que en el texto espaI101 del artículo se emplean los términos "no ha sido
'-;Ol1let ido. la". El Comité ha averiguado que eSa discrepancia obedece a inadvertencia
editorial en la preparación de la versión final del texto español del Protocolo
l¡'<.l,~ultativo. En consecuencia, el Comité ha decidido basar su labor con respecto al
inciGo a) deJ párrafo 2 del artículo 5 del Protocolo Facultativo en las versiones
china, ft'allcN,¿¡, inglesa y rusa.
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conformidad con los principios generalmente aceptados del derecho internacional
respecto ~el agotami~nto de los recursos de la jurisdicción interna según se
aplican en la esf~ra de l~s derechos humanos. Si el Estado Parte interesado
impugna la af~~mación del autor de la comunicación de que ha agotado todos los
recursos de la juris~icci6n ínterna, el Estado Parte debe dar detalles de los
recursos efectivos de que dispone la presunta víctima en las circunstancias
particulares de su caso. En ese sentido, el Comité ha juzgado que no es suficiente
una descripción general de los derechos de que disponen las personas procesadas ~on

arreglo a la ley y una descripción general de los recursos de la jurisdicción
interna destinados a proteger y salvaguardar esos derechos.

Examen del fondo de las comunicaciones

398. La segunda etapa princip,al de la labor del Comité en relación con el
:;;'::otocolo Facultativo cODsiste en el ~§\e~ oel fondo de las alegaciones de que los
he:chos objeto de la queJe. constituyen violaciones f'Or los Estados partes
interesados de los derechos protegidos por el Pacto.

3S9. Una vez que una comunicación ha sido declarada admisible, el Estado parte
interesado tiene la obligación, conforme al párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo
Facultativo, de presentar al Comité por escrito y en un plazo de seis meses
explicaciones o declaraciones en que se aclare el asunto y se senalen las medidas
que eventualmente haya adoptado al respecto. Conforme al párrafo 3 del articulo 93
del reglamento provisional del comité el escrito presentado por el Estado parte
conforme al párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo se transmite al
autor de la comunicación, quien puede t dentro del plazo que haya establecido el
Comité, presentar por escrito información u observaciones adicionales. Conforme al
párrafo 1 del artículo 5 del Protocolo Facultativo, el Comité debe luego examinar
la comunicación teniendo en cuenta toda la información escrita proporcionada por
ambas partes. La opinión definitiva del Co@ité se transmite a las partes de
conformidad con el párrafo 4 del artículo S del Protocolo Facultativo.

400. El Comité adoptó por primera vez una opinión definitiva con arleglo al
Protocolo Facultativo en su séptimo período de sesiones celebrado en 1979. La
opinión, relativa a una comunicación concerniente al Uruguay (comunicación
No. R.l/S), se anex6 al último informe anual del Comité 9/. En sus periodos de
sesiones, octavo, noveno y décimo, el Comité reanudó el examen de varias comunica­
ciones, con respecto a las cuales habían vencido los plazos establecidos en virtud
del párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo y del párrafo 3 del
artículo 93 del reglamento provisional del Comité.

401. En su octavo período de sesiones, el Comité terminó el examen de una
comunicación (No. R.2/9), relativa al Uruguay, adoptando su opinión definitiva. A
juicio del Comité, esa comunicación revelaba una violación de las disposiciones del
Pacto por el Estado parte. En una opinión individual presentada por un miembro del
Comité conforme al párrafo 3 del artículo 94 del reglamento provisional del Comité,
y apoyada por varios otros miembros del Comité, se concluía que había habido otras
violaciones del Pacto. El texto de la opinión del Comité y el de la opinión
individual se reproduce en el anexo V al presente informe.

V Document.os Oficiales de la Asamblea General, trigésimo cuarto período de
sesiones, SUJ2~elllen~o No. 40 (A/34/40), anexo VII.
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402. En su noveno período de sesiones, el Comité terminó el examen de una
comunicación (No. R.2/S) 10/, relativa al Uruguay, adoptando su opinión
definitiva. A juicio del-Comité la comunicación revelaba varias violaciones de las
disposiciones del Pacto por el Estado parte. El texto de la opinión del Comité se
reproduce en el anexo VI al presente informe.

403. Con respecto a otra comunicación (No. R.7/31) relativa al Uruguay, que el
Comité tuvo a la vista en su noveno período de sesiones, el Comité decidió poner
fin a su examen, tras tomar nota con satisfacción de que el Estado parte había
tomado medidas adecuadas para remediar el asunto objeto de la queja. El texto de
la decisión del Comité de poner fin al examen de la comunicación se re~roduce en el
anexo VII al presente informe.

404. En su décimo período de sesiones, el Comité adoptó su op1n10n definitiva con
respecto a tres comunicaciones relativas al Uruguay (comunicación No. R.l/4, R.l/6
Y R.2/11). A juicio del Comité, las tres comunicaciones revelaban violaciones de
diversas disposiciones del Pacto por el Estado' parte. Un miembro del Comité
presentó una opinión individual respecto de la comunicación No. R.2/1l. El texto
de la opinión del Comité sobre dichas comunicaciones, incluida la opinión
individual sobre la comunicación No. R.2/11, se reproduce en los anexos VIII, IX
Y X al presente informe respectivamente.

Situación de las comunicaciones presentadas al Comité de
Derechos Humanos conforme al protocolo Facultativo

405. Desde qu~ ~l Comité de Derechos Humanos empezó a examinar comunicaciones en
su segundo períoau de sesiones, celebrado en 1977, se le han presentado 72'
comunicaciones conforme al Protocolo Facultativo. Estas comunicaciones se refieren
al Canadá (17), a Colombia (4), a Dinamarca (4), a Finlandia (3), a Islandia (1), a
Italia (1), a Madagascar (1), a Mauricio (1), a Noruega (2), a Suecia (1), al
Uruguay (36) ya Zaire (1).

406. De las 72, comunicaciones que se han pres~ntado hasta ahora al Comité, 33 ya
no son objeto de examen. Su examen se ha ter~, . lado de la siguiente manera:

el examen de ocho comunicaciones ha sido declarajo susp~ndido o
abandonado;

17 comunicaciones (presentadas inicialmente al Comité como 18
comunicaciones) han sido declaradas inadmisibles;

el examen de seis comunicaciones' (presentadas inicialmente al Comité como
siete comunicaciones) se ha terminado mediante la adopción de una opinión
conforme al párrafo 4 del artículo 5 del Protocolo Facultativo;

------
10/ Otra comunicación relativa al mismo asunto se había presentado inicial­

mente al comité como comunicación No. R.ll/48. En el séptimo período de sesiones
del Comité, la comunicación No. R.ll/48 fue fundida con la comunicación N~. R.2/S y
considera p~rte de ésta.

-94-

j
i

1
'1

j
j
1

ji
H

1
".1

1)

[1

r
'.,J·

'J

.1.¡

407. La
está pen

40S. Por
examen de
estableci
párrafo 3
estos cas
declaraci
los autor
adicional

409. En
próximo p
las 27 co
Facultati

410. En s
recordó la
cooperació
en los pár
trigésimo

411. El r
invitación
ción exist
parte, y e
organismos
convenios
interesado
acerca de
previsto p
a los conv
observacio
sus conven'
La OIT pod
interpreta
del Pacto.



i
:1
I
j,
I
¡

:J
, 1

1

:~¡
IJ

IJ
1)
1'1
fj
I;,¡
'J
I
~
'1

407. La situación de las 39 comunicaciones restantes cuyo examen po~ el Comitéestá pendiente es como sigue:

12 comunicaciones s~guirán examinándose antes que se adopte una decisiónsobre su admisibilidad, teniendo en cuenta la información que se hapedido a los Estados partes y/o a los autores conforme al artículo 91 delreglamento pr.ovisional del Comité. Estas comunicaciones se refieren alCanadá (2), a Colombia (3), a Islandia (1) a Italia (1), a Madagascar (1)y al Uruguay (4);

27 comunicaciones han sido declaradas admisibles conforme al ProtocoloFacultativo para ser examinadas en cuanto a su fondo. Estas comunicacio­nes se refieren al Canadá (4), a Colombia (1), a Finlandia (2), aMauricio (1), a Suecia (l), al Uruguay (17) y a Zaire (1).

408. Por falta de tiempo, el Comité de Derechcs Humanos no ha podido terminar elexamen de varias comunicaciones con respectJ a las cuales han vencido los plazosestablecidos en virtud del párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo y delpárrafo 3 del artículo 93 del reglamento provisional del Comité. En varios deestos casos los Estados partes interesados ya han presentado sus explicaciones odeclaraciones con arreglo al párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo ylos autores de las comunicaciones han proporcionado información u observaGionesadicionales conforme al párrafo 3 del artículo 93 del reglamento del Comité.

409. En virtud de los plazos establecidos, el Comité tendrá a la vista en supróximo período de sesiones, para examinar en cuanto a su fondo, no menos de 14 delas 27 comunicaciones pendientes ya declaradas admisibles conforme al ProtocoloFacultativo.

V. CUESTION DE LA COOPERACION ENTRE El. COMITE y
LOS ORGANISMOS ESPECIALIZADOS INTERESADOS

410. En su octavo período de sesiones (véase CCPR/C/SR.180 y 131), el Presidenterecordó las decisiones previamente adoptadas por el Comité sobre la cuestión de sucooperación con los organismos especializados interesados, según queda consignadoen los párrafos 600, 605 Y 606 del informe del Comité a la Asamblea General en sutrigésimo tercer período de sesiúnes (A/33/40).

411. El representante de la Oficina Internacional del Trabajo intervino porinvitación del Presidente para inform~~ al Comité de las modalidades de colabora­ción existentes entre la OrganizacióL ~nternacicnal del Trabajo (OIT), por unaparte, y el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (CERO) y otrosorganismos especializados determinados, por otra parte, en aplicación de variosconvenios de la OIT que eran también de la competencia del CEDR y de los organismosinteresados. Sefialó que la OIT podría comunicar al Comité info~mación pertinenteacerca de los informes presentados por los Estados partes y cuyo examen se hubieraprevisto para un período de sesiones determinado. Usa información podría referirsea los convenios de la OIT ratificados por los Estados de ref~rencia ya lasobservaciones hechas por los órganos dirigentes de la OIT sobre la aplicación desus convenios o sobre los procedimientos especiales adoptados al respecto.La OIT podría también facilitar al Comité más documentación general sobre lainterpretación de las normas de la OIT referentes a la labor del Comité en virtuddel Pacto.
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413. Con referencia al párrafo 3 del artículo 40 del Pacto, el Comité decidió que
el Secretario General transmitiera con regularidad a los organismos especializados
extractos de los informes de los Estados partes referentes a artículos del Pacto de
interés para ellos.

412. El representante de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación,
la Ciencia y la Cultura (UNESCO), haciendo uso de la palabra por invitación del
Presidente, ofreció al Comité la cooperación sin reservas de su organización en
todos los sectores. A su juicio, un tipo de cooperación consistiría en el inter­
cambio regular de información general, con inclusión de documentos sobre activi­
dades de la UNESCO en sectores de interés para el Comité y resoluciones adoptadas
para la promoción de esas actividades. Otro sector posible de cooperación sería el
de la aportación de información sobre temas específicos de la incumbencia concreta
de la UNESCO.
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FUTURAS REUNIONES uEL COMITEVI.

414. El Comité convino además que: i) el mero hecho de que la coop'eración con los
organismc:.s especializados hubiera llegado a ser uno de los temas más permanentes
del programa del Comité, demostraba el valor que el Comité atribuía a esa coopera­
ción y su deseo de mantenerla y mejorarla; ii) el Comité estaba persuadido de la
necesidad de disponer de toda l~ información posible de los organismos especiali­
zados de interés para su tarea, en una relación de cooperación mutua con esos
organismosi por consiguiente, y con ese fin, el Comité acordó que la información,
especialmente sobre la interpretación y la aplicación por los organismos especiali­
zados de las disposiciones correspondientes de esos instrumentos, debería
comunicarse con regularidad a los miembros del Comité y que, también se les
comunicase, si lo solicitaban, cualquier información de otro tipo que requirieran
durante las reuniones del Comité a las que asistieran representantes de los
organismos especializadosi iii) respecto a la conveniencia de que los org~nismos

especializados formularan obs~rvaciones sobre los informes presentados al~Comité

por los Estados partes en el Pacto, se convino que la decisión del Cpmité,
cosignada en el párrafo 605 del informe del Comité a la Asamblea General en su
trigésimo tercer período de sesiones (A/33/40) seguía siendo válida, en la
inteligencia de que el Comité podría volver a ocuparse del tema más adelante y, a
la luz de la experiencia adquirida, bU5car la manera de con~olidar aún más su
cooperación con los organismos especializados.

415. En su octavo período de sesiones, el Comité fue informado de que la
Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar había resuelto celebrar
un noveno período de sesiones en 1980, cuya primera parte transcurriría en Nueva
York del 3 de marzo al 4 de abril de 1980, y que el Comité de Conferencias había
decidido, el 13 de s~ptiembre de 1979, por recomendación del Departamento de
Servicios de Conferencias y de la Oficina d~ Ser7icios Generales, recomendar a la
Asamblea General, entLe otras cosas, que las sesiones del Comité de Derechos
Humanos, cuya celebración estaba prevista en principio en Nueva York del 17 de
marzo al 4 de abril de 1980, se celebrasen en Ginebra. En su recomendación a la
Asamblea General, el Comité de Conferencias mencionó problemas de espacio y
dificultades técnicas en la Sede entre las razones por las qu~ el período de
sesiones de la Conferencia sobre el Derecho del Mar y el del Comité no podrían
celebrarse simultáneamente en Nueva York, refiriéndose a la resolución 3483 (XXX)
de la Asamblea General, de 12 de diciembre de 1975, por la que ésta decidió.



417. Como quiera que muchos miembros del Comité formularon reservas acerca de la
celebración del décimo período de sesiones en Nueva York, el Comité acordó celebrar
su período de sesiones de veranO también en Ginebra, como se había establecido en
un principio.

418. Informados de que el Gobierno de la República Federal de Alemania examinaba
la posibllidad de celebrar en su territorio uno de los períodos dé sesiones del
Comité en 1981, algunos miembros del Comité acordaron responder afirmativamente si
el Gobierno de ese país decidiere invitar al Comité. I

APROBACION DEL INFORMEVII.

"asignar prioridad a la Conferencia en relación con otras actividades de las
Naciones Unidas, excepto las de ios órganos establecidos en la Carta de las
Naciones Unidas". Se informó al Comité asimismo de que, dado que el período de
sesiones de primavera del Comité se celebraba en Ginebra, el período de sesiones de
verano del Comité y de su grupo de trabajo podrían celebrarse en Nueva York entre
las fechas que ahora figuran en el calendario de reuniones de Ginebra.

416. Algunos miembros del Comité deploraron el cambio propuesto del lugar de
celebración del noveno período de sesiones. Recordaron que, ya en su primer
período de sesiones, el Comité había decidido alternar sus reuniones entre Ginebra
y Nueva York; que, en virtud del Pacto, el Comité debería reunirse habitualmente en
la Sede de las Naciones Unidas o en la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra, y
que el Secretario General había de facilitar, entre otras cosas, los servicios para
un desempefio efica~ por parte del Comité de las funciones que le competían en
virtud del Pacto. Subrayaron la importancia de que se celebrara una reunión en
Nueva York al afio, ya que la mayoría de los países en desarrollo tienen misiones en
Nueva York, pero no en Ginebra. Por otra parte, convendría mucho más a los Estados
de la otra orilla del Atlántico que sus informes se examinasen en Nueva York.
También expresaron el deseo de que el Comité celebrase algunas de sus futuras
reuniones en países en desarrollo, siempre y cuando esto no entrafiase gastos
excesivos para los países en desarrollo en que hubieran de tener lugar.

420" En sus sesiones 244a. 245a. y 246a., celebradas los días 31 de julio y 1" de
agosto de 1980, el Comité examinó el texto de su cuarto informe anual, referente a
las actividades del Comité en sus octavo, noveno y décimo períodos de sesiones,
celebrados en 1979 y 1980. El informe, modificado en el curso de los debates, fue
aprobado por el Comité por unanimidad.

419. En su noveno período de sesiones, el Comité decidió que su décimo período de
sesiones se celepraría en Ginebra del 14 de julio al 1" de agosto de 1980, y
su 11" período de sesiones en Ginebra, del 20 al 31 de octubre de 1980, y que en
cada caso el grupo de trabajo se reuniría con una semana o más de antelación" En
cuanto al calendario de reuniones para 1981 y 1982, el Comité decidió que su
12" período de sesiones se celebrase en la Sede de las Naciones Unidas del 23 de
marzo al 10 de abril de 1981, el 13° en la Oficina de las Naciones Unidas en
Ginebra del 13 al 31 de julio de 1981, el 14" en Ginebra del 12 al 30 de octubre
de 1981, el lS" en la Sede del 22 de marzo al 9 de abril de 1982, el 16" e.l Ginebra
del 12 al 30 ae julio de 1982 y el 17" en Ginebra del 11 al 29 de octubre de 1982,
y que en cada c~so el grupo de trabajo se reuniría con una semana o más de
antelación.



ANEXO 1

Estados partes en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
y el Protocolo Facultativo y Estados que han formulado la declaracion

con arreglo al artículo 41 del Pacto, al l· de agosto de 1980

al El 11 de junio de 1980 Sri Lanka se adhirió al Pacto, el cual entrará en
vigor-?ara ese país el '11 de septiembre de 1980.
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Fecha de entrada
en vigor

23 de marzo de 1976

10 de diciembre de 1978

23 de marzo de 1976

23 de marzo de 1976

19 de agosto de 1976

23 de marzo de-1976

23 de marzo de 1976

23 de marzo de 1976

23 de marzo de 1976

23 de marzo de 1976

23 de marzo de 1976

23 de marzo de 1976

29 de febrero de 1980

27 de julio de 1977

23 de marzo de 1976

22 de junio de ::79

24 de abril de 1978

15 de mayo de 1977

23 de marzo de 1976

10 de julio de 1979

23 de marzo de 1976

23 de marzo de 1976

22 de ·noviembre de 1979

15 de diciembre de 1978

23 de mdrzo de 1976

6 de marzo de 1969

30 de noviembre de 1979

17 de diciembre de 1973

10 de septiembre de 1978

5 de enero de 1973 (a)

21 de septiembre de 1970

19 de mayo de 1976 (a)

29 de octubre de 1969

29 de noviembre de 1968

23 de diciembre de 1975

10 de febrero de 1972

2 de abril de 1969

6 de enero de 1972

27 de abril de 1977

19 de agosto de 1975

22 de marzo de 1979 (a)

24 de enero de 1978

15 de febrero de 1977

17 de enero de 1974

10 de abril de 1979 (a)

24 de junio de 1975

25 de enero de 1971

22 de agosto de 1979

15 de septiembre de 1978

15 de mayo de 1970 Ca)

Fecha en que se recibió
el instrumento de rati­
ficación o adhesión (a)

A. Estados partes en el Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos ~I

Austria

Barbados

Estado parte

Alemania, República
Federal de

Irán

Guyana

Hungría

India

El Salvador

Iraq

Islandia

Bulgaria

Canadá

Gambia

Guinea

Ecuador

Espaí'ia

Finlandia

Colombia

Costa Rica

Checoslovaquia

Chile

Chipre

Dinamarca

Italia

Jamahi.riya Arabe Libia



Estado parte

Jamaica

Japón

Jordania

Kenya

Líbano

Madagascar

Malí

Marruecos

Mauricio

Mongolia

Nicaragua

Noruega

Nueva Zelandia

Países Bajos

Panamá

Perú

Polonia

portugal

Reino Unido de Gran Eretana
e Irlanda del Norte

República Arabe Siria

República Democrática
Alemana

República Dominicana

República Socialista
Soviética de Bielorrusia

Fecha en que se recibió
el instrumento de rati­
ficación o adhesión (a)

3 de octubre de 1975

21 de junio de 1979

28 de mayo de 1975

1" de mayo de 1972 (a)

3 de noviembre de 1972 (a)

21 de junio de 1971

16 de julio de 1974 (a)

3 de mayo de 1979

12 de diciembre de 1973 (a)

18 de noviembre de 1974

12 de marzo de 1980 (a)

13 de septiembre de 1972

28 de diciembre de 1978

11 de diciembre de 1978

8 de marzo dé 1977

28 de abril de 1978

18 de marzo de 1977

15 de junio de 1978

20 de mayo de 1976

21 de abril de 1969 (a)

8 de noviembre de 1973

4 de enero de 1978 (a)

12 de noviembre de 1973

Fecha de entrada
en vigor

23 de marzo de 1976

21 de septiembre de 1979

23 de marzo de 1976

23 de marzo de 1976

23 de marzo de 1976

23 de marzo de 1976

23 de marzo de 1976

3 de agosto de 1979

23 de marzo de 1976

23 de marzo de 1976

12 de junio de 1980

23 de marzo de 1976

28 de marzo de 1979

11 de marzo de 1979

8 de junio de 1977

28 de julio de 1978

18 de junio de 1977

15 de septiembre de 1978

20 de agosto de 1976

23 de marzo de 1976

23 de marzo de 1976

4 de abril de 1978

.

23 de marzo de 1976

República Socialista
Soviética de Ucrania 12. de nov.iembre de 1973

República Unida de Tanzanía 11 de junio de 1976 (al

Rumania 9 de diciembr~ de 1974

Rwanda 16 de abril de .1975 (a)

Senegal 13 de febrero de 1978

Suecia 6 de diciembre de .1971

Suriname 28 de diciembre de 1976 (a)
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23 de marzo de 1976 )

11 de septiembre de 1976'

23 de marzo de 1976 .. ,

23 de marzo de 1976

13 de mayo de 1978

~3 de marzo de 1976

28 de marzo de 1977 Z



B. Estados partes en el Protocolo Facultativo

176

de 1979

176

176

176

176

176

179

176

176

180

176

179

179

'7

178

177

de 1978

.976

176

176

'8

176

de 1976

176

176

'8

176

Estado parte

Trinidad y Tabago

Túnez

Unión de Repúblicas
Socialistas Soviéticas

uruguay

Venezuela

Yugoslavia

Zaire

Barbados

Canadá

Colombia

Costa Rica

Dinamarca

Ecuador

Finlandia

Islandia

Italia

Jamaica

Madagascar

Mauricio

Nicaragua

Noruega

Países Bajos

Panamá

República Dominicana
Senega1

Suecia

Suriname

Uruguay

Venezuela

Zaire

Fecha en que se recibió
el instrumento de rati­
ficación o adhesión (a)

21 de diciembre de 1978 (a)

18 de marzo de 1969

16 de octubre de 1973

1" de abril de 1970

10 de mayo de 1978

2 de junio de 1971

1" de noviembre de 1976 (a)

5 de enero de 1973 (a)

19 de mayo de 1976 (a)

29 de octubre de 1969

29 de noviembre de 1958

6 de enero de 1972

6 de marzo de 1969

19 de agosto de 1975

22 de agosto de 1979 (a)

15 de septiembre de. 1978
3 de octubre de 1975

21 de junio de 1971

12 de diciembre de 1973 (a)

12 de marzo de 1980 (a)

13 de septiembre de 1972

11 de diciembre de 1978
8 de marzo de 1977

4 de enero de 1978 (a)
13 de febrero de 1978

6 de diciembre de 1971
28 de diciembre qe 1976 (a)

1" de abril de 1970

10 de mayo de 1978

1" de noviembre de 1976 (a)
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Fecha de entrada
en vigor

21 de marzo de 1979

23 de marzo de 1976

23 de marzo de 1976

23 de marzo de 1976

10 de agosto de 1978

23 de marzo de 1976

1" de febrero de 1977

23 de marzo de 1976

19 de agosto de 1976

23 de marzo de- 1976

23 de marzo de 1976

23 de marzo de 1976

23 de marzo de 1976

23 de marzo de 1976

22 de noviembre de 1979

15 de diciembre de 1978

23 de marzo de 1976

23 de marzo de 1976

23 de marzo de 1976

12 de junio de 1980

23 de marzo de 1976

11 de ma:~0 de 1979

8 de junio de 1977

4 de abril de 1978

13 de mayo de 1978

23 de marzo de 1976

28 de marzo de .1977

23 de marzo de 1976

10 de agosto de 1978

1° de febrero de 1977



C. Estados que han hecho la declaración con arreglo al
artículo 41 del Pacto

Alemania, República Federal de

Austria

Canadá

Dinamarca

Finlandia

Italia

Islandia

Noruega

Nueva Zelandia

Países Bajos

Reino Unido de Gran Bretafta
e Irlanda del Norte

Sri Lanka

Suecia
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ANEXO II

Composición del Comité de Derechos Humanos

}

.'1
"

Nombre del miembro

Sr. Néjib Bouziri**

Sr. Abdoulaye Dieye**

Sir Vincent Evans*

Sr. Manouchehr Ganji*

Sr. Bernhard Craefrath**

Sr. Vladimir Hanga*

Sr. Dejan Janca**

Sr. Haissan Kelani*

Sr. Luben G. Koulishev*

Sr. Rajsoomer Lallah**

Sr. Andreas V. Mavrornmatis*

Sr. Anatoly Petrovich Movchan*

Sr. Torkel Opsahl**

Sr. Julio Prado Vallejo**

Sr. Waleed Sadi**

Sr. Walter Surma Tarnopo~skYw

Sr. Christian Tomuschat**

Sr. Diego Uribe Vargas*

País de nacionalidad

Túnez

Senegal

Reino Unido de Gran Bretana e
Irlanda del Norte

Irán

República Democrática Alemana

Rumania

Yugoslavia

República Arabe Siria

Bulgaria

Mauricio

Chipre

Unión de Repúblicas Socialistas
Soviéticas

Noruega

Ecuador

Jordania

Canadá

República Federal de ~lemania

Colombia

*
**

Su mandato expira el 31 de diciembre de 1980.

Su mandato expira ~l 31 de diciembre de 1982.
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ANEXO III

Presentación de informes e información adicional por los Estados
Partes en virtud ,del artículo 40 del Pacto, durante el período

que se examina ~/

A. Informes iniciales

Fecha del recordator io
(recordatorios) enviado

Fecha en que (enviados) a los Estados
debían Fecha en que se cuyos informes aún

Estado parte presentarse presentaron no se han present~do

Austria 14 septiembre 1979 No recibido aún 1) 25 abril 1980

Colombia 22 marzo 1977 14 noviembre 1979

Gam b:i. a 21 junio 1980 No recibido
,

aun

Guinea 23 abril 1979 No r~cibido
,

1) 25 abril 1980aun

Guyana 14 mayo 1978 No recibido
,

1) 14 mayo 1979aun
2) 23 abril 1980

India 9 julio 1980 No recibido
,

aun

Italia 14 diciembre 1979 26 febrero 1980

s Jamaica 22 marzo 1977 No recibido aún 1) 30 septiembre 1977
2) 22 febrero 1978
3) 29 agosto 1978
4) 17 abril 1980

Kenya 22 marzo 1977 15 agosto 1979 ~/

Líbano. 22 marzo 19.77 No recibido aún 1) 30 septiembre 1977
2) 22 febrero 1978
3) 29 agosto 1978

Malí 22 marzo 1977 14 agosto 1979 ~I

Nueva Zelandia 27 marzo 1980 No recibido
,

aun

Países Bajos 10 1980 No recibido
,

marzo aun

Panamá 7 junio 1978 No recibido
,

1) 14 mayo 1979aun
2) 23 abril 1980

Portugal 14 septiembre 1979 No recibido aún 1) 25 abril 1980

Repúbl.ica
Dominicana 3 abril 1979 No recibido aún 1) 25 abril 1980

República Unida
de Tanzanía 10 septiembre 1977 20 agosto 1979

si Del 18 de agosto de 1979 al l' de agosto de 1980-final del séptimo período
de sesiones a final del décimo período de sesiones.

~I Estos informes se recibieron después de haberse impreso el último' informe
anual del Comité (A/34/40).
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Fecha del recordatorio
{recordatorios} enviadoFecha en que (enviados) a los Estadosdebían Fecha en que se cuyos informes aúnEstado parte presentar se presentaron no se han presentado

Rwanda 22 marzo 1977 No recibido aún 1} 30 septiembre 1977
2} 22 febrero 1978
3} 29 agosto 1978
4) 17 .;lbril 198 O

Trinidad y
Tabago 20 marzo 1980 No recibido

,
aun

Uruguay 22 marzo 1977 No recibido
,

1) 30 septiembre 1977
-o,

aun
2) 22 febrero 19/8
3) 29 agosto 1978
4) 17 abril 1980

Venezuela 9 agosto 1979 5 noviembre 1979
Zaire 31 enero 1978 No recibido

,
1} 14 mayo 1979aun
2) 23 abril 1980

B. Información adicional presentada a raíz del examen de .
los informes iniciales efectuados por el Comité

Estado parte

Dinamarca

Noruega
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presentaron

16 noviembre 1979

,23 noviembre 1979



ANEXO IV

Carta de fecha l· de agosto de 1970 dirigida por el Presidente
del comité de Derechos Humanos al Presidente de la Tercera
Reunión de los Estados Partes en el Pacto Internacional de

Derechos Civiles y Políticos

En su 231a. sesión, el Comité de Derechos Humanos me pidió que, por intermedio
de usted, se~alara a la atención de los Estados partes la obligación de presentar
informes que éstos habían contraído en virtud del artículo 40 del Pacto Interna­
cional de Derechcs Civiles y Políticos y la medida en que los Estados partes habían
cumplido esa obligación.

El artículo 40 del Pacto exige que los Estados partes presenten informes sobre
las disposiciones que hayan adoptado y que den efecto a los derechos reconocidos en
el Pacto ~ sobre el progreso que hayan realizado en cuanto al goce de esos derechos,
en el plazo de un año a contar de la fecha de entrada en vigor del Pacto para el
Estado parte correspondiente.

El comité ha comprobado con satisfacción que casi todos los Estados partes han
cumplido la obligación de presentar informes que les impone el artículo 40 del
Pacto y han entablado un diálogo constructivo con el Comité. El Comité desea hacer
constar su reconocimiento por la cooperación cada vez más estrecha que los Estados
partes le han brindado tan generosamente.

Sin embargo, unos cuantos Estados partes no han presentado aún su informe en
cumplimiento con la obligación impuesta por dicho artículo r algunos desde 1977 y
otros desde 1978. Le adjunto una lista relativa a la situación actual en materia
de presentación de informes ~.

El Comité adoptó varias disposiciones destinadas a ofrecer oportunidades ade­
cuadas a los Estados para que cumpliesen la obligación de pr.esentar informes. Se
envió un pr imer recordatorio, al que sucedieron otros en los dos ai!os siguientes.
Asimismo se entregó a los Representantes Permanentes ante las Naciones Unidas de
aquellos Estados' partes cuyo informe debía haberse recibido en 1977 un aide-mémoire
en el que se indicaba que, si no se recibían los informes de sus respectivos Estados
antes del período de sesiones siguiente, el Comité no podría dejar de mencionar en
su próximv informe anual a la Asamblea General el hecho de que los Gobiernos inte­
resados no habían cumplido su obligación de presentar informes. A este respecto,
en el párrafo 2 del artículo 69 del reglamento provisional se estipula que, si tras
habérsele enviado un recordatorio el Estado parte sigue sin presentar su informe,
el. Comité así lo informará en su informe anual a la Asamblea General. El comité se
ve obligado a especificar en su informe anual de 1980 cuáles son los Estados que no
han presentado aún el informe que debía haberse recibido en 1977.

En el ':;i:lSO del informe del Líbano, que debía haberse presentado en 1977,
el representante de este país ante las Naciones Unidas declaró que su Gobierno
lamentaba haberse retrasado eD presentar su informe y esperaba que el Comité

5/ véase el anexo III.
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comprendiera las dificultades de la situación que el Líbano estaba atravesando yque impedían que el Líbano enviase su informe en esos momentos. Dadas lascircunstancias, el Comité decidió no incluir en su informe anual de 1980 el nombredel Líbano en la lista de los Estados que no habían cumplido la obligación depresentar informes contraída en virtud del artículc 40.

El Comité desea seftalar a la atención de la Tercera Reunión de los EstadosPartes en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos la alentadoraproporción de Estados partes que han cumplido la obligación de presentar informesque les impone el artículo 40 del Pacto así como las disposiciones tomadas respectode los Estados partes que aún no han cumplido esa obligación.
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ANEXO V

Observaciones formuladas por el Comité de Derechos Humanos conformeal párrafo 4 del artículo 5 del Protocolo Facultativo del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos

relativas a la

Comunicación No. R.2/9

Presentado por: Edgardo Dante Santullo Valcada
Estado parte interesado: Uruguay
Fecha de la comunicación: 20 de febrero de 1977

El COmité de Derechos Humanos, establecido en virtud del artículo 28 del PactoInternacional de Derechos Civiles y Políticos,

reunido el 26 de octubre de 1979;

habiendo concluido el'examen de la comunicación No. R.2/9, presentada alComité por Edgardo Dante Santullo Valcada conforme al Protocolo Faculta­tivo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y PolíticosJ

habiendo tenido en cuenta toda la información escrita que le han proporcio­nado el autor de la comunicación y el Estado Parte interesadoJ
adopta las siguientes:

OBSERVACIONES FORMULADAS CONFORME AL PARRAFO 4 DEL ARTICULO 5
DEL PROTOCOLO FACULTATIVO

l. El autor de esta comunicación, de fecha 20 de febrero de 1977, es nacionaluruguayo, residente en México. Presentó la comunicación en nombre propio.

2. El autor senala que el 8 de septiembre de 1976 fue detenido en la calle, enMontevideo, por cuatro funcionarios de la policía vestidos de civil y trasladado ala sede del Departrnento de Investigación e Inteligencia. Allí se enteró de que sele acusaba de recibir el periódico clandestino "CARTA". El autor describió loshechos que se produje:Lon a continuación de la siguiente manera: liAnte mi negativa,fuí encapuchado, obligado a permanecer en pie en una posición forzada (un metroentre pie y pie, el cuerpo y la cabeza bien erguido, los brazos abiertos y exten­didos a la altura de los hombros, en ropa interior y de~calzo sobre un montón depedregullo), 10 que me provOCaba intensos dolores muséulares. Si, por e"fecta delcansancio, bajaba los brazos, la cabeza o juntaba algo las piernas, era brutalmentegolpeado. Este tratamiento se completaba con punetazos, puntapiés, insultos yamenazas de tortura a mi mujer y mis dos hijos (uno de ellos de seis anos y eí otrode ocho) ". Además alega que no se le dieron alimentos y que está situación durótres días. El día después de su detención, el 9 de septiembre de 1976, a las 3 dela manana su domicilio fue registrado a fondo, según dice, sin su autorización ysin ninguna orden judicial. El 16 de septiembre de 1976 fUe trasladado a la CárcelCentral donde permaneció 50 días más en aislamiento total en una celda que medía1,2 por 2 metros. Sólo se le permitía dejar su celda 15 minutos por la manana "y
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15 por la tarde. El 23 de octubre de 1976 compareció ante un juez militar ante elcual mantuvo lo que había dicho anteriormente. El 5 de noviembre de 1976 volvió acomparecer a~~e un tribunal militar, donde se le notificó que, por no haber causasrazonables para inculparl~ de un delito, quedaba en libertad. El autor agrega queen ningún momento durante los 58 días en que estuvo detenido pudo comunicase con unabogado defensor y que el recurso de habeas corpus no era aplicable en su caso porhaber sido recluido en aplicación de las "medidas prontas de seguridad". Porúltimo, alega que no ha recibido ninguna indemnización por su reclusión ni por losperjuicios económióos que como consecuencia de ella sufrió su familia.

3. El 25 de agosto de 1977, el comité de Derech~s Humanos decidió transmitir lacomunicación al Estado parte, con arreglo al artículo 91 del reglamento provisio­nal, solicitando de ese Estado parte informaciones y observaciones relacionadas conla cuestión de la admisibilidad de la comunicación.

4. Por carta de fecha 27 de octubre de 1977, el Estado parte opuso objeciones ala admisibilidad de la comunicación porque la presunta víctima no había agotadotodos los recursos interno disponibles e hizo la observación general de que todapersonas que se hallaba en el territorio nacional tenía libre acceso a los tribu­nales y autoridades públicas y administrativas y al libre ejercicio de todos losrecursos administrativos y judiciales que consagra el ordenamiento jurídico internodel Uruguay.

5. El l· de febrero de 1978 el comité de Derechos Humanos:

a) habiendo comprobado que el caso relativo a la supuesta víctima no habíasido presentado a ningún otro órgano internacional;

b) no pudiendo llegar a la conclusión, respecto del agotamiento de losrecursos internos y sobre la base de la información de que disponía, de quehabía otros recursos que la presunta víctima debiera interponer o pudiera haberin te rpues to;

En consecuencia, decidió:

a) que la cQ~unicación era inadmisible;

b) que se transmitiera al Estado parte, así corno al autor, el texto de e~ddecisión junto con el texto de los documentos pertinentes;

c) que, conforme al párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo, sepidiera al Estado parte que presentara por escrito al Comité, dentro de los seismeses siguientes a la fecha en que se le transmitiera esa decisión, explicacioneso declaraciones par aclarar el asunto y seftalara las medidas que eventualmentehubiera adoptado al respecto.

6. El plazo dentro del cual el Estado parte debía haber hecho su presentación, deconformidad .:;on el párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo, expiró el 3de septiembre de 1978. Más de cuatro meses despu~s de vencido el plazo de seismeses, el Estado parte presentó sus explicaciones, en fecha 8 de enero de 1979, queconsistían en una "Resefta normativa de los derechos que asisten al imputado ante lajusticia penal militar y recursos de que dispone corno medio para proteger y salva­guardar sus derechos ante la justicia nacional". Dicha resel'ia contenía una
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referencia al recurso de habeas corpus con arreglo al artículo 17 de l~Constitución, pero no mencionaba el hecho de que, conforme al sistema jurídicouruguayo, el recurso de habeas corpus no es aplicable a las personas arrestadas ydetenidas se9ún el régimen de medidas prontas de seguridad.

7. El 18 de abril de 1979 el Comité decidió que las explicaciones presentadas porel Estado parte, con fecha 8 de enero de 1979, no bastaban para cumplir los requi­sitos del párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo, habida cuenta de queno contenían explicaciones sobre los méritos del caso que se examinaba, y pidió alEstado parte que complementase su presentación proporcionando, en el plazo de seissemanas a partir de la fecha de transmisión de esa decisión al Estado parte, obser­vaciones relativas al fondo de la cuestión que se examinaba.

8. La decisión del Comité de 18 de abril de 1979 fue transmitida al Estado parteel 18 de mayo de 1979. En consecuencia, las seis semanas allí mencionadas vencíanel 2 de julio de 1979. Más de tres meses después de esta fecha se recibió delEstado parte una respuesta fechada el 9 de octubre de 1979. El Estado parteinformaba qu~ el Sr. Santullo Valcada había sido detenido el 9 de septiembre de1976 con relación a la identificación de individuos que actuaban en calidad decontactos clandestinos del proscripto partido comunista. ABadía que al inspeccio­nar su casa se encontró una gran cantidad de material subversivo, y el Sr. Santullofue detenido al amparo de las medidas proútas de seguridad. El 6 de noviembre de1976 recuperó su libertad y pocos días más tarde, el 25 de noviembre, obtuvo asilopolítico en la Embajada de México. Se sostiene que a lo largo de las actuacionesse cumplieron estrictamente todas las disposiciones de orden jurídico interno. Ensu comunicación el Estado parte se refería también al régimen de "medidas prontasde seguridad" y describía algunas de sus características. En dicho régimen cual­quier persona puede ser detenida por un grave e inminente peligro que afecte laseguridad y el orden públicoJ el recurso de habeas corpus no es aplicable. Además,el Estado parte hizo referencia a disposiciones jurídicas nacionales que prohíbenen el Uruguay los apremios físicos. Sin dar más detalles, el Estado parte sostieneque las acusaciones del autor respecto de violaciones del Pacto son infundadas,irresponsables y no les asiste la menor prueba y, en consecuencia, no merecen máscomentarios.

9. El Comité ha indicado que la comunicac~on de fecha 9 de octubre de 1979 pre­sentada por el Gobi~rno del Uruguay se recibió después de expirado el plazo esta­blecido en el párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo, e incluso despuésde transcurrido el plazo a partir de la nueva petición hecha por el Comité el 18 deabril de 1979. El Comité ha examinado la presente comunicación teniendo en cuentatoda la información facilitada por las partes, de conformidad con lo establecido enel párrafo 1 del artículo 5 del Protocolo Facultativo.

10. Por lo tanto, el Comité de Derechos Humanos decide basar sus observaciones enlos siguientes hechos que, o han sido confirmados en lo esencial por el Estadoparte, o no han sido repudiados ni contradichos, si se excetúan desmentidos decarácter general que no ofrecen ninguna información o explicación digna de ~ención:Edgardo Dante Santullo Valcada fue detenido el 8 o el 9 de septiembre de 1976. Sele hizo comparecer ante un juez militar el 23 de octubre de 1976, y nuevamente el 5o e16 de noviembre de 1976, fecha en que fue puesto el libertad. Mientras estuvodetenido no tuvo acceso a asistencia letrada. No tuvo posibilidad de solicitar elhabeas corpus. Tampoco se dictó contra él decisión alguna que pudiera ser apelada.
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11. En lo que respecta a las alegaciones de malos tratos, el Comité obse:vó que,en su comunicación, el autor designó a los funcionarios superiores responsables delos malos tratos que, según alegaba, había recibido. El Estado parte no ha aportadoprueba alguna de que esas alegaciones de ffialos tratos hayan sido investigádas debi­damente de conformidad con las leyes que seftaló a la atención en su expos~ción del9 de octubre de 1979. La refutación de estas alegaciones en términos generales noes suficiente. El Estado parte debería investigar las alegaciones de conformidadcon sus leyes.

12. El Comité de Derechos Humanos, en virtud del párrafo 4 del ~rtículo 5 delProto~olo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,estima que los hechos expuestos, por haberse producido después del 23 de marzo de1976, revelan la existencia de violaciones del Pacto Internacional de DerechosCiviles y Políticos, en particular:

del párrafo 4 del artículo 9 porque, al no ser aplicable en el caso deSantullo Valcada el habeas corpus, se le negó un recurso efectivo paraimpugnar su detención y prisión.

En lo que respecta al artículo 7 del Pacto, el Comité no puede llegar a la conclu­sión de que no se ha violado esta disposición. A este respecto, el Comité observaque el Estado parte no ha mostrado que haya garantizado a la persona interesada laprotección exigida en el artículo 2 del Pacto.

13. En consecuencia, el Comité estima que el Estado parte está obligado a adoptarmedidas inmediatas para garantizar el estricto acat~miento de las disposiciones delPacto y facilitar a la víctima recursos efectivos, inclusive reparación, de confor­midad con el párrafo 5 del artículo 9 del Pacto.,
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APENDICE

Opinión infividual presentada por un miembro del Comité de
Derechos Humanos conforme,al párrafo J del artículo 94 del

reglamento ;.!ovisional del Comité

Comunicación No. R.2/9

Opinióp individual que se !nc~.uye como apéndice a las opiniones del Comité, a
petición del Sr. Walter Surma Tarnopolsky:

Aunque estoy de acuerdo con la opinión del Comité de que no ha podido
llegar a la conclusión de que no se ha violado el artículo 7 del Pacto,
concluyo también, por las razones expuestas en el párrafo 11 de las opiniones
del Comité, que se ha violado el artículo 7 del Pacto.

Los siguientes miembros del Comité se asociaron a la opinión individual
presentada por el Sr. Tarnopolsky: Sr. Néjib Bouziri, SL. Abúoulaye Diéye,
Sr. Bernhard Graefrath, Sr. Dejan Janea, Sr. Waleed Sadi.
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ANEXO VI

Observaciones formuladas por el Comité de Derecho3 Humanos conforme
al párrafo 4 del artículo 5 del Protocolo Facultativo del Pacto

Internacional de Derechos Civiles ~ Políticos

relativas a la

Comunicación No. R.2/~

Presentado por: Inicialmente Ana María García Lanza de Netto en nombre de su tía
Beatriz Weismann de Lanza y de su tío Alcides Lanza Perdomo,
quienes más tarde pidieron que se les considerase también autores
de la comunicación.

Estado parte interesado: Uruguay

Fecha de la comunicación: 20 de febrero de 1977 (fecha de la carta inicial)

El Comité de Derechos H~'anos, establecido en virtud del artículo 28 del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos,

reunido el 3 de abril de 1980¡

habiendo concluido el examen de la comunicación No. R.2/8, presentada
inicialmente al Comité por Ana María García Lanza de Netto conforme al
Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos;

habiendo tenido en cuenta toda la información escrit~ que le han
proporcionado la autora inicial de la comunicación y las presuntas
víctimas y el Estado parte interesado;

adopta las siguientes:

OBSERVACIONES FORMULADAS CONFORME AL PARRAFO 4 DEL ARTICULO 5
DEL PROTOCOLO FACULTATIVO

l. La autora inicial de la comunicación, Ana María García Lanza de Netto (carta
inicial oe fecha 20 de febrero de 1977) es nacional uruguaya, residente en M~xico.

Presentó la comunicación en nombre de su tía, Beatriz Weismann de Lanza, ciudadana
uruguaya de 35 afias, y de su tío, Alcides Lanza Perdomo, ciudadano uruguayo de 60
aftas y ex dirigente sindical, alegando que ambos habían sido detenidos y encarce­
lados arbitrariamente en el Uruguay.

2. Ana r.taría García Lanza de Netto alegó que su tío había sido detenido a comien­
zm:i C:::! febrero de 1976 en las calles de Montevideo por los ocupantes de un vehículo
milltar y que hasta finales de septiembre de 1976 sus familiares no habían podido
localizarle. Alegó que Alcides Lanza Perdomo habíd estado detenido en diversos
lugares, incluida la base aeronaval de Laguna del Sauce en el Departamento de
Maldonado, y que durante este período de detención inicial había tenido que ser
ingresado cuatro veces en el Hospital Central de las Fuerzas Armadas, en una
ocasión casi completamente asfixiado. Alegó asimismo que había dos meses de los
que su tío no recordaba absolutamente nada y que suponía que había estado
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inconsciente durante todo ese tiempo. Afirmó que, como consecuencia de los malostratos recibidos, la capacidad auditiva de su tío había disminuido seriamente y quele resultaba difícil moverse a causa de las heridas sufridas en una cadera,probablemente una fractura.

b)
Perdomo
noviemb

Afirmó que posteriormente Alcides Lanza Perdomo había estado retenido en elcuartel de la Escuela de Armas y Servicios, a 14 kilómetros en el camino deMaldonado, donde presuntamente había estado alojado en un vagón de ferrocarriljunto con otros 16 detenidos y se le había obligado a trabajar en el c~po.

c)
relació
de 1976
Pacto y

Con respecto a su tía, Beatriz Weism<mn de Lanza, la autora in~.:::ial afirmó quehabia sido detenida poco después de su marido por militares que habian entrado ensu hogar a 0rimeras horas da la manana y se la habían llevado junto con sus doshijos pequeftos, los cuales habían sido devueltos algunaS horas más tarde a suabuela. La 'autora ale~ó que los familiares y los emigos de su tía no supieronhasta muy avanzado 1976 dónde estaba detenida. La autora alegó que su tía habíagozado de buena salud hasta su desaparición en febrE.ro de 1976, pero que después, acausa de las tc!'turas a que la habían sometido, e:ataba insensible desde la cinturapara ~bajo y no podía moverse sin la ayuda de dos detenidas. La autora alegó que,pese a ello, Beatriz Weismann de Lanza había sido obligada a trabaja~.

d)
recurso
había o
haber i

En

a)

de las
ellas;

Por último, Ana María García Lanza de Netto afirmó que a su ~ío se le habíaincoado un sumario anta un tribunal militar, y que en cambio no estaba claro si sutía había comparecido ante un tribunal.

Estas alegaciones fueron completadas posteriormente por las presuntas víctimassegún se indica más adelante en los párrafos 9, 10 Y 11.

3. El 26 de agosto de 1977 el Comité de Derechos Humanos decidió transmitir lacomunicación=.l1 Estado parte, con arreglo a 10 di'spues.~to en el artículo 91 delreglamanto provisional, solicitando de ese Estado parte inform~ción y observacionesrelacionadas con la cuestión de la admisibilidad de la comunicación. En esa mismadecisión, el Comité pidió a Ana María García Lanza de Netto que suminiqtrara infor­mación de:allada sobre los motivos y circunstancias que justificaban su actuaciónen nombre de las presuntas víctimas.

4. Por carta de fecha 21 de octubre de 1977 la autora inicial indIcó que las pre­suntas víctimas no podían actuar en su propio nombre y que ella actuaba en nombresuyo en su calidad de pariente próximo, por considerar, conociendo personalmente alas presuntas víctimas, que éstas estarían de acuerdo en formular un queja.

b)
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el texto
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d)

pidiera
meses si
o declar
hubiera

En
decisión
pueda pI'
Facultat:
utilizar
de que he

7. En (

b)

el párra
septiemb
ese artí
en un pI
decisión.

a)
de cumplJ
conformic'j

. i
_.1

I
:!
. I
; I
i 1

II
i!
:j

l.

b) que las presuntas víctimas no habían agotado todos los recursos de lajurisdicción interna.

5. Por carta de fecha 27 de octubre de 1977 el Estado se opuso a le admisibilidadde la comunicación por ~os razones:

a) que el asuntos de que se trataba lo estaba examinando ya la ComisiónInteramericana de Derechos HumanosJ

6. El 1· de febrero de 1978 el Comité de Derechos Humanos:

a) habiendo comprobado el caso referente a Beatriz Weismann de L?\nza,.presentado a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, había sido retirado yI

L
- había dejado de ser objeto de c~nsider_;cl~ó: activa por parte de dicho órganoJ

1
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b) habiendo comprobado además que los casos referentes a Alcidel Lanza
Perdomo se h~bían presentado a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en
noviembre de 1974 y febrero de 1976, respectivamente;

c) habiendo llegado a la conclusión de que estos dos casos no podían guardar
relación con ucontecimientos que, según se afirmaba, habían ocurrido el 23 de marzo
de 1976 o después de esa fecha (día en que habían en~rado en vigor en el Uruguay el
Pacto y el Protocolo Facultativo);

d) habiendo llegado además a la conclusión, respecto del agotamiento de los
recursos internos y sobre la base de la información de que disponía, de que no
había otros recursos que las presuntas víctimas debieran interponer o pudieran
haber interpuesto;

En consecuencia, decidió:

a) Que estaba justificado que la autora 'de la comunicación actuara en nombre
de las presuntas víctimas, dados los estrechos vínculos familiares que la unían a
ellas;

b) Que la comunicación era admisible;

c) Que se transmitiera al Estado parte el texto de esta decisión, junto cqn
el texto de los documentos pertinentes; el texto de esta decisión debería también
ser comunicado a la autora;

d) Que, conforme al párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo, se
pidiera al Estado parte que presentara por escrito al Comité, dentro de los seis
meses siguientes a la fecha en que se le transmitiera esta decisión; explicaciones
o declaraciones para aclarar el asunto y seftalara las medidas que eventualmente
hubiera Cldoptado al respecto.

En cuanto al agotamiento de los recursos internos, el Comité indicó que su
decisión "podrá revisarse a la luz de las nuevas explicaciones que el Estado parte
pueda presentar de conformidad con el párrafo 2 del artículo 4 del. Protocolo
Facultativo dando detalles de los recursos internos que, según afirma, podían
utilizar las presuntas víctimas en las circunstancias del caso, junto con pruebas
de que había probabilidades razonables de que esos recursos fueran efectivos".

7. En cumplimiento de su decisión de 18 de abril de 1979, el Comité

a) Informó al Estado parte de la preocupación del Comité porque había dejado
de cumplir su obligación de presentar explicaciones o declaraciones escritas de
conformidad con el párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo;

b) Pidió al Estado parte que, aunque el plazo de seis meses establecido en
el párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo había expirado el 3 de
septiembre de 1978, presentase sin más demora'una comunicación de conformidad ~on

ese artículo que, en cualquier caso~· debería llegar al Comité de Derechos Humanos
en un plazo no superior a seis semanas a partir de la fecha del envío de la
decisión.
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8. El plazo fijado por el Comit4 en su decisión de 18 de abril de 1979 expiró el2 de julio de 1979, fecha en la cual no se había recibido todavía ninguna nuevacomunicación. Ahora bien, en una nota de fecha 8 de octubre de 1979 el Gobiernoafirmó, en primer lugar, que el Comité debería revisar su decisión acerca de laadmisibilidad de la comunicación porque no se habían agotado todos los recursos dela jurisdicción interna. Adjuntó un resumen de los recursns disponibles, e indicóque los autores no habían indicado que hubieran interpuesto ningún recursoJ elGobierno afirmó además que no era el Gobierno el que tenía que probar la efi\:aciade los recursos y que no podía formularse la afirmación hipotética de que eraninef.icaces. Sin embargo, a pesar de esas ?legaciones, el Gobierno suministró lainformación siguiente:

"El Sr. Alcides Lanza fue detenido en averiguaciones el 2 de febrero de1976 e internado al amparo de las Medidas Prontas de Seguridad. Posterior­mente, el 21 de septiembre de 1976 fue procesado por el Juez Militar deInstrucción del quinto turno, por. hallarse presuntamente incurso en el delitoprevisto en el artículo 60 (Vlj del Código Penal Militar "asistencia a laasociación".

El 26 de octubre de 1977 se le dictó sentencia, condenándolo a tres aftosde penitenciaría, con descuento de la preventiva sufrida. Cumplida su pena,recuperó su libertad definitiva el 2 de febrero de 1979 y abandonó el país condestino a Suecia el l· de julio de 1979.

Debe sefta1arse que el Sr. Lanza contó en todo momento con la correspon­diente asistencia legal, siendo su abogado defensor el Dr. Juan Barbé.

La Sra. Weismann de Lanza fue detenida en averiguaciones el 17 de febrerode 1976 e internada al amparo de las Medidas Prontas de Seguridad. Posterior­mente, el 28 de septiembre de 1976 fue procesada por el Juez Militar deInstrucción de primer turno, por hallarse presuntamente incurso el. el delitoprevisto en el artículo 60 (VI) del Código Penal Militar "asistencia a laasociación".

El 4 de abril de 1978 se le dictó sentencia dándose por compurgado sudelito con la preventiva cumplida, recuperando su libertad. Abandonó el paíscon destino a suecia el 11 de febrero de 1979."

Afirmó que el carácter "falaz" de los argumentos con los cuales se pretendla"cu ..ar al Uruguay de violación de diversos artículos del Pacto quedaba claramentedemostrado por la simple enumeración de hechos expuesta precedentemente. "A pesarde que tales acusaciones, por infundádas, irresponsables y exentas de los mínimoselementos probatorios no ameritan mayo~es comentarios", el Gobierno hizo referenciaa algunas de ellas a ~ítulo de ejemplo en estos términos:

"Es evidente que ambas personas contaron con todas las garantías deldebido proceso, habiendo sido sometidas a juez competente en juicio público,contando con el correspondi.ente asesoramiento legal a cargo de sus respectivosabogados defensores y Pfesumidos inocentes hasta tanto no fue probada sucu1pab ilidad (arts. J.4. , 14.3 b) Y 3 e" 1/1.2).

Las acusac~ones de supuestos malos tratos y torturas que habrían sufridolos detenidos han existido sólo en la imaginación de la autora, qu~ apa~en­temente ignora la larga y rica tradición uruguaya en la materia que le
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han valido, a través de su historia, el reconocimiento de la comunidad
internacional. Sólo por desconocimiento total de los hechoso evidente mala fe
es concebible acusar al Uruguay de violaciones precisamente, a los artículos 7
y 10.1 del Pacto y artículo 5 de la Declaración Universal de los Derechos del
Hombre. En ningún establecimiento de reclusión se somete a los detenidos a
ningún tipo de tortura o apremio físico.

El Gobierno del Uruguay confía en que las razones expuestas basten para
que en esta oportunidad el Comité desestime definitivamente. la comunicación
que se examina, que no configura más que otra instancia de la campafta de
difamación emprendida contra nuestro país con el objeto de desacreditar su
imagen en el exterior, quedando, no obstante, a disposición de ese órgano para
cualquier aclaración adicional que desee formular."

9. Entretanto, una de las presuntas víctimas, Beatriz Wismann de Lanza, después
de llegar a Suecia, había presentado una comunicación (recibida el 28 de febrero de
1979 y registrada inicialmente con el número R.ll/48) en nombre de la otra presunta
víctim~, su esposo, Alcides Lanza Perdomo, en la que proporcionaba nuevas y deta­
lladas precisiones sobre el caso de este ~:timo. En una nueva carta (de 30 de
abril de 1979), que contenía una exposición ~etallada de su propio caso, la
Sra. de Lanza pedia que se la considerase copatrocinadora y coautora de la presente
comunicación y su propia comunicación (R.ll/48) se considerase parte de ~quélla y
se anadiese a ella como información adicional.

Afirmaba en particular que su esposo había estado internado en diferentes
cárceles y dependencias militares, se le había tenido incomunicado durante nueve
meses y se le había sometido a torturas (descargas eléctricas, suspensión de las
manos y "submarino seco"). La autora manifestaba que su marido tenía graves proble­
mas de salud (hipertensión, temblores costantes en el brazo derecno y a veces en
todo el cuerpo y pérdida de memoria a causa de lesiones cerebrales) debido al trato
sufrido. Había sido juzgado el 21 de septiembre de 1976 y condenado a tres aftos de
prisión por un tribunal militar; la autora afirmaba que seguía en la cárcel pese a
haber cumplido su condena. Con respecto a su propio caso, la Sra. de Lanza hacía
una descripción detallada de su experi~ncia desde la fecha de su detención, el 17
de febrero de 1976, hasta su liberación y salida del Uruguay en 1979. Manifestaba
que tras su detención había estado recluida en primer lugar en el cuartel de la
l'nidad No. 13 de las Fuerzas Armadas, llamado "El infierno" por los pr isioneros.
Mantenida casi constantemente con los ojos vendados y las manos atadas, afirmaba
que había sido sometida a variCis formas de tortura como el "Caballete", el "subma­
rino seco", el "picano" y el "plantón", que describía detalladamente. El 29 de
julio de 1976 había sido trasladada al cuartel de la 6a. Unidad de Caballería,
donde se la había mantenido en una celda sucia en deplorables condiciones higié­
nicas y sin ropas adecuadas para protegerse contra el frío, y con los ojos vendados
la mayor parte del tiempo. Afirmó que en ese cuartel la investigación preliminar
había tenido lugar el 26 de agosto de 1976. Cuando se había quejado ante el juez
militar de las torturas a que había sido sometida, éste le había aconsejado que no
llevase adelante su denuncia, ya que no podía probarla, pues de lo contrario
volvería probablemente al "Infierno". El 25 de septiembre de 1976 había sido
trasladada al cuartel de la Unidad No. lde Infantería, en Camino Maldonado r donde
al principio había sido recluida en una celda individual que medía 2 x 1,5 metros •
Durante el día se obligaba a los prisioneros a permanecer sentados y no se les
permitía hablar entre ellos. Había recibido la primera visita de un familiar
el 30 de octubre de 1976. Poco tiempo después, el 3 de noviembre de 1976 había



sido trasladada a la prlslon de Punta de Rieles, donde se la había mantenido junto
con otras once prisioneras en una celda p~evista para solo cuatro prisionerua. A
las prisioneras se las obligaba también a realizar en un campo trabajos duroa
propios sólo de hombres. Manifestó que el 15 de octubre de 1976 había 9idc acusada
de "Pr es tar ayuda a una asociación ilegal" ~ que en abr il de 1977 el fiscal había
pedido una pena de 32 meses~ y que un año más tarde, en abril de 1978, un juez la
habia condenado a 2~ meses y, tenindo en cuenta el tiempo que había estado dete­
nida, había ordenado que se la pusiese en libertad, pero que en virtud de las
medidas prontas de seguridad, había seguido en la cárcel hasta su excarcelación a
comienzos de 1979.

10. El Comité decidió consideraz: que la información indicada en el párrafo 9 estaba
relacionada con la. comunicación tal como lo había solicitado la autora y, por lo
tanto, interrumpió el examen de la comunicación No. R.ll/48 como comunicación sep«­
rada. Esta información se transmitió al Gobierno el 18 de septiembre de 1979, como
se señalaba en la comunicación del Gobierno de fecha 8 de octubre de 1979 (citada
~~ el párrafo 8).

En otra carta de 28 de septiembre de 1979 Beatriz Weismann comunicó al Comité
que su esposo habia sido expulsado del Uruguay y que había obtenido asilo político
en Suecia el 2 de julio de 1979.

11. En respuesta a nuevas preguntas formuladas por el Comité, Beatriz Weismann y
Alcides Lanza, en una carta fechada el 15 de febrero de 1980, presentaron la infor­
mación adicional y observaciones siguientes:

a) Manifestaron que. no habían dispuesto de asistencia letrada antes del.
juicio, momento en el cual se les había dado la posibilidad de elegir en~e un
abogado privado y un abogado designado oficialmente para su defensa. Beatriz
Weismann manifestó que ella había optado por un abogado privado, pero que nunca lo
había visto, que nunca había pod;do comunicar con él y que nunca se le había
infoJ:mado de sus derechos, posibles soluciones o recursos. Alcides Lanza declaró
que había optado ~r un abogado designado oficialmente y que el Dr. Antonio Seluja,
al que había visto en esa ocasión pero con el cual nunca había tenido ocasión de
hablar, había sido nombrado su abogado defensor. Alcides Lanza declaró a~emás que
su ásesor en la defensa habia sido sustituido posterioremente por el Dr. Pereda y
más tarde por el Dr. Juan Barbé, y que con ninguno de ellos había podido
::omunicarse nunca. Como no habían tenido ningún contacto con sus abogados, no
habían podido recurrir, ya que no conocían cuáles eran sus derechos y no tenían a
nadie que les ayudara a ejercer esos derechos.

b) A Beatriz Weismann se la mantuvo en pI: isión hasta el 11 de febrero de
1979, aunque se había ordenado su puesta en libertad el 14 de abril de 1978, fecha
en la cual se le había pedido que firmase dicha orden. Alcides Lanza, pese ha
haber cumplido su sentencia el 2 de febrero de 1979, había permanecido recluido en
diversos lugares (cuyos- nombres se especifican) hasta que fue puesto en libertad el
l· de julio de 1979.

c) Confirmaxon como cierta la información previamente presentada respecto
del trata quehab~an recibido durante su reclusión, que había incluido las diversas
forma.s de tortura física y mental a la que, según ellos, habían sido sometidos.
DecJ..araron que-, debi.do al trato que había recibido, el estado. de salud de Alcides
Lanza era todaviaprecario y, comopruel:la de ello, presentaron un informe médipo de .1
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fecha 19 de febrero de 1980, de un doctor de Estocolmo, junto con copias de
documentos del hospital y del laboratorio relativas al mismo. Incluían también
varias fotografías que mostraban cicatrices en las piernas de Alcides Lanza,
causadas, según ellos, por quemaduras de cigarrillos como medio de tortura. El
informe del doctor muestra que Alcides Lanza continúa sufriendo perturbaciones
auditivas, temblor en la mano derecha e incapacidad para utilizarla adecuadamente,
así como síntomas de depresión mental.
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12. El Comité ha observado que la comunicación de fecha 8 de octubre de 1979 pre­
sentada por el Gobierno se recibió después de expirado el plazo establecido en el
párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo, e incluso después de transcu­
rrido el plazo a partir de la nueva petición hecha por el Comité el 18 de abril
de 1979. Sin embargo, el Comité ha examinad la presente comunicación teniendo en
cuenta toda la información facilitada por las partes, de conformidad con lo estable­
cido en el párrafo 1 del artículo 5 del Protocolo Facultativo.

13. Por lo que respecta al agotamier.to de los recursos internos, el Comité observa
que las declaraciones y explicaciones presentadas por el Gobierno siguen sin demos­
trar en absoluto que en las circunstancias partiqulares de los dos individuos en
cuestión en el momento de ocurrir los hechos denunciados existiesen recursos a su
alcance que pudieran haber utilizado. El Comité fue informado IX'.)rel Gobierno en
otro caso (R. 2/9) de que el recurso de habeas corpus no era aplicable a las perso­
nas detenidas como resultado de las medidas prontas de seguridad. Además, Beatriz
Weismann y Alcides Lanza explicaron que no tuvieron ningún contacto real con
abogados que les asesorasen sobre sus derechos o les asistieran en el ejercicio de
los mismos.

l4.. Por lo tanto, el Comité decide basar sus observaciones en las siguientes
consideraciones:

-1.19-

Alcides Lanza Perdomo fue det€nido €n averiguaciones el 2 de febrero de
1976 e internado en virtud de las medidas prontas de seguridad, como
indicó el Gobierno. Se le tuvo en aislamiento celular durante muchos
meses. No se discute ~ueestuvo detenido ~urante casi ocho meses sin que
se formulara cargo alguno contra :él, y posteriormente estuvo detenido
otros trece meses bajo la acusación <le "asociación subversiva" funda(la
únicamente, al parecer, en sus opiniones y relaciones políticas. Poste­
riormente, al cabo de casi veintiún .meses de oetención, un tribunal
militar lo conQenó por ese delito a la pena de tres aftas (le penitencia­
ría, menos el período pasado en detenci6n preventiva. Durante ese
período de reclusión 'Ji durante su proceso n.o tuvo acceso real a asisten­
cia letrada. Aun cuando había cumplido su sentencia el 2 de febrero de
1979 no fue puesto en libe~tad hasta el 1- <le julio de 197.9. Su actual
estado de mala salud física y .mental, respecto del cual el Gobie~no

uruguayo no ha <lado ninguna otra explicación, confirma las declaraciones
<le loo malos tratos sufridos mientras estaba recluido .•

Beatri~Weisman -de Lanza fue detenida en aver i9uaciones el 17 (le febrero
oe 197~ e internada en virtud ae las medidas prontas (le seguridad, según
inoi-06el Gobierno. Estuvo incomunicada durante muchos meses • No se
discute que estuvo detenida durante más de siete meses sin que se formu­
lar.;;t .c.iir-gO alguno con traella, y posteriormente, conforme a la información
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facilitada por el Gobierno, estuvo det€~ida otros dieciocho meses (del 28
de septiembre de 1976 a abril de 1978), acusada de "asistencia a una
asociación subversiva" al parecer por los mismos motivos que su marido.
Fue juzgada y sentenciada por un tribunal militar en abril de 1978, fecha
en la cual se estimó que su delito había sido purgado durante el período
pasado en prisión preventiva en espera de ser juzgada. No obstante,
permaneció encarcelada hasta el 11 de febrero de 1979. Durante su
período de reclusión y durante su proceso no contó con acceso real a
asistencia letrada. Por lo que respecta a sus afirmaciones de que
durante su reclusión fue sometida a malos tratos y a torturas física y
mental, declara que se quejó ante el juez militar, pero no existen
prup.bas de que hayan sido examinadas sus quejas.

15. El Comité de Derechos Humanos ha examinado si las acciones y el trato que a
primera vista no son conformes con el Pacto podrían estar justificados por alguna
razón en virtud del Pacto en esas circunstancias. El Gobierno ha hecho r.eferencia
a las disposicioaes de la legislación uruguaya, en particular a las medidas prontas
de seguridad. Sin embargo, el Pacto (artículo 4) no autoriza suspensión alguna de
sus disposiciones por medidas nacionales, excepto en circunstancias muy determina­
das, y el Gobierno no ha presentado ningún heche ni remitido a ley alguna que justi­
fiquen esa suspensión. Además, algunos de los hechos mencionados más arriba se
refieren a cuestiones reguladas en disposiciones cuya suspensión el Pacto no auto­
riza en circunstancia alguna.

Por lo que se refiere a las observaciones del Gobierno anteriormente mencio­
nadas (párrafo 8), de las conclusiones del Comité arriba rese~adas (párrafo 14) se
desprende que varias garantías procesales no se han observado efectivamente y que
el Gobierno ha considerado simplemente que varias acusaciones muy concretas de
malos tratos y torturas ~no ameritan mayores comentarios". En su decisión del 26
de octubre de 1979 relativa al caso No. R.2/9, el Comité subrayó que no bastaban
las denegaciones de carácter general. Se requerían respuestas concretas y pruebas
pertinentes [incluidas copias de las decisiones pertinentes de los tribunales y
resultados de cualesquiera investigaciones que se hubieran realizado acerca de la
validez de las denuncias hechas) en respuesta a las afirmaciones del autor de una
com unicación. El Gobierno no presentó al Comité tal información. En consecuen­
cia, el Comité no puede menos de sacar las conclusiones apropiadas basándose en la
informaciáin que tiene ante sí.

16. El Comité de Derechos Humanos, en virtud del párrafo 4 del artículo 5 del
Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,
estima que los hechos expuestos más arriba (párrafo 14), ocurridos, o que conti­
nuaban ocurriendo, después del 23 de marzo de 1976, fecha en que entraron en vigor
para el Uruguay el Pacto y el Protocolo Facultativo, demuestran por las razones ya
indicadas (párrafo 15), la existencia de violaciones del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos, en particular:

con respecto tanto a Alcides Lanza Perdomo como a Beatriz Weismann
de Lanza;

del artículo 7 y del párrafo 1 del artículo 10, a causa del trato que
recibieron durante su detención;
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del párrafo 3 del artículo 9, porque después de ser detenidos no fueron
llevados sin demora ante un juez y porque no fueron juzgados dentro de un
plazo razonableJ

del párrafo 4 del artículo 9, porque no pudieron impugnar la legalidad de
su detención y prisión;

de los párrafos 1, 2 Y 3 del artículo 14, porque no tuvieron acceso real a
asistencia letrada, porque no fueron juzgados dentro de un plazo razona­
ble, y porque fueron juzgados en circunstancias en que, independientemente
de las disposiciones legales, no tuvieron las debidas garantías de un
proceso justo;

del párrafo 1 del artículo 9, poro'.e Alcid(~s Lanza Perdomo y Beatríz
Weismann de Lanza no fueron puestos en libl¡~rtad hasta cinco y diez meses
respectivamente, después de haber cumplido totalmente sus s.entencias de
reclusión.

El artículo 19 del Pacto dispone que toda persona tiene derecho a mantener
opiniones políticas sin ninguna injerencia y que el derecho a la libertad de
expresión enunciado en el párrafo 2 de ese artículo estará sujeto solamente a las
restricciones que sean necesarias para a) asegurar el respeto a los derechos o a la
reputación de los demás y b) la protección de la s,guridad nacional, el or~en

público o la salud o la moral públicas. El Gobierno del UruguQY no ha presentado
pruebas respecto de la naturaleza de las actividades políticas a las que, según él,
se dedicaban Beatriz Weismann y Alcides Lanza, y que fueron la causa de su
detención, prisión y procesamiento. La información de que se les acusó de
asociación subversiva no es en sí misma suficiente. Por consiguiente, el Comité,
tomando como base la información que le ha sido p~esentada, no puede concluir que
la detención, prisión y procesamiento de Beatriz Weismann y Alcides .Lanza estén
justificados con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 19 del Pacto.

17. Por ello, si bien el Comité toma nota con satisfacoión de que Beatriz Weismann
y Alcides Lanza ya están en libertad, estima, sin embargo, que el Estado parte
tiene la obligación de proporcionarles recursos eficaces, incluida la compensación,
por las violaciones de que han sido víctimas y de tomar medid~s para asegurar que
no ocurran violaciones semejantes en el futuro.
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AN!!}XO VII

Decisión del. COn\iti de De:reobos- HWIlanQs de eoner fin
al e~amen de la ComunioaoiónNo. R.7/3~

E;l. 2::¡· de- s~iemP4e. d~ 19.7-7', a,l e<Xp-iJ::-a:.r: sU:. pasaporte uruguayo, presentó unasp.licituQ; p~,r:a; reo.Q.var su p.;\~PQi:t~ ~ el Cons.ulado de,l uruguay en la ciudad dondevivía". Pos.ter io:;men.te- fue- in-fQl:mQ,@ Cle qu.e, t:t'Cl.$ consul.tar con: el GObiernour.u~ª~Q., el Ccn$!Jlaa9- nQ- hQ,Q-ia r~il:>:i49' ~tQriza.ción' para: renovar: su pasaporte.

Fepha, de. la P5e$~nte· deciaión: 2'6 ~ mar~o> de 1980.: •._- '>"'--

~a.t~Q. pa,.r.te. in.te-res.ado.; UI'U9;uay_., - -, -.. -...... ,..~-" ; .. ' .. ~ .. ,>

EJ. a.p.tor inltia.te en· q~e- e~-tQ: cQn~t·itl.lye una: violación: del párrafo 2. dela,rticulo. ].2· y. de.l artíqulQ- 19: de-l Pa.cto- Inte:rllilcional. dec Derechos Civiles ypQ,1iticos,,"

E;l. a~to..r de· la: comunica.c-ión (de f~ ~S d.e mayQ de 1978,), Guillermo Waksman,e§c un ciu<la..Q,C'l.nQ- uru9~a.:yo- de- 3:3' ai't~ de e<lq<l, pe:I: iodist:a: y tradUctor de profesión,q.i.le. d~~e· ~ce, Vqr i oa a.fi~ vive- fuer a: del Urug.u.~.

P9r d~isJ~, deJ. 24, de· a.~ il. d~: 1979;, el c.om:itéo de: Derechos Kumanos. declaró<{l,.l.~\ 1~. o~~eapió~,era, a4m-isib-l~ c~ a.~re9_1()~ al PrQto.colo Faettl..tativo de~ PactoIn"t~*n,~i.on,~:~. ~r~~fG-ivil~ y :J?Q.lit:icos:: y, ~ conformidad con: e-~ párrafo 2~+ ~dCll.~,lo,- 4". d~l- PJH:~t()QQJ.o-,. p-idiQ- a:l E~a..dQ pa~te que, pr.esentara aL. Comité-, en unpla,Z.9~ ~, s~is", m~l?,~§.: a~ pa.rtir d~ l¡¡;, tra"l'Smisión d!it la. d.e.ci$ión~, explicaciones o.d~R¡~aplC>I;l.e§"; Pf.?I; e~~.ritq... en· lél$, q~~. s~ acla.I:a.t:a. e;l asunto y se seftalaran las1Il:~~d~;\ ~~? e-:veJ?,.tuQJ.Ine,º,t~s~. n-ub-ie:r an· tOi\lqQO al respecto.

~. re§,~;~e,§~~a., ~. e~.ta; de.cisáón, el E~adQ pa.r: te cOlIWnicó. al. Comité que el. 16 de~<;l~t~. d,~, 19l79f' ~ia; dQ,4.Q, ins~tr u~ciC)nes.. a su Com~l;;llado del lQgar donde. vivía en~~\,1,~* m,9A\~Q..:t9:el a¡,¡.'Cqr p;ga; ~.\,l~ renovara St¡ pasaporte. Eata inf.ormación. fue:cQ~'ti¡:~9.q._~,: t~de- p.Qr e¡ a.lJ.tlZ)l;, qui~n comunicó al Comité> que había recibido unn.I¿l;Y9~ 2~.s?I?R:Z;t~ U;tUg;~YQ' eJ. 4. de 0Gtubr;e de 1979•.

E;l.. ~~té. .. tQ~ nQ:ta cQn s,ªtis..facción de qu~ el Estado parte ha adoptado
Ill.~9id~p, ap~()J?,i":~~~ Pi;j..ra pQn~r re,m,~q.iQ al aGLUlto objeto de- reclamación.

P-9~ l~ t';'¡,nt<;l,¡: el ~oIn.ité. de. ~reqhos Humanos. de.c;i.cle-:
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ANEXO VIII

Observaciones formuladas por el Comité de Derechos Humanos conforme
al párrafo 4 del artículo 5 del Protoeo10 Facultativo del Pacto

Internacional de Derechos Civiles y Políticos

relativas a la

Comunicación.No. R.l/4

Presentada por: William Torres Ramírez

Estado parte interesado: Uruguay

Fecha de la comunicación: 13 de f~br~ro de 1977

El Comité de Derechos Humanos, ~tablecido en virtud <lel artículo l8 del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Po1ítieo$#

reunido el 23 de julio de 1980;

habiencb concluido el examen de ~a eomlJni~~i9n No. R.l/4$ pr,esentada al
Comité por Wil1.:i.am ~rr.es Ramirez conforme al Protocolo F.¡acultativo -del
Pacto Internac:LonaJ. de Derechos Civiles y Po1íti-cos¡

habi~do teni~ el cuenta toda la inf9rma~iQnescrita que le han
proporcionado el. autor de ].a comuni'Caci-óoy ·el Estad? parte int.er,esado¡

aibpta. las siguientes:

CBSERVACIONES FORMU!A..~ CONFQ2ME AL PARRAFO -4 DEL ARTICULO '5
D.EL PRO'roOOL-oFACUL"'r.M'IVO

1 El autor de ~i:a -comuni'Caci'Ón {'Cartaifi.i'C~l & f~ha 13 de f..ebr:~r~ de 1~71 Y
mL.T'i:as 5ucesivasde :f.echa 22 1ie 9Ctubroe -(le 1917,r '5 1ie -abr i1 .Qe 1918 Y 2G de mayo
:de :.l97B) -es 110 nacional uru9uayor<eSi-óent:e oen Méxi'OO. Pr:esent'Ó la -comunieación -en
nml'lbr:: propio.

2. E. aut.or ~:lara ~'f: ~l ~ ~ 'di-ciaubroe 1iIa 1'9'15 fue óet.-eniOO :en :.Su wmi--ciliQ .Qe

~video "po..t' cuat-ro iJ.'Allbres -d!: -cÜ<i1 y '9OI1'IJucí1io ..al Batsill1Sn -de Infantería
.No. ..l3" 1:a:mb.íkn .l.laudo ""La ~uina¡ll. ~cr ibs; v.arias formas -de to-r:j:.ULG\ .que
liE-as~1:e se apli'CaPan ~ 10$ pr:es~ 'Y, :en particular" 'Óecl.ara que -él misUlO f·ue
m:&e~iQoal $ubaaii1.lo(~f~i-6n~ -el .agua) y alplant'Ón {f·ue -obli-g.ado oa
~r -de -pie 1i¡.u:.anw 'C~~-9 1iías) "le tuvieron -col-gado {por l-os br~SI
~" 1'1u~ª"te3~ !l9r.as) y .le g91pe.aron {:en una 9Casioo, seg\Ín afirma ... -cpn tal
±tr~ f,!~ .~ tuvieron -que .llev.ar al hospital militar}. Al '<:aro llecasi l.lO .mes
de ~ci9nf·jJe'9bli-gm 9- fír.iil.ar .~ declar.ación·.es.-crita .:en que ..a.firmabaqueno
11ab» ;s;i~ ~~t-9 • .apremí~ fisi'C"9Sytuvoque -Cvntestarun -cu~stionario ace~<:a

1ie~ ~ti-viQa~ '99Ii9 ini-embr-Q-del Parti-do -'Comuni-staeEl 3l1ie 'Óioiembre 4e 1975
~ ~~~~.al~.imient9 .Qe ArtUl-eria iNO. 1 en ·.!laPal1Jea.. 'Cerr9. Blautor
1ie:P~~~ '9~ll-eg9las -«>ndiei-ones .Qe ].a ,detenci1Ínen ese lugarer.an .al-go
a.e~.l:~ q~ .en ."'~ )1¡iq~in~r", per.p q\le ~Qrar-oo .,apartir-del mes .aefebrero
~ .l,$?~.. Afi:r~ -que l~ .Qeteni~ tenían ~tinuamente l-os'Ojos vendados, .que eran
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sometidos a malos tratos (falta de comida y de ropa) y a torturas (golpes,
plantones) y que durante un período de seis meses sólo se les permitió salir de las
celdas para 15 minutos de recreo en ocho ocasiones. En La Paloma fue obligado a
firmar otra declaración escrita en la que decía que no se le había maltratado ni
sometido a torturas.

El autor declara que en febrero de 1976 fue llevado ante un juez militar para
interrogatorio y en junio de 1~76 se le ll~vó de nuevo ante el mismo juez, quien
decretó su· libertad bajo emplazamiento. Pese a ello siguió detenido. Afirma que
nunca tuvo asistencia letrada, que nunca fue juzgado puesto que no se le habían
formulado cargos contra él, y que el tribunal le comunicó que si hacía algún cambio
en sus declaraciones escritas anteriores sería juzgado por perjurio, delito que se
castigaba con pena de prisión de tres meses a ocho aftos.

Afirma además que el l· de julio de 1976 fue trasladado al Bloque
Disciplinario nB", en otro sector de La Paloma, donde había nueve celdas, la más
grande de 1,2 x 2 metros, en cada una de las cuales había dos presos.

Declara que el 6 de agosto de 1976 fue puesto en libertad y un mes más tarde
obtuvo asilo político en México.

El Sr. TOrres Ramírez ~lega que el trato que recibió durante su detención
eliminaba prácticamente toda posibilidad de recurrir a un abogado defensor. En
cuanto a agotar los recursos internos, seftala que la única decisión que adoptó el
tribunal en su caso fue la de ordenar su puesta en libertadJ en consecuencia no
cabía en su caso el recurso de habeas corpus, ya que había estado detenido en
aplicación de las Medidas Prontas de Seguridad.

Por último, el Sr. Torres Ramírez declara que no recibió ninguna indemnización
después de su puesta en libertad.

Afirma, por lo tanto, que fue víctima de violaciones del artículo 7, de los
párrafos 1, 3 Y 5 del artículo 9, de los párrafos 1 y 3 del artículo 10, de los
apartados b), c), d), e) y g) del párrafo 3 del artículo 14, de los párrafos 1 y 2
del artículo 18 y del artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos.

3. El 26 de agosto de 1977 el Comité de Derechos Humanos decidió transmitir la
comunicación al Estado parte, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 91 del
reglamento provisional, y solicitar de ese Estado parte información y observacioneE
relacionadas con la cuestión de la admisibilidad de la comunicación.

4. En carta de fecha 27 de octubre de 1977 el Estado parte se opuso a la
admisibilidad de la comunicación por dos razones;

a) el asunto de que se trataba ya estaba siendo examinado por la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos;

b) la presunta víctima no había agotado todos los recursos de la
jurisdicción interna disponible.
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5. El 26 de enero de 1978 el Comité de Derechos Humanos puso en conocimiento del
Estado parte que, de no recibir informaciones más concretas relativas a los
recursos internos a disposición del autor y a la eficacia con que aplicaban esos
recursos las autoridades competentes del Uruguay, el Comité tendría que admitir que
el autor había agotado esos recursos y, en consecuencia, consideraría admisible la
comunicación por lo que hacía al agotamiento de los recursos internos, a menos que
el Estado parte proporcionase detalles de los recursos que, según sostenía, POdrí~

baber utilizado el autor en las circunstancias de su caSOI junto con las pruebas dE
que existían posibilidades razonables de que tales recursos fuesen efectivos.

6. En carta de fecha 5 de abril de 1978 el Sr. Torres Ramírez comunicó al comité
que su easo había sido retirado del examen por la Comisión Interamericana de
Derechos Bwnanos.

7. En carta de fecha 14 de abril de 1978 el Estado parte presentó una información
que consistía en una descripción general de los derechos que asistían al imputadu
ante la justicia penal militar y de los recursos internos de ~ue disponía el mismo
como medios de proteger y salvaguardar sus derechos ante la justici~ nacional. No
se especificaba, sin embargo, de qué recursos podía haber dispuesto el autor en las
circunstancias particul~res de su caso.

8. En carta de fecha 20 de mayo de 1978 el Sr. Torres Ramírez alegó que los
recursos enumerados por el Estado parte no se aplicaban en su caso porque !lo había
sido procesado y que no cabía el recursos de habeas corpus porque había sido
detenido en virtud de las Medidas Prontas de Seguridad. El autor se~aló que
ninguno de los otros recursos enumerados por el Estado parte habr ían podido
utilizarse en su situación.

lndemnización 9. El 25 de julio de 1978 el Comité de Derechos Humanos:

7, de los
1, de los
:rafos 1 y 2
:iviles y

lsmitir la
I 91 del
Ibservaciones

la

Comisión

a) Habiendo llegado a la conclusión de que el apartado a) del párrafo 2 del
articulo 5 del Protocolo no le impedía declarar admisible la comunicación aunque el
mismo asunto hubiera sido presentado a otro órgano de examen o arreglo
internacional, si el asunto había sido retirado de la jurisdicción de ese otro
órgano o si ya no estaba siendo examinado activamente por él, en el momento en que
el Comité adoptase su decisión sobre la admisibilidad del asunto~

b) Habiendo llegado a la conclusión de que el apartado b) del párrafo 2 del
artículo 5 del Protocolo no 1~ impedía examinat una comunicación recibida con
arreglo al Protocolo en los casos en que las alegaciones mismas planteasen
cuestiones relativas a la disponibilidad o la efectividad de los recursos inter~o&,

y cuando el Estado parte, habiéndoselQ solicitado expresamente el Comité, no
aportara detalles sobre la disponibilidad y efectividad de los recursos interno~ en
~lcaso particular de que se tratara;

Decidió, en consecuencia:

al qu~ la comunicación era admisible;

b) que el texto de esta decisión se transmitiera al Estado parte, junto con
.el texto oe los documentos pertinentes, así como el autor.
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;'.l

::==-=::. --v~~=;~~ ~~~~"~:'::::::=::':"::::=' '~"":-"'~-~3C::;:=-":C"" -" .



c) que, de conformidad con el párrafo 2 del artículo 4 del ProtocoloFacultativo, se pidiera ~l Estado parte que presentara por escrito al Comité,dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que se le transmitiera estadecisión, explicaciones o declaraciones para aclarar el asunto y que seftalase lasmedidas que eventualmente hubiese adoptado al respecto.

Ui)

iv)

10. El 18 de abril de 1979, el Comité decidió que se recordara al Estado parte queel plazo de seis meses para la presentación de explicaciones o declaracionesprevisto en el párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo había expirado el28 de marzo de 1979 y que se pidiera al Estado parte que presentase dentro delplazo de seis semanas a partir de la fecha de la transmisión de esta decisión alEstado parte, observaciones relativas a la esencia del asunto en examen, y queadjuntase copias de toda orden o decisión judicial pertinentes para el caso enexamen.

v)

11. La .decisión del 18 de abril de 1979, del Comité, se transmitió al Estado parteel 18 de mayo de 1979. El plazo de seis semanas que se fijaba en la misma expirópor lo tanto, el 2 de julio de 1979. Más de tres meses después de esta fecha serecibió del Estado parte otro documento, de fecha 11 de octubre de 1979.
13. El C
informaci
del artic12. En este nuevo documento, de 11 de octubre de 1979, el Estado parte repetía lasopiniones expresadas en su documento del 14 de abril de 1978, es decir, que elComité debía examinar de nuevo la cuestión de la admisibilidad a la luz de lasexplicaciones proporcionadas por el Estado parte acerca de los recur~os queasistían a l~s imputados ante la justicia nacional, reafirmaba su convicción de quesu respuesta del 14 de abril de 1978 debía haber sido suficiente para aclarardefinitivamente la cuestión, y affadía las explicaciones siguientes:
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En el Uruguay no existen delitos de opinión, ni personas detenidas porsus ideas, sino delincuentes comunes, que no dejan de serlo porqueinvoquen una filosofía o ideología revolucionaria o disolvente del ordensocial libremente establecido por la abrumadora mayoría del pueblo. Esohace totalmente improcedentes las referencias a los artículos 18 y 19 delPacto;

ii)

i) En el Uruguay los apremios físicos están expresamente prohibidos por elartículo 26 ge la Constitución y el artículo 7 de la Ley No. 14.068 ytodo funcionario público culpable de abuso de autoridad y de agresióncontra una persona incurre en responsabilidad penal y civil, as! como enresponsabilidad administrativa y puede ser destituido;

En cuanto a las acusaciones de supuestas violaciones del Pacto, el Estadoparte afirmó que eran infundadas, irresponsables y exentas de los mínimos elementosprobatorios y, a modo de ejemplo, presentó la información siguiente para refutartales falsedades:

El 24 de junio de 1976 se decretó su libertad bajo emplazamiento,clausurándose lós procedimientos de su causa el 3 de agosto de 1976.

Se asiló en la Embajada de México (ü 21 de octubre de 1976, partiendo condestino a ese país una semana después.

El Sr. Torres Ramírez fue detenido el 6 de diciembre de 1975 e internado alamparo de las Medidas Prontas de Seguridad por su presunta vinculación conactividades subversivas. Intervino el Juez Militar de Instrucción de Primer Turno.



iii) Para la detención administrativa en virtud de las Medidas Prontas de
Seguridad no es necesario que existe delitoi basta el peligro grave e
inminente que afecte la seguridad y el orden públicOi

iv) La Ley No. 14.068 sobre Seguridad del Estado f del 10 de julio de 1972,
sometió a la jurisdicción de los Tribunales Militares a los autores de
delitos militares, aun cuando fueran civiles, lo que explica que el Sr.­
Torres detenido por presuntas actividades subversivas, fuera sometido a
dicha jurisdiccióni

v) El conjunto de disposiciones que fOIman los códigos mílitáres (Código
Penal Militar, Código de Organización de los Trib~nales Militares, Código
de Procedimiento Penal Militar) delimitan con todo detalle el campo de
acción de los diversos órganos de la justicia militar, de tal manera que
el ejercicio de la función jurisdiccional está rodeado de plenas
garantías.

13. El Comité ha examinado la presente comunicación a la luz de toda la
información qu~ le han presentado las partes, tal como se dispone en el párrafo 1
del artículo 5 del Protocolo Facultativo.

14. Con respecto al agotamiento de los recursos internos el Gobierno del Uruguay
ha comunicado al Comité, en relación con otro caso (R.2/9), que el recurso Qe
habeas corpus no es aplicable a las personas detenidas en virtud de las Medidas
Prontas de Seguridad. El Sr. Torres Ramírez declaró que no había podido interponer
ningún otro recurso jurídico, porque nunca se le había sometido a juicio. No
existe ningún elemento que pru~be a juicio del Comité que había otros recursos que
el Sr. Torres Ramírez debiera haber interpuesto.

15. En consecuencia, el Comité decide basar sus opiniones en los hechos siguientes
que, o han sido confirmados en 10 esencial por el Estado parte, o no han sido
denegados, excepto en denegaciones de carácter general que no ofrecen ninguna
información e explicación concreta: Wi11iam Torres Ramírez fue detenido el 6 de
diciembre de 1975, compareció ante un juez militar en febrero de 1976 y nuevamente
el 24 de junio de 1976, cuando se decretó su Hbertad bajo emplazamiento. No
obstante, siguió detenido hasta el 6 de agostu de 19760 Durante su detención no
tuvo acceso a asistencia letrada. No tuvo ninguna posibilidad legal de pedir el
habeas corpus.

16. Con respecto a las acusaciones de malos tratos, el Comité toma nota de que en
su comunicado de 13 de febrero de 1977 el autor dio el nombre del oficial superior
resPQ\sab1e de los malos tratos que presuntamente recibió desde enero ee 1976 hasta
junio de 1976. El Estado parte no ha presentado ninguna prueba de que estas
acusaciones se hayan investigado debidamente de conformidad con las leyes que
mencionó en su comunicación de fecha 11 de octubre de 1979. Una refutación de
estas acusacione~ en términos generales no es suficiente. El Estado parte debería
haber investigado las acusaciones con arreglo a su legislación y a sus obligaciones
en virtud del Pacto y del Protocolo Facultativo.

17. El Comité de Derechos Humanos ha examinado si las acciones y el trato que
primafacie no son conform~s con el Pacto podrían estar justificados por alguna
razón en virtud del Pacto en es~s circunstancias. El Gobierno ha hecho re!erencia
a las disposiciones de la legislación uruguaya, incluidas las medidas prontas de
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seguridad. Sin embargo, el Pacto (artículo 4) no autotiza suspensión alguna de sus
disposiciones por medidas nacionales, excepto en circunstancias .uy determinadas, y
el Gobierno no ha presentado ningún hecho ni remitido a ley alguna que justifiquen
esa suspensión. Además, algunos de los hechos mencionados más arriba se refieren a
cuestiones reguladas en disposiciones cuya suspensión el Pacto no autoriza en
circunstancia alguna.

18. El Comité de Derechos Humanos, actuando conforme al párrafo 4 del articulo 5
del Protoc9lo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,
estima que estos hechos, en la medida en que prosiguieron o se proilujerOa"1 después
del 23 de marzo de lS16 (fecha en que el Pacto entró en vigor con respecto al
Uruguay), revelan violaciones del Pacto, y en particular:

del artículo 1 y del párrafo 1 del articulo 10, a causa del trato de que fue
objeto el detenido hasta junio de 1916J

del párrafo 1 del artículo 9, porque no se puso en libertad al detenido hasta
seis semanas después de ordenarlo el juez militarJ

del párrafo 4 del artículo 9, porque en su caso no c~bía el recurso de
habeas corpusJ

del párrafo 3 d 1 artículo 14, porque no tuvo acceso a aRistencia letrada.

19. Por consiguiente, el Comité considera que el Estado parte está obligado a
proporcionar a la víctima recursos efectivos, incluida una reparación, por la
violación de sus derechos, y a tomar medidas para evitar que vuelvan a producirse
violaciones similares.
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ANEXO IX

Observaciones formuladas por el Comité de Derechos Humanos conforme
al párrafo 4 del artículo 5 del Protocolo Facultativo del Pacto

Internacional de Derechos Civiles y Políticos

relativas a la

Comunicación No. R,1/6

Presentada por: Miguel Angel Millán Sequeira

Presunta víctima: El autor

Estado parte interesado: Uruguay

Fecha de la comunicación: 16 de febrero de 1977

El Comité de Derechos Humanos, establecido en virtud del artículo 28 del Pacto
Intgernacional de Derechos Civiles y Políticos,

reunido el 29 de julio de 1980;

habiendo concluido el examen de la comunicación No. R.l/6, presentada al
Comité por Miguel Angel Millán Sequeira conforme al Protocolo Facultativo del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos;

habiendo tenido en cuenta toda la información escrita que le han
proporcionado el autor de la comunicación y el Estado parte interesado, adopta lo
siguiente:

CBSERVACIONES FORMUIADAS CONFORME AL PARRAFO 4' DEL ARTICULO 5
DEL PROTOCOLO FACULTATIVO

l. El autor de esta comunicación (carta inicial de fecha 16 de febrero de 1977 y
cartas sucesivas de fechas 20 de octubre de 1977 y 4 de abril y 18 de mayo de 1978)
es un nacional uruguayo residente en México. En la fecha de la presentación de la
comunicación en 1977 el autor tenía 20 aftos de edad.

2. El autor afirma que fue detenido en el Uruguay en abril de 1975 y puesto en
libertad en mayo de 1975, y que fue nuevamente deteniao el 18 de septiembre de 1975
y estuvo privado de libertad hasta que se fugó el 4 de junio de 1976. En ambas
oportunidades, las personas que lo habían detenido le indicaron que el motivo de su
arresto consistía en que se sospechaba que era un militante comunista, cosa que él
negó. Declara que fue sometido a torturas durante el primer período de detención y
nuevamente durante los 15 primeros días de su nueva detención. Describe con cierto
detalle los métodos de tortura a que supuestamente fue sometido, y cita los nombres
de varios oficiales responsables de los malos tratos. El autor alega que, después
de su nueva detención, se le mantuvo incomunicado inicialmente durante 65 días y
que después se le trasladó al estadio deportivo "El Cilindro", de Montevideo, que,
según afirma, se empleaba para albergar a detenidos políticos poco peligrosos, y
donde permaneció por espacio de seis meses. Declara que fue llevado ante un juez
militar en tres oportunidades (23 de octubre y 12 de diciembre de 1975 y 2 de junio
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de 1976), pero que no se tomé medida alguna para su procesamiento ni su liberación.
El autor afirma que el 4 de junio de 1976 recuperó su libertad mediante la fuga.
Afirma que las autoridades del Uruguay han violado las siguientes disposiciones del
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: artículos 7, 9, 10, 14 (1, 2,
3), 18 (1, 2), 19 (1, 2).

3. El autor sostiene que, en la práctica, en el Uruguay no se dispone de recursos
en la jurisdicción interna ya que cuando son aplicables las autoridades pertinentes
les dan una interpretación muy restrictiva. Declara asimismo que se niega el
derecho de ~abeas corpus a las personas detenidas bajo el régimen de "medidas
pr~tas de seguridad" lo que, según afirma, constituye una interpretación abusiva
del párrafo 17 del artículo 168 de la Constitución. Aduce, además, que nunca se
observan las garantías establecidas en dicho artículo. Afirma que no tuvo acceso a
asistencia jurídica mientras se le mantuvo en detención, pues las autoridades no
reconocen el derecho a la defensa hasta el procesamiento. L~clara que no ha
sometido su caso a ninguna otra organización internacional.
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b) pidió aclaraciones al autor de la comunicación acerca del otro caso que
presuntamente se refería a él, presentado a la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos (caso No. 2109, octubre de 1976); y

5. En una carta de fecha 27 de octubre de 1977, el Estado parte se opuso a la
admisibilidad de la comunicación por dos motivos:

a) el mismo asunto ya había sido examinado por la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos como casos Nos. 1968 y 2l09~

6. El 26 de enero de 1978, el Comité de Derechos Humanos:

c) informó al·Estado parte que "a menos que el Estado parte proporcione
detalles de los recursos que, según sos~iene, podría haber utilizado en las
circunstáncias de su caso el autor, junto con las pruebas de que existían
posibilidades razonables de que tales recursos fueran efectivos", la comunicación
se declararía "admisr\l~ por lo que respecta al agotamiento de los recursos
internos".

b) la presunta víctima no había agotado todos los recursos internos
disponibles.

4. El 26 de agosto de 1977, el Comité de Derechos Humanos decidió transmitir la
comunicación al Estado parte con arreglo al artículo 91 del reglamento provisional,
y solicitó informaciones y observaciones en relación con la cuestión de la
admisibilidad.

a) decidió que el caso No. 1968 presentado a la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos el 26 de julio de 1975 no POdía referirse a sucesos que se
presumía ocurridos el 23 de marzo de 1976 o después de esta fecha, en la que
entraron en vigor con respecto al Uruguay, el Pacto y el Protocolo Facultativo y,
por tanto, no impedía al Comité, con arreglo al apartado a) del párrafo 2 del
artículo 5 del Protocolo Facultativo, examinar la comunicación que se le había
presentado el 16 de febrero de 1977;

7. En respuesta, el autor informé al comité que la única posible referencia a su
persona en el casO No. 2109 presentado a la Comisión Interamericana de Derechos
Huma~os era una afirmación de dos líneas en una lista de varios centenares de
personas que, según se sostenía habían sido detenidas arbitrariamente. El Estado
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parte presentó una descripción general de los derechos reconocidos a los acusados
ante los tribunales penales militares y los recursos internos destinados a proteger
y salvaguardar los derechos de los acusados con arreglo al sistema judicial
uruguayo. También citó el artículo 17 de la Constitución del Uruguay, relativo al
recurso de habeas corpus. Sin embargo, el Estado parte no especificó qué recursos
tuvo a su disposición el autor en las circunstancias particulares de su caso.

8. Refiriéndose a la información sobre 103 recursos internos présentada por el
Estado parte, el autor sostuvo que los recursos mencionados por el Estado arte no
eran aplicables en su caso, en vista de que no se lo había sometido a juicio y se
le había,impedido ampararse en el d~recho de habeas corpus, dado que las
autoridades no reconocían dicho recurso a las personas detenidas en virtud c~l

régimen de "medidas prontas de seguridad".

9. En una decisión de 25 de julio de 1978 el Comité de Derechos Humanos concluyó:

la
mal,

la de

a) que la referencia de dos líneas a Millán Sequeira en el caso No. 2109
presentado a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos - caso en que, de forma
similar, se enumeran los nombres de cientos de otras personas que, se sostiene,
fueron detenidas en el Uruguay - no era el mismo asunto que el que el autor
describe detalladamente en la comunicación que dirigió al Comité de Derechos
Humanos. En consecuencia, la comunicación no era inadmisible con arreglo al
apartado a) del párrafo 2 del artículo 5 del Protocolo Facultativo. Al llegar a
esa conclusión el Comité seftaló, no obstante, que podría ser objeto de nuevo examen
a la luz de las nuevas explicaciones relativas a la cuestión qu~ el Estado parte
pudiera presentar de conformidad con el párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo
FacultativoJ

de

b) que el apartado b) del párrafo 2 del artículo 5 del Protocolo no impedía
al Comité examinar la comunicación, recibida con arreglo al Protocolo, cuando las
alegaciones mismas planteaban cuestiones relativas a la disponibilidad o la
efectividad de los recursos internos y cuando el Estado parte, habiéndoselo
solicitado expresamente el Comité, ~ aportaba detalles sobre la disponibilidad y
la efectividad de los recursos internos en el caso particular de que se trataba.

y, El Comité, en consecuencia, decidió:

a) que la comunicación era admisibleJ
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10. El Comité de Derechos Humanos, no habiendo recibido ninguna exposición del
Estado parte con arreglo al párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo,
decidió el 18 de abril de 1979:

d) que se comunicasen al autor las explicaciones o declaraciones recibidas
del Estado parte, de conformidad con el párrafo 3 del artículo 93 del reglamento
provisional del Comité.

que el texto de esa decisión se transmitiera al Estado parte y al autorJb)

c) que, de conformidad con el artículo 4 del protocolo, se pidiera al Estado
parte que presentase por escrito al Comité, dentro de los seis meses siguientes a
la fecha en que se le transmitiera dicha decisión, explicaciones o declaraciones ...
para aclarar el asunto y seftalara las medidas que eventualmente hubiera adoptado al
respectoJ

Ii-.j

1

;I
!
j

: 1,,

6n

do

su

:ue
bos

" -: ...•.. ,Y •. p • '. " \ '.... ~. • ". • '. •



l. Que se recordara al Estado parte que el plazo de seis meses para presentar
sus explicaciones o declaraciones de conformidad con el párrafo 2 del
articulo 4 del Protocolo Facultat\vo había expirado el 28 de marzo de 1979)

~
I
i

Pr
la

2. Que se pidiera al Estado parte que cumpliera sus obligaciones de
conformidad con el párrafo 2 del articulo 4 del Protocolo Facultativo sin más
demora, y se le indicara que su explicaci6n debía llegar al Comité, por
intermedio de la Divisi6n de Derechos Humanos, Oficina de las Naciones Unidas
en Ginebra, en un plazo no superior a seis semanas a partir de la fecha del
envío de dicha decisi6n al Estado parte, a fin de dar tiempo suficiente al
autor de la comunicaci6n para que presentase, antes del período de sesiones
siguiente del Comité, informaciones u observaciones adicionales, según lo
previsto en el párrafo 3 del artículo 93 del reglamento provisional del Comité;

3. Que se informara al Estado parte de que las explicaciones o declaraciones
escritas por él en virtud del párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo
Facultativo debían referirse primordialmente al fondo del asunto en examen, y
en particular a las sup~estas violaciones especificas que se sostenía que se
habían registrado. A este respecto, se pedía al Estado parte que incluyese
copias de cualquier orden o decisión judicial relacionada con el asunto en
examen.

11. Rl plazo de seis semanas mencionado en la decisión del Comité venci6 hace más
de un ano, el 2 de julio de 1979. En notas de fechas 23 de noviembre de 1979
y 13 de febrero de 1980, el Estado parte pidió al Comité que otorgara una pr6rroga
razonable del plazo para la presentación de sus explicaciones o declaraciones con
arreglo al párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo. La única exposición
recibida hasta la fecha del Estado parte consiste en una breve nota de fecha 10 de
julio de 1980 en que el Estado parte pide al Comité que reexamine su decisión
de 25 de julio de 1978, en virtud de la cual se declaró admisible la comunicaci6n,
aduciendo que si bien la referencia a Millán Sequeira en el caso No. 2109
presentado ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos era mínima, el solo
hecho de la presentación del asunto ante la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos impedía que el Comité de Derechos Humanos examinara la cuestión, de
conformidad con el apartado a) del párrafo 2 del artículo 5 del Protocolo
Facultativo. El Comité no encuentra justificación para revisar su decisión de
admisibilidad sobre dicha base, por las razones ya indicadas en el apartado a) del
párrafo 9 supra.

12. El comité de Derechos Humanos:

a) considerando que esta comunicación fue recibida hace más de tres aftos;

b) considerando que esta comunicación fue declarada admisible hace dos a~os,

y que el plazo de seis meses establecido en el párrafo 2 del artículo 4 del
Protocolo Facultativo venció el 28 de marzo de 1979;

e} considerando que el Estado parte no ha cumplido los requisitos del
párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo;

d) considerando que no ha habido respuesta del Estado parte sobre el fondo de
la cuestión, ni siquiera después de nuevas prórrogas del plazo;
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e) considerando que el Comité tiene, conforme al párrafo 1 del artículo 5 del
Protocolo Facultativo, la obligación de estudiar esta comunicación a la luz de toda
la información escrita facilitada por el autor y el Estado parte)

por la presente decide basar sus observaciones en los siguientes hechos, que no han
sido contradichos por el Estado parte:

Miguel Angel Millán Sequeira, que tenía 20 aftos de edad cuando presentó la
comunicación en 1977, fue detenido en abril de 1975 y puesto en libertad en ma~) de
1975. Fue detenido nuevamente el 18 de septiembre de 1975 y permaneció en
detencion hasta que se fugó el 4 de junio de 1976. En ambas oportunidades se le
indi~ó, como motivo de su detención, la sospecha de que era "militante comunistaR

•

Aunque fue llevado ante un juez militar en tres oportunidades, no se tomó medida
alguna para su procesamiento ni para ordenar su liberación. No tuvo acceso a
asistencia jurídica, ni se le dio oportunidad de impugnar su arresto l detención.

13. El Gobierno del Uruguay informó al Comité de Derechos Humanos en otro caso
(R.2/9) de que el recurso de habeas corpus no era aplicable a los detenidos en
aplicación de las medidas prontas de seguridad.

lÍa

ga
1\

L6n
~e

1\,

Lo

¡
I
I

~l

I
l

: !

~,

de

14. El Comité de Derechos Humanos ha examinado si las acciones que prima facie no
son conformes con el Pacto, podrían estar justificadas por alguna razón en virtud
del Pacto en esas circunstancias. El Pacto (artículo 4) no autoriza suspensión
alguna de sus disposiciones por medidas nacionales, excepto en circunstancias muy
determinadas, y el Gobierno no ha invocado hecho alguno ni ley que justifique esa
suspensión.

15. En cuanto a las acusaciones de maltrato y tortura, el Comité toma nota de que
se relacionan con hechos registrados, según se afirma, con anterioridad al 23 de
marzo de 1976 (fecha de entrada en vigor del Pacto y del Protocolo Facultativo para
el Uruguay).

16. El Comité de Derechos Humanos, actuando conforme al párraf~ 4 del artículo 5
del Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,
estima que estos hechos, en la medida en que se registraron después del 23 de marzo
de 1976 (fecha en que el Pacto entró en vigor con respecto al Uruguay), o
persistieron o tuvieron efectos que en sí constituyeron una violación después de
dicha fecha, revelan violaciones del Pacto, en particular:

del párrafo 3 del artículo 9, porque el Sr. Millán Sequeira no fue juzgado
dentro de un plazo razonable)

del párrafo 4 del artículo 9, porque no tuvo a su disposición el recurso
de habeas corpus;

de los párrafos 1 y 3 del artículo 14, porque no tuvo acceso a asistencia
jurídica, no fue juzgado dentro de un plazo razonable y no se le otorgaron
otras garantías del debido proceso.

17. El Comité, en consecuencia, estima que el Estado parte tiene la obligaci6n de
poner a disposici6n de Millán Sequeira recursos eficaces, incluida la indemnización
por las violaciones que sufrió, y de tornar medidas para asegurar que no sucedan en
el futuro violaciones similares.
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relativas a la

ANEXO X

habiendo tenido en cuenta toda la información escrita que le han
proporcionado el autor de la comunicación y el Estado parte interesado;

reunido el 29 de julio de 1980;

CBSERVACIONES FORMUIADAS CONFORME AL PARRAFO 4 DEL ARTICULO 5
DEL PROTOCOLO FACULTATIVO

Observaciones formuladas por el Comité de Derechos Humanos conforme
al párraf.o 4 del artículo 5 del Protocolo Facultativo del Pacto

Internacional de Derechos Civiles y Políticos

habiendo concluido el examen de la recomendación No. R.2/ll, presentada al
Comité por Alberto Grille Motta en virtud del Protocolo Facultativo del
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos;

Comunicación No. R.2/ll

Fecha de la comunicación: 25 de abril de 1977

Presentada por: Alberto Grille Motta en su propio nombre así como en nombre de
otras personas.

Estado parte interesado: Uruguay

aprueba las siguientes:

El Comité de Derechos Humanos, establecido en virtud del artículo 28 del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos,

2. El autor afirma que el 7 de febrero de 1976 fue detenido por un grupo de
policías de Montevideo en la casa de una amiga, Ofelia Fernández. Los llevaron al
Departamento No. 5 de la Dirección Nacional de Información e Inteligencia (a cargo
de un comisario cuyo nombre cita el autor), donde después de varias horas de malos
tratos el autor fue sometido a un interrogatorio para que reconociera que ocupaba
un puesto importante en el Partido Comunista y para inducirle a identifica+ a
diversos companeros de detención como miembros activos de la Juventud Comunista.

l. El autor de esta comunicación (carta inicial de fecha 25 de abril de 1977 y
carta ulterior de fecha 12 de diciembre de 1978) es un ciudadano uruguayo que
reside en México. Presentó la comunicación en su propio nombre y en nombre de
otras personas que según se alegaba no estaban en condiciones de presentar ninguna
comunicación en nombre propio.

i
ji

Ut.
El autor alega aS1m1smo que durante un período de unos 50 días él y sus 1I

companeros de detención fueron sometidos a graves torturas; cita en su propio caso, ¡~I¡
entre otras, la aplicación de descargas eléctr icas, el "submar ino" (sumergir la j..jl
cabeza encapuchada del detenido en agua sucia), la introducción de botellas o •
caftones de fusiles automáticos en el ano y la obligación de permanecer. de p~e, 1 I
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encapuchado y esposado y con un trozo de madera en la boca durante varios días y
noches. El Sr. Grille Mota cita específicamente los nombres de los presuntos
torturadores e interrogadores.

El autor afirma que fue conducido ante un juez militar, sin haber tenido
oportunidad de ver antes a un abogado y después de haber sido totalmente aislado
ael mundo exterior; y que, después de hacer una declaración ante el Tribunal
militar fue trasladado al "Cilindro Municipal", un estadio deportivo transformado
en cárcel desde hacía aftos, donde permaneció otros dos meses.

El Sr. Alberto Grille Motta afirma que el 20 de mayo de 1976 fue procesado por
un juez militar, bajo imputación de delitos sancionados con penas de 8 a 24 aftos de
cárcel.

El 3 de junio de 1976, el autor y tres de los compafteros de detención
consiguieron fugarse y llegar a la embajada de Venezuela donde obtuvieron asilo
diplomático.

El Sr. A. Grille Motta afirma que no ha sometido este caso a ninguna otra
instancia internacional y que ha agotado todos los recursos internos disponibles,
sefialando a este respecto que la Suprema Corte de Justicia del Uruguay rechazó su
apelación contra ciertas decisiones del Tribunal Militar.

3. El 26 de agosto de 1977, el Comité de Derechos Humanos decidió transmitir la
comunicación al Estado parte, de conformidad con el artículo 91 del reglamento
provisional, solicitando información y observaciones relacionadas con la cuestión
de la admisibilidad. El Comité decidió asimismo pedir al autor que facilitase
ulterior información sobre los motivos y circunstancias que justificaban su
actuación en nombre de las otras supuestas víctimas mencionadas en la
comunicación. No se ha recibido respuesta del autor a este respecto.

4. En carta de fecha 27 de octubre de 1977, el Estado parte formuló objeciones a
la admisibilidad de la comunicación por dos motivos:

a) el asunto de que se trataba había sido ya examinado por la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos;

b) ninguna de las presuntas víctimas había agotado todos los recursos
disponibles de la jurisdicción interna.

5. El l· de febrero de 1978, el Comité de Derechos Humanos:

a) habiendo comprobado que el caso relativo al autor de la comunicación
presentado a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos no podía referirse a la
misma cuestión que se había presentado a la Comisión ellO de marzo de 1976 (antes
de la entrada en vigor del P~cto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su
Protocolo Facul~ativo para el uruguay);

b) no pudiendo llegar a la conclusión sobre la base de la información
presentada de que, en lo concerniente al agotamiento de los recursos internos,
hubiese recursos que la presunta ~íctima debería interponer o haber interpuesto; y

c) no pudiendo, al no haber aportado el autor datos adicionales pertinentes,
examinar la comunicación en la medida en que se refería a otras presuntas víctimas;
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Decidió:

a) que la comunicación era admisible por lo que se refería al autor, pero
inadmisible por lo que se refería a otras presuntas víctimas~

b) que se transmitiera el texto de la decisión, junto con el de los
documentos pertinentes, al Estado parte y al autor~

-136-

En cuanto al agotamiento de los recursos internos, el Comité manifestó que su
decisión "podrá revisarse en función de las nuevas explicaciones que pueda
~resentar el Estado parte dando detalles de los recursos internos que, según
afirma, hubiera podido utilizar el autor de la comunicación en las circunstancias
del caso, junto con pruebas de que habría habido probabilidades razonables de que
esos recursos resultasen efectivos".

6. Después de transcurrido el plazo de seis meses, el Estado parte presentó sus
explicaciones, de fecha 6 de noviembre de 1978, que consistían en una "Resefta
normativa de los derechos que asisten al imputado ante la Justicia Penal Militar y
recursos internos de que dispone como medio de proteger y salvaguardar sus derechos
ante· la Justicia Nacional".

8. El 18 de abril de 1979, el comité decidió que la comunicaclon del Estado
parte, de fecha 6 Qe noviembre de 1978, no era suficiente para cumplir los
requisitos del párrafo 2) del artiCUlo 4 del Protocolo Facultativo, habida cuenta
de que no contenía ninguna explicación de los méritos del caso de que se trataba y
pidió al Estado parte que complementara su comunicación proporcionando, en el plazo
de seis semanas a partir de la fecha de transmisión de esa decisión al Estado
parte, observaciones relativas al fondo de la cuestión, incluidas copias de
cualesquiera mandamientos o fallos judiciales relativos al asunto que se examinaba.

9. La decisión del comité del 18 de abril de 1979 se transmitió al Estado parte
el 18 de mayo de 1979. El plazo de seis semanas mencionado en ella expiró, por
consiguiente, el 2 de julio de 1979. Más de tres meses después de esa fecha se
recibió una nueva comunicación del Estado parte de fecha S de octubre de 1979.

c) que, de conformidad con el artículo 4 del Protocolo, se pidiese al Estado
parte que presentara por escrito al Comité, dentro de los seis meses siguientes a
la fecha en que se le transmitiera la decisión, explicaciones o declaraciones para
&clarar el asunto y seftalase las medidas que eventualmente hubiera adoptado al
respecto.

,. En carta de fecha 12 de diciembre de 1978, presentada conforme al párrafo 3
del articulo 93 del reglamento provisional, el autor reafirmó sus alegaciones
anteriores de que ha agotado tOdos los recursos internos de que disponía en la
práctica, seftalando a este respecto que en su caso no era aplicable el recurso de
habeas corpus, y que, después de su fuga, la Suprema Corte de Justicia desestimó su
apelación contra la única decisión del Tribunal Militar apelable en su caso. El
autor propuso que el Comité declarase que se habían violado grave~ente los
artículos 3, 6, 7, 8, 9, 10, 14, 15, 17, 18 Y 19 del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos. .
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10. En su nueva comunicación, deIS de octubre de 1979, el Estado parte, después
de reiterar las observaciones hechas en su comunicación de 6 de noviembre de 1978,
a saber, que la cuestión de la admisibilidad debía ser examinada por el Comité a la
luz de las explicaciones dadas por el Estado parte sobre los procedimientos
internos a disposición del acusado, y de reafirmar su convicción de que su
respuesta de 6 de noviembre de 1978 debía haber sido suficiente para r~solver

definitivamente la cuestión, afiadió las siguientes explicaciones.

El Sr. Alberto Grille Motta, que había sido ya detsnido en el afto 1967 por
promover desórdenes en la propia Jefatura departamental de Montevideo, fue detenido
nuevamente el 7 de febrero de ]r .~ en r~limen de medidas prontas de seguridad poI
sus presuntas actividades subve vas dentro de la organización clandestina del
proscrito Partido Comunista.

Entonces fue puesto a disposición de la justicia militar que, por decisión
de 17 de mayo de 1976, dispuso que fuera juzgado por los delitos de ~sociación

subversiva y ataque a la 5uerza moral de las fuerzas armadas, conforme al artículo
6C (V) y al numeral 3 del artículo 58, respectivamente, del Código Penal Militar.

En ese momento, contrariamente a lo que se declara en la comunicación del
Sr. Grille Motta, éste nombró a la Dra. Susan~ Andreassen como abogado defensor.

El 3 de junio de 1976, el Sr. Grille Motta y otros tres detenidos se fugaron
del lugar de reclusión, impidiendo de ese modo la acción de la justicia.

En lo que se refería a los supuestos malos tratos y tortur.as a las que dice
fue sometido el autor, eran afirmaciones fantasiosas que constituían otro ~jemplo

de la campafta de difamación emprendida con el objeto de desacreditar la imagen del
Uruguay en el exterior.

11. El Comité ha considerado la presente comunicación a la .luz de toda la
información proporcionada por las partes, conforme a lo dispuesto en el
párrafo 1 del articulo 5 del Protocolo Facultativo.

12. Con respecto a la disposición que obliga a que se agote:-: todos los recursos de
la jurisdicción interna, el Comité ha sido informado por el Gobierno del Uruguay en
otro caso (R.2/9) de que el recurso de habeas corpus no es aplicable a las personas
arrestadas en régimen de medidas prontas de seguridad. El Sr. Grille Motta declara
que él en efecto apeló ant~ la Suprema Corte del Uruguay contra una decisión del
tribunal militar y que su apelación fue desestimada. El Comité no dispone de
pruebas para llegar a la conclusión de que existían otros recursos de la
jurisdicción interna que él no hubiera agotado.

13. En consecuencia, el Comité ha decidido basar su JU~c~o en los hechos
siguientes: que esencialmente han sido confirmados por el Estado parte, o que no
han sido rebatidos salvo con negativas de carácter general que no ofrecen ninguna
información o explicación concreta: Alberto Grille Motta fue detenido el 7 de
febrero de 1976. Aproximadamente un mes después fue conducido ante un juez
militar, sin haber tenido oportunidad de consultar antes a un abogado y después de
haber sido mantenido completamente inco~ünicado con el mundo ~xterior. El 17 de
mayo de 1976 se dispuso que fue!a procesado por les delitos de asociación subver­
siva y ataque a la fuerza moral de las fuerzas armadas, conforme al artículo 60 (V)

Y al numeral 3 del artículo 58, respectivamente, óel Código Penal Militar. Le
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estaba vedado hacer uso del recurso de habeas corpus. El Sr. G~ille Motta había
sido detenido, acusado y procesado en razón de sus opiniones, asociaciones y
actividades políticas.

14. En cuanto a las graves acusaciones de malos tratos y torturas que, según el
Sr. Grille Matta habrían continuado durante aproximadamente 50 días después de su
detención, el 7 de febrero de 1976, el Comité seftala que de ello se desprende que
dichos malos tratos continuaron después del 23 de marzo de 1976 (fecha de entrada
en vigor del Pacto y el Protocolo Facultativo para el Uruguay). Además, en su
comunicación de 25 de abril de 1.977, que el comité transmitió al Gobierno uruguayo,
el Sr. Grille Motta cita a algunos de los miembros de la policía uruguaya que él
decl.ara que eran los responsables. El Estado parte no ha presentado pruebas de que
esas acusacions hayan sido debidamente investigadas conforme a las leyes que había
indicaÓDen su comunicación de 9 de octubre de 1979, en el caso R.2/9. No puede
conside!:arse suficiente una denegación, hecha en términos generales, de tales
afirma~iones. El Estado parte debería haberlas investigado conforme a su
legislación y a sus obligaciones con arreglo al Pacto y al Protocolo Facultativo y
procesado a los que hubiesen resultado responsables.

15. El Comité de Derechos Hum2nos ha examinado si las acciones y el trato que
prima facie no son conformes Cal el Pacto podrían estar justificados por alguna
razón en virbld dtü Pacto en esas circunstancias. El Gobierno ha hecho reférencia
a las disposiciones de la legislación uruguaya, incluidas las medidas prontas de
seguriClad~ Sin embargo, el Pacto (artículo 4) no autoriza suspensión alguna de sus
disposi~iones por medidas nacionales~ excepto en circunstancias muy determinadas, y
el Gohierno no ha presentado ningún hecho ni remitido a ley alguna que justifiquen
esa suspensión. Además, algunos de los hechos mencionados más arriba se refieren a
cuestiones reguladas en disposiciones cuya suspensión el Pacto no autoriza en
circunstancia alguna.

16. El CaJlité de Derechos Humanos, actuando en virtud del párrafo 4 del artículo 5
del Protocol.o Facultativo del Pacto Internacional de Derecl'ios Civiles y Políticos.
estima que estos hechos, ocurridos después del 23 de marzo de 1976 (fecha en que el
Pacto entró en vigor con respecto a1 Uruguay). revelan violaciones del Pacto, en
particular:

del artículo 7 y del párrafo 1 del articulo 10 basándose en pruebas de
torturas y malos tratos que no han sido debidamente investigados por el
Gobierno del. Uruguay y. en consecuencia, no se han refutado;

del párrafo 3 del artículo 9, porque el Sr. Grille Motta no fue llevado sin
de1lOra ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer
funciones judici~es;

del. párI:-afo 4 del artículo 9, POrque le es tuvo vedado el recurso de habeas
corpus.

.17. Respecto del. artículo 19, en el Pacto se dispone que toda persona tiene
derecho a mantener opiniones sin ser molestada y que la libertaci de expresión
proc1a11a.da en el párrafo 2 de ese artículo sólo estará sujeta a las restriceione::¡
que sean necesarias para a) asegurar el respeto a 1.os derechos o a la reputación de
105 deaás. Y b) la protección de la seguridad nacional. el orden públicQ o l~ salud
o la aoral. públicas. El Gobierno del Uruguay no ha presentado pruebas con respecto
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al carácter de las actividades políticas que sostiene que el Sr. Grille Motta
desarrollaba y que determinaron su detención, su encarcelamiento y su
procesamiento. La información escueta proporcionada por el Estado parte según la
cual se acusó a la víctima de asociación subversiva y de tentativa de minar la
moral de las fuerzas armadas no es, en sí suficiente, a falta de detalles de los
presuntos cargos y d2 copiaEJ de las actuaciones judiciales. Sobre la billse de la
información de que dispone el Comité, no puede llegar, por consiguiente, a la
conclusión de que la datención, el encarcelamiento y el enjuiciamiento del
Sr. Grille Motta se justifican por ninguno de los motivos mencionados en el
párrafo 3 del artículo 19 del Pacto.

18. En consecuencia, el Comité considera que el Estado parte tien~ la obligación
de proporcionar a la víctima recursos eficaces, incluida una reparación, por las
violaciones de sus derechos, y de tomar medidas para velar por que no vuelvan a
cometerse violaciones similares.
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APENDICE

02inión individual presentada por un miembro del Comité de
Derechos Humanos conforme al párrafo 3 del ar.tículo ·94 del

reglamento provisional del Comité

COa'Uunicación No. R. 2/11

Opinión individual que se adjunta a las observaciones del Comité a petición
del Sr. Chr is tian Tomuschat:

No puedo encontrar justificación para que se discuta el artículo 19 del
Pacto en rel~ción con la última frase del párrafo 13. Ciertamente. el
peticionario se queja de una violación del artículo 19; no obstante, no ha
puesto en conocimiento del Comité de Derechos Humanos los hechos becesarios
para a~ar su afirmación. La única acusación concreta consiste en que
mientras estuvo detenido le interrogaron para determinar si ocupaba un puesto
~portan~ en la proscrita Juventud Comunista. El autor no ha presentado más
información sobre sus opiniones, asociaciones y actividades políticas. Habida
cuenta de que el propio peticionario no fundamentó su acusaci6n de violación
del artíoulo 19, el Estado parte interesado no estaba obligado a dar
respuestas concretas y detalladas. Las explicaciones y declaraciones de
carácter general no son suficientes. Esa norma básica de procedimiento se
aplica a ambas partes. Un peticionario tiene que exponer su caso claramente.
Sólo sobre dicha base se puede esperar que el Gobierno acusado responda a los
cargos formulados contra él. Tal vez el Comité de Derechos Humanos tenga que
pedir oportunamente al peticionario que proporcione información adicional, lo
que no ha hecho en el presente caso.
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ANEXO XI

CCPR/C/l/Add.46 Informe inicial de Costa Rica
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Informe inicial de Colombia

Iñforme suplementario de Noruega

Reglamen~to provisional aprobado por el Comité en
sus períodos de sesiones primero y segundo (se
han incorporado las enmiendas y adiciones
aprobadas por el comité en sus períodos de
sesiones tercero a séptimo)

Informe suplementario de Dinamarca

Informe inicial de Venezuela

Reserva, declaraciones, notificaciones y
comunicaciones relativas al Pacto Internacional
de Derechos Civiles y Políticos y al Protocolo
Facultativo del Pacto

Examen de los informes presentados por los
Estados partes de conformidad con el artículo 40
del Pacto - Informes iniciales de los Estados
partes que debían presentarse en 1980: Nota del
Secretario General

A. Octavo período de sesiones

B. Noveno período de sesiones

Lista de documentos publicados por el Comité

~umentos publicados en las series generales

CCPR/C/SR.177-l94 Actas resumidas del octavo período de sesionesy Correcci6n

CCPR/C/6/Add.2 Informe inicial del Senegal

Documentos publicados en las series generales

CCPR/C/l/Add.47 Informe inicial de Kenya

CCPR/C/l/Add.49 Informe inicial de Malí

CCPR/C/3/Rev.l

CCPR/C/l/Add .50

CCPR/C/l/Add.Sl

CCPR/C/l/Add.S2

CCPR/C/2/Add.3

CCPR/C/l/Add.48 Informe inicial de la República Unida de Tanzanía

CCPR/C/9 Programa provisional y anotaciones - octavo
período de sesiones

CCPR/C/G/Add.3

CCPR/C/10



C. Décimo período de sesiones

CCPR/C/ll programa provisional y anotaciones - noveno
período de sesiones

CCPR/C/SR.\95-2l9/ Actas resumidas del noveno geríodo de sesiones
Add.l y Corrección

CCPR!C/6/Add.4 Informad inicial de Italia

OCPR/C/12 Programa provisional y anotaciones - Décimo
período de sesiones

CCPR/C/SR.200 a 246 Actas resumidas del décimo período de sesiones
y Corrección
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